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PRESENTACIÓN 

El presente cuadernillo de jurisprudencia forma parte de una serie de publicaciones que la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Corte IDH”) realiza con el objeto 
de dar a conocer sus principales líneas jurisprudenciales en diversos temas de relevancia e 
interés regional. Este número está dedicado a abordar la jurisprudencia contenciosa de la 
Corte IDH respecto de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “México”), así como las 
opiniones consultivas que han sido solicitadas por este Estado.  

Para su realización, se han extraído los párrafos más relevantes de los casos contenciosos y 
opiniones consultivas sobre diversos temas relacionados a excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y la competencia consultiva de la Corte IDH. Entre otros temas, se incluyen 
extractos sobre la competencia de la Corte IDH; reconocimientos de responsabilidad 
internacional del Estado; obligaciones generales del Estado; los derechos al reconocimiento 
de la personalidad jurídica, vida, integridad personal, libertad personal, garantías judiciales 
y protección judicial, protección de la honra y dignidad, reunión, protección a la familia, 
derechos de los niños y niñas, circulación, derechos políticos, e igualdad ante la ley. 
Asimismo, el cuadernillo contiene el detalle de diversas medidas de reparación que han sido 
dictadas por la Corte IDH en sus sentencias. 

La elaboración de este cuadernillo se enmarca dentro de las actividades desarrolladas como 
parte del proyecto “Fortalecimiento de las Capacidades Institucionales para la Protección de 
Derechos Humanos en la Administración de Justicia. Acuerdo Marco de Cooperación entre la 
Corte IDH, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura Federal 
de México”.  

Los títulos utilizados en este cuadernillo buscan facilitar la lectura y no necesariamente 
corresponden a los usados en las sentencias u opiniones consultivas. 

Esperamos que este cuadernillo de jurisprudencia sirva para acercar y difundir las 
sentencias de la Corte IDH en México, entre sus autoridades, sus jueces y juezas, 
integrantes de fiscalías y defensorías públicas, la academia y las organizaciones de la 
sociedad civil, así como a todas las personas interesadas en las decisiones de la Corte IDH 
en el país y en toda la región. 

 

Juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor 

Presidente 
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I.  ALCANCES DE LA COMPETENCIA CONTENCIOSA DE LA CORTE 
IDH 

Concepto de “excepción preliminar” 
 
Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México1. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 
 
39. El Tribunal estima necesario señalar que si bien ni la Convención Americana ni el 
Reglamento definen el concepto de “excepción preliminar”, conforme a la jurisprudencia de 
esta Corte puede definirse como aquel acto procesal que objeta la admisibilidad de una 
demanda o la competencia del Tribunal para conocer un determinado caso o alguno de sus 
aspectos en razón de la persona, la materia, el tiempo o lugar. Una excepción preliminar 
tiene por finalidad obtener una decisión que prevenga o impida el análisis sobre el fondo del 
aspecto cuestionado o de todo el caso. Por ello, independientemente de que se defina un 
planteo como “excepción preliminar”, el mismo debe tener las características jurídicas 
esenciales en cuanto a su contenido y finalidad que le confieran un carácter preliminar. 
Aquellos planteos que no tengan tal naturaleza, como por ejemplo los que se refieren al 
fondo de un caso, pueden ser formulados mediante otros actos procesales previstos en la 
Convención Americana, pero no bajo la figura de una excepción preliminar. 

Competencia ratione temporis 
 
Corte IDH. Caso Alfonso Martín del Campo Dodd Vs. México2. Excepciones 
Preliminares. Sentencia de 03 de septiembre de 2004. Serie C No. 113. 
 
64. El Estado interpuso, en primer lugar, la excepción preliminar de incompetencia ratione 
temporis de la Corte Interamericana, para que en el presente caso no se conozcan los 
hechos anteriores a la fecha en que reconoció la competencia contenciosa del Tribunal. 
 
70. Debe señalarse que, en el caso de México, éste reconoció la competencia contenciosa de 
la Corte el 16 de diciembre de 1998, en el entendido de que conforme a la dispuesto en el 
artículo 62 de la Convención Americana, ella “solamente será aplicable a los hechos o a los 
actos jurídicos posteriores a la fecha del depósito de [la] declaración, por lo que no tendrá 
efectos retroactivos”. 
 
76. La discrepancia radica en que la Comisión y los representantes de la presunta víctima y 
sus familiares alegaron que la Corte tiene competencia para conocer de la violación de 
ciertos derechos en perjuicio del señor Alfonso Martín del Campo derivada de supuestos 
hechos que ocurrieron o tuvieron origen con anterioridad al 16 de diciembre de 1998 y se 
mantienen a la fecha, y que por ello entrañan violaciones de carácter continuo o 
permanente. 

                                           
1 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la inexistencia de un recurso adecuado y 
efectivo en relación con el impedimento de Jorge Castañeda Gutman para inscribir su candidatura independiente a 
la Presidencia de México.  
2 El caso Alfonso Martín del Campo Dodd Vs. México fue archivado por la falta de competencia ratione temporis de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación a presuntos actos de tortura cometidos en contra de 
Alfonso Martín del Campo Dodd con el objetivo de confesar un crimen de homicidio. 
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78. La Corte debe determinar si el supuesto delito de tortura alegado por la Comisión 
Interamericana y los representantes de la presunta víctima y sus familiares es un delito de 
ejecución instantánea o un delito de ejecución continua o permanente. Cada acto de tortura 
se ejecuta o consume en sí mismo, y su ejecución no se extiende en el tiempo, por lo que el 
acto o actos de tortura alegados en perjuicio del señor Martín del Campo quedan fuera de la 
competencia de la Corte por ser un delito de ejecución instantáneo y haber supuestamente 
ocurrido antes del 16 de diciembre de 1998. Asimismo, las secuelas de la tortura, alegadas 
por los representantes de la presunta víctima y sus familiares, no equivalen a un delito 
continuo. Cabe señalar que la Corte ha reiterado en su jurisprudencia constante su rechazo 
absoluto a la tortura y el deber de los Estados Partes de investigar, procesar y sancionar a 
los responsables de la misma. 
 
79. Es necesario que el Tribunal señale con toda claridad sobre esta materia que si el delito 
alegado fuera de ejecución continua o permanente, la Corte tendría competencia para 
pronunciarse sobre los actos o hechos ocurridos con posterioridad al reconocimiento de la 
jurisdicción de la Corte. Pero en un caso como el presente, el supuesto delito causa de la 
violación alegada (tortura) fue de ejecución instantánea, ocurrió y se consumó antes del 
reconocimiento de la competencia contenciosa.  En lo que atañe a la investigación de dicho 
delito, la misma se produjo y se reabrió en varias ocasiones. Ello ocurrió con posterioridad 
al reconocimiento de competencia contenciosa de la Corte, pero ni la Comisión ni los 
representantes de la presunta víctima han aportado elementos sobre afectaciones ocurridas 
que permitan identificar violaciones específicas al debido proceso sobre las cuales la Corte 
hubiera podido conocer. 
 
80. Tampoco puede conocer la Corte sobre ninguno de los hechos relativos al proceso penal 
que se siguió en la jurisdicción interna en contra del señor Alfonso Martín del Campo, 
incluidas la presunta detención y privación de libertad arbitrarias y la alegada denegación de 
justicia, ya que el trámite ordinario del mismo finalizó con la decisión de 9 de febrero de 
1998 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia […]. 
 
81. El recurso de reconocimiento de inocencia que interpuso el señor Martín del Campo ante 
la Décimo Séptima Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, el 5 de 
abril de 1999, con posterioridad al reconocimiento de la competencia contenciosa de la 
Corte por parte de México el 16 de diciembre de 1998, es un recurso de naturaleza 
extraordinaria, por lo que al reconocer México la competencia obligatoria del Tribunal, el 
proceso penal ordinario había finalizado […]. 
 
83. La decisión que ahora pronuncia la Corte no juzga en lo absoluto acerca de la existencia 
o inexistencia de tortura contra el señor Alfonso Martín del Campo, sino se sustenta única y 
exclusivamente en consideraciones jurídicas derivadas de las reglas sobre competencia del 
Tribunal, cuya inobservancia implicaría exceso en el ejercicio de facultades acotadas por la 
Convención y generaría inseguridad jurídica. 
 
85. En razón de lo anterior, la Corte estima que debe aplicarse el principio de la 
irretroactividad de las normas internacionales consagrado en la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados y en el derecho internacional general, y de acuerdo con los 
términos en que México reconoció la competencia contenciosa de la Corte, acoge la 
excepción preliminar “ratione temporis” interpuesta por el Estado para que la Corte no 
conozca supuestas violaciones a la Convención Americana ni a la Convención 
Interamericana contra la Tortura ocurridas antes del 16 de diciembre de 1998 […] y declara, 
en consecuencia, que no le compete a la Corte analizar la segunda excepción preliminar. 
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Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México3. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
17. Los hechos que sustentan la demanda de la Comisión en el presente caso se refieren a 
la presunta detención y posterior desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco 
ocurridas desde el 25 de agosto de 1974, es decir, desde antes de la adhesión del Estado a 
la Convención Americana. No obstante, en el presente caso se alega que la desaparición 
forzada del señor Radilla Pacheco “tiene carácter continuo o permanente”, que a la fecha no 
se conoce su paradero y que las investigaciones adelantadas al respecto no han producido 
resultado. 
 
18. [L]a Corte entiende que los hechos alegados o la conducta del Estado que pudiera 
implicar su responsabilidad internacional permanecerían vigentes con posterioridad a la 
entrada en vigor del tratado para México hasta el presente. La permanencia de esta 
situación no ha sido controvertida por el Estado. México alega que, por el contrario, el 
carácter continuado de la desaparición forzada de personas es irrelevante en este caso. 
 
20. La Corte observa que conforme al […] principio [de irretroactividad de los tratados], la 
regla general es que un tratado no tiene aplicación retroactiva sobre actos o hechos que se 
hayan consumado con anterioridad a su entrada en vigor, salvo que una intención diferente 
se desprenda del mismo o conste de otro modo. Ahora bien, surge del mismo principio que 
desde que un tratado entra en vigor es exigible a los Estados Partes el cumplimiento de las 
obligaciones que contiene respecto de todo acto posterior a esa fecha. Ello se corresponde 
con el principio pacta sunt servanda, según el cual “[t]odo tratado en vigor obliga a las 
partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe”. 
 
21. De lo anterior, resulta claro que un hecho no puede constituir violación de una 
obligación internacional derivada de un tratado a menos que el Estado esté vinculado por 
dicha obligación al momento que se produce el hecho. El establecimiento de ese momento y 
su extensión en el tiempo tiene entonces relevancia para la determinación no sólo de la 
responsabilidad internacional de un Estado, sino de la competencia de este Tribunal para 
aplicar el tratado en cuestión. 
 
22. Al respecto, cabe distinguir entre actos instantáneos y actos de carácter continuo o 
permanente. Éstos últimos “se extiende[n] durante todo el tiempo en el cual el hecho 
continúa y se mantiene su falta de conformidad con la obligación internacional”. Por sus 
características, una vez entrado en vigor el tratado, aquellos actos continuos o permanentes 
que persisten después de esa fecha, pueden generar obligaciones internacionales respecto 
del Estado Parte, sin que ello implique una vulneración del principio de irretroactividad de 
los tratados. 
 
23. Dentro de esta categoría de actos se encuentra la desaparición forzada de personas, 
cuyo carácter continuo o permanente ha sido reconocido de manera reiterada por el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en el cual el acto de desaparición y su 
ejecución se inician con la privación de la libertad de la persona y la subsiguiente falta de 
información sobre su destino, y permanece hasta tanto no se conozca el paradero de la 
persona desaparecida y los hechos no se hayan esclarecido. 
 

                                           
3 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de Rosendo Radilla 
Pacheco por parte de las Fuerzas Armadas Mexicanas, así como por la falta de investigación y sanción de los 
responsables.  
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24. Con base en lo anterior, la Corte considera que la Convención Americana produce 
efectos vinculantes respecto de un Estado una vez que se obligó al mismo. En el caso de 
México, al momento en que se adhirió a ella, es decir, el 24 de marzo de 1981, y no antes. 
De esta manera, de conformidad con el principio de pacta sunt servanda, sólo a partir de 
esa fecha rigen para México las obligaciones del tratado y, en tal virtud, es aplicable a 
aquellos hechos que constituyen violaciones de carácter continuo o permanente, es decir, a 
los que tuvieron lugar antes de la entrada en vigor del tratado y persisten aún después de 
esa fecha, puesto que ellas se siguen cometiendo. Sostener lo contrario equivaldría a privar 
de su efecto útil al tratado mismo y a la garantía de protección que establece, con 
consecuencias negativas para las presuntas víctimas en el ejercicio de su derecho de acceso 
a la justicia. 
 
26. Conforme a la declaración interpretativa formulada al ratificar la CIDFP, el Estado 
sostuvo que la Corte carecía de competencia ratione temporis para aplicar dicho 
instrumento respecto a hechos que no se hubieran ordenado, ejecutado o cometido con 
posterioridad a la entrada en vigor del referido tratado. Por otro lado, México alegó que la 
Corte carecía de competencia para determinar si la reserva hecha al artículo IX de dicha 
Convención  era compatible o no con el derecho internacional, pues el Estado jamás había 
invocado dicha reserva para dejar de cumplir con sus obligaciones internacionales y porque 
ésta no había sido materia de litis en el trámite ante la Comisión Interamericana. 
Finalmente, el Estado objetó el interés legal de los representantes para solicitar la nulidad 
de la referida reserva. 
 
30. La “declaración” realizada por México permite aclarar el sentido o alcance temporal 
respecto a la aplicación de la CIDFP. Del sentido corriente de sus términos, se desprende 
claramente que las disposiciones de tal instrumento son aplicables a hechos que se ejecuten 
o cometan con posterioridad a su entrada en vigor. A la luz del artículo 31 de la Convención 
de Viena, este Tribunal ha afirmado que el "sentido corriente" de los términos no puede ser 
una regla por sí misma sino que debe involucrarse dentro del contexto y, en especial, 
dentro del objeto y fin del tratado. Asimismo, el Tribunal ha sostenido que el “sentido 
corriente de los términos” debe analizarse como parte de un todo cuyo significado y alcance 
debe fijarse en función del sistema jurídico al cual pertenece. 
 
31. De esta manera, la interpretación debida a los términos “ejecutan o cometan” de la 
declaración de México a la CIDFP, no puede ser otra que una consecuente con la 
caracterización que el propio tratado realiza de la desaparición forzada  y con el efecto útil 
de sus disposiciones, de manera que su aplicación incluya los actos de desaparición forzada 
de personas que continúen o permanezcan más allá de la fecha de entrada en vigor para 
México, es decir, el 9 de abril de 2002, en tanto no se establezca el destino o paradero de la 
víctima. 
 
44. La Corte observa que la excepción interpuesta por el Estado [en que alega la 
incompetencia ratione temporis para conocer de presuntas violaciones a los derechos a la 
vida y a la integridad personal en perjuicio del señor Radilla Pacheco] se fundamenta en la 
presunción según la cual una persona desaparecida se tiene como muerta cuando haya 
transcurrido un tiempo considerable, sin que se tenga noticias de su paradero o de la 
localización de sus restos. El Estado sostiene que, bajo un análisis de derecho y de 
jurisprudencia comparada, la muerte y alegada tortura del señor Rosendo Radilla Pacheco 
habrían ocurrido con anterioridad a la fecha de ratificación de la competencia contenciosa de 
la Corte el 16 de diciembre de 1998, ya que desde la fecha de su detención, el 25 de agosto 
de 1974, habrían transcurrido más de 24 años sin conocer noticias de su paradero. 
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45. No es posible para este Tribunal arribar en esta etapa del procedimiento a la conclusión 
que conlleva la presunción alegada por el Estado, sin que ello implique adelantar el análisis 
sobre ciertos hechos afirmados y las pruebas allegadas en su conjunto. En efecto, la 
presunción de muerte invocada por el Estado, como tal, tiene el carácter iuris tantum, es 
decir, admite prueba en contrario. La misma busca concluir que una persona desaparecida o 
de la que no se tiene noticias, luego de transcurrido cierto tiempo sin tener prueba alguna 
sobre su paradero o destino, se presume muerta. 
 
46. Una presunción de este tipo debe tener al menos los siguientes elementos para que 
pueda configurarse: a) que exista un hecho o estado de cosas, b) la inexistencia de prueba 
que permitiese razonablemente inferir que dicho estado de cosas no es tal, c) la existencia 
de una regla de presunción respecto al hecho o estado de cosas referido, y d) la conclusión 
de la presunción a la que se puede llegar luego de dicho análisis. Así, para poder ser 
analizada de manera íntegra en esta etapa del procedimiento, la Corte debería entonces 
considerar y valorar ciertos hechos afirmados en la demanda que hacen parte de los méritos 
de fondo del caso, la inexistencia de pruebas que demuestren lo contrario, y la existencia de 
la regla de presunción de muerte, para finalmente llegar a la conclusión establecida en la 
presunción. 
 
47. Igualmente, el Tribunal observa que las reglas de presunción, por lo general, invierten 
la carga de la prueba de ciertos hechos a favor de alguna de las partes en el proceso, 
cuando por ausencia de pruebas concluyentes no se puede llegar a afirmar el hecho que la 
presunción establece, ello con el fin de alcanzar certeza jurídica en el litigio de un caso 
sobre los hechos bajo análisis. En el caso de la presunción de muerte por desaparición 
forzada, la carga de la prueba recae sobre la parte que tenía el presunto control sobre la 
persona detenida o retenida y la suerte de la misma —generalmente el Estado—, quien 
tiene que demostrar el hecho contrario que se concluye de dicha presunción, es decir que la 
persona no ha muerto. 
 
48. En este sentido, sería inadmisible que la parte sobre quien recae la carga de desvirtuar 
la presunción haga uso de la misma a fin de excluir o limitar, anticipadamente mediante una 
excepción preliminar, la competencia del Tribunal sobre ciertos hechos en un caso de 
desaparición forzada. De lo contrario, el Estado estaría usando la presunción de muerte para 
invertir nuevamente la carga de la prueba sobre quien la alegó por primera vez, es decir la 
Comisión y las presuntas víctimas. El uso de una presunción de tal manera hace ineficaz la 
existencia de la misma y desvirtúa el sentido de su existencia en el derecho. 
 
49. En todo caso, la Corte advierte que la presunción de muerte en casos de desaparición 
forzada sólo permite concluir que se presume que el señor Rosendo Radilla murió, mas no 
conlleva a establecer con certeza o aproximación la fecha exacta de su muerte, lo cual sería 
determinante para dar lugar a lo que el Estado solicita. 
 
Corte IDH. Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México4. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273. 
 

                                           
4 Los hechos del caso se refieren a la tortura sufrida por los señores Juan García Cruz y Santiago Sánchez Silvestre 
cuando fueron detenidos por la Policía Judicial del Distrito Federal en junio de 1997, así como a la falta de 
investigación de tales hechos. Se refiere, además, a las declaraciones inculpatorias que fueron obligados a rendir 
ante el Ministerio Público, así como a los dos procesos y condenas penales contra ellos por los cuales se les 
impusieron penas de 3 y 40 años de prisión en violación de garantías del debido proceso. Los señores Juan García 
Cruz y Santiago Sánchez Silvestre permanecieron privados de su libertad durante 15 años, 10 meses y 12 días, 
hasta que fueron puestos en libertad el 18 de abril de 2013 en cumplimiento de sentencias emitidas por tribunales 
internos con posterioridad al sometimiento del caso a la Corte Interamericana. 
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26. La Corte recuerda que tiene competencia temporal, como regla general, a partir de la 
fecha de ratificación de los instrumentos respectivos y del reconocimiento de su 
competencia contenciosa, de acuerdo a los términos en que se hayan formulado dichas 
ratificaciones y reconocimiento. Si bien la declaración de reconocimiento de competencia de 
la Corte Interamericana incluye una limitación temporal, en el presente caso el Estado 
aceptó todos los hechos contenidos en el Informe de Fondo de la Comisión, “incluso 
aquellos anteriores a la aceptación de la competencia contenciosa de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos” […]. Es decir, existe una clara manifestación de 
voluntad del Estado de reconocer todos los hechos incluidos por la Comisión en dicho 
informe, así como las violaciones que se configuren en este caso y sus consecuencias 
jurídicas, otorgando así su consentimiento para que el Tribunal homologue en su entera 
dimensión el Acuerdo firmado por las partes en el presente caso, de modo tal que México ha 
desistido expresamente de cualquier limitación temporal al ejercicio de la competencia de la 
Corte. Este Tribunal valora positivamente dicha aceptación hecha por el Estado para este 
caso específico. 

Competencia ratione materiae 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México5. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
31. El Estado alegó la incompetencia de la Corte para “determinar violaciones” a la 
Convención Belém do Pará. Ello fue rechazado por la Comisión y los representantes, quienes 
alegaron la competencia de la Corte respecto al artículo 7 de dicha Convención. Los 
representantes alegaron que, además, la Corte tiene competencia para “conocer de 
violaciones” al artículo 9 y “aplicar el artículo 8” de dicha Convención. 
 
32. Para resolver controversias sobre la interpretación de normas, la Corte ha invocado la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. En lo pertinente, esta Convención 
señala: 
 

Artículo 31. Regla general de interpretación. 1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe 
conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto 
de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin. […]  
Artículo 32. Medios de interpretación complementarios. Se podrán acudir a medios de 
interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las 
circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación del 
artículo 31, o para determinar el sentido cuando la interpretación dada de conformidad con el 
artículo 31:  
a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o  
b) conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable. 

 
33. La Convención de Viena contiene una regla que debe interpretarse como un todo. El 
sentido corriente de los términos, la buena fe, el objeto y fin del tratado y los demás 
criterios confluyen de manera unida para desentrañar el significado de una determinada 
norma. Por otra parte, la Corte recalca que el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos se compone tanto de un conjunto de reglas (las convenciones, pactos, tratados y 
demás documentos internacionales), como de una serie de valores que dichas reglas 
pretenden desarrollar. La interpretación de las normas se debe desarrollar entonces también 
                                           
5 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta de diligencia en las investigaciones 
relacionadas a la desaparición y muerte de Claudia Ivette Gonzáles, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice 
Ramos Monárrez.  
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a partir de un modelo basado en valores que el Sistema Interamericano pretende 
resguardar, desde el “mejor ángulo” para la protección de la persona. En este sentido, el 
Tribunal, al enfrentar un caso como el presente, debe determinar cuál es la interpretación 
que se adecua de mejor manera al conjunto de las reglas y valores que componen el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Concretamente, en este caso, el Tribunal 
debe establecer los valores y objetivos perseguidos por la Convención Belém do Pará y 
realizar una interpretación que los desarrolle en la mayor medida. Ello exige la utilización en 
conjunto de los elementos de la norma de interpretación del artículo 31 citado […]. 
 
37. México alega que cada tratado interamericano requiere una declaración específica de 
otorgamiento de competencia a la Corte. Al respecto, el Tribunal resalta que en el caso Las 
Palmeras Vs. Colombia ratificó la posibilidad de ejercer su competencia contenciosa respecto 
a otros instrumentos interamericanos distintos a la Convención Americana, en el contexto 
de instrumentos que establezcan un sistema de peticiones objeto de supervisión 
internacional en el ámbito regional. En este sentido, la declaración especial para aceptar la 
competencia contenciosa de la Corte según la Convención Americana, teniendo en cuenta el 
artículo 62 de la misma, permite que el Tribunal conozca tanto de violaciones a la 
Convención como de otros instrumentos interamericanos que le otorguen competencia. 
 
38. Corresponde entonces analizar cómo se establece la competencia para el trámite de 
peticiones en la Convención Belém do Pará. Los artículos pertinentes de dicho instrumento 
señalan lo siguiente: 

 
CAPÍTULO IV. MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN  
Artículo 10. Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, 
en los informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes 
deberán incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia 
contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como sobre las 
dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la 
violencia contra la mujer.  
Artículo 11. Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, 
podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la 
interpretación de esta Convención.  
Artículo 12. Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 
reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de 
violación del artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las 
considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación 
y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (subrayados fuera del texto). 

 
40. […] La Convención B[e]l[é]m do Pará establece que la Comisión considerará las 
peticiones respecto de su artículo 7 “de acuerdo con las normas y los requisitos de 
procedimiento para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la 
Convención Americana […] y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión”. Esta 
formulación no se excluye ninguna disposición de la Convención Americana, por lo que 
habrá que concluir que la Comisión actuará en las peticiones sobre el artículo 7 de la 
Convención B[e]l[é]m do Pará “de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de 
[la Convención Americana]”, como lo dispone el artículo 41 de la misma Convención. El 
artículo 51 de la Convención y el artículo 44 del Reglamento de la Comisión se refieren 
expresamente al sometimiento de casos ante la Corte cuando ocurre incumplimiento de las 
recomendaciones del informe de fondo al que se refiere el artículo 50 de la Convención 
Americana. Asimismo, el artículo 19.b del Estatuto de la Comisión establece que entre las 
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atribuciones de la Comisión está la de “comparecer ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en los casos previstos en la Convención”. 
 
41. En suma, parece claro que el tenor literal del artículo 12 de la Convención Belém do 
Pará concede competencia a la Corte, al no exceptuar de su aplicación ninguna de las 
normas y requisitos de procedimiento para las comunicaciones individuales. 
 
42. Ahora bien, aunque el texto parezca literalmente claro, es necesario analizarlo aplicando 
todos los elementos que componen la regla de interpretación del artículo 31 de la 
Convención de Viena […]. También lo ha dicho este Tribunal al señalar que el “sentido 
corriente” de los términos no puede ser una regla por sí misma sino que debe involucrarse 
dentro del contexto y, en especial, dentro del objeto y fin del tratado, de manera tal que la 
interpretación no conduzca de manera alguna a debilitar el sistema de protección 
consagrado en la Convención. 
 
43. La Corte resalta que, según el argumento sistemático, las normas deben ser 
interpretadas como parte de un todo cuyo significado y alcance deben fijarse en función del 
sistema jurídico al cual pertenecen. 
 
45. En el sistema interamericano existen tratados que no establecen como mecanismo de 
protección ninguna referencia al trámite de peticiones individuales, tratados que permiten 
trámite de peticiones, pero la restringen para ciertos derechos y tratados que permiten 
trámite de peticiones en términos generales. 
 
52. La Corte considera que, a diferencia de lo que señala México, la Convención B[e]l[é]m 
do Pará hace mención a[ú]n más explícita que la CIPST a la jurisdicción de la Corte, puesto 
que alude expresamente a las disposiciones que permiten a la Comisión enviar dichos casos 
a la Corte. 
 
54. A partir de una interpretación sistemática, nada en el artículo 12 apunta hacia la 
posibilidad de que la Comisión Interamericana aplique el artículo 51 de la Convención 
Americana de manera fragmentada. Es cierto que la Comisión Interamericana puede decidir 
no enviar un caso a la Corte, pero ninguna norma de la Convención Americana ni el artículo 
12 de la Convención Belém do Pará prohíben que un caso sea transmitido al Tribunal, si la 
Comisión así lo decide. El artículo 51 es claro en este punto. 
 
58. En conclusión, una interpretación sistemática de las normas relevantes para resolver 
esta controversia permite respaldar aún más la competencia contenciosa de la Corte 
respecto al artículo 7 de la Convención Belém do Pará. 
 
59. En una interpretación teleológica se analiza el propósito de las normas involucradas, 
para lo cual es pertinente analizar el objeto y fin del tratado mismo y, de ser pertinente, 
analizar los propósitos del sistema regional de protección. En este sentido, tanto la 
interpretación sistemática como la teleológica están directamente relacionadas. 
 
61. El fin del sistema de peticiones consagrado en el artículo 12 de la Convención Belém do 
Pará es el de fortalecer el derecho de petición individual internacional a partir de ciertas 
precisiones sobre los alcances del enfoque de género. La adopción de esta Convención 
refleja una preocupación uniforme en todo el hemisferio sobre la gravedad del problema de 
la violencia contra la mujer, su relación con la discriminación históricamente sufrida y la 
necesidad de adoptar estrategias integrales para prevenirla, sancionarla y erradicarla. En 
consecuencia, la existencia de un sistema de peticiones individuales dentro de una 
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convención de tal tipo, tiene como objetivo alcanzar la mayor protección judicial posible, 
respecto a aquellos Estados que han admitido el control judicial por parte de la Corte. 
 
62. En este punto es fundamental tener presente la especificidad de los tratados de 
derechos humanos y los efectos que ello tiene sobre su interpretación y aplicación. Por una 
parte, el objeto y fin es la protección de los derechos humanos de los individuos; por la 
otra, significa la creación de un orden legal en el cual los Estados asumen obligaciones no 
en relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción. Además, estos 
tratados se aplican de conformidad con la noción de garantía colectiva. 
 
65. Con respecto al efecto útil, la Corte reitera lo señalado en su primer fallo contencioso, 
en el sentido de que una finalidad inherente a todo tratado es la de alcanzar este efecto. 
Ello es aplicable a las normas de la Convención Americana relacionadas con la facultad de la 
Comisión de someter casos a la Corte. Y es ésta una de las normas a la que remite la 
Convención Belém do Pará. 
 
77. Todo lo anterior permite concluir que la conjunción entre las interpretaciones 
sistemática y teleológica, la aplicación del principio del efecto útil, sumadas a la suficiencia 
del criterio literal en el presente caso, permiten ratificar la competencia contenciosa de la 
Corte respecto a conocer de violaciones del artículo 7 de la Convención Belém do Pará. 
 
79. La Corte considera que los criterios sistemáticos y teleológicos son insuficientes para 
superponerse a lo que indica claramente el tenor literal del artículo 12 de la Convención 
Belém do Pará, donde se señala que el sistema de peticiones se concentrará exclusivamente 
en la posible violación del artículo 7 de dicha Convención. Al respecto, la Corte resalta que a 
partir del principio de interpretación más favorable no se puede derivar un enunciado 
normativo inexistente, en este caso, la integración de los artículos 8 y 9 al tenor literal del 
artículo 12. Ello no obsta a que los diversos artículos de la Convención Belém do Pará sean 
utilizados para la interpretación de la misma y de otros instrumentos interamericanos 
pertinentes. 
 
80. Por todo lo expuesto el Tribunal decide aceptar parcialmente la excepción preliminar 
interpuesta por el Estado y, por ende, declarar que: a) tiene competencia contenciosa en 
razón de la materia para conocer de alegadas violaciones al artículo 7 de la Convención 
Belém do Pará, y b) no tiene competencia contenciosa en razón de la materia para conocer 
de supuestas violaciones a los artículos 8 y 9 de dicho instrumento internacional. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
42. […]. La Corte precisa, que efectivamente, no tiene competencia para aplicar 
disposiciones de la Carta de la OEA en el marco de un proceso contencioso. 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México6. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220.  
 
16. Este Tribunal ha establecido que la jurisdicción internacional tiene carácter subsidiario, 
coadyuvante y complementario, razón por la cual no desempeña funciones de tribunal de 

                                           
6 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la alegada detención arbitraria y tratos crueles 
y degradantes a los que fueron sometidos los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores, así como 
por la falta de investigación y sanción de los responsables.  
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“cuarta instancia”. Ello implica que la Corte no es un tribunal de alzada o de apelación para 
dirimir los desacuerdos que tengan las partes sobre algunos alcances de la valoración de 
prueba o de la aplicación del derecho interno en aspectos que no estén directamente 
relacionados con el cumplimiento de obligaciones internacionales en derechos humanos. Es 
por ello que esta Corte ha sostenido que, en principio, “corresponde a los tribunales del 
Estado el examen de los hechos y las pruebas presentadas en las causas particulares”. Lo 
anterior implica que al valorarse el cumplimiento de ciertas obligaciones internacionales, 
como la de garantizar que una detención fue legal, existe una intrínseca interrelación entre 
el análisis de derecho internacional y de derecho interno. 
 
18. Atendido lo anterior, puede afirmarse que, si se pretendiera que la Corte ejerza como 
tribunal de alzada sobre los alcances de la prueba y del derecho interno, se le estaría 
sometiendo una materia sobre la cual, en virtud de la competencia subsidiaria de un 
tribunal internacional, no podría pronunciarse y es incompetente. No obstante, para que 
esta excepción fuese procedente, sería necesario que el solicitante busque que la Corte 
revise el fallo de un tribunal interno en virtud de su incorrecta apreciación de la prueba, los 
hechos o el derecho interno, sin que, a la vez, se alegue que tal fallo incurrió en una 
violación de tratados internacionales respecto de los que tenga competencia el Tribunal. 
 
19. Por el contrario, sí compete a la Corte verificar si en los pasos efectivamente dados a 
nivel interno se violaron o no obligaciones internacionales del Estado derivadas de los 
instrumentos interamericanos que le otorgan competencia al Tribunal. Por ello, la 
jurisprudencia reiterada de la Corte señala que la determinación de si las actuaciones de 
órganos judiciales constituyen o no una violación de las obligaciones internacionales del 
Estado, puede conducir a que la Corte deba ocuparse de examinar los respectivos procesos 
internos para establecer su compatibilidad con la Convención Americana. Ello sucede 
porque, si se reclama que un fallo ha sido incorrecto en virtud de la violación del debido 
proceso, la Corte no podrá referirse a esta solicitud en la forma de una excepción 
preliminar, ya que deberá considerar el fondo del asunto y determinar si este derecho 
convencional fue o no violado. 

Competencia ratione personae 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
108. La Corte ha establecido que las presuntas víctimas deben estar señaladas en la 
demanda y en el informe de la Comisión según el artículo 50 de la Convención. Además, de 
conformidad con el artículo 34.1 del Reglamento, corresponde a la Comisión y no a este 
Tribunal, identificar con precisión y en la debida oportunidad procesal a las presuntas 
víctimas en un caso ante esta Corte. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México7. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 

                                           
7 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por una serie de diversas formas de tortura física, 
psicológica y sexual en el marco de la detención, traslados y llegada al centro de detención de once mujeres, así 
como que el Estado incumplió con su obligación de investigar con la debida diligencia y en un plazo razonable estos 
hechos, en el marco de las detenciones y traslados realizados en los operativos policíacos que tuvieron lugar en los 
en los municipios de Texcoco y San Salvador Atenco los días 3 y 4 de mayo de 2006, respectivamente. 
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48. El artículo 35.1 del Reglamento de la Corte dispone que el Informe de Fondo deberá 
contener la identificación de las presuntas víctimas, salvo en los casos previstos por el 35.2 
del mismo instrumento. En el presente caso, este Tribunal constata que los representantes 
informaron a la Comisión, en la debida oportunidad durante el trámite ante dicho órgano y 
antes de la emisión del referido Informe de Fondo, la identificación de todas las presuntas 
víctimas, incluyendo a Bertha Rosales Gutiérrez. Por tanto, se advierte que su falta de 
inclusión en el Informe de Fondo sin que la Comisión justificara las razones de su exclusión 
parece ser un error material que no debería impedir su consideración como presunta víctima 
por este Tribunal. Por tanto, como ha procedido en otro caso reciente, esta Corte la incluirá 
como presunta víctima en este caso. 

 

Regla del previo agotamiento de recursos internos 
  
Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184.  
 
30. El Tribunal ha desarrollado pautas claras para analizar una excepción basada en un 
presunto incumplimiento del agotamiento de los recursos internos. Primero, la Corte ha 
interpretado la excepción como una defensa disponible para el Estado y, como tal, puede 
renunciarse a ella, ya sea expresa o tácitamente. Segundo, esta excepción debe 
presentarse oportunamente con el propósito de que el Estado pueda ejercer su derecho a la 
defensa. Tercero, la Corte ha afirmado que el Estado que presenta esta excepción debe 
especificar los recursos internos que aún no se han agotado y demostrar que estos recursos 
son aplicables y efectivos. 
 
34. La Corte Interamericana ha considerado que la regla del previo agotamiento de los 
recursos internos en la esfera del derecho internacional de los derechos humanos, tiene 
ciertas implicaciones que están presentes en la Convención. En efecto, según ella, los 
Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 
violación de los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de 
los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (artículo 1.1). Por eso, cuando se invocan ciertas excepciones a la regla de no 
agotamiento de los recursos internos, como son la inefectividad de tales recursos o la 
inexistencia del debido proceso legal, no sólo se está alegando que el agraviado no está 
obligado a interponer tales recursos, sino que indirectamente se está imputando al Estado 
involucrado una nueva violación a las obligaciones contraídas por la Convención. En tales 
circunstancias la cuestión de los recursos internos se aproxima sensiblemente a la materia 
de fondo. 
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II.  RECONOCIMIENTO DE RESPONSABILIDAD 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
24. De conformidad con los artículos 53.2 y 55 del Reglamento, y en ejercicio de sus 
poderes de tutela judicial internacional de los derechos humanos, la Corte puede determinar 
si un reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por un Estado demandado 
ofrece base suficiente, en los términos de la Convención, para continuar el conocimiento del 
fondo y determinar las eventuales reparaciones y costas. 
 
25. En ese sentido, la Corte observa que la frase “la procedencia del allanamiento”, así 
como el texto íntegro del artículo 55 del Reglamento, indican que estos actos no son, por sí 
mismos, vinculantes para el Tribunal. Dado que los procesos ante esta Corte se refieren a la 
tutela de los derechos humanos, cuestión de orden público internacional que trasciende la 
voluntad de las partes, la Corte debe velar porque tales actos resulten aceptables para los 
fines que busca cumplir el sistema interamericano. En esta tarea el Tribunal no se limita 
únicamente a verificar las condiciones formales de los mencionados actos, sino que los debe 
confrontar con la naturaleza y gravedad de las violaciones alegadas, las exigencias e interés 
de la justicia, las circunstancias particulares del caso concreto y la actitud y posición de las 
partes. 
 
26. En el presente caso, la Corte considera que el reconocimiento parcial de responsabilidad 
efectuado por el Estado constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso, al 
buen despacho de la jurisdicción interamericana sobre derechos humanos, a la vigencia de 
los principios que inspiran la Convención Americana y a la conducta a la que están obligados 
los Estados en esta materia, en virtud de los compromisos que asumen como partes en los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 
 
28. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal nota que si bien el Estado aceptó en términos 
generales dichos hechos, en su argumentación posterior relativa al fondo del asunto 
controvirtió hechos específicos de contexto o de la “primera etapa” de las investigaciones. 
Por ello, la Corte determinará en los siguientes capítulos todo el marco fáctico de este caso 
y hará las especificaciones correspondientes cuando un hecho se toma como establecido, 
con base en la aceptación del Estado, o como probado, de acuerdo a la evidencia aportada 
por las partes. 
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30. Finalmente, en cuanto a las pretensiones de reparaciones, el Estado aceptó que tiene el 
deber de reparar las violaciones por él aceptadas e indicó una serie de medidas reparatorias 
que ha realizado o que ofrece realizar, lo cual será valorado en el capítulo IX de esta 
Sentencia, conforme a los argumentos y prueba presentados por las partes. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
62. En lo que se refiere a los hechos del presente caso, la Corte observa que el Estado no 
precisó de manera clara y específica los hechos de la demanda que dan sustento a su 
reconocimiento parcial de su responsabilidad. No obstante, al haberse allanado a las 
alegadas violaciones de los artículos 5 y 7 de la Convención Americana, en relación con la 
obligación establecida en el artículo 1.1 de la misma, este Tribunal entiende que México 
también ha reconocido los hechos que, según la demanda —marco fáctico de este proceso—
, configuran esas violaciones; es decir, aquellos relativos a la detención y posterior 
desaparición del señor Rosendo Radilla Pacheco a manos de efectivos del ejército mexicano, 
así como la afectación a la integridad personal en su perjuicio. Sobre este último punto, la 
Corte observa que el Estado se allanó a la violación del artículo 5 de la Convención, en 
perjuicio de sus familiares, por el incumplimiento parcial de los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana. El Estado ha aceptado la demora injustificada en las investigaciones 
tendientes a dar con el paradero del señor Radilla Pacheco y a ubicar y sancionar a los 
responsables; no obstante, ha negado que persista impunidad en este caso y, si bien afirmó 
que existe una denegación de justicia en el presente caso, indicó que aquélla no se debía a 
la “negligencia o voluntad de mantener impunidad por parte del Estado” […]. 
 
66. La Corte valora el reconocimiento y admisión parcial de hechos y el allanamiento 
respecto de algunas pretensiones efectuados por el Estado. Después de haber examinado 
dicho reconocimiento, y tomado en cuenta lo manifestado por la Comisión y los 
representantes, considera necesario dictar una Sentencia en la cual se determinen los 
hechos y todos los elementos del fondo del asunto, así como las correspondientes 
consecuencias en cuanto a las reparaciones. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México8. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
21. De conformidad con los artículos 56.2 y 58 del Reglamento, en ejercicio de sus poderes 
de tutela judicial internacional de los derechos humanos, el Tribunal puede determinar si un 
reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por un Estado demandado ofrece 
base suficiente, en los términos de la Convención Americana, para continuar con el 
conocimiento del fondo y determinar las eventuales reparaciones y costas. (En similar 
sentido: Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 60; Caso Fernández 
Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 21) 
 
22. Dado que los procesos ante esta Corte se refieren a la tutela de derechos humanos, 
cuestión de orden público internacional que trasciende la voluntad de las partes, el Tribunal 
debe velar porque los actos de allanamiento resulten aceptables para los fines que busca 
cumplir el Sistema Interamericano. En esta tarea, la Corte no se limita únicamente a 
verificar las condiciones formales, sino que las debe confrontar con la naturaleza y gravedad 
                                           
8 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la violación y tortura en perjuicio de la señora 
Rosendo Cantú, así como por la falta de investigación y sanción de los responsables.  
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de las violaciones alegadas, las exigencias e interés de la justicia, las circunstancias 
particulares del caso concreto y la actitud y posición de las partes. (En similar sentido: Caso 
Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 61; Caso Fernández Ortega y 
otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 22) 
 
23. En lo que se refiere a los hechos, la Corte observa que el Estado reconoció parcialmente 
su responsabilidad internacional de manera suficientemente clara y específica respecto de la 
dilación en la atención médica especializada brindada a la señora Rosendo Cantú, la falta de 
atención especializada a su favor considerando su condición de niña, el retraso en la 
investigación de los hechos y la afectación que dicho retraso ha causado en la integridad 
personal de la presunta víctima. Con base en esos hechos, México reconoció su 
responsabilidad internacional por las violaciones a los derechos a las garantías judiciales y a 
la protección judicial establecidos en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, al 
derecho a la integridad psíquica establecido en el artículo 5.1 de la misma, y a los derechos 
del niño, previstos en el artículo 19 del tratado de referencia, en perjuicio de la señora 
Rosendo Cantú. Finalmente, en cuanto a las pretensiones sobre las reparaciones, con base 
en su reconocimiento de responsabilidad, el Estado solicitó al Tribunal que dicte aquellas 
medidas adecuadas con el derecho internacional y con su jurisprudencia. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 23) 
 
24. La Corte Interamericana decide aceptar el reconocimiento estatal de responsabilidad y 
calificarlo como una admisión parcial de hechos y un allanamiento parcial a las pretensiones 
de derecho contenidas en la demanda de la Comisión y en el escrito de solicitudes y 
argumentos de los representantes. En lo que se refiere a las eventuales reparaciones, el 
Tribunal examinará y dispondrá lo pertinente en el Capítulo XI de la presente Sentencia. (En 
similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 24) 
 
25. La Corte Interamericana valora el reconocimiento realizado por México y considera que 
constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso, a la vigencia de los 
principios que inspiran la Convención Americana y a la conducta a la que están obligados los 
Estados en esta materia, en virtud de los compromisos que asumen como parte en los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos. (En similar sentido: Caso Fernández 
Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 25) 
 
Corte IDH. Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273.  
 
10. El 18 de noviembre de 2013 las partes se reunieron en San José, Costa Rica, con el fin 
de llevar a cabo el acto formal de firma del “Acuerdo de solución amistosa y reconocimiento 
de responsabilidad del Estado”. […] 
 
18. La Corte ha constatado que dicho acuerdo contempla una solución entre las partes de la 
controversia planteada en este caso en cuanto a los hechos, violación de derechos humanos 
y determinación de medidas de reparación. Asimismo, incluye un reconocimiento de 
responsabilidad internacional por el Estado respecto de todos los hechos y las violaciones a 
derechos humanos determinados por la Comisión Interamericana en el Informe de Fondo, 
incluso aquellos hechos anteriores a la fecha de aceptación de la competencia contenciosa 
de este Tribunal por parte de México. La Corte entiende que, por la manera en que el 
Estado formuló su reconocimiento de responsabilidad por las violaciones declaradas por la 
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Comisión Interamericana […], el mismo comprende también las consideraciones de derecho 
que llevaron a dicho órgano a concluir que se produjeron esas violaciones en perjuicio de las 
víctimas de este caso. 
 
19. La Corte destaca la voluntad de las víctimas, sus representantes y el Estado para 
alcanzar una solución a la controversia del presente caso y particularmente resalta el 
momento procesal en que lo hicieron. Este caso se diferencia de otros en que el acuerdo de 
solución amistosa alcanzado por las partes y el reconocimiento total de responsabilidad 
internacional efectuado por el Estado se producen en una etapa temprana del litigio ante 
esta Corte, previo a que venciera el plazo para que el Estado presentara su contestación y 
en el mismo se solicitó que la Corte prescindiera de la realización de una eventual audiencia 
pública. Ello permite a este Tribunal arribar a una sentencia sobre el fondo, las reparaciones 
y costas de forma más pronta que si se hubiere llevado a término el proceso internacional, 
con la consecuente obtención de justicia y reparación para las víctimas del caso. De esta 
forma la controversia en el proceso concluyó sin necesidad de efectuar una audiencia 
pública, ni de recibir prueba pericial, testimonial ni declaraciones de las víctimas, y sin que 
se llevará a cabo la etapa del procedimiento final escrito. 
 
20. Asimismo, el Tribunal destaca la trascendencia del reconocimiento de responsabilidad 
efectuado por el Estado, puesto que este reconoció la totalidad de los hechos presentados 
por la Comisión en su Informe de Fondo, incluso aquellos acontecidos antes del 
reconocimiento de México de la competencia contenciosa de la Corte, así como las 
pretensiones de derecho contenidas en dicho Informe respecto de las violaciones a los 
derechos humanos de las víctimas. 
 
22. Además, el Tribunal valora positivamente la voluntad y esfuerzo de las partes por 
alcanzar un acuerdo de solución amistosa, que también refleja la voluntad de México de 
reparar de manera integral los daños ocasionados a las víctimas por las violaciones 
producidas en el presente caso y evitar que se repitan tales violaciones. La Corte estima, 
además, que alcanzar acuerdos entre las partes contribuye con los fines del sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos, especialmente con el propósito de 
encontrar soluciones justas a los problemas particulares y estructurales del caso. Ello 
también permite que las violaciones en perjuicio de las víctimas del presente caso sean 
reparadas de forma más pronta que si se hubiera continuado el curso normal del litigio ante 
este Tribunal hasta su finalización. Para contribuir a lograr ese propósito la Corte emite la 
presente Sentencia en el menor tiempo que le fue posible, prestando particular atención a 
que en el acuerdo al que llegaron las partes se estipuló que todas las reparaciones deberán 
ser cumplidas por México dentro de plazos que comienzan a contarse a partir de la 
notificación de la Sentencia que adoptara esta Corte. 
 
23. El Tribunal estima que dicho reconocimiento de responsabilidad constituye una 
contribución positiva al presente proceso y a la vigencia de los principios que inspiran la 
Convención Americana. Asimismo, la Corte considera, como en otros casos, que tal acuerdo 
de solución amistosa y reconocimiento de responsabilidad producen plenos efectos jurídicos 
en el presente caso. 
 
24. Respecto de las medidas de reparación descritas en el acuerdo convenido por el Estado, 
las víctimas y sus representantes, la Corte las homologa en los términos descritos en la 
presente Sentencia […] por contribuir al objeto y fin de la Convención Americana. La Corte 
analizará dichas medidas en el Capítulo VII, con el fin de determinar su alcance y formas de 
ejecución. 
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Corte IDH. Caso Trueba Arciniega y otros Vs. México9. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 369 
 
14. En ocasiones anteriores, al igual que en este caso, este Tribunal ha tenido oportunidad 
de examinar y valorar acuerdos de solución amistosa. Sobre ese punto, resulta útil recordar 
que el artículo 63 del Reglamento de la Corte dispone que “[c]uando la Comisión, las 
víctimas o presuntas víctimas o sus representantes, el Estado demandado y, en su caso, el 
Estado demandante, en un caso ante la Corte comunicaren a ésta la existencia de una 
solución amistosa, de un avenimiento o de otro hecho idóneo para la solución del litigio, la 
Corte resolverá en el momento procesal oportuno sobre su procedencia y sus efectos 
jurídicos”. En consecuencia, de conformidad con la norma transcrita, este Tribunal deberá 
determinar la procedencia y efectos jurídicos del acuerdo de solución amistosa a que 
arribaron las partes. 
 
15. El Tribunal recuerda asimismo que, según se desprende del citado artículo 63, es posible 
que en el trámite ante este Tribunal las partes alcancen acuerdos amistosos, cuya 
procedencia debe ser evaluada por la Corte. Arribar a este tipo de solución puede propiciar 
una más pronta y efectiva reparación de las víctimas del caso. Asimismo, puede contribuir 
con los fines del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, 
especialmente con el propósito de encontrar soluciones justas a los problemas particulares y 
estructurales del caso. 
 
16. Además esta Corte observa que de conformidad con dicho artículo, así como del artículo 
64 del Reglamento, y en ejercicio de sus poderes de tutela judicial internacional de derechos 
humanos, cuestión de orden público internacional que trasciende la voluntad de las partes, 
le incumbe velar porque los acuerdos de solución amistosa resulten aceptables para los 
fines que busca cumplir el sistema interamericano. En esta tarea no se limita únicamente a 
tomar nota de dicho acuerdo, o a verificar que estén dadas sus condiciones formales, sino 
que los debe confrontar con la naturaleza y gravedad de las violaciones alegadas, las 
exigencias e interés de la justicia, las circunstancias particulares del caso concreto y la 
actitud y posición de las partes. En tal sentido, el acuerdo no puede tener por consecuencia 
vulnerar, directa o indirectamente, el objeto y fin de la Convención Americana. 
 
17. Para estos efectos, el Tribunal debe analizar la situación planteada en cada caso 
concreto, procediendo a constatar que el acuerdo, el cual puede ser presentado ante la 
Corte en cualquier etapa del procedimiento contencioso, se encuentra firmado por las 
partes. Luego de dar traslado a las partes y a la Comisión y recabar, en su caso, sus 
respectivas observaciones, la Corte deberá verificar que se encuentren dados los requisitos 
formales y materiales para proceder a homologar el acuerdo mediante sentencia. 
 
18. La Corte constata que el Acuerdo presentado contempla una solución entre las partes de 
la controversia planteada en cuanto a los hechos y la determinación de violaciones de 
derechos humanos, al tenor de las establecidas en el Informe de Fondo, así como de las 
medidas de reparación. El Tribunal entiende que, por la forma en que el Estado formuló su 
reconocimiento de responsabilidad, el mismo comprende también las consideraciones de 
derecho que llevaron a dicho órgano a concluir que se produjeron esas violaciones en 
perjuicio de las víctimas de este caso. 
 

                                           
9 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por la violación de los derechos a la vida e 
integridad personal en perjuicio de Mirey Trueba Arciniega, por los hechos ocurridos el 22 de agosto de 1998, y por 
la violación a los derechos a las garantías judiciales, a la protección judicial y a la integridad personal en perjuicio 
de sus familiares. 
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19. Además, la Corte destaca la voluntad de las partes de alcanzar una solución a la 
controversia del presente caso y particularmente resalta el momento procesal en que lo 
hicieron. En efecto, en este caso se produjo con anterioridad a que los representantes 
presentaran su escrito de solicitudes, argumentos y pruebas y el Estado su escrito de 
contestación. Ello permite a este Tribunal emitir una sentencia de forma más pronta que si 
se hubiere llevado a término el proceso internacional. De esta manera, la controversia en el 
proceso concluyó sin necesidad de efectuar una audiencia pública y sin que se llevara a cabo 
la etapa del procedimiento final escrito. 
 
22. La Corte valora positivamente la voluntad del Estado mexicano de reparar de manera 
integral los daños ocasionados a las víctimas por las violaciones producidas en el presente 
caso y evitar que se repitan tales violaciones. Respecto de las medidas de reparación 
descritas en el acuerdo convenido por el Estado, las víctimas y sus representantes, la Corte 
las analizará con el fin de determinar la procedencia de su homologación, y en su caso, su 
alcance y formas de ejecución […]. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México10. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
31. […] el Tribunal estima que el reconocimiento parcial de responsabilidad efectuado por el 
Estado constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de 
los principios que inspiran la Convención Americana. Asimismo, la Corte considera, como en 
otros casos, que tal reconocimiento produce efectos jurídicos en el presente caso. 
 
36. Sin embargo, nota que subsisten algunas controversias respecto de algunos hechos no 
reconocidos por el Estado, específicamente los hechos relacionados con el alegado contexto 
de desapariciones forzadas en México, la participación de elementos del ejército en la 
desaparición de las víctimas y las alegadas deficiencias en la investigación de los hechos, 
por lo que la Corte considera oportuno realizar un análisis de los hechos controvertidos en el 
Capítulo VI de la presente Sentencia. 
 
40. En cuanto al resto de las violaciones alegadas por la Comisión y los representantes, el 
Estado negó su responsabilidad, por lo que la controversia persiste en cuanto a diversos 
derechos establecidos en el Capítulo VII. Por consiguiente, teniendo en cuenta las 
violaciones reconocidas por el Estado, así como las observaciones de las representantes y 
de la Comisión, la Corte considera que este reconocimiento del Estado constituye un 
allanamiento parcial a las pretensiones de derecho de la Comisión y de las representantes. 
Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal considera oportuno y necesario hacer algunas 
consideraciones respecto del alcance de las violaciones y la afectación de tales derechos en 
el Capítulo VII de la Sentencia. 
 
44. En virtud de lo anterior, la Corte estima necesario dictar una Sentencia en la cual se 
determinen los hechos ocurridos de acuerdo a la prueba recabada en el proceso ante este 
Tribunal, a fin de que no se repitan hechos similares y a satisfacer, en suma, los fines de la 
jurisdicción, toda vez que ello contribuye a la reparación de las presuntas víctimas. De igual 
forma y en aras de asegurar una mejor comprensión de la responsabilidad internacional 
estatal en el presente caso y del nexo causal entre las violaciones establecidas y las 

                                           
10 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de Nitza Paola 
Alvarado Espinoza, José Ángel Alvarado y Rocio Irene Alvarado Reyes, en el contexto de la implementación del 
Operativo Conjunto Chihuahua y la lucha contra el crimen organizado en México con la participación de las fuerzas 
armadas en labores de seguridad ciudadana. Asimismo, la Corte declaró que derivado de la falta de investigación 
efectiva e impunidad en el caso, se violaron los derechos a las garantías judiciales y protección judicial, artículos 8 
y 25, así como la adopción de medidas internas. 
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reparaciones que se ordenarán, la Corte estima pertinente precisar el alcance y clasificación 
de las violaciones a los derechos humanos que acontecieron en el presente caso. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
34. De conformidad con los artículos 62 y 64 del Reglamento, y en ejercicio de sus poderes 
de tutela judicial internacional de derechos humanos, cuestión de orden público 
internacional, incumbe a este Tribunal velar por que los actos de reconocimiento de 
responsabilidad resulten aceptables para los fines que busca cumplir el sistema 
interamericano. Esta tarea no se limita a constatar, registrar o tomar nota del 
reconocimiento efectuado, o sus condiciones formales, sino que los debe confrontar con la 
naturaleza y gravedad de las violaciones alegadas, las exigencias e interés de la justicia, las 
circunstancias particulares del caso concreto, y la actitud y posición de las partes, de 
manera tal que pueda precisar, en cuanto sea posible y en el ejercicio de su competencia, la 
verdad judicial de lo acontecido. En tal sentido, el reconocimiento no puede tener por 
consecuencia limitar, directa o indirectamente, el ejercicio de las facultades de la Corte de 
conocer el caso que le ha sido sometido  y decidir si, al respecto, hubo violación de un 
derecho o libertad protegidos en la Convención. Para estos efectos, el Tribunal analiza la 
situación planteada en cada caso concreto. (En similar sentido: Caso Alvarado Espinoza y 
otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. 
Serie C No. 370, párr. 32) 
 
36. México reconoció, de manera clara y expresa, su responsabilidad internacional por la 
violación de todos los derechos alegados, pero no por todos los motivos señalados por la 
Comisión y los representantes en este caso. […] 
 
37. Además, la Corte constata que persiste la controversia sobre las violaciones a: (i) la 
obligación de adoptar disposiciones de derecho interno para una tipificación adecuada del 
delito de tortura, lo cual persistiría hasta la presente fecha según los representantes y no 
solamente al inicio de los hechos; (ii) la obligación de adoptar disposiciones de derecho 
interno para la investigación efectiva de la violencia contra la mujer, y (iii) las garantías 
judiciales y protección judicial e igualdad ante la ley y el deber de investigar actos de 
tortura y de violencia contra la mujer, por las investigaciones y actuaciones judiciales de las 
autoridades federales, así como por las investigaciones y procesos judiciales posteriores a 
las “etapas iniciales”. Al respecto, la Corte nota que, ante este Tribunal, el Estado limitó 
temporalmente su reconocimiento de responsabilidad por estas violaciones hasta 
septiembre de 2010 cuando se creó el “Grupo Atenco” para la investigación de los hechos 
de este caso. Por su parte los representantes alegaron que, en virtud de lo expresado por 
México ante la Comisión, dicho reconocimiento de responsabilidad internacional abarcaba 
las actuaciones del Estado relativas a las investigaciones hasta el 14 de marzo de 2013, 
fecha en que el Estado se allanó a las pretensiones de los representantes ante la Comisión. 
Al respecto, la Corte recuerda que, para considerar un acto del Estado como un 
allanamiento o reconocimiento de responsabilidad, su intención en este sentido debe ser 
clara. Contrario a lo alegado por los representantes, este Tribunal no considera que se 
desprenda de las intervenciones y escritos del Estado ante la Comisión una intención clara 
de reconocer su responsabilidad internacional por todos los hechos ocurridos en el marco de 
las investigaciones y actuaciones judiciales hasta el 14 de marzo de 2013. En consecuencia, 
la Corte tomará como límite temporal del reconocimiento de responsabilidad internacional 
por estas violaciones la fecha de septiembre de 2010 que, de manera expresa y clara, el 
Estado manifestó debía utilizarse con este sentido. Por tanto, concluye que persiste la 
controversia por las falencias y demoras en la investigación posteriores a dicha fecha. 
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38. Este Tribunal constata que subsiste la controversia en relación con la determinación de 
las eventuales reparaciones, costas y gastos, por lo cual determinará, en el capítulo 
correspondiente […], las medidas de reparación que correspondan, teniendo en cuenta las 
solicitudes de la Comisión y los representantes, la jurisprudencia de esta Corte en la materia 
y los respectivos alegatos y solicitudes del Estado.  
 
39. Este Tribunal valora el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional realizado 
por el Estado. Esta acción constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso, 
a la vigencia de los principios que inspiran la Convención y, en parte, a la satisfacción de las 
necesidades de reparación de las víctimas de violaciones de derechos humanos. 
 
40. Como en otros casos, la Corte considera que el reconocimiento efectuado por el Estado 
produce plenos efectos jurídicos de acuerdo a los artículos 62 y 64 del Reglamento de la 
Corte ya mencionados y que tiene un alto valor simbólico en aras de que no se repitan 
hechos similares. Adicionalmente, la Corte advierte que el reconocimiento de hechos y 
violaciones puntuales y específicos puede tener efectos y consecuencias en el análisis que 
haga este Tribunal sobre los demás hechos y violaciones alegados, en la medida en que 
todos forman parte de un mismo conjunto de circunstancias.  
 
41. En virtud de lo anterior y de las atribuciones que le incumben como órgano internacional 
de protección de los derechos humanos, la Corte estima necesario, en atención a las 
particularidades de los hechos del presente caso, dictar una sentencia en la cual se 
determinen los hechos ocurridos de acuerdo a la prueba recabada en el proceso ante este 
Tribunal, toda vez que ello contribuye a la reparación de las víctimas, a evitar que se 
repitan hechos similares y a satisfacer, en suma, los fines de la jurisdicción interamericana 
sobre derechos humanos.  
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III.  OBLIGACIONES GENERALES (ART. 1.1 Y 2 CADH) 

Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184.  
 
79. A su vez, el deber general del Estado de adecuar su derecho interno a las disposiciones 
de dicha Convención para garantizar los derechos en ella consagrados, establecido en el 
artículo 2, incluye la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la 
observancia efectiva de los derechos y libertades consagrados en la misma, así como la 
adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que 
entrañen una violación a las garantías previstas en la Convención.  
 
132. La Corte ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que todo Estado Parte de la 
Convención “ha de adoptar todas las medidas para que lo establecido en la Convención sea 
efectivamente cumplido en su ordenamiento jurídico interno, tal como lo requiere el artículo 
2 de la Convención”. También ha  afirmado que los Estados “deben adoptar medidas 
positivas, evitar tomar iniciativas que limiten o conculquen un derecho fundamental, y 
suprimir las medidas y prácticas que restrinjan o vulneren un derecho fundamental”. La 
obligación contenida en el artículo 2 de la Convención reconoce una norma consuetudinaria 
que prescribe que, cuando un Estado ha celebrado un convenio internacional, debe 
introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de 
las obligaciones internacionales asumidas. 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
234. El Tribunal ha establecido que, de acuerdo con el artículo 1.1 de la Convención, los 
Estados están obligados a respetar y garantizar los derechos humanos reconocidos en ella. 
La responsabilidad internacional del Estado se funda en actos u omisiones de cualquier 
poder u órgano de éste, independientemente de su jerarquía, que violen la Convención 
Americana. 
 
235. En cuanto al deber de respeto, la Corte ha sostenido que la primera obligación asumida 
por los Estados Partes, en los términos del citado artículo, es la de "respetar los derechos y 
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libertades" reconocidos en la Convención. Así, en la protección de los derechos humanos, 
está necesariamente comprendida la noción de la restricción al ejercicio del poder estatal. 
 
236. Sobre la obligación de garantía la Corte ha establecido que puede ser cumplida de 
diferentes maneras, en función del derecho específico que el Estado deba garantizar y de las 
particulares necesidades de protección. Esta obligación implica el deber de los Estados de 
organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las 
cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de 
asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como parte de 
dicha obligación, el Estado está en el deber jurídico de “prevenir, razonablemente, las 
violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance 
las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de 
identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la 
víctima una adecuada reparación”. Lo decisivo es dilucidar “si una determinada violación […] 
ha tenido lugar con el apoyo o la tolerancia del poder público o si éste ha actuado de 
manera que la trasgresión se haya cumplido en defecto de toda prevención o 
impunemente”. 
 
243. La Corte reitera que no basta que los Estados se abstengan de violar los derechos, sino 
que es imperativa la adopción de medidas positivas, determinables en función de las 
particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición 
personal o por la situación específica en que se encuentre. 
 
252. La Corte ha establecido que el deber de prevención abarca todas aquellas medidas de 
carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los 
derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean 
efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible 
de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las 
víctimas por sus consecuencias perjudiciales. Es claro, a su vez, que la obligación de 
prevenir es de medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero 
hecho de que un derecho haya sido violado. 
 
280. Ahora bien, conforme a jurisprudencia de la Corte es claro que un Estado no puede ser 
responsable por cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares 
dentro de su jurisdicción. En efecto, las obligaciones convencionales de garantía a cargo de 
los Estados no implican una responsabilidad ilimitada de los Estados frente a cualquier acto 
o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y protección 
de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento 
de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos 
determinado y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, 
aunque un acto u omisión de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de 
determinados derechos humanos de otro particular, aquél no es automáticamente atribuible 
al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias particulares del caso y a la concreción 
de dichas obligaciones de garantía. 
 
287. De la obligación general de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y 
libertad personal deriva la obligación de investigar los casos de violaciones de esos 
derechos; es decir, del artículo 1.1 de la Convención en conjunto con el derecho sustantivo 
que debe ser amparado, protegido o garantizado. Asimismo, México debe observar lo 
dispuesto en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, que obliga a actuar con la 
debida diligencia y a adoptar la normativa necesaria para investigar y sancionar la violencia 
contra la mujer. 
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289. El deber de investigar es una obligación de medio y no de resultado, que debe ser 
asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa. La obligación del Estado de investigar debe 
cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan a 
repetirse. En este sentido, la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de las 
violaciones de derechos humanos. 
 
290. A la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del 
hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva por 
todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y a la 
persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los autores de los hechos, 
especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
288. En relación con la obligación general de adecuar la normativa interna a la Convención, 
la Corte ha afirmado en varias oportunidades que “[e]n el derecho de gentes, una norma 
consuetudinaria prescribe que un Estado que ha celebrado un convenio internacional, debe 
introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de 
las obligaciones asumidas”. En la Convención Americana este principio es recogido en su 
artículo 2, que establece la obligación general de cada Estado Parte de adecuar su derecho 
interno a las disposiciones de la misma, para garantizar los derechos en ella reconocidos, lo 
cual implica que las medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio de effet 
utile). 
 
338. Para este Tribunal, no sólo la supresión o expedición de las normas en el derecho 
interno garantizan los derechos contenidos en la Convención Americana, de conformidad a 
la obligación comprendida en el artículo 2 de dicho instrumento. También se requiere el 
desarrollo de prácticas estatales conducentes a la observancia efectiva de los derechos y 
libertades consagrados en la misma. En consecuencia, la existencia de una norma no 
garantiza por sí misma que su aplicación sea adecuada. Es necesario que la aplicación de las 
normas o su interpretación, en tanto prácticas jurisdiccionales y manifestación del orden 
público estatal, se encuentren ajustadas al mismo fin que persigue el artículo 2 de la 
Convención. En términos prácticos, la interpretación del artículo 13 de la Constitución 
Política mexicana debe ser coherente con los principios convencionales y constitucionales de 
debido proceso y acceso a la justicia, contenidos en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana y las normas pertinentes de la Constitución mexicana. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
163. En el caso Radilla Pacheco el Tribunal consideró que la disposición contenida en el 
mencionado artículo 57 opera como una regla y no como una excepción, característica ésta 
última indispensable de la jurisdicción militar para ser conforme a los estándares 
establecidos por esta Corte. El Tribunal recuerda que el artículo 2 de la Convención 
Americana establece la obligación general de todo Estado Parte de adecuar su derecho 
interno a las disposiciones de la misma para garantizar los derechos en ella reconocidos, lo 
cual implica que las medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio de effet 
utile). En consecuencia, la Corte estima que el Estado incumplió la obligación contenida en 
el artículo 2 de la Convención Americana, en conexión con los artículos 8 y 25 de la misma, 
al extender la competencia del fuero castrense a delitos que no tienen estricta conexión con 
la disciplina militar o con bienes jurídicos propios del ámbito castrense. (En similar sentido: 
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Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 179) 
 
183. [L]a Corte recuerda que la obligación general del artículo 1.1 se refiere al deber del 
Estado de respetar y garantizar “sin discriminación” los derechos contenidos en la 
Convención Americana, mientras que el artículo 24 protege el derecho a “igual protección 
de la ley”. En otras palabras, si se alega que un Estado discrimina en el respeto o garantía 
de un derecho convencional, el hecho debe ser analizado bajo el artículo 1.1 y el derecho 
sustantivo en cuestión. Si por el contrario la alegada discriminación se refiere a una 
protección desigual de la ley interna, el hecho debe examinarse bajo el artículo 24 de la 
misma. Por ello, la alegada discriminación en el acceso a la justicia derivada de los artículos 
8 y 25, debe ser analizada bajo el deber genérico de respetar y garantizar los derechos 
convencionales sin discriminación, reconocidos por el artículo 1.1 de la Convención. (En 
similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 199) 
 
184. Como lo ha establecido en otras ocasiones este Tribunal, y conforme al principio de no 
discriminación consagrado en el artículo 1.1 de la Convención Americana, para garantizar el 
acceso a la justicia de los miembros de comunidades indígenas, “es indispensable que los 
Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, 
sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, 
su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”. Además, el Tribunal ha señalado 
que “los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan 
dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de 
facto”. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 200) 
 
218. Para este Tribunal no sólo la supresión o expedición de las normas en el derecho 
interno garantiza los derechos contenidos en la Convención Americana. De conformidad con 
la obligación comprendida en el artículo 2 de dicho instrumento, también se requiere el 
desarrollo de prácticas estatales conducentes a la observancia efectiva de los derechos y 
libertades consagrados en la misma. La existencia de una norma no garantiza por sí misma 
que su aplicación sea adecuada. Es necesario que la aplicación de las normas o su 
interpretación, en tanto prácticas jurisdiccionales y manifestación del orden público estatal, 
se encuentren ajustadas al mismo fin que persigue el artículo 2 de la Convención. En 
términos prácticos, como ya lo ha establecido este Tribunal, la interpretación del artículo 13 
de la Constitución Política mexicana debe ser coherente con los principios convencionales y 
constitucionales de debido proceso y acceso a la justicia, contenidos en el artículo 8.1 de la 
Convención Americana y las normas pertinentes de la Constitución mexicana. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 235) 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
258. La Corte reitera que el artículo 2 de la Convención establece la obligación general de 
cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de aquélla, para 
garantizar los derechos ahí consagrados, lo que implica que las medidas de derecho interno 
han de ser efectivas (principio del effet utile). Partiendo de lo anterior, la Corte ha 
considerado que los Estados tienen la responsabilidad de establecer los recursos efectivos y 
las garantías del debido proceso legal ante las autoridades competentes, que amparen a 
todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales. 
En el caso de la desaparición forzada de personas, el deber de adecuar el derecho interno a 
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las disposiciones de la Convención tiene carácter primordial para la efectiva erradicación de 
esta práctica. La Corte también recuerda que los Estados deben adoptar las medidas 
necesarias para que el recurso de hábeas corpus pueda ser ejercido de manera eficaz en 
situaciones de desaparición forzada. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
210. El artículo 1.1 de la Convención es una norma de carácter general cuyo contenido se 
extiende a todas las disposiciones del tratado, y dispone la obligación de los Estados Parte 
de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí 
reconocidos “sin discriminación alguna”. Es decir, cualquiera sea el origen o la forma que 
asuma, todo tratamiento que pueda ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio de 
cualquiera de los derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con la 
misma. El incumplimiento por el Estado, mediante cualquier tratamiento discriminatorio, de 
la obligación general de respetar y garantizar los derechos humanos, le genera 
responsabilidad internacional. Es por ello que existe un vínculo indisoluble entre la 
obligación de respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y no 
discriminación. 

IV.  DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD 
JURÍDICA (ART. 3 CADH) 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
155. En cuanto a la alegada violación del artículo 3 de la Convención Americana […], la 
Corte ha considerado que el contenido propio del derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica es que se reconozca a la persona, 
 

[e]n cualquier parte como sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles 
fundamentales[, lo cual] implica la capacidad de ser titular de derechos (capacidad y goce) y 
de deberes; la violación de aquel reconocimiento supone desconocer en términos absolutos la 
posibilidad de ser titular de [los] derechos y deberes [civiles y fundamentales]. 

 
156. Este derecho representa un parámetro para determinar si una persona es titular o no 
de los derechos de que se trate y si los puede ejercer, por lo que la violación de aquel 
reconocimiento hace al individuo vulnerable frente al Estado o particulares. De este modo, 
el contenido del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica se refiere al 
correlativo deber general del Estado de procurar los medios y condiciones jurídicas para que 
ese derecho pueda ser ejercido libre y plenamente por sus titulares o, en su caso, la 
obligación de no vulnerar dicho derecho.  
 
157. En su sentencia emitida en el caso Anzualdo Castro Vs. Perú este Tribunal consideró  
que, en casos de desaparición forzada, atendiendo al carácter múltiple y complejo de esta 
grave violación de derechos humanos, su ejecución puede conllevar la vulneración 
específica del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica. Más allá de que la 
persona desaparecida no pueda continuar gozando y ejerciendo otros, y eventualmente 
todos, los derechos de los cuales también es titular, su desaparición busca no sólo una de 
las más graves formas de sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento 
jurídico, sino también negar su existencia misma y dejarla en una suerte de limbo o 
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situación de indeterminación jurídica ante la sociedad y el Estado. En el caso que nos ocupa, 
esto se tradujo en una violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica 
del señor Rosendo Radilla Pacheco. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

V.  DERECHO A LA VIDA (ART. 4 CADH) 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
244. Los derechos a la vida y a la integridad personal revisten un carácter esencial en la 
Convención. De conformidad con el artículo 27.2 del referido tratado, esos derechos forman 
parte del núcleo inderogable, pues no pueden ser suspendidos en casos de guerra, peligro 
público u otras amenazas. 
 
245. Asimismo, el Tribunal ha establecido que el derecho a la vida juega un papel 
fundamental en la Convención Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio 
de los demás derechos. Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las 
condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho 
inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra él. La 
observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la Convención Americana, no 
sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación 
negativa), sino que además requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas 
para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva), conforme al deber de 
garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su 
jurisdicción. 
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VI.  DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL (ART. 5 CADH) 

Aspectos generales del derecho a la integridad personal 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
244. Los derechos a la vida y a la integridad personal revisten un carácter esencial en la 
Convención. De conformidad con el artículo 27.2 del referido tratado, esos derechos forman 
parte del núcleo inderogable, pues no pueden ser suspendidos en casos de guerra, peligro 
público u otras amenazas. 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
133. Ahora bien, la Corte ha señalado que la infracción del derecho a la integridad física y 
psíquica de las personas es una clase de violación que tiene diversas connotaciones de 
grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según los 
factores endógenos y exógenos (duración de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, 
vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser demostrados en cada situación concreta. 
Asimismo, el Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente 
necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la 
dignidad humana en violación del artículo 5 de la Convención Americana. 
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Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
269. El Tribunal ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una conducta prohibida 
por el artículo 5 de la Convención, cuando sea suficientemente real e inminente, puede en sí 
misma estar en conflicto con el derecho a la integridad personal. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
177. El artículo 5.1 de la Convención consagra en términos generales el derecho a la 
integridad personal, tanto física y psíquica como moral. Por su parte, el artículo 5.2 
establece, de manera más específica, la prohibición absoluta de someter a alguien a 
torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, así como el derecho de toda 
persona privada de libertad a ser tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al 
ser humano. La Corte entiende que cualquier violación del artículo 5.2 de la Convención 
Americana acarreará necesariamente la violación del artículo 5.1 de la misma. La violación 
del derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de 
grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según 
factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, salud, 
contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser analizados en cada situación 
concreta. 

Prohibición de tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
246. Respecto de la obligación de garantizar el derecho reconocido en el artículo 5 de la 
Convención Americana, ésta implica el deber del Estado de prevenir e investigar posibles 
actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Al respecto, el Tribunal 
ha señalado que 
 

a la luz de la obligación general de garantizar a toda persona bajo su jurisdicción los derechos 
humanos consagrados en la Convención, establecida en el artículo 1.1 de la misma, en 
conjunto con el derecho a la integridad personal conforme al artículo 5 (Derecho a la 
Integridad Personal) de dicho tratado, existe la obligación estatal de iniciar de oficio e 
inmediatamente una investigación efectiva que permita identificar, juzgar y sancionar a los 
responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto 
de tortura. 

 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
110. El Tribunal examinará si los hechos del presente caso se subsumen en la figura de 
tortura, como lo afirmaron la Comisión Interamericana y los representantes. A tal efecto, la 
Corte recuerda que en el caso Bueno Alves Vs. Argentina, siguiendo la definición 
establecida en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, entendió 
que se está frente a un acto de tortura cuando el maltrato cumple con los siguientes 
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requisitos: i) es intencional; ii) causa severos sufrimientos físicos o mentales, y iii) se 
comete con determinado fin o propósito. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros 
Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto 
de 2010. Serie C No. 215, párr. 120) 
 
114. [L]a Corte ha establecido que un acto de tortura puede ser perpetrado tanto mediante 
actos de violencia física como a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento 
psíquico o moral agudo. Adicionalmente, este Tribunal ha reconocido que la violación sexual 
es una experiencia sumamente traumática que tiene severas consecuencias y causa gran 
daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, situación 
difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras 
experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o 
enfermedades físicas. En efecto, no en todos los casos las consecuencias de una violación 
sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las mujeres víctimas de violación sexual 
también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun sociales. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 124) 
 
118. Por otra parte esta Corte considera que una violación sexual puede constituir tortura 
aún cuando consista en un solo hecho u ocurra fuera de instalaciones estatales. Esto es así 
ya que los elementos objetivos y subjetivos que califican un hecho como tortura no se 
refieren ni a la acumulación de hechos ni al lugar donde el acto se realiza, sino a la 
intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la finalidad del acto, requisitos que en el 
presente caso se encuentran cumplidos. Con base en lo anterior, el Tribunal concluye que la 
violación sexual en el presente caso implicó una violación a la integridad personal de la 
señora Rosendo Cantú, constituyendo un acto de tortura en los términos de los artículos 5.2 
de la Convención Americana y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 128) 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
126. La Corte ha señalado que, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención 
Americana, la obligación de garantizar los derechos reconocidos en los artículos 5.1 y 5.2 de 
la Convención Americana implica el deber del Estado de investigar posibles actos de tortura 
u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Esta obligación de investigar se ve 
reforzada por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, que 
obligan al Estado a “tomar[…] medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el 
ámbito de su jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar […] otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes”. Además, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 de 
esta Convención, los Estados Parte garantizarán:  
 

[…] a toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción 
el derecho a que el caso sea examinado imparcialmente[, y]  
[c]uando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en 
el ámbito de su jurisdicción, […] que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de 
inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el 
respectivo proceso penal. 
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131. A pesar de lo expuesto, el Tribunal constata que en el presente caso la investigación 
fue iniciada más de tres meses después de que se hiciera la primera mención sobre las 
alegadas torturas cometidas en contra de los señores Cabrera y Montiel el día 7 de mayo de 
1999 […]. Además, la Corte observa que se dio inicio a dicha investigación por petición 
expresa de los denunciantes realizada el 26 de agosto de 1999 dentro del proceso penal que 
se llevó a cabo en su contra. Si bien en el transcurso del proceso penal desarrollado en 
contra de los señores Cabrera y Montiel los tribunales internos valoraron y estudiaron tanto 
los certificados médicos como los peritajes realizados con el fin de analizar las alegadas 
torturas, la Corte observa que dicho proceso poseía un objeto distinto al de investigar a los 
presuntos responsables de la denuncia, ya que paralelamente se estaba juzgando a los 
señores Cabrera y Montiel. Por tanto, el no haber llevado a cabo una investigación 
autónoma contra los presuntos responsables en la jurisdicción ordinaria impidió disipar y 
aclarar los alegatos de tortura. Por todo lo anterior, para el Tribunal es claro que el Estado 
incumplió su deber de investigar ex officio los hechos violatorios de los derechos humanos 
de los señores Cabrera y Montiel. En el presente caso, resultaba imprescindible que las 
distintas instancias judiciales internas ordenasen nuevas diligencias para esclarecer la 
relación entre los signos encontrados en los cuerpos de las víctimas y los hechos que ellos 
alegaron hacer sufrido como tortura. 
 
132. Asimismo, el Tribunal considera que esa obligación de investigar los alegados actos de 
tortura era aún más relevante si se tiene en cuenta el contexto que antecedía al presente 
caso respecto a la obtención de confesiones y declaraciones mediante coacción y los 
deberes de debida diligencia estricta que deben operar en zonas de alta presencia 
militar[…]. Al respecto, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Tortura ha señalado 
que “por regla general, tanto los jueces como abogados, Ministerio Público y la propia 
policía judicial están abrumados de trabajo, con lo que puede existir la tendencia a recurrir 
a la confesión como manera rápida de resolver los casos”. Por otra parte, el Relator Especial 
de Naciones Unidas sostuvo que, “[…] en la práctica ordinaria, [existe] un gran margen de 
discrecionalidad para la aplicación de la ley y, por tanto, el gran riesgo de que las 
averiguaciones estén falseadas, elaboradas mediante coacción, integradas fuera de los 
términos legales, sin considerar elementos que pudieran ser determinantes o bien, la 
consideración para afectar o beneficiar a alguien, llegando incluso a desaparecer evidencias 
de manera intencionada”. 
 
134. En el presente caso, la falta de una investigación dirigida contra los presuntos 
responsables de la violación a la integridad personal limita la posibilidad de concluir sobre 
los alegatos de la presunta tortura cometida en contra de los señores Cabrera y Montiel. Sin 
perjuicio de ello, la Corte ha señalado que el Estado es responsable, en su condición de 
garante de los derechos consagrados en la Convención, de la observancia del derecho a la 
integridad personal de todo individuo que se halla bajo su custodia. La jurisprudencia de 
este Tribunal también ha señalado que siempre que una persona es detenida en un estado 
de salud normal y posteriormente aparece con afectaciones a su salud, corresponde al 
Estado proveer una explicación creíble de esa situación. En consecuencia, existe la 
presunción de considerar responsable al Estado por las lesiones que exhibe una persona que 
ha estado bajo la custodia de agentes estatales. En dicho supuesto, recae en el Estado la 
obligación de proveer una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar 
las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados. Por lo 
tanto, la Corte resalta que de la prueba aportada en el caso es posible concluir que se 
verificaron tratos crueles, inhumanos y degradantes en contra de los señores Cabrera y 
Montiel. 
135. A la luz de lo anterior este Tribunal reitera que, en todo caso en que existan indicios de 
la ocurrencia de tortura, el Estado deberá iniciar de oficio y de inmediato una investigación 
imparcial, independiente y minuciosa que permita determinar la naturaleza y el origen de 
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las lesiones advertidas, identificar a los responsables e iniciar su procesamiento. Es 
indispensable que el Estado actúe con diligencia para evitar alegados actos de tortura o 
tratos crueles, inhumanos y degradantes, tomando en cuenta, por otra parte, que la víctima 
suele abstenerse, por temor, de denunciar los hechos. Asimismo, a las autoridades 
judiciales corresponde el deber de garantizar los derechos del detenido, lo que implica la 
obtención y el aseguramiento de toda prueba que pueda acreditar alegados actos de 
tortura. El Estado debe garantizar la independencia del personal médico y de salud 
encargado de examinar y prestar asistencia a los detenidos de manera que puedan practicar 
libremente las evaluaciones médicas necesarias, respetando las normas establecidas en la 
práctica de su profesión.  
 
136. Por otra parte, la Corte desea resaltar que en los casos que la persona alegue dentro 
del proceso que su declaración o confesión ha sido obtenida mediante coacción, los Estados 
tienen la obligación de verificar, en primer lugar, la veracidad de dicha denuncia a través de 
una investigación llevada a cabo con la debida diligencia. Asimismo, la carga probatoria no 
puede recaer en el denunciante, sino que el Estado debe demostrar que la confesión fue 
voluntaria. 
 
Corte IDH. Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273. 
 
57. La Corte considera relevante destacar que el incumplimiento de la obligación de 
investigar los hechos de tortura en el presente caso proviene, fundamentalmente, de la 
omisión de las autoridades estatales de iniciar una investigación penal para investigar esos 
hechos de forma independiente de los procesos penales seguidos contra las víctimas. La 
Corte considera indispensable resaltar que el proceso penal llevado contra los señores 
García Cruz y Sánchez Silvestre por portación de arma de fuego de uso privativo del Ejército 
poseía un objeto distinto al de investigar los hechos de tortura cometidos en su perjuicio. 
Ante las alegaciones de los señores García Cruz y Sánchez Silvestre de haber sido 
torturados y las constancias en las actas de sus declaraciones y certificados de sus 
exámenes médicos de que presentaban lesiones físicas […], correspondía al Estado iniciar 
de oficio e inmediatamente una investigación efectiva de dichos alegatos de tortura 
conforme a los protocolos y estándares específicos. Si los hechos eran constitutivos de un 
delito de tortura o de otros delitos, como lesiones, no era una determinación que 
correspondiera realizar a los jueces a cargo de los procesos penales contra los señores 
García Cruz y Sánchez Silvestre. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
178. La Corte ha establecido que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes están absoluta y estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. Esta prohibición es absoluta e inderogable, aún en las circunstancias 
más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y 
cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, 
suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad política interna u otras emergencias 
o calamidades públicas, y pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional. Los 
tratados de alcance universal y regional consagran tal prohibición y el derecho inderogable a 
no ser sometido a ninguna forma de tortura. 
 
191. De conformidad con la jurisprudencia de la Corte a la luz del artículo 5.2 de la 
Convención Americana debe entenderse como “tortura”, todo acto de maltrato que sea: i) 
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sea intencional; ii) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y iii) se cometa con 
cualquier fin o propósito. 
 
192. La Corte recuerda que se ha conformado un régimen jurídico internacional de 
prohibición absoluta de todas las formas de tortura, tanto física como psicológica, y respecto 
de esta última, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a una 
persona a graves lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia 
moral de tal grado que puede ser considerada “tortura psicológica”. 

Otras formas de afectación a la integridad personal 
 
Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México11. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
137. Asimismo, la Corte observa que del testimonio de la señora Fernández Ortega se 
desprenden afectaciones a su integridad personal relativas al trato que recibió al interponer 
su denuncia ante las autoridades, así como sentimientos de profundo temor por la presencia 
de militares e impotencia relacionados con la falta de justicia en su caso.  
 
138. Teniendo en cuenta lo anterior y el reconocimiento de responsabilidad del Estado, la 
Corte declara que México violó el derecho a la integridad personal de la señora Fernández 
Ortega consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 
1.1 del mismo instrumento. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
128. Asimismo, la Corte observa que del testimonio de la señora Rosendo Cantú se 
desprenden afectaciones a su integridad personal relativas al trato que recibió al interponer 
su denuncia ante las autoridades y a los obstáculos que ha tenido que enfrentar en la 
búsqueda de justicia y los sentimientos de temor por la presencia de militares. 
 
131. Teniendo en cuenta el reconocimiento de responsabilidad del Estado y las afectaciones 
relacionadas, inter alia, con la interposición de la denuncia y los obstáculos relativos a la 
búsqueda de justicia señaladas, el Tribunal declara que México violó el derecho a la 
integridad personal de la señora Rosendo Cantú consagrado en el artículo 5.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

Integridad personal de los familiares 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
415. La Corte ha declarado en otras oportunidades que los familiares de las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. 
 
                                           
11 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la violación sexual cometida en perjuicio de 
Inés Fernández Ortega por parte de agentes militares, así como por la falta de investigación y sanción de los 
responsables.  
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419. Del acervo probatorio se desprende que tras la desaparición de las tres víctimas, los 
familiares tuvieron que emprender diferentes actuaciones para buscar a las desaparecidas 
ante la inactividad de las autoridades, las cuales al mismo tiempo emitían juicios 
reprochables en contra de las jóvenes, causando con ello sufrimiento a los familiares. Así, 
los informes periciales indicaron que los juicios emitidos por las autoridades, en el sentido 
de que la culpabilidad de las desapariciones radicaba en la conducta de las jóvenes, 
“producen confusión y angustia en los familiares, especialmente en aquellos en [los] que les 
consta que la vida de sus hijas no concuerda con estas versiones”. Asimismo, “[l]as madres 
insisten en el agravio experimentado por la negligencia de las autoridades y la inhumanidad 
con que han sido tratadas, subrayando […] el padecimiento agravado por ese maltrato, por 
desalentar la denuncia que tal vez hubiera permitido encontrarlas con vida y por la falta de 
información durante todo el proceso”. 
 
420. Por otra parte, los familiares sufrieron en su salud mental y emocional por la falta de 
diligencia en la determinación de la identidad de los restos encontrados y la falta de 
información sobre las actuaciones realizadas por parte de las autoridades. Así, “[l]a no 
identificación de los cuerpos [por el lapso de varios años] ha impedido a las familias vivir los 
ritos que acompañan la muerte y el entierro de su ser querido, alterando bruscamente su 
proceso de duelo. No han podido sanar las heridas, obligadas a vivir con un dolor 
permanente que se reaviva cada vez que las noticias anuncian el hallazgo de nuevos 
cadáveres”. 
 
421. La falta de investigaciones tendientes a hallar la verdad, juzgar y, en su caso, 
sancionar a los responsables “agrava la experiencia de impotencia, desamparo e indefensión 
de estas familias”.  
 
424. En virtud de lo expuesto, la Corte concluye que la violación de la integridad personal 
de los familiares de las víctimas se ha configurado por las circunstancias sufridas durante 
todo el proceso desde que las jóvenes Esmeralda Herrera Monreal, Claudia Ivette González 
y Laura Berenice Ramos Monárrez desaparecieron, así como por el contexto general en el 
que ocurrieron los hechos. La irregular y deficiente actuación de las autoridades del Estado 
a la hora de buscar el paradero de las víctimas una vez reportada su desaparición, la mala 
diligencia en la determinación de la identidad de los restos, de las circunstancias y causas 
de las muertes, el retraso en la entrega de los cadáveres, la ausencia de información sobre 
el desarrollo de las investigaciones y el trato dado a los familiares durante todo el proceso 
de búsqueda de verdad ha provocado en ellos un gran sufrimiento y angustia. Todo ello, a 
criterio del Tribunal, configura un trato degradante, contrario al artículo 5.1 y 5.2 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 […]. 
 
435. Del expediente del presente caso se desprenden ciertos datos en referencia a la 
existencia de un patrón de conductas estatales hacia familiares de mujeres víctimas de 
violencia en Ciudad Juárez que consistían en tratos despectivos e irrespetuosos y hasta 
agresivos cuando intentaban obtener información sobre las investigaciones, que además 
generaban en la mayoría de los casos desconfianza y temor, por lo que no denunciaban los 
hechos. En algunos casos los familiares manifestaron que se les dijo que dejaran de realizar 
averiguaciones o llevar a cabo otras actividades en procura de justicia. Asimismo, se ha 
reportado que “el hostigamiento y las amenazas a las familiares de las víctimas, a sus 
representantes y a las organizaciones de la sociedad civil, se ha recrudecido en la misma 
medida en que la presión nacional e internacional se han acrecentado”, haciéndolos 
responsables por esa dimensión nacional e internacional que ha tomado la situación. 
 
440. En virtud de lo expuesto, la Corte concluye que los actos de hostigamiento que 
sufrieron los familiares configura una violación al derecho a la integridad personal 
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consagrado en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 
1.1 de la misma […]. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
171. Adicionalmente, la Corte observa que, según el informe sobre la afectación psicosocial 
de los familiares del señor Rosendo Radilla, su desaparición ha tenido un impacto 
traumático y diferenciado en la familia como colectivo, debido a la obligada reestructuración 
de roles de cada una de los miembros, con las evidentes afectaciones al proyecto de vida de 
cada uno. […] 
 
172. Tomando en cuenta lo anterior, este Tribunal concluye que la violación de la integridad 
personal de los familiares del señor Rosendo Radilla Pacheco se ha configurado por las 
situaciones y circunstancias vividas por ellos durante la desaparición de aquél. Estas 
afectaciones, comprendidas integralmente en la complejidad de la desaparición forzada […], 
subsisten mientras persistan los factores de impunidad verificados. En consecuencia, el 
Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal de Tita, Andrea y 
Rosendo, todos de apellidos Radilla Martínez, reconocido en el artículo 5.1 y 5.2 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 
 
Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
144. En lo que respecta al señor Prisciliano Sierra, del acervo probatorio se desprende que 
sufrió diversas afectaciones que se manifestaron en sentimientos de miedo, ira y 
desconfianza relacionados con la búsqueda de justicia y la impunidad en que se encuentra el 
caso. Por otra parte, la Corte no encuentra que sean imputables al Estado las afectaciones 
alegadas por los representantes a la reputación del señor Prisciliano Fernández por la 
violación sexual de su esposa o aquellas relativas a un supuesto incumplimiento de un 
determinado rol socialmente asignado […]. 
 
145. En cuanto a los hijos de la señora Fernández Ortega, el Tribunal considera que una de 
las principales afectaciones que sufrieron se relaciona con su presencia ante una situación 
de violencia extrema, hasta el momento inmediatamente previo a la violación sexual de su 
madre […], hecho que previsiblemente generó una profunda alteración psicológica, intenso 
temor e incertidumbre. La perita Correa González indicó que el impacto psicológico más 
evidente “tiene que ver con las huellas de las imágenes de horror con las que han tenido 
que vivir durante tanto tiempo, además [d]el hecho de haber experimentado la muerte por 
la posibilidad de que su madre hubiera muerto y de la violencia [de la] que fue objeto les ha 
ido generando una sensación de temor y de desconfianza ante la vida”. Al respecto, la Corte 
observa que dos de los hijos presentes al momento previo a la violación sexual, Nélida 
Prisiciliano Fernández y Colosio Prisciliano Fernández tenían tres y cuatro años, constando al 
Tribunal que solamente este último tiene algunos recuerdos de los hechos. Por su parte, las 
dos hijas mayores tienen recuerdos claros de lo ocurrido e incluso la mayor, Noemí 
Prisciliano Fernández, ha declarado sobre los hechos que presenció y el impacto que ello le 
generó. Debido a las diferentes vivencias e intensidad en el recuerdo, la Corte entiende que 
la afectación producida por haber presenciado los hechos previos a la violación sexual no es 
igual para los cuatro hijos. 
 
146. Por otra parte, la afectación de los hijos también está relacionada con la búsqueda de 
justicia que emprendieron sus padres, así como con las consecuencias que esa búsqueda, 
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conjuntamente con los efectos de la propia violación sexual, generaron en las relaciones 
intrafamiliares. El Tribunal ha constatado que la señora Fernández Ortega y su esposo se 
vieron obligados a desplazarse de su comunidad en aquellas ocasiones que debieron realizar 
diligencias relacionadas con la búsqueda de justicia en el caso. Consecuentemente tuvieron 
que dejar a sus hijos solos en la casa, lo cual generaba en los niños un profundo miedo, 
especialmente por la presencia de militares en la zona. De tal modo, los hechos del caso y 
la búsqueda de justicia generaron cambios significativos y perjudiciales en la vida familiar 
que afectaron de manera especial a los hijos, quienes han experimentado un profundo 
sufrimiento durante todos estos años. 
 
149. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que la violación sexual 
de la señora Fernández Ortega, así como los hechos relacionados con la búsqueda de 
justicia y la impunidad del presente caso, implicaron una violación al derecho a la integridad 
personal consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en perjuicio del señor 
Prisciliano Sierra y de Noemí, Ana Luz, Colosio, Nélida y Neftalí, todos ellos de apellidos 
Prisciliano Fernández, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
137. La Corte ha declarado en otras oportunidades que los familiares de las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. El Tribunal ha 
considerado violado el derecho a la integridad psíquica y moral de familiares de víctimas con 
motivo del sufrimiento adicional que estos han padecido como producto de las 
circunstancias particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres queridos y a 
causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los 
hechos. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 143) 
 
138. La Corte considera, en el caso de la niña Yenys Bernardino Rosendo, quien tenía pocos 
meses de edad al momento de ocurridos los hechos, que una de las afectaciones que sufrió 
fueron los destierros que ha debido enfrentar con su madre a raíz de los hechos, el 
alejamiento de su comunidad y de su cultura indígena, y el desmembramiento de la familia. 
La perita Correa González indicó que “la niña ha sufrido en [ocho] años, al menos un 
cambio drástico del campo a la ciudad, y tres cambios de ciudad, lo [cual] se traduce en 
cambio de escuelas, barrios, amigos, cotidianeidad[] afectando la construcción de su 
identidad”. Estos traslados generaron que su crianza se desarrolle lejos de su familia 
materna, a la que se encuentra fuertemente vinculada, al punto que ha indicado que “no 
quiere estar en la ciudad, sino irse con sus [abuelos] a Caxitepec”. Asimismo, la psicóloga 
González Marín señaló que la niña Yenys Bernardino Sierra “fue creciendo en medio de un 
escenario violento, lo que ha originado en ella sentimientos de inseguridad y desprotección”. 
Por otro lado, los cambios de residencia le “han generado confusión [y] constantemente 
cuestiona a su madre el hecho de estar lejos de la comunidad”. Adicionalmente, los 
traslados tuvieron como consecuencia también que su educación fuera de la comunidad se 
desarrolle en escuelas en que sólo se habla español. Por último, las circunstancias en las 
que se está desarrollando su infancia, según la perito Correa González, pueden a futuro 
acarrear secuelas emocionales. 
 
139. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que la violación sexual 
sufrida por la señora Rosendo Cantú, las consecuencias de la misma, y la impunidad en que 
se mantiene el caso, provocaron una afectación emocional a Yenys Bernardino Rosendo, en 
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contravención del derecho reconocido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
263. La Corte ha establecido que los familiares de las víctimas de violaciones de derechos 
humanos pueden ser, a su vez, víctimas. Además, ha considerado que, en casos que 
involucran la desaparición forzada de personas, es posible entender que la violación del 
derecho a la integridad de los familiares de las víctimas es una consecuencia directa de ese 
fenómeno, que les causa un severo sufrimiento por el hecho que se acrecienta, entre otros 
factores, por la constante negativa de las autoridades de proporcionar información acerca 
del paradero de las víctimas o de realizar una investigación eficaz para lograr el 
esclarecimiento de lo sucedido. (En similar sentido: Caso Radilla Pacheco Vs. México. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 
2009. Serie C No. 209, párr. 161) 
 
264. El Tribunal también puede declarar la violación del derecho a la integridad de 
familiares de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una presunción 
iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y compañeras y 
compañeros permanentes, hermanas y hermanos, siempre que ello responda a las 
circunstancias particulares en el caso (en adelante “familiares directos”). En relación a los 
familiares directos, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción. (En similar sentido: 
Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 151; Caso Radilla Pacheco 
Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 162) 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
320. La Corte ha afirmado en reiteradas oportunidades que los familiares de las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. Al respecto, la Corte 
ha señalado que se puede declarar la violación del derecho a la integridad psíquica y moral 
de familiares de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una 
presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y 
compañeros y compañeras permanentes, así como hermanos y hermanas, siempre que ello 
responda a las circunstancias particulares en el caso. En referencia a los familiares directos, 
corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción. En este punto, la Corte ha entendido 
violado el derecho a la integridad psíquica y moral de algunos familiares con motivo del 
sufrimiento adicional que estos han padecido como producto de las circunstancias 
particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres queridos y a causa de las 
posteriores actuaciones de las autoridades estatales frente a los hechos. 
 
321. Estas afectaciones hacen presumir un daño a la integridad psíquica y moral de los 
familiares en casos de desapariciones forzadas, así como en caso de otras graves 
violaciones de derechos humanos, tales como, ejecuciones extrajudiciales, violencia sexual 
y tortura. En este sentido, teniendo en cuenta el reconocimiento de responsabilidad 
realizado por el Estado, la Corte considera presumible la violación del derecho a la 
integridad personal de los familiares directos de las once mujeres víctimas de violencia 
sexual y tortura en este caso. […] 
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323. Sin perju[i]cio de dicho reconocimiento y de la presunción aplicable en este caso, la 
Corte nota que surge de la prueba e información aportada al expediente que los familiares 
indicados por la Comisión y los representantes vieron en una medida u otra su integridad 
personal afectada por una o varias de las circunstancias siguientes: (i) la falta de 
información sobre la detención de sus familiares, lo cual les generó sentimientos de 
angustia e incertidumbre; (ii) se han involucrado en diversas acciones para la búsqueda de 
justicia o de información para lograr, por un lado, la libertad de sus familiares, y por el otro, 
la sanción de los responsables de la tortura sexual; (iii) la duración de la privación de la 
libertad y el conocimiento de la tortura sexual les ha generado secuelas a nivel personal, 
físico y emocional, afectando de esa manera, sus proyectos de vida; (iv) las dificultades 
para visitar a sus familiares en la cárcel, derivadas del trato humillante sufrido durante las 
inspecciones de seguridad; (v) la presencia de amenazas y hostigamiento por parte de la 
policía; (vi) los hechos han afectado sus relaciones sociales, y han causado rupturas en la 
dinámica familiar, así como cambios en la asignación de roles en las mismas; (vii) los actos 
cometidos les han provocado estigma y sentimiento de vergüenza frente a la sociedad; (viii) 
los acontecimientos han generado un sentimiento de miedo, inseguridad y vulnerabilidad 
frente a la represión del Estado, y (ix) las afectaciones que han experimentado se han visto 
agravadas por la impunidad en que se encuentran los hechos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

VII.  DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL (ART. 7 CADH) 

Alcance del derecho a la libertad personal 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
247. En lo que se refiere al artículo 7.1 de la Convención, esta Corte ha sostenido que éste 
consagra en términos generales el derecho a la libertad y seguridad y que los demás 
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numerales del artículo 7 reconocen diversas garantías que deben darse a la hora de privar a 
alguien de su libertad. De ahí se explica que la forma en que la legislación interna afecta al 
derecho a la libertad es característicamente negativa, cuando permite que se prive o 
restrinja la libertad. Siendo, por ello, la libertad siempre la regla y la limitación o restricción 
siempre la excepción. Consecuentemente, el Estado debe prevenir que la libertad de los 
individuos se vea menoscabada por la actuación de agentes estatales y terceros 
particulares, así como investigar y sancionar los actos violatorios de este derecho. 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
80. De otra parte, el Tribunal ha señalado que la seguridad también debe entenderse como 
la protección contra toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física. Asimismo, con 
la protección de la libertad se pueden salvaguardar tanto la libertad física de los individuos 
como la seguridad personal, en un contexto en el que la ausencia de garantías puede 
resultar en la subversión de la regla de derecho y en la privación a los detenidos de las 
formas mínimas de protección legal. Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos ha declarado que la seguridad personal implica la protección respecto a la libertad 
física. A su vez, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha señalado que el 
derecho a la seguridad no puede interpretarse en forma restringida, lo cual implica que no 
pueden ignorarse las amenazas a la seguridad de personas no detenidas o presas. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
229. La Corte ha establecido que el artículo 7 de la Convención Americana tiene dos tipos 
de regulaciones bien diferenciadas entre sí, una general y otra específica. La general se 
encuentra en el primer numeral: “[t]oda persona tiene el derecho a la libertad y a la 
seguridad personales”. Mientras que la específica está compuesta por una serie de garantías 
que protegen el derecho a no ser privado de la libertad ilegalmente (artículo 7.2) o 
arbitrariamente (artículo 7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados 
en contra del detenido (artículo 7.4), al control judicial de la privación de la libertad (artículo 
7.5) y a impugnar la legalidad de la detención (artículo 7.6). Cualquier violación de los 
numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del 
artículo 7.1 de la misma. (En similar sentido: Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre 
de 2010. Serie C No. 220, párr. 79) 

 

Privación de libertad 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
230. El artículo 7.2 de la Convención Americana establece que “nadie puede ser privado de 
su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las 
Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”. 
Este Tribunal ha señalado que al remitir a la Constitución y leyes establecidas “conforme a 
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ellas”, el estudio de la observancia del artículo 7.2 de la Convención implica el examen del 
cumplimiento de los requisitos establecidos tan concretamente como sea posible y “de 
antemano” en dicho ordenamiento en cuanto a las “causas” y “condiciones” de la privación 
de la libertad física. Si la normativa interna, tanto en el aspecto material como en el formal, 
no es observada al privar a una persona de su libertad, tal privación será ilegal y contraria a 
la Convención Americana, a la luz del artículo 7.2. La Corte debe, por consiguiente, verificar 
si las detenciones de las once mujeres víctimas del presente caso se realizaron conforme a 
la legislación mexicana. 
 
231. Respecto a la arbitrariedad referida en el artículo 7.3 de la Convención, la Corte ha 
establecido que nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y 
métodos que -aun calificados de legales- puedan reputarse como incompatibles con el 
respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, 
imprevisibles o faltos de proporcionalidad . No obstante, se requiere que la ley interna, el 
procedimiento aplicable y los principios generales expresos o tácitos correspondientes sean, 
en sí mismos, compatibles con la Convención. Así, no se debe equiparar el concepto de 
“arbitrariedad” con el de “contrario a ley”, sino que debe interpretarse de manera más 
amplia a fin de incluir elementos de incorrección, injusticia e imprevisibilidad. Además, este 
Tribunal destaca que la prohibición de la privación arbitraria de la libertad es un derecho 
inderogable no susceptible de suspensión y aplicable inclusive en los casos en que se 
practique la detención por razones de seguridad pública. 
 

[Ilegalidad de la detención] 
 
236. En este sentido, la Corte ha observado que para evaluar la legalidad de una privación 
de libertad bajo la Convención Americana, le corresponde al Estado demostrar que la misma 
se realizó de acuerdo a la legislación interna pertinente, tanto en lo relativo a sus causas 
como al procedimiento. Específicamente con respecto al supuesto de flagrancia, este 
Tribunal ha señalado que es el Estado quien tiene la carga de demostrar que la detención se 
realizó en flagrante delito. En el presente caso, el Estado no ha acreditado la existencia de 
elementos que permitan suponer, razonablemente, la flagrancia requerida por la normativa 
interna; por el contrario, reconoció que la detención de las once mujeres víctimas del 
presente caso fue realizada en violación al artículo 7.2 de la Convención. Además, de los 
testimonios de las once mujeres víctimas del presente caso surge que fueron detenidas 
cuando caminaban por la calle, esperaban autobuses, realizaban compras, acudían a 
comerciar, hacían tareas de investigación y periodísticas, prestaban atención médica e 
incluso cuando se encontraban resguardadas dentro de domicilios privados […]. En su 
Recomendación 38/2006, la CNDH observó que nueve de las once mujeres víctimas del 
presente caso fueron detenidas en el marco de “cateos” sin orden judicial, contraviniendo 
así lo dispuesto por la normativa interna, y que “no se tuvo la certeza de que haya[n] 
participado en la comisión de algún ilícito”. 
 
237. La Corte estima que las detenciones se produjeron de manera ilegal, toda vez que no 
acreditó la situación de flagrancia requerida por la normativa interna y con base en la cual 
habrían sido detenidas. Por lo tanto, el Estado violó los artículos 7.1 y 7.2 de la Convención, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las once mujeres víctimas del 
presente caso. 
 

[Arbitrariedad de la detención] 
 
238. Por otro lado, este Tribunal observa que en el presente caso además de las razones 
por las cuales se declaró la ilegalidad de la detención de las once mujeres víctimas del 
presente caso, el Estado reconoció la arbitrariedad de sus privaciones de libertad en el 
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marco de los operativos realizados en Texcoco y San Salvador Atenco los días 3 y 4 de 
mayo de 2006. En efecto, la Corte nota que la detención de las once mujeres ocurrió en un 
contexto de “múltiples detenciones arbitrarias”, conforme fue determinado por la SCJN, que 
al respecto señaló:  
 

En los hechos de cuenta, quedó evidenciado que hubo múltiples detenciones arbitrarias, lo que 
podría explicarse, que no justificarse, por lo vertiginoso de los eventos, especialmente los 
ocurridos en la carretera bloqueada y sus inmediaciones, y ante los muchos miembros y 
simpatizantes del Frente de Pueblos que participaron en los eventos, y otros que sin serlo se 
encontraban en el poblado de Atenco. La policía, sin mayor reparo o detenimiento, arrasó, en 
lo que el contexto de facto le llevaba a la creencia de que se trataba de flagrancia delictuosa, 
deteniendo a personas indiscriminadamente, sin que los captores tuvieran del todo claro, para 
empezar, si ellos habrían participado en la realización de hechos delictuosos que perseguían o 
cuál habría sido su participación en los mismos. 
 

239. Teniendo en cuenta lo anterior y sin perjuicio del reconocimiento del Estado, la Corte 
estima pertinente realizar algunas consideraciones específicas sobre las obligaciones 
convencionales de los Estados frente a detenciones colectivas como las ocurridas en este 
caso. Al respecto, este Tribunal ha reconocido que las detenciones colectivas pueden 
constituir un mecanismo para garantizar la seguridad ciudadana cuando el Estado cuenta 
con elementos para acreditar que la actuación de cada una de las personas afectadas se 
encuadra en alguna de las causas de detención previstas por sus normas internas en 
concordancia con la Convención. Es decir, deben existir elementos para individualizar y 
separar las conductas de cada uno de los detenidos y que, a la vez, exista el control de la 
autoridad judicial. 
 
240. En efecto, este Tribunal ha establecido que en el caso de detenciones colectivas el 
Estado debe fundamentar y acreditar, en el caso concreto, la existencia de indicios 
suficientes que permitan suponer razonablemente la conducta delictiva de la persona 
individual y que la detención sea estrictamente necesaria, y por tanto no puede tener como 
base la mera sospecha o percepción personal sobre la pertenencia del acusado a un grupo 
determinado. Específicamente en el contexto de manifestaciones o protestas sociales, el 
Relator Especial de Naciones Unidas sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de 
asociación explicó que “[l]a presencia de unas pocas personas que cometen actos de 
violencia dentro y alrededor de una protesta no autoriza a la policía para etiquetar como 
violenta a la manifestación completa [ni] concede al Estado carta blanca para […] detener 
indiscriminadamente a todos”. En dichos casos, la conducta violenta no debe presumirse ni 
debe considerarse responsables a los organizadores de la protesta por el comportamiento 
violento de otros; por el contrario, la policía debe individualizar y retirar a las personas 
violentas de la multitud para que las demás personas puedan ejercer sus derechos. 
 
241. En resumen, la Corte considera que, a efectos de evitar la arbitrariedad en las 
detenciones colectivas, los Estados deben: (i) individualizar y separar las conductas de cada 
una de las personas detenidas, de forma de demostrar que existen indicios razonables, 
basados en información objetiva, de que cada persona detenida se encuadra en alguna de 
las causas de detención previstas en sus normas internas acordes con la Convención; (ii) 
ser necesaria y proporcional para garantizar algún propósito permitido por la Convención, 
tales como el interés general, así como (iii) estar sujeta a control judicial, además de las 
demás condiciones del artículo 7 de la Convención Americana. 
 
243. […] Asimismo, los hechos reconocidos por el Estado demuestran que las detenciones 
de las once mujeres víctimas del presente caso no fueron el resultado inevitable de 
circunstancias ajenas a la voluntad de las autoridades, necesarias para evitar un riesgo real 
de sufrir daños graves a las personas o la propiedad, sino que obedecieron a una práctica 
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de equiparar la presencia en el lugar con la probable participación en hechos delictivos. 
Finalmente, las medidas adoptadas por los policías no se limitaron a lo estrictamente 
necesario y proporcional, en tanto las once mujeres de este caso fueron detenidas en el 
marco de un operativo policial caracterizado por un uso desproporcionado de la fuerza, 
donde fueron sometidas a violencia sexual y tortura, al momento de sus detenciones, 
durante sus traslados y al llegar al CEPRESO […]. Al respecto, esta Corte ha establecido que 
la detención podrá tornarse arbitraria si en su curso se producen hechos atribuibles al 
Estado que sean incompatibles con el respeto a los derechos humanos del detenido. En el 
presente caso, resulta evidente que los métodos utilizados por los agentes de seguridad que 
detuvieron, trasladaron e ingresaron a las once mujeres víctimas del presente caso en el 
penal fueron desproporcionados e incompatibles con el respeto a los derechos 
fundamentales reconocidos en la Convención, lo cual constituye un elemento adicional de la 
arbitrariedad de sus detenciones. 
 

[Privación de libertad] 
 
251. Esta Corte ha dicho que para que la medida privativa de la libertad no se torne 
arbitraria debe cumplir con los siguientes parámetros: i) que su finalidad sea compatible con 
la Convención; ii) que sea idónea para cumplir con el fin perseguido; iii) que sea necesaria, 
es decir, absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una 
medida menos gravosa respecto al derecho intervenido; iv) que sea estrictamente 
proporcional, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción del derecho a la libertad 
no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal 
restricción y el cumplimiento de la finalidad perseguida, y v) cualquier restricción a la 
libertad que no contenga una motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las 
condiciones señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención. 
Asimismo, la Corte reitera que la privación de libertad del imputado sólo debe tener como 
fin legítimo el asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá 
la acción de la justicia. El peligro procesal no se presume, sino que debe realizarse la 
verificación del mismo en cada caso, fundado en circunstancias objetivas y ciertas del caso 
concreto. 
 
254. [E]ste Tribunal ha explicado que la adopción de la prisión preventiva requiere un juicio 
de proporcionalidad entre aquella, los elementos de convicción para dictarla y los hechos 
que se investigan. Si no hay proporcionalidad, la medida será arbitraria. Del artículo 7.3 de 
la Convención se desprende la obligación estatal de no restringir la libertad del detenido 
más allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que aquél no impedirá el 
desarrollo eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la justicia. Se infringe la 
Convención cuando se priva de libertad, durante un período excesivamente prolongado, y 
por lo tanto desproporcionado, a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido 
establecida. Esto equivale a anticipar la pena.  
 
255. En el mismo sentido, este Tribunal ha observado que la prisión preventiva es la medida 
más severa que se puede aplicar a una persona acusada de un delito, y que es una medida 
cautelar, no punitiva. Por ello, debe estar sometida a revisión periódica, de tal forma que no 
se prolongue cuando no subsistan las razones que motivaron su adopción. Las autoridades 
nacionales son las encargadas de valorar la pertinencia o no del mantenimiento de las 
medidas cautelares que emiten conforme a su propio ordenamiento. Al realizar esta tarea, 
las autoridades internas deben ofrecer los fundamentos suficientes que permitan conocer 
los motivos por los cuales se mantiene la restricción de la libertad, la cual, para que sea 
compatible con el artículo 7.3 de la Convención Americana, debe estar fundada en la 
necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el desarrollo eficiente de las 
investigaciones ni eludirá la acción de la justicia. 
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Derechos de la persona detenida a ser informada de las razones de su 
detención, y a ser llevada sin demora ante un juez  
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
93. […] el Tribunal recuerda que la parte inicial del artículo 7.5 de la Convención dispone 
que la detención de una persona debe ser sometida sin demora a revisión judicial. En este 
sentido, la Corte ha señalado que el control judicial inmediato es una medida tendiente a 
evitar la arbitrariedad o ilegalidad de las detenciones, tomando en cuenta que en un Estado 
de Derecho corresponde al juzgador garantizar los derechos del detenido, autorizar la 
adopción de medidas cautelares o de coerción cuando sea estrictamente necesario y 
procurar, en general, que se trate al inculpado de manera consecuente con la presunción de 
inocencia. 
 
102. Siguiendo la jurisprudencia del Tribunal […] en lo que concierne a la autoridad 
competente para la remisión sin demora, este Tribunal reitera que los señores Cabrera y 
Montiel debieron ser llevados ante el juez lo más pronto posible y, en este caso, ello no 
ocurrió sino hasta casi 5 días después de su detención. En ese sentido, el Tribunal observa 
que los señores Cabrera y Montiel fueron puestos a disposición de la autoridad competente 
excediendo el término establecido en la Convención Americana, que claramente exige la 
remisión “sin demora” ante el juez o funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales sobre control de la libertad. Al respecto, la Corte reitera que en zonas de alta 
presencia militar, donde los miembros de la institución militar asumen control de la 
seguridad interna, la remisión sin demora ante las autoridades judiciales cobra mayor 
importancia con el fin de minimizar cualquier tipo de riesgo de violación a los derechos de la 
persona […]. En consecuencia, la Corte considera que se vulneró el artículo 7.5 de la 
Convención Americana en perjuicio de los señores Cabrera y Montiel. Además, dada la falta 
de remisión sin demora ante la autoridad competente, el Tribunal considera que esta 
irregularidad en el control de la detención la transformó en arbitraria y no estima pertinente 
hacer ningún tipo de pronunciamiento sobre la causa que originó la misma. Por tanto, la 
Corte declara la violación del artículo 7.3, en relación con el artículo 1.1 de la Convención 
Americana. 
 
105. Esta Corte ha establecido que, a la luz del artículo 7.4 de la Convención Americana, la 
información de los “motivos y razones” de la detención debe darse “cuando ésta se 
produce”, lo cual constituye un mecanismo para evitar detenciones ilegales o arbitrarias 
desde el momento mismo de la privación de libertad y, a su vez, garantiza el derecho de 
defensa del individuo. Asimismo, esta Corte ha señalado que el agente que lleva a cabo la 
detención debe informar en un lenguaje simple, libre de tecnicismos, los hechos y bases 
jurídicas esenciales en los que se basa la detención. No se satisface el artículo 7.4 de la 
Convención si sólo se menciona la base legal.  
 
106. Al respecto, la Corte observa que el artículo 7.4 de la Convención alude a dos 
aspectos: i) la información en forma oral o escrita sobre las razones de la detención, y ii) la 
notificación, que debe ser por escrito, de los cargos. En el expediente no consta que al 
efectuar la detención se haya informado a las víctimas sobre las razones en las que se 
fundamentó su detención, razón por la cual se vulneró el artículo 7.4 de la Convención 
Americana en perjuicio de los señores Cabrera y Montiel. 
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Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
246. Respecto al derecho reconocido en el artículo 7.4 de la Convención Americana, esta 
Corte ha dicho que el mismo alude a dos garantías para la persona que está siendo 
detenida: i) la información en forma oral o escrita sobre las razones de la detención, y ii) la 
notificación, que debe ser por escrito, de los cargos. La información de los “motivos y 
razones” de la detención debe darse “cuando ésta se produce”, lo cual constituye un 
mecanismo para evitar detenciones ilegales o arbitrarias desde el momento mismo de la 
privación de libertad y, a su vez, garantiza el derecho de defensa del individuo. Asimismo, 
esta Corte ha señalado que el agente que lleva a cabo la detención debe informar en un 
lenguaje simple, libre de tecnicismos, los hechos y bases jurídicas esenciales en los que se 
basa la detención y que no se satisface el artículo 7.4 de la Convención si solo se menciona 
la base legal si la persona no es informada adecuadamente de las razones de la detención, 
incluyendo los hechos y su base jurídica, no sabe contra cuál cargo defenderse y, en forma 
concatenada, se hace ilusorio el control judicial. 
 
247. La Corte nota que, en el presente caso, los hechos relativos a la obligación de notificar 
sin demora y por escrito los cargos formulados contra las once mujeres víctimas del 
presente caso están relacionados con el deber de comunicar a la persona inculpada de la 
imputación formulada en su contra, incluido en el artículo 8.2.b. Al respecto, este Tribunal 
ha establecido que en el literal “b” de su segundo apartado, se determina la necesidad de 
que se comunique “al inculpado” la “acusación” en su contra en forma “previa y detallada”. 
La Corte ha expresado que esta norma “rige incluso antes de que se formule una ‘acusación’ 
en sentido estricto, [pues p]ara que el mencionado artículo satisfaga los fines que le son 
inherentes, es necesario que la notificación ocurra previamente a que el inculpado rinda su 
primera declaración  ante cualquier autoridad pública”. 
 
248. En el presente caso, el Estado reconoció la violación de sus obligaciones derivadas de 
los artículos 7.4, 8.2.b, 8.2.d y 8.2.e de la Convención, en perjuicio de las once mujeres 
detenidas en este caso. En efecto, surge de los hechos reconocidos y de las declaraciones 
de las víctimas que no fueron informadas de los motivos de su detención o de las 
acusaciones en su contra. Tampoco se les garantizó el derecho a contar con un abogado de 
su elección o defensor de oficio desde el inicio de la investigación en su contra, ni se les 
permitió comunicarse con sus familiares o abogado de confianza.  
 
249. Asimismo, en tanto (i) no fueron informadas de los motivos de su detención o las 
acusaciones en su contra; (ii) no se les garantizó el derecho a contar con un abogado de su 
elección o defensor de oficio desde el inicio de la investigación en su contra, y (iii) no se les 
permitió comunicarse con sus familiares o abogado de confianza, este Tribunal concluye que 
el Estado violó los derechos a ser informadas de las razones de su detención y el derecho a 
la defensa de las once mujeres representadas en este caso. 
 
 
 
 
 

VIII.  DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES (ART. 8 CADH) 



52 

Aspectos generales del artículo 8.1 CADH 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
159. En primer lugar, en cuanto al alegato del Estado que afirma que no se han configurado 
violaciones a las garantías judiciales ni a la protección judicial porque las investigaciones se 
mantienen en la órbita ministerial, la Corte recuerda su jurisprudencia en el sentido de que 
las garantías del artículo 8.1 de la Convención no se aplican solamente a jueces y tribunales 
judiciales o procesos judiciales. En particular, en relación con las investigaciones llevadas a 
cabo por el Ministerio Público, el Tribunal ha establecido que, dependiendo de las 
circunstancias del caso, puede tener que analizar los procedimientos que se vinculan y 
constituyen el presupuesto de un proceso judicial, particularmente, las tareas de 
investigación de cuyo resultado depende el inicio y el avance del mismo. […] (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 175) 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
140. El artículo 8.1 de la Convención consagra los lineamientos del llamado “debido proceso 
legal”, que implica, entre otras cosas, el derecho de toda persona a ser oída con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente 
e imparcial, establecido con anterioridad por la ley para la determinación de sus derechos. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
267. La Corte ha establecido que, de conformidad con la Convención Americana, los 
Estados Partes están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de 
los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (artículo 1.1). Asimismo, ha señalado que el derecho de acceso a la justicia 
debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a 
que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, juzgar y, 
en su caso, sancionar a los eventuales responsables. (En similar sentido: Caso Radilla 
Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 190) 

Garantías generales asociadas al artículo 8.1 CADH 

Derecho a ser oído 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
247. De conformidad con el derecho reconocido en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, este Tribunal ha establecido que los 
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Estados tienen la obligación de garantizar que, en todas las etapas de los respectivos 
procesos, las víctimas puedan hacer planteamientos, recibir informaciones, aportar pruebas, 
formular alegaciones y, en síntesis, hacer valer sus intereses. Dicha participación deberá 
tener como finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el 
otorgamiento de una justa reparación. En tal sentido, la Corte ha establecido que la ley 
interna debe organizar el proceso respectivo de conformidad con la Convención Americana. 
La obligación estatal de adecuar la legislación interna a las disposiciones convencionales 
comprende el texto constitucional y todas las disposiciones jurídicas de carácter secundario 
o reglamentario, de tal forma que pueda traducirse en la efectiva aplicación práctica de los 
estándares de protección de los derechos humanos.  
 
252. Al respecto, el Tribunal estima que el acceso al expediente es requisito sine qua non de 
la intervención procesal de la víctima en la causa en la que se constituye como parte 
coadyuvante o querellante, según la legislación interna. Si bien la Corte ha considerado 
admisible que en ciertos casos exista reserva de las diligencias adelantadas durante la 
investigación preliminar en el proceso penal, para garantizar la eficacia de la administración 
de justicia, en ningún caso la reserva puede invocarse para impedir a la víctima el acceso al 
expediente de una causa penal. La potestad del Estado de evitar la difusión del contenido 
del proceso, de ser el caso, debe ser garantizada adoptando las medidas necesarias 
compatibles con el ejercicio de los derechos procesales de las víctimas. 
 
256. La Corte considera que, en casos como el presente, la negativa de expedir copias del 
expediente de la investigación a las víctimas constituye una carga desproporcionada en su 
perjuicio, incompatible con el derecho a su participación en la averiguación previa. En el 
caso que nos ocupa, esto se tradujo en una violación del derecho de la señora Tita Radilla 
Martínez a participar plenamente en la investigación. Al respecto, los Estados deben contar 
con mecanismos menos lesivos al derecho de acceso a la justicia para proteger la difusión 
del contenido de las investigaciones en curso y la integridad de los expedientes. 
 
258. Tomando en cuenta lo anterior, y en aplicación del artículo 29 b) de la Convención 
Americana, la Corte considera que debe entenderse que el derecho de las víctimas en este 
caso a obtener copias de la averiguación previa conducida por la Procuraduría General de la 
República no está sujeto a reservas de confidencialidad, en tanto que la misma se refiere a 
la investigación de delitos constitutivos de graves violaciones a los derechos humanos, como 
lo es la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco. De esta manera, las 
víctimas en el presente caso deben tener derecho al acceso al expediente y a solicitar y 
obtener copias del mismo, ya que la información contenida en aquél no está sujeta a 
reserva. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
176. La Corte también ha señalado que del artículo 8 de la Convención se desprende que las 
víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias 
posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del 
esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en busca de una 
debida reparación. Asimismo, el Tribunal ha señalado que la obligación de investigar y el 
correspondiente derecho de la presunta víctima o de los familiares no sólo se desprende de 
las normas convencionales de derecho internacional imperativas para los Estados Parte, sino 
que además se deriva de la legislación interna que hace referencia al deber de investigar de 
oficio ciertas conductas ilícitas y a las normas que permiten que las víctimas o sus familiares 
denuncien o presenten querellas, pruebas o peticiones o cualquier otra diligencia, con la 
finalidad de participar procesalmente en la investigación penal con la pretensión de 
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establecer la verdad de los hechos. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 
2010. Serie C No. 215, párr. 192) 
 
185. La Corte consideró probado que la señora Rosendo Cantú no contó con un intérprete 
provisto por el Estado cuando requirió atención médica, ni cuando presentó su denuncia 
inicial, ni tampoco recibió en su idioma información sobre las actuaciones derivadas de su 
denuncia. Para poder poner en conocimiento de las autoridades el delito que la había 
afectado y acceder a información debió recurrir a su esposo que hablaba español. Por otra 
parte, en ocasiones posteriores que convocó a la víctima, el Estado dispuso la presencia de 
un intérprete y además informó que se encontraba implementando un programa de 
formación de intérpretes indígenas en Guerrero. La Corte valora positivamente ambas 
medidas adoptadas por México. Sin embargo, la imposibilidad de denunciar y recibir 
información en su idioma en los momentos iniciales implicó, en el presente caso, un trato 
que no tomó en cuenta la situación de vulnerabilidad de la señora Rosendo Cantú, basada 
en su idioma y etnicidad, implicando un menoscabo de hecho injustificado en su derecho de 
acceder a la justicia. Con base en lo anterior, la Corte considera que el Estado incumplió su 
obligación de garantizar, sin discriminación, el derecho de acceso a la justicia en los 
términos de los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en relación el artículo 1.1 
del mismo instrumento. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 
Serie C No. 215, párr. 201) 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
192. La Corte ha señalado que del artículo 8 de la Convención se desprende que las 
víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias 
posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del 
esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en busca de una 
debida reparación. Igualmente, se ha señalado que el artículo 8 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura establece claramente que, “cuando 
exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el 
ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus respectivas autoridades 
procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, 
cuando corresponda, el respectivo proceso penal”. Asimismo, el Tribunal ha señalado que la 
obligación de investigar y el correspondiente derecho de la presunta víctima o de los 
familiares no sólo se desprende de las normas convencionales de derecho internacional 
imperativas para los Estados Parte, sino que además se deriva de la legislación interna que 
hace referencia al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas y a las normas que 
permiten que las víctimas o sus familiares denuncien o presenten querellas, pruebas o 
peticiones o cualquier otra diligencia, con la finalidad de participar procesalmente en la 
investigación penal con la pretensión de establecer la verdad de los hechos.  

Plazo razonable 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
244. El artículo 8.1 de la Convención Americana establece, como uno de los elementos del 
debido proceso, que los tribunales decidan los casos sometidos a su conocimiento en un 
plazo razonable. Al respecto, la Corte ha considerado preciso tomar en cuenta varios 
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elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso: a) 
la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado, c) la conducta de las 
autoridades judiciales y, d) la afectación generada en la situación jurídica de la persona 
involucrada en el proceso. No obstante, la pertinencia de aplicar esos criterios para 
determinar la razonabilidad del plazo de un proceso depende de las circunstancias 
particulares, pues en casos como el presente el deber del Estado de satisfacer plenamente 
los requerimientos de la justicia prevalece sobre la garantía del plazo razonable. En todo 
caso, corresponde al Estado demostrar las razones por las cuales un proceso o conjunto de 
procesos han tomado un período determinado que exceda los límites del plazo razonable. Si 
no lo demuestra, la Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia estimación al 
respecto. 
 
245. En el presente caso, la Corte advierte que la averiguación de los hechos reviste 
cierta complejidad, por tratarse de una desaparición forzada en ejecución desde hace más 
de 35 años. No obstante, cuando se presentaron las dos primeras denuncias, las 
autoridades no realizaron una investigación exhaustiva […]. Si bien la Fiscalía Especial se 
avocó, entre otros, a la investigación de los hechos, la Corte nota que, para ello, transcurrió 
un período de casi 10 años desde que fuera presentada la primera denuncia penal en 1992. 
Esto no es posible desvincularlo de la propia omisión del Estado. Asimismo, durante las 
investigaciones posteriores la señora Tita Radilla Martínez ha asumido una posición activa 
como “coadyuvante”, poniendo en conocimiento de las autoridades la información de que ha 
dispuesto e impulsando las investigaciones. No obstante, la averiguación previa se 
encuentra todavía abierta a más de siete años desde que la Fiscalía Especial inició las 
investigaciones. En total, han transcurrido 17 años desde que la autoridad ministerial tuvo 
conocimiento formal de la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco, sin que 
el Estado haya justificado válidamente la razón de esta demora. Todo lo anterior, en 
conjunto, ha sobrepasado excesivamente el plazo que pueda considerarse razonable para 
estos efectos. En consecuencia, la Corte considera que el Estado incumplió los 
requerimientos del artículo 8.1 de la Convención. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
250. La Corte reitera que, de acuerdo con el artículo 8.1 de la Convención y como parte 
del derecho a la justicia, los procesos deben realizarse dentro de un plazo razonable, por lo 
que, en atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas perjudicadas, 
una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las 
garantías judiciales. Además, por tratarse de una desaparición forzada, el derecho de 
acceso a la justicia incluye que se procure determinar la suerte o paradero de la víctima. 
Esta Corte recuerda que se han tomado en cuenta cuatro elementos para determinar la 
razonabilidad del plazo: i) complejidad del asunto; ii) actividad procesal del interesado; iii) 
conducta de las autoridades judiciales, y iv) afectación generada por la situación jurídica de 
la persona involucrada en el proceso. 
 
251.  En cuanto al primero de los elementos, la complejidad, la Corte ha señalado que un 
caso también puede ser complejo si se trata “de una desaparición forzada en la que los 
perpetradores intentaron eliminar todo rastro o evidencia, por la negativa de brindar 
información sobre el paradero y por el número de posibles responsables”; por lo que, dadas 
las características de este caso, la Corte constata que el presente se trata de un caso 
complejo. Respecto de la actividad procesal de los interesados, este Tribunal no advierte 
que la conducta de los familiares hubiera entorpecido la tramitación de las investigaciones; 
por el contrario, la Corte constata su participación activa y de colaboración con las 
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autoridades. Asimismo, la Corte nota que la actividad procesal de los interesados no cesó, a 
pesar de que fueron objeto de amenazas y hostigamiento. 
 
252.  En cuanto a la conducta de las autoridades, la Corte observa que las actuaciones de 
los órganos del Estado comenzaron a partir del conocimiento de la desaparición y se 
llevaron a cabo diversas diligencias y acciones de búsqueda e investigación, particularmente 
a través de la FEVIMTRA, la UEBPD-PGR y la FEBPD-PGR. No obstante lo anterior, existió 
una falta de respuesta y coordinación inmediata en los primeros momentos […]; también 
hay evidencia de una fragmentación y falta de coordinación en las indagatorias que no 
permitió el avance de las mismas […]; además, la Corte advierte que las autoridades 
militares obstaculizaron las labores de investigación en varias ocasiones […]; todo ello no ha 
permitido que hasta el momento fueran localizadas las víctimas ni sea determinada la 
responsabilidad de los perpetradores. Dicha situación además se enmarca y califica en el 
contexto de impunidad en este tipo de casos, previamente expuesto […]. 
 
253. Resulta evidente para la Corte la afectación generada en la situación jurídica de las 
personas involucradas en el proceso, debido a que se ha sostenido que la desaparición 
forzada de personas constituye una violación múltiple y continuada de numerosos derechos 
reconocidos en la Convención y que coloca a la víctima en un estado de completa 
indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas […]. La desaparición forzada de 
personas debe considerarse un delito de lesa humanidad, que no solamente causa 
sufrimiento a la víctima sino también a sus familiares. Así, en el caso, tanto las víctimas 
como sus familiares han sido afectados de forma continuada y permanente. A ello, se añade 
que la prolongación en el tiempo de la investigación agudiza la posibilidad de encontrar a las 
víctimas con vida, por lo que la celeridad en estos casos resulta crucial. 
 
254. Por lo anterior, dado que a casi nueve años de labores de investigación se desconoce 
el paradero de las víctimas y no ha sido procesada ni sentenciada persona alguna por la 
comisión de esta violación, el plazo que ha llevado la investigación de los hechos rebasa los 
límites de la razonabilidad prevista por el artículo 8.1 de la Convención, para un caso de 
esta naturaleza, generado una situación de impunidad.   
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
306.  La Comisión y los representantes alegaron que el Estado habría violado el plazo 
razonable establecido en el artículo 8.1. Al respecto, este Tribunal ha reiterado que la 
evaluación del plazo razonable se debe analizar en cada caso concreto, en relación con la 
duración total del proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicta sentencia 
definitiva. De esta manera, ha considerado cuatro elementos para analizar si se cumplió con 
la garantía del plazo razonable, a saber: a) la complejidad del asunto; b) la actividad 
procesal del interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales; y d) la afectación 
generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. La Corte recuerda 
que corresponde al Estado justificar, con fundamento en los criterios señalados, la razón por 
la cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar los casos y, en la eventualidad de 
que éste no lo demuestre, la Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia 
estimación al respecto. 
 
308. Este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios para determinar la complejidad 
de un proceso. En el presente caso, la Corte observa que las características del proceso no 
configuraban una complejidad particularmente alta, considerando que: a) las dificultades 
probatorias se originaron, en gran medida, a raíz de la falta de diligencia inicial en la 
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recolección de pruebas […], y b) tanto las víctimas como los elementos policiales que 
participaron en los operativos eran fácilmente identificables. En lo referente a la actividad 
procesal del interesado, la Corte nota que no hay evidencia de que las once mujeres 
víctimas del presente caso hubieran realizado acciones que dificultaran el avance de las 
investigaciones; por el contrario, tal como surge de los hechos probados, las víctimas 
participaron activamente impulsando los procesos, ofreciendo diversos elementos de 
prueba. En lo que respecta a la conducta de las autoridades judiciales, la Corte considera 
que existieron retrasos en las investigaciones que obedecieron a la inactividad de las 
autoridades y a la falta de actuación diligente de las autoridades encargadas de la 
investigación. En efecto, la Corte nota que: (i) se dictó la reserva de la averiguación previa, 
la cual permaneció vigente por más de tres años; (ii) la interpretación restrictiva del delito 
de tortura realizada por las autoridades judiciales, así como el tiempo transcurrido desde la 
negativa de las órdenes de aprehensión solicitadas por el Ministerio Público hasta el 
momento en que se perfeccionó la acción, generó una demora adicional de 3 años el 
ejercicio de la acción penal en contra de 26 de los 29 imputados en el marco de la causa 
penal 418/11; (iii) a la fecha no se han investigado a todos los responsables. Por último, en 
lo relativo a la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el 
proceso, este Tribunal ha establecido que, si el paso del tiempo incide de manera relevante 
en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con 
mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso, la 
afectación a la situación jurídica de las once mujeres resulta evidente, en tanto, en virtud 
del tipo de violación bajo análisis, la demora redundó en una mayor dificultad para obtener 
evidencia, favoreciendo así la impunidad. 

 Derecho a una investigación efectiva 

Investigaciones de violaciones de derechos humanos 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
300. Este Tribunal ha establecido que la eficiente determinación de la verdad en el marco de 
la obligación de investigar una muerte, debe mostrarse desde las primeras diligencias con 
toda acuciosidad. En este sentido, la Corte ha especificado los principios rectores que es 
preciso observar en una investigación cuando se está frente a una muerte violenta. Las 
autoridades estatales que conducen una investigación de este tipo deben intentar como 
mínimo, inter alia: i) identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar el material probatorio 
relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal de 
los responsables; iii) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con 
la muerte que se investiga; iv) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, 
así como cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la muerte, y v) distinguir 
entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario 
investigar exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar autopsias y análisis de 
restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los 
procedimientos más apropiados. 
 
301. Además, los estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del 
crimen, los investigadores deben, como mínimo, fotografiar dicha escena, cualquier otra 
evidencia física y el cuerpo como se encontró y después de moverlo; todas las muestras de 
sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas deben ser recogidas y conservadas; examinar el 
área en busca de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y 
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hacer un informe detallando cualquier observación de la escena, las acciones de los 
investigadores y la disposición de toda la evidencia coleccionada. El Protocolo de Minnesota 
establece, entre otras obligaciones, que al investigar una escena del crimen se debe cerrar 
la zona contigua al cadáver, y prohibir, salvo para el investigador y su equipo, el ingreso a 
la misma.  
 
305. Sobre este punto, el Manual de Naciones Unidas indica que la debida diligencia en una 
investigación médico-legal de una muerte exige el mantenimiento de la cadena de custodia 
de todo elemento de prueba forense. Ello consiste en llevar un registro escrito preciso, 
complementado, según corresponda, por fotografías y demás elementos gráficos, para 
documentar la historia del elemento de prueba a medida que pasa por las manos de 
diversos investigadores encargados del caso. La cadena de custodia puede extenderse más 
allá del juicio y la condena del autor, dado que las pruebas antiguas, debidamente 
preservadas, podrían servir para el sobreseimiento de una persona condenada 
erróneamente. La excepción la constituyen los restos de víctimas positivamente 
identificadas que pueden ser devueltos a sus familias para su debida sepultura, con la 
reserva de que no pueden ser cremados y que pueden ser exhumados para nuevas 
autopsias. 
 
306. El Tribunal concluye que en el presente caso se presentaron irregularidades 
relacionadas con: i) la falta de precisión de las circunstancias del hallazgo de los cadáveres; 
ii) la poca rigurosidad en la inspección y salvaguarda de la escena del crimen practicada por 
las autoridades; iii) el indebido manejo de algunas de las evidencias recolectadas, y iv) los 
métodos utilizados no fueron acordes para preservar la cadena de custodia. 
 
310. La Corte resalta que las autopsias tienen como objetivo recolectar, como mínimo, 
información para identificar a la persona muerta, la hora, fecha, causa y forma de la 
muerte. Estas deben respetar ciertas formalidades básicas, como indicar la fecha y hora de 
inicio y finalización, así como el lugar donde se realiza y el nombre del funcionario que la 
ejecuta. Asimismo, se debe, inter alia, fotografiar adecuadamente el cuerpo; tomar 
radiografías del cadáver, de su bolsa o envoltorio y después de desvestirlo, documentar 
toda lesión. Se debe documentar la ausencia, soltura o daño de los dientes, así como 
cualquier trabajo dental, y examinar cuidadosamente las áreas genital y para-genital en 
búsqueda de señales de abuso sexual. En casos de sospecha de violencia o abuso sexual, se 
debe preservar líquido oral, vaginal y rectal, y vello externo y púbico de la víctima. 
Asimismo, el Manual de Naciones Unidas indica que en los protocolos de autopsia se debe 
anotar la posición del cuerpo y sus condiciones, incluyendo si está tibio o frío, ligero o 
rígido; proteger las manos del cadáver; registrar la temperatura del ambiente y recoger 
cualquier insecto. 
 
318. Los estándares internacionales exigen que la entrega de restos ocurra cuando la 
víctima esté claramente identificada, es decir, una vez que se haya conseguido una 
identificación positiva. El Protocolo de Minnesota establece que “el cuerpo debe ser 
identificado por testigos confiables y otros métodos objetivos”. 
 
333. Teniendo en cuenta lo expuesto, así como el reconocimiento de responsabilidad 
efectuado por el Estado, el Tribunal concluye que se presentaron irregularidades 
relacionadas con: i) falta de información en el reporte sobre el hallazgo de los cadáveres, ii) 
inadecuada preservación de la escena del crimen, iii) falta de rigor en la recolección de 
evidencias y en la cadena de custodia, iv) contradicciones e insuficiencias de las autopsias, 
y v) irregularidades e insuficiencias en la identificación de los cuerpos, así como en la 
entrega irregular de los mismos. 
 



59 

349. Al respecto, la jurisprudencia de la Corte ha señalado que un Estado puede ser 
responsable por dejar de “ordenar, practicar o valorar pruebas que hubieran sido de mucha 
importancia para el debido esclarecimiento de los homicidios”. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
201. Para la Corte, la falta de respuesta estatal es un elemento determinante al valorar si se 
ha dado un incumplimiento del contenido de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, pues tiene relación directa con el principio de efectividad que debe tener el 
desarrollo de tales investigaciones. En el presente caso, luego de recibir la denuncia 
presentada en 1992, el Estado debió realizar una investigación seria e imparcial, con el 
propósito de brindar en un plazo razonable una resolución que resolviera el fondo de las 
circunstancias que le fueron planteadas. 
 
206. Como lo ha señalado en otras oportunidades, la Corte considera que las autoridades 
encargadas de las investigaciones tenían el deber de asegurar que en el curso de las 
mismas se valorarán los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves 
violaciones de los derechos humanos en el presente caso. En aras de garantizar su 
efectividad, la investigación debió ser conducida tomando en cuenta la complejidad de este 
tipo de hechos y la estructura en la cual se ubican las personas probablemente involucradas 
en los mismos, de acuerdo al contexto en que ocurrieron, evitando así omisiones en la 
recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. 
 
212. De todo lo anterior, la Corte considera que, en el caso concreto, si bien se han 
realizado varias diligencias, la investigación llevada a cabo por el Estado no ha sido 
conducida con la debida diligencia, de manera que sea capaz de garantizar el 
reestablecimiento de los derechos de las víctimas y evitar la impunidad. El Tribunal ha 
definido la impunidad como “la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos 
por la Convención Americana”. En casos de desaparición forzada de personas, la impunidad 
debe ser erradicada mediante la determinación de las responsabilidades tanto generales –
del Estado- como individuales –penales y de otra índole de sus agentes o de particulares-. 
En cumplimiento de esta obligación, el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y 
de jure, que mantengan la impunidad. 
 
233. Para que una investigación penal constituya un recurso efectivo para asegurar el 
derecho de acceso a la justicia de las presuntas víctimas, así como para garantizar los 
derechos que se han visto afectados en el presente caso, debe cumplirse con seriedad y no 
como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, y debe tener un 
sentido y ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple 
gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de 
sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. 
 
234. El Tribunal toma en cuenta que el Estado no ha llevado a cabo mayores diligencias en 
la investigación de los responsables de la detención y posterior desaparición del señor 
Radilla Pacheco. En tal sentido, la Corte concluye que la investigación no está siendo 
realizada en forma seria, efectiva y exhaustiva. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
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175. La Corte reitera que la obligación de investigar violaciones de derechos humanos se 
encuentra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados para garantizar 
los derechos reconocidos en la Convención. El deber de investigar es una obligación de 
medios, y no de resultado. Sin embargo, debe ser asumida por el Estado como un deber 
jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, 
o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de 
las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. A la luz 
de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, deben 
iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva. Esta 
investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles, y orientada a la 
determinación de la verdad. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 
Serie C No. 215, párr. 191) 
 
178. En otras oportunidades esta Corte ha especificado los principios rectores que es preciso 
observar en investigaciones penales relativas a violaciones de derechos humanos y que 
pueden incluir, inter alia: recuperar y preservar el material probatorio con el fin de ayudar 
en cualquier potencial investigación penal de los responsables; identificar posibles testigos y 
obtener sus declaraciones, y determinar la causa, forma, lugar y momento del hecho 
investigado. Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, y se 
deben realizar análisis en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los 
procedimientos más apropiados. […](En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 
2010. Serie C No. 215, párr. 194) 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
212. Desde su primera sentencia esta Corte ha destacado la importancia del deber estatal 
de investigar y sancionar las violaciones de derechos humanos, el cual adquiere particular 
importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos 
lesionados. Dicha obligación también se desprende de otros instrumentos interamericanos. 
Así, en casos de desapariciones forzadas, la obligación de investigar se ve reforzada por el 
artículo I.b y IX de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en vigor para 
el Estado desde el 9 de abril de 2002. 
 
215. La Corte reitera que la obligación de investigar violaciones de derechos humanos se 
encuentra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados para garantizar 
los derechos reconocidos en la Convención. A la luz de ese deber, una vez que las 
autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación 
una investigación seria, imparcial y efectiva.  
 
213. Cabe recordar que este Tribunal ha señalado que “las diligencias realizadas para la 
investigación de los hechos deben ser valoradas en su conjunto y no compete a la Corte, en 
principio, resolver la procedencia de las medidas de investigación”. En efecto, no le incumbe 
al Tribunal “sustituir a la jurisdicción interna estableciendo las modalidades específicas de 
investigación y juzgamiento en un caso concreto para obtener un mejor o más eficaz 
resultado, sino constatar si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se violaron o 
no obligaciones internacionales del Estado derivadas […] de la Convención”. 
 
221. Por otro lado, este Tribunal observa que las autoridades que conocieron de primera 
mano incurrieron en diversas omisiones, inter alia: falta de aseguramiento de las escenas 
del crimen y recolección de evidencia adicional en las inmediaciones de la zona de fogata o 
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de la camioneta y su interior […]; no consta que se haya asegurado el domicilio de Rocío 
Irene de dónde la sustrajeron, ni recolectado evidencia en sus inmediaciones, y falta de 
identificación de los posibles testigos de los hechos distintos a los familiares (como serían 
los vecinos). 
 
222. Lo anterior, es contrario a lo sostenido previamente por la Corte respecto de los 
principios rectores que es preciso observar en investigaciones penales relativas a violaciones 
de derechos humanos, y que pueden incluir, inter alia: recuperar y preservar el material 
probatorio con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal de los 
responsables; identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones, y determinar la 
causa, forma, lugar y momento del hecho investigado. Además, es necesario investigar 
exhaustivamente la escena del crimen, y se deben realizar análisis en forma rigurosa, por 
profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. Dichas 
deficiencias incidieron directamente en el desarrollo y resultado de las investigaciones, ya 
que sobre ese primer momento no se cuenta en el expediente con hallazgos de huellas, 
restos o indicios que pudieran llevar a los perpetradores. 
 
226. Además, se desprende que las actuaciones no fueron ni exhaustivas ni eficaces, ya 
que las autoridades se limitaron a certificar que las víctimas no se encontraban presentes en 
el lugar en ese momento, omitiendo recolectar evidencia que pudiera dar cuenta de su 
posible paso por dichas instalaciones en algún momento posterior a su desaparición; es 
decir, entrevistas directas con el personal del 35 Batallón, revisión de bitácoras o registros 
existentes, entre otras, lo que denota una falta de diligencia. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
287. Este Tribunal ha entendido que constituyen obstáculos a la marcha de un proceso 
investigativo, entre otros: los actos de coacción, intimidaciones o amenazas a testigos, 
investigadores, o jueces, que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar el 
esclarecimiento de los hechos o encubrir a los responsables de los mismos; las 
irregularidades y dilaciones injustificadas que se originen en la falta de voluntad y 
compromiso de las autoridades competentes para asumir los respectivos procesos penales; 
la falta de acceso de las víctimas, sus familiares o sus representantes a las investigaciones y 
procesos; la alteración, ocultamiento y destrucción de prueba por parte de agentes del 
Estado, así como los intentos de soborno y el robo de evidencias; la falta de colaboración de 
entidades estatales con las autoridades encargadas de la investigación, especialmente la 
negativa de aportar información amparándose en el secreto del Estado; la intervención de la 
jurisdicción militar para conocer hechos que constituyen violaciones a derechos humanos, y 
la aplicación de leyes de amnistía. 
 
292. Esta Corte ha establecido que los Estados tienen el deber de realizar una investigación 
por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y la 
persecución, captura, enjuiciamiento y, en su caso, el castigo de los responsables, 
cualquiera que haya sido su participación en los hechos. Así, deben evitarse omisiones en el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación, de tal forma que se pueda garantizar el 
debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas a raíz de la misma. En este sentido, a los 
fines de determinar si un Estado ha cumplido con su obligación de investigar a todas las 
personas penalmente responsables, esta Corte ha referido que es necesario analizar (i) la 
existencia de indicios sobre la participación de los presuntos responsables, y (ii) si hubo una 
actuación diligente o negligente en la indagación de tales indicios. 
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304. Por tanto, visto que: (i) las investigaciones realizadas por el Estado se limitaron a la 
participación de agentes estatales, cuando existían indicios de la participación de agentes 
federales, y (ii) no se investigaron todas las posibles formas de responsabilidad individual 
por los actos de tortura que prevé la Convención Interamericana contra la Tortura, 
incluyendo la responsabilidad de mando, pese a la existencia de indicios al respecto, el 
Tribunal encuentra que el Estado no investigó a todos los posibles responsables penales ni 
siguió todas las líneas lógicas de investigación, incumpliendo así su deber de investigar con 
la debida diligencia.  

Falta de competencia de la jurisdicción militar 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
300. En esta Sentencia ya quedó establecido que no cabe duda que actos tales como la 
desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco no guardan relación con la 
disciplina militar y que, por lo tanto, están excluidos de la competencia de la jurisdicción 
castrense […]. Como ya ha sido señalado […], la jurisdicción penal militar debe estar 
encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones 
que la ley asigna a las fuerzas militares. Establecer lo contrario atentaría contra el principio 
del juez natural, a la luz del artículo 8.1 de la Convención Americana. A esto apunta el 
artículo IX de la CIDFP. 
 
301. La Corte observa que México formuló una reserva al citado artículo IX de la CIDFP 
conforme a la cual manifestó que su ordenamiento jurídico interno reconoce “el fuero de 
guerra, cuando el militar haya cometido algún ilícito encontrándose en servicio” […]. 
 
307. En cuanto a su compatibilidad con el objeto y fin del tratado, el Tribunal advierte que, 
a través de la reserva, México establece que el fuero de guerra es competente para conocer 
de un caso de desaparición forzada si el delito es cometido por un militar en servicio. Esto 
implica referirse a un fuero que para ser aplicado requiere de una calificación personal, no 
material. No se manifiesta que sea necesario un análisis de los intereses jurídicos detrás del 
ilícito, ni se toma como punto de referencia la disciplina militar o cualquier otro objetivo 
jurídico castrense. Asimismo, al añadir una reserva al artículo IX de la CIDFP, el Estado 
mexicano está estableciendo una regla general sobre la competencia de la jurisdicción penal 
militar. Como esta Corte ha mencionado la justicia militar es una de carácter excepcional 
que necesariamente requiere justificación en el caso concreto […]  
  
311. Tal como ha sido formulada, la reserva al artículo IX de la CIDFP implica el 
desconocimiento del derecho humano al juez natural en la debida investigación y eventual 
sanción de los responsables de la comisión de desaparición forzada de personas. La 
necesidad de asegurar que este tipo de casos sean investigados ante las instancias 
competentes de conformidad con las obligaciones internacionales, trasciende los intereses 
de los Estados. La erradicación de la impunidad de las violaciones graves de derechos 
humanos, como la ocurrida en el presente caso, cuenta con una garantía colectiva, reflejada 
en el claro y creciente interés de toda la sociedad y de todo Estado democrático de Derecho 
en fortalecer los mecanismos internacionales de protección en esta materia. La Corte estima 
que el derecho al juez natural, reconocido en el artículo IX de esta Convención, es 
indispensable para la consecución de los fines propuestos en la misma. 
 
312. Teniendo en cuenta todo lo anterior, este Tribunal considera que la reserva formulada 
por México no satisface el primer requisito establecido en el artículo XIX de la CIDFP, por lo 
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que, en consecuencia, debe ser considerada inválida. En este sentido, resulta evidente que 
la aplicación de la jurisdicción militar en el presente caso, por la cual el Estado extendió la 
competencia del fuero castrense a hechos que no tienen estricta conexión con la disciplina 
militar o con bienes jurídicos propios del ámbito castrense, es contraria a la disposición 
contenida en el artículo IX del tratado de referencia, a la cual México está claramente 
obligado. 
 
313. Por las razones anteriormente expuestas, […]el Tribunal estima que al extender la 
competencia del fuero castrense a delitos que no tienen estricta conexión con la disciplina 
militar o con bienes jurídicos propios del ámbito castrense, el Estado ha vulnerado el 
derecho a un juez natural de los familiares del señor Rosendo Radilla Pacheco, quienes 
tampoco dispusieron de un recurso que les permitiera impugnar el juzgamiento de la 
detención y posterior desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco por la 
jurisdicción militar. Todo ello en detrimento del derecho a conocer la verdad de aquéllos. 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220.  
 
197. Sobre la intervención de la jurisdicción militar para conocer hechos que constituyen 
violaciones a derechos humanos, este Tribunal recuerda que se ha pronunciado al respecto 
en relación con México en la Sentencia del caso Radilla Pacheco, precedente que ha 
reiterado en los casos Fernández Ortega y Rosendo Cantú. Teniendo en cuenta lo anterior y 
lo señalado por el Estado […], a efectos del presente caso el Tribunal estima suficiente 
reiterar que:  
 

[e]n un Estado democrático de derecho, la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance 
restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, 
vinculados a las funciones propias de las fuerzas militares. Por ello, el Tribunal ha señalado 
anteriormente que en el fuero militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de 
delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden 
militar. 
 
Asimismo, […] tomando en cuenta la naturaleza del crimen y el bien jurídico lesionado, la 
jurisdicción penal militar no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y 
sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos sino que el procesamiento de los 
responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria. En tal sentido, la Corte en múltiples 
ocasiones ha indicado que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre un asunto 
que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el 
debido proceso”, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de 
acceso a la justicia. El juez encargado del conocimiento de una causa debe ser competente, 
además de independiente e imparcial.  
 
[F]rente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles bajo ninguna circunstancia 
puede operar la jurisdicción militar.  
 
La Corte [ha] destaca[do] que cuando los tribunales militares conocen de actos constitutivos 
de violaciones a derechos humanos en contra de civiles ejercen jurisdicción no solamente 
respecto del imputado, el cual necesariamente debe ser una persona con estatus de militar en 
situación de actividad, sino también sobre la víctima civil, quien tiene derecho a participar en 
el proceso penal no sólo para efectos de la respectiva reparación del daño sino también para 
hacer efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia […]. En tal sentido, las víctimas de 
violaciones a derechos humanos y sus familiares tienen derecho a que tales violaciones sean 
conocidas y resueltas por un tribunal competente, de conformidad con el debido proceso y el 
acceso a la justicia. La importancia del sujeto pasivo trasciende la esfera del ámbito militar, ya 
que se encuentran involucrados bienes jurídicos propios del régimen ordinario. (En similar 
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sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 160; Caso Fernández Ortega 
y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 176; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 
209, párrs. 272 a 275) 

 
198. En resumen, es jurisprudencia constante de esta Corte que la jurisdicción militar no es 
el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de 
alegadas vulneraciones de derechos humanos, sino que el procesamiento de los 
responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria. Esta conclusión aplica no solo para 
casos de tortura, desaparición forzada y violación sexual, sino a todas las violaciones de 
derechos humanos. 
 
199. Los tratos crueles, inhumanos y degradantes cometidos en contra de una persona por 
parte de personal militar, son actos que no guardan, en ningún caso, relación con la 
disciplina o la misión castrense. Por el contrario, los actos alegados cometidos por personal 
militar contra los señores Cabrera y Montiel afectaron bienes jurídicos tutelados por el 
derecho penal interno y la Convención Americana, como la integridad y la dignidad personal 
de las víctimas. Es claro que tal conducta es abiertamente contraria a los deberes de 
respeto y protección de los derechos humanos y, por lo tanto, está excluida de la 
competencia de la jurisdicción militar. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte 
concluye que la intervención del fuero militar en la averiguación previa de la tortura 
contrarió los parámetros de excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e implicó la 
aplicación de un fuero personal que operó sin tomar en cuenta la naturaleza de los actos 
involucrados. 
 
205. Por otra parte, el Tribunal observa que la intervención del fuero militar se basó en el 
artículo 57.II.a del Código de Justicia Militar […]. Al respecto, la Corte reitera que dicha 
norma:  
 

es una disposición amplia e imprecisa que impide la determinación de la estricta conexión del 
delito del fuero ordinario con el servicio castrense objetivamente valorado. La posibilidad de 
que los tribunales castrenses juzguen a todo militar al que se le imputa un delito ordinario, por 
el sólo hecho de estar en servicio, implica que el fuero se otorga por la mera circunstancia de 
ser militar. En tal sentido, aunque el delito sea cometido por militares en los momentos de 
estar en servicio o con motivo de actos del mismo no es suficiente para que su conocimiento 
corresponda a la justicia penal castrense. (En similar sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2010. Serie C No. 216, párr. 162; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, 
párr. 178) 

 
206. En el caso Radilla Pacheco el Tribunal consideró que la disposición contenida en el 
mencionado artículo 57 opera como una regla y no como una excepción, característica ésta 
última indispensable de la jurisdicción militar para ser conforme a los estándares 
establecidos por esta Corte. Al respecto, la Corte resalta que el cumplimiento de dichos 
estándares se da con la investigación de todas las vulneraciones de derechos humanos en el 
marco de la jurisdicción penal ordinaria, por lo que no puede limitar su campo de aplicación 
a violaciones específicas, tales como la tortura, la desaparición forzada o la violación sexual. 
El Tribunal recuerda que el artículo 2 de la Convención Americana establece la obligación 
general de todo Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma 
para garantizar los derechos en ella reconocidos, lo cual implica que las medidas de derecho 
interno han de ser efectivas (principio de effet utile). En consecuencia, la Corte concluye 
que el Estado incumplió la obligación contenida en el artículo 2, en conexión con los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana, al extender la competencia del fuero castrense 
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a delitos que no tienen estricta relación con la disciplina militar o con bienes jurídicos 
propios del ámbito castrense. (En similar sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. 
Serie C No. 216, párr. 163; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 
179) 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
161. La violación sexual de una persona por parte de personal militar no guarda, en ningún 
caso, relación con la disciplina o la misión castrense. Por el contrario, el acto cometido por 
personal militar contra la señora Rosendo Cantú afectó bienes jurídicos tutelados por el 
derecho penal interno y la Convención Americana como la integridad y la dignidad personal 
de la víctima. Es claro que tal conducta es abiertamente contraria a los deberes de respeto 
y protección de los derechos humanos y, por lo tanto, está excluida de la competencia de la 
jurisdicción militar. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que la 
intervención del fuero militar en la averiguación previa de la violación sexual contrarió los 
parámetros de excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e implicó la aplicación de un 
fuero personal que operó sin tomar en cuenta la naturaleza de los actos involucrados. Esta 
conclusión resulta válida en el presente caso aun cuando el hecho está en la etapa de 
investigación del Ministerio Público Militar. Como se desprende de los criterios señalados, la 
incompatibilidad de la Convención Americana con la intervención del fuero militar en este 
tipo de casos no se refiere únicamente al acto de juzgar, a cargo de un tribunal, sino 
fundamentalmente a la propia investigación, dado que su actuación constituye el inicio y el 
presupuesto necesario para la posterior intervención de un tribunal incompetente. Con base 
en lo anterior, la Corte concluye que el Estado violó los derechos a las garantías judiciales y 
a la protección judicial previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Rosendo Cantú. Como lo 
ha hecho en casos anteriores, ante la conclusión de que la justicia penal militar no resulta 
competente, el Tribunal considera que no es necesario pronunciarse respecto de otros 
alegatos sobre independencia o imparcialidad del fuero militar o la eventual violación, con 
base en los mismos hechos, de otros instrumentos interamericanos. (En similar sentido: 
Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 177) 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
232. La Corte reitera que la jurisdicción militar ha sido establecida por diversas 
legislaciones con el fin de mantener el orden y la disciplina dentro de las fuerzas armadas, 
por lo que no es la naturalmente aplicable a civiles que carecen de funciones militares y que 
por ello no pueden incurrir en conductas contrarias a deberes funcionales de este carácter. 
Cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia 
ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, 
íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia. En relación con México, este 
Tribunal ha concluido que la jurisdicción militar no es el fuero competente para investigar y, 
en su caso, juzgar y sancionar a los autores de alegadas vulneraciones de derechos 
humanos, sino que el procesamiento de los responsables corresponde siempre a la justicia 
ordinaria; lo que aplica a todas las violaciones de derechos humanos  y no se limita al acto 
de juzgar a cargo de un tribunal, sino fundamentalmente a la propia investigación. 
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233. Ahora bien, independientemente de la violación directa a los artículos 8 y 25, en 
relación con el 2 de la Convención por incompatibilidad con ésta, el involucramiento de la 
jurisdicción militar en el desarrollo del caso implicó –además– una falta grave al deber de 
debida diligencia en las investigaciones criminales; pues al tratarse de autoridades que 
carecían de independencia e imparcialidad, las indagatorias y demás actuaciones realizadas 
por ellas –al haber sido realizadas con la expresa intención de determinar si existió 
participación de elementos militares en la desaparición  y al haberse verificado en los 
primeros meses después de ésta– supusieron la pérdida de elementos de prueba valiosos, 
afectando con ello de forma relevante el desarrollo de las investigaciones. 

 

 

 

Garantías relativas al proceso penal 

Presunción de inocencia 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220.  
 
182.  Esta Corte ha señalado que el principio de presunción de inocencia constituye un 
fundamento de las garantías judiciales. La presunción de inocencia implica que el acusado 
no debe demostrar que no ha cometido el delito que se le atribuye, ya que el onus probandi 
corresponde a quien acusa. Así, la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un 
requisito indispensable para la sanción penal, de modo que la carga de la prueba recae en la 
parte acusadora y no en el acusado. 
 
183. Asimismo, el Tribunal ha sostenido que tal y como se desprende del artículo 8.2 de la 
Convención, dicho principio exige que una persona no pueda ser condenada mientras no 
exista prueba plena de su responsabilidad penal. Si obra contra ella prueba incompleta o 
insuficiente, no es procedente condenarla, sino absolverla. Así, la falta de prueba plena de 
la responsabilidad penal en una sentencia condenatoria constituye una violación al principio 
de presunción de inocencia, el cual es un elemento esencial para la realización efectiva del 
derecho a la defensa y acompaña al acusado durante toda la tramitación del proceso hasta 
que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme. 
 
184.  De acuerdo con lo establecido por el Tribunal Europeo, el principio de presunción de 
inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que 
el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está a 
cargo de quien acusa y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. La 
presunción de inocencia se vulnera si antes de que el acusado sea encontrado culpable una 
decisión judicial relacionada con él refleja la opinión de que es culpable. 

Derecho de defensa 
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Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220.  
 
154.  La Corte ha establecido anteriormente que el derecho a la defensa debe poder 
ejercerse desde que se señala a una persona como posible autor o partícipe de un hecho 
punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de 
ejecución de la pena. Impedir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se 
inicia la investigación en su contra y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican 
afectación de derechos es potenciar los poderes investigativos del Estado en desmedro de 
derechos fundamentales de la persona investigada. El derecho a la defensa obliga al Estado 
a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más 
amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo. 
 
155.  En especial, la Corte resalta que la defensa suministrada por el Estado debe ser 
efectiva, para lo cual el Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas. Si el derecho a 
la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a una persona, el 
investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo momento, sobre todo 
en la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir a éste contar con la asistencia de 
su abogado defensor es limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona 
desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo. Sin 
embargo, el nombrar un defensor de oficio con el sólo objeto de cumplir con una formalidad 
procesal, equivaldría a no contar con defensa técnica, por lo que es imperante que dicho 
defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger las garantías procesales del 
acusado y evite así que sus derechos se vean lesionados. 
 
156.  Por otra parte, este Tribunal considera que una de las garantías inherentes al 
derecho de defensa es contar con el tiempo y los medios adecuados para preparar la 
defensa, lo cual obliga al Estado a permitir el acceso del inculpado al conocimiento del 
expediente llevado en su contra. 

Exclusión de pruebas obtenidas mediante tortura o tratos crueles e inhumanos 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
165. Al respecto, la Corte observa que la regla de exclusión de pruebas obtenidas mediante 
la tortura o tratos crueles e inhumanos (en adelante “regla de exclusión”) ha sido 
reconocida por diversos tratados y órganos internacionales de protección de derechos 
humanos que han establecido que dicha regla es intrínseca a la prohibición de tales actos. Al 
respecto, la Corte considera que esta regla ostenta un carácter absoluto e inderogable. 
 
166. En este sentido, la Corte ha sostenido que la anulación de los actos procesales 
derivados de la tortura o tratos crueles constituye una medida efectiva para hacer cesar las 
consecuencias de una violación a las garantías judiciales. Además, el Tribunal considera 
necesario recalcar que la regla de exclusión no se aplica sólo a casos en los cuales se haya 
cometido tortura o tratos crueles. Al respecto, el artículo 8.3 de la Convención es claro al 
señalar que “[l]a confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza”, es decir que no se limita el supuesto de hecho a que se haya 
perpetrado un acto de tortura o trato cruel, sino que se extiende a cualquier tipo de 
coacción. En efecto, al comprobarse cualquier tipo de coacción capaz de quebrantar la 
expresión espontánea de la voluntad de la persona, ello implica necesariamente la 
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obligación de excluir la evidencia respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un medio 
necesario para desincentivar el uso de cualquier modalidad de coacción. 
 
167. Por otra parte, este Tribunal considera que las declaraciones obtenidas mediante 
coacción no suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo necesario para lograr 
que los tratos crueles o la tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar 
valor probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a 
la persona o a un tercero, constituye a su vez una infracción a un juicio justo. Asimismo, el 
carácter absoluto de la regla de exclusión se ve reflejado en la prohibición de otorgarle valor 
probatorio no sólo a la prueba obtenida directamente mediante coacción, sino también a la 
evidencia que se desprende de dicha acción. En consecuencia, la Corte considera que excluir 
la prueba que haya sido encontrada o derivada de la información obtenida mediante 
coacción, garantiza de manera adecuada la regla de exclusión. 
 
173. [L]a Corte observa que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso 
Harutyunyan v. Armenia, indicó que en caso de existir evidencia razonable de que una 
persona ha sido torturada o tratada de manera cruel e inhumana, el hecho de que ratifique 
la confesión ante una autoridad distinta a la que realizó la acción, no conlleva 
automáticamente que dicha confesión sea válida. Lo anterior, debido a que la confesión 
posterior puede ser la consecuencia del maltrato que padeció la persona y específicamente, 
del miedo que subsiste después de este tipo de hechos. 
 
174. La Corte comparte el criterio anteriormente descrito, y reitera que la situación de 
indefensión y vulnerabilidad en la que se encuentran las personas a quienes en el momento 
de ser detenidas se les somete a tratos crueles, inhumanos y degradantes, con el objeto de 
suprimir su resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse, pueden producir sentimientos de 
miedo, angustia e inferioridad capaz de humillar y devastar a una persona y posiblemente 
quebrar su resistencia física y moral. 
 
Corte IDH. Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273. 
  
58. Adicionalmente, el Tribunal reitera su jurisprudencia sobre la regla de exclusión de 
pruebas obtenidas mediante tortura, tratos crueles e inhumanos y coacción capaz de 
quebrantar la expresión espontánea de la voluntad de la persona. Asimismo, la Corte ha 
indicado que aceptar o dar valor probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas 
mediante coacción, que afecten a la persona que la rinde o a un tercero, constituye a su vez 
una infracción a un juicio justo. En vista de lo que fue sostenido en la sentencia penal de 12 
de febrero de 2002 […], la Corte estima pertinente reiterar que los actos de tortura que 
pudieran haber ocurrido anteriormente a que el imputado efectúe su declaración pueden 
tener incidencia en el momento en que la rinde. 
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IX.  PROTECCIÓN DE LA HONRA Y DE LA DIGNIDAD (ART. 11 
CADH) 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
444. El artículo 11 de la Convención reconoce que toda persona tiene derecho al respeto a 
su honor, prohíbe todo ataque ilegal contra la honra y reputación e impone a los Estados el 
deber de brindar la protección de la ley contra tales ataques. En términos generales, el 
derecho a la honra se relaciona con la estima y valía propia, mientras que la reputación se 
refiere a la opinión que otros tienen de una persona. 
 
Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
157. Asimismo, la Corte ha establecido que la protección de la vida privada, la vida familiar 
y el domicilio implica el reconocimiento de que existe un ámbito personal que debe estar 
exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o 
de la autoridad pública. En este sentido, el domicilio y la vida privada y familiar se 
encuentran intrínsecamente ligados, ya que el domicilio se convierte en un espacio en el 
cual se puede desarrollar libremente la vida privada y la vida familiar. 
 
159. Con base en lo anterior, la Corte considera que el ingreso de efectivos militares en la 
casa de la señora Fernández Ortega sin autorización legal ni el consentimiento de sus 
habitantes, constituyó una injerencia arbitraria y abusiva en su domicilio familiar. Por tanto, 
la Corte concluye que se violó el derecho consagrado en el artículo 11.2 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Fernández 
Ortega, del señor Prisciliano Sierra, y de Noemí, Ana Luz, Colosio y Nélida, todos ellos de 
apellidos Prisciliano Fernández. 
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X.  DERECHO DE REUNIÓN (ART. 15 CADH) 

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
171. El derecho a protestar o manifestar inconformidad contra alguna acción o decisión 
estatal está protegido por el derecho de reunión, consagrado en el artículo 15 de la 
Convención Americana. Si bien ni la Comisión ni los representantes alegaron oportunamente 
la violación de este derecho, este Tribunal estima que, en aplicación del principio iura novit 
curia, en el presente caso corresponde analizar el uso de la fuerza también en este caso a la 
luz del derecho a reunión. El derecho protegido por el artículo 15 de la Convención 
Americana “reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas” y abarca tanto reuniones 
privadas como reuniones en la vía pública, ya sean estáticas o con desplazamientos. La 
posibilidad de manifestarse pública y pacíficamente es una de las maneras más accesibles 
de ejercer el derecho a la libertad de expresión, por medio de la cual se puede reclamar la 
protección de otros derechos. Por tanto, el derecho de reunión es un derecho fundamental 
en una sociedad democrática y no debe ser interpretado restrictivamente. 
 
172. En el presente caso, el uso de la fuerza al cual se hizo referencia supra se dio en el 
marco de unas manifestaciones o protestas iniciadas por la inconformidad de algunos 
floricultores respecto a su reubicación, así como los reclamos del FPDT […]. La mayoría de 
las víctimas de este caso formaban parte de la manifestación en la medida en que habían 
acudido intencionalmente a Texcoco o San Salvador de Atenco a formar parte de ella, fuera 
para cubrir los eventos como periodistas, que es el caso de Normá Aidé Jiménez Osorio y 
Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo; para documentar los hechos como parte de sus 
estudios, lo cual fue el caso de Bárbara Italia Méndez Moreno, Angélica Patricia Torres 
Linares y Claudia Hernández Martínez, o para brindar asistencia de salud a los 
manifestantes heridos como fue el caso de Mariana Selvas Gómez y Georgina Edith Rosales 
[…]. La Corte estima que, al formar parte de la manifestación, estas siete víctimas estaban 
ejerciendo su derecho de reunión. Por tanto, analizará el uso de la fuerza ejercida en su 
perjuicio a la luz del derecho consagrado en el artículo 15 de la Convención. Al respecto, la 
Corte toma nota de lo indicado por el ex Relator de Naciones Unidas sobre el derecho de 
reunión y asociación, según el cual “cuando la violación del derecho a la libertad de reunión 
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pacífica es un factor habilitante e incluso determinante o una pre condición para la violación 
de otros derechos […], también inevitablemente se ve afectado el derecho a la libertad de 
reunión pacífica y ello merece ser reconocido”. Además, como sucede con otros derechos 
con una dimensión social, se resalta que la violación de los derechos de los participantes en 
una reunión o asamblea por parte de las autoridades, “tienen graves efectos inhibitorios 
[chilling effect] sobre futuras reuniones o asambleas”, en tanto las personas pueden optar 
por abstenerse para protegerse de estos abusos, además de ser contrario a la obligación del 
Estado de facilitar y crear entornos propicios para que las personas pueden disfrutar 
efectivamente de su derecho de reunión.  
 
173. En lo que respecta a la libertad de expresión, cuya violación fue alegada por los 
representantes en su escrito de alegatos finales […], esta Corte estima que ambos derechos 
(derecho de reunión y de expresión) están intrínsecamente relacionados. Como se mencionó 
previamente, el ejercicio del derecho de reunión es una forma de ejercer la libertad de 
expresión. Sin perjuicio de esto, la Corte considera que cada uno de los derechos contenidos 
en la Convención tiene su ámbito, sentido y alcance propios y deben ser interpretados y 
aplicados teniendo en cuenta su especialidad. A juicio de este Tribunal, la violación del 
derecho de reunión podría generar una afectación a la libertad de expresión. No obstante, 
para que se configure una violación autónoma de la libertad de expresión, distinta al 
contenido inherente del derecho de reunión, sería necesario demostrar que la misma fue 
afectada más allá de la afectación intrínseca a la violación declarada del derecho de reunión. 
[…] 
 
174. Con fundamento en las consideraciones anteriores, corresponde examinar las 
circunstancias fácticas del presente caso como una posible restricción inadecuada del 
derecho de reunión en el caso de las siete víctimas mencionadas supra […]. Al respecto, la 
Corte recuerda que el derecho de reunión no es un derecho absoluto y puede estar sujetos 
a restricciones, siempre que las injerencias no sean abusivas o arbitrarias, por ello, deben 
estar previstas en ley, perseguir un fin legítimo (los cuales están limitados por el artículo 15 
de la Convención a la seguridad nacional, la seguridad o el orden público, o para proteger la 
salud o la moral pública o los derechos o libertades de los demás) y ser necesarias y 
proporcionales.  
 
175. En el presente caso, si bien es cierto que algunos manifestantes recurrieron a medios 
violentos, las siete mujeres referidas supra se encontraban ejerciendo actividades pacíficas. 
En este sentido, el derecho a la reunión pacífica asiste a cada una de las personas que 
participan en una reunión. Los actos de violencia esporádica o los delitos que cometan 
algunas personas no deben atribuirse a otras cuyas intenciones y comportamiento tienen un 
carácter pacífico. Por ello, las autoridades estatales deben extremar sus esfuerzos para 
distinguir entre las personas violentas o potencialmente violentas y los manifestantes 
pacíficos. Una gestión adecuada de las manifestaciones requiere que todas las partes 
interesadas protejan y hagan valer una amplia gama de derechos. Además, aunque los 
participantes en una reunión no actúen de forma pacífica y, como resultado de ello, pierdan 
el derecho de reunión pacífica, conservan todos los demás derechos, con sujeción a las 
limitaciones normales. 
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XI.  DERECHO A LA PROTECCIÓN A LA FAMILIA (ART. 17 CADH) 

Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
281. En relación con el derecho a la familia, la Corte ha considerado en casos de 
desplazamiento forzado que ese fenómeno, en tanto conlleve la separación o fragmentación 
del núcleo familiar, puede generar la responsabilidad del Estado por la transgresión del 
artículo 17 de la Convención. 
 
282. Al respecto, en el marco del presente proceso, fueron presentados numerosas 
declaraciones que dan cuenta del efecto que ha tenido sobre la integridad de la familia 
Alvarado, así como en la vida de cada uno de sus integrantes, el hecho que hayan tenido 
que dispersarse fuera de sus lugares de origen y desintegrarse como familia, sin que el 
Estado haya brindado en definitiva las condiciones de seguridad para su retorno o 
reubicación. 
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XII.  DERECHOS DEL NIÑO (ART. 19 CADH) 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
408. Esta Corte ha establecido que los niños y niñas tienen derechos especiales a los que 
corresponden deberes específicos por parte de la familia, la sociedad y el Estado. Además, 
su condición exige una protección especial que debe ser entendida como un derecho 
adicional y complementario a los demás derechos que la Convención reconoce a toda 
persona. La prevalencia del interés superior del niño debe ser entendida como la necesidad 
de satisfacción de todos los derechos de la infancia y la adolescencia, que obliga al Estado e 
irradia efectos en la interpretación de todos los demás derechos de la Convención cuando el 
caso se refiera a menores de edad. Asimismo, el Estado debe prestar especial atención a las 
necesidades y los derechos de las presuntas víctimas en consideración a su condición de 
niñas, como mujeres que pertenecen a un grupo en una situación vulnerable. 
 
409. En el presente caso, la Corte considera que el Estado tenía la obligación de adoptar 
todas las medidas positivas que fueran necesarias para garantizar los derechos de las niñas 
desaparecidas. En concreto, el Estado tenía el deber de asegurar que fueran encontradas a 
la mayor brevedad, una vez los familiares reportaron su ausencia, especialmente debido a 
que el Estado tenía conocimiento de la existencia de un contexto específico en el que niñas 
estaban siendo desaparecidas. 
 
410. A pesar de la existencia de legislación para la protección de la niñez, así como de 
determinadas políticas estatales, la Corte resalta que de la prueba aportada por el Estado 
no consta que, en el caso concreto, esas medidas se hayan traducido en medidas efectivas 
para iniciar una pronta búsqueda, activar todos los recursos para movilizar a las diferentes 
instituciones y desplegar mecanismos internos para obtener información que permitiera 
localizar a las niñas con rapidez y, una vez encontrados los cuerpos, realizar las 
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investigaciones, procesar y sancionar a los responsables de forma eficaz y expedita. En 
definitiva, el Estado no demostró tener mecanismos de reacción o políticas públicas que 
dotaran a las instituciones involucradas de los mecanismos necesarios para garantizar los 
derechos de las niñas. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
201. La Corte anteriormente ha señalado que, de conformidad con el artículo 19 de la 
Convención Americana, el Estado debe asumir una posición especial de garante con mayor 
cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas o cuidados especiales orientados en el 
principio del interés superior del niño. En tal sentido, el Estado debe prestar especial 
atención a las necesidades y a los derechos de los niños, en consideración a su condición 
particular de vulnerabilidad. De conformidad con sus obligaciones convencionales, 
efectivamente, el Estado debió haber adoptado medidas especiales a favor de la señora 
Rosendo Cantú, no sólo durante la denuncia penal, sino durante el tiempo en que, siendo 
una niña, estuvo vinculada a las investigaciones ministeriales seguidas con motivo del delito 
que había denunciado, máxime por tratarse de una persona indígena, pues los niños 
indígenas cuyas comunidades son afectadas por la pobreza se encuentran en una especial 
situación de vulnerabilidad. La obligación de proteger el interés superior de los niños y niñas 
durante cualquier procedimiento en el cual estén involucrados puede implicar, inter alia, lo 
siguiente: i) suministrar la información e implementar los procedimientos adecuados 
adaptándolos a sus necesidades particulares, garantizando que cuenten con asistencia 
letrada y de otra índole en todo momento, de acuerdo con sus necesidades; ii) asegurar 
especialmente en casos en los cuales niños o niñas hayan sido víctimas de delitos como 
abusos sexuales u otras formas de maltrato, su derecho a ser escuchados se ejerza 
garantizando su plena protección, vigilando que el personal esté capacitado para atenderlos 
y que las salas de entrevistas representen un entorno seguro y no intimidatorio, hostil, 
insensible o inadecuado, y iii) procurar que los niños y niñas no sean interrogados en más 
ocasiones que las necesarias para evitar, en la medida de lo posible, la revictimización o un 
impacto traumático en el niño. 
 
202. En consecuencia, considerando que la señora Rosendo Cantú era una niña cuando 
ocurrieron los hechos, que no contó con las medidas especiales de acuerdo a su edad, y el 
reconocimiento de responsabilidad del Estado, la Corte declara que el Estado violó el 
derecho a la protección especial por su condición de niña, de la señora Rosendo Cantú, 
consagrado en el artículo 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del 
mismo instrumento. 
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XIII.  DERECHO DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA (ART. 22 
CADH) 

Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
274. La Corte ha señalado que el derecho de circulación y de residencia […] contempla, 
inter alia, el derecho de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular 
libremente en él así como escoger su lugar de residencia. Este derecho puede ser vulnerado 
de manera formal o por restricciones de facto cuando el Estado no ha establecido las 
condiciones, ni provisto los medios que permiten ejercerlo. Dichas afectaciones de facto 
pueden ocurrir cuando una persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado 
no provee las garantías necesarias para que pueda transitar y residir libremente en el 
territorio de que se trate, inclusive cuando las amenazas y hostigamientos provienen de 
actores no estatales. Asimismo, la Corte ha afirmado que la falta de una investigación 
efectiva de hechos violentos puede propiciar o perpetuar un exilio o desplazamiento forzado. 
 
279. Por otra parte, la Corte ha reafirmado que la obligación de garantía para el Estado 
[…] de proteger los derechos de las personas desplazadas conlleva no sólo el deber de 
adoptar medidas de prevención sino también proveer las condiciones necesarias para 
facilitar un retorno voluntario, digno y seguro a su lugar de residencia habitual o a su 
reasentamiento voluntario en otra parte del país. En este sentido, la Corte verifica que hasta 
el momento no se han tomado las medidas efectivas e integrales necesarias a fin de 
garantizar el retorno de los distintos grupos familiares que así lo soliciten. 
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XIV.  DERECHOS POLÍTICOS (ART. 23 CADH) 

Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 
 
140. Los derechos políticos son derechos humanos de importancia fundamental dentro del 
sistema interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos consagrados 
en la Convención Americana como la libertad de expresión, la libertad de reunión y la 
libertad de asociación y que, en conjunto, hacen posible el juego democrático. La Corte 
destaca la importancia que tienen los derechos políticos y recuerda que la Convención 
Americana, en su artículo 27, prohíbe su suspensión y la de las garantías judiciales 
indispensables para la protección de éstos.  
 
141. Los derechos políticos consagrados en la Convención Americana, así como en diversos 
instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo 
político. Este Tribunal ha expresado que “[l]a democracia representativa es determinante en 
todo el sistema del que la Convención forma parte”, y constituye “un ‘principio’ reafirmado 
por los Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental del Sistema 
Interamericano”. 
 
143. La Corte considera que el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin 
en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen para 
garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención. 
 
144. El artículo 23.1 de la Convención establece que todos los ciudadanos deben gozar de 
los siguientes derechos y oportunidades, los cuales deben ser garantizados por el Estado en 
condiciones de igualdad: i) a la participación en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por representantes libremente elegidos; ii) a votar y a ser elegido en 
elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto 
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que garantice la libre expresión de los electores; y iii) a acceder a las funciones públicas de 
su país. 
 
145. El artículo 23 contiene diversas normas que se refieren a los derechos de la persona 
como ciudadano, esto es, como titular del proceso de toma de decisiones en los asuntos 
públicos, como elector a través del voto o como servidor público, es decir, a ser elegido 
popularmente o mediante designación o nombramiento para ocupar un cargo público. 
Además de poseer la particularidad de tratarse de derechos reconocidos a los ciudadanos, a 
diferencia de casi todos los demás derechos previstos en la Convención que se reconocen a 
toda persona, el artículo 23 de la Convención no sólo establece que sus titulares deben 
gozar de derechos, sino que agrega el término “oportunidades”. Esto último implica la 
obligación de garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente sea 
titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. Como ya lo señalara 
este Tribunal anteriormente, es indispensable que el Estado genere las condiciones y 
mecanismos óptimos para que los derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva, 
respetando el principio de igualdad y no discriminación. 
 
146. La participación política puede incluir amplias y diversas actividades que las personas 
realizan individualmente u organizadas, con el propósito de intervenir en la designación de 
quienes gobernarán un Estado o se encargarán de la dirección de los asuntos públicos, así 
como influir en la formación de la política estatal a través de mecanismos de participación 
directa. 
 
147. Los ciudadanos tienen el derecho de participar activamente en la dirección de los 
asuntos públicos directamente mediante referendos, ple[bis]citos o consultas o bien, por 
medio de representantes libremente elegidos. El derecho al voto es uno de los elementos 
esenciales para la existencia de la democracia y una de las formas en que los ciudadanos 
expresan libremente su voluntad y ejercen el derecho a la participación política. Este 
derecho implica que los ciudadanos pueden decidir directamente y elegir libremente y en 
condiciones de igualdad a quienes los representarán en la toma de decisiones de los asuntos 
públicos. 
 
148. Por su parte, la participación política mediante el ejercicio del derecho a ser elegido 
supone que los ciudadanos puedan postularse como candidatos en condiciones de igualdad 
y que puedan ocupar los cargos públicos sujetos a elección si logran obtener la cantidad de 
votos necesarios para ello. 
 
149. El derecho y la oportunidad de votar y de ser elegido consagrados por el artículo 
23.1.b de la Convención Americana se ejerce regularmente en elecciones periódicas, 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores. Más allá de estas características del proceso 
electoral (elecciones periódicas y auténticas) y de los principios del sufragio (universal, 
igual, secreto, que refleje la libre expresión de la voluntad popular), la Convención 
Americana no establece una modalidad específica o un sistema electoral particular mediante 
el cual los derechos a votar y ser elegido deben ser ejercidos […]. La Convención se limita a 
establecer determinados estándares dentro de los cuales los Estados legítimamente pueden 
y deben regular los derechos políticos, siempre y cuando dicha reglamentación cumpla con 
los requisitos de legalidad, esté dirigida a cumplir con una finalidad legítima, sea necesaria y 
proporcional; esto es, sea razonable de acuerdo a los principios de la democracia 
representativa. 
 
150. Finalmente, el derecho a tener acceso a las funciones públicas en condiciones 
generales de igualdad protege el acceso a una forma directa de participación en el diseño, 
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desarrollo y ejecución de las políticas estatales a través de funciones públicas. Se entiende 
que estas condiciones generales de igualdad están referidas tanto al acceso a la función 
pública por elección popular como por nombramiento o designación. 
 
153. El artículo 23 de la Convención Americana debe ser interpretado en su conjunto y de 
manera armónica, de modo que no es posible dejar de lado el párrafo 1 de dicho artículo e 
interpretar el párrafo 2 de manera aislada, ni tampoco es posible ignorar el resto de los 
preceptos de la Convención o los principios básicos que la inspiran para interpretar dicha 
norma. 
 
154. Como ya se ha señalado, el artículo 23 de la Convención Americana se refiere a los 
derechos de los ciudadanos y reconoce derechos que se ejercen por cada individuo en 
particular. El párrafo 1 de dicho artículo reconoce a todos los ciudadanos los derechos: a) de 
participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos; b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores; y c) de tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones públicas de su país […]. 
 
155. Por su parte, el párrafo 2 del artículo 23 de la Convención Americana establece que la 
ley puede reglamentar el ejercicio y las oportunidades a tales derechos, exclusivamente en 
razón de la “edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 
condena, por juez competente, en proceso penal”. La disposición que señala las causales 
por las cuales se puede restringir el uso de los derechos del párrafo 1 tiene como propósito 
único – a la luz de la Convención en su conjunto y de sus principios esenciales – evitar la 
posibilidad de discriminación contra individuos en el ejercicio de sus derechos políticos. 
Asimismo, es evidente que estas causales se refieren a las condiciones habilitantes que la 
ley puede imponer para ejercer los derechos políticos, y las restricciones basadas en esos 
criterios son comunes en las legislaciones electorales nacionales, que prevén el 
establecimiento de edades mínimas para votar y ser votado, ciertos vínculos con el distrito 
electoral donde se ejerce el derecho, entre otras regulaciones. Siempre que no sean 
desproporcionados o irrazonables, se trata de límites que legítimamente los Estados pueden 
establecer para regular el ejercicio y goce de los derechos políticos y que se refieren a 
ciertos requisitos que las personas titulares de los derechos políticos deben cumplir para 
poder ejercerlos. 
 
156. Además de lo anteriormente mencionado, el artículo 23 convencional impone al Estado 
ciertas obligaciones específicas. Desde el momento en que el artículo 23.1 establece que el 
derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos puede ejercerse directamente o 
por medio de representantes libremente elegidos, se impone al Estado una obligación 
positiva, que se manifiesta con una obligación de hacer, de realizar ciertas acciones o 
conductas, de adoptar medidas, que se derivan de la obligación de garantizar el libre y 
pleno ejercicio de los derechos humanos de las personas sujetas a su jurisdicción (artículo 
1.1 de la Convención) y de la obligación general de adoptar medidas en el derecho interno 
(artículo 2 de la Convención). 
 
157. Esta obligación positiva consiste en el diseño de un sistema que permita que se elijan 
representantes para que conduzcan los asuntos públicos. En efecto, para que los derechos 
políticos puedan ser ejercidos, la ley necesariamente tiene que establecer regulaciones que 
van más allá de aquellas que se relacionan con ciertos límites del Estado para restringir esos 
derechos, establecidos en el artículo 23.2 de la Convención. Los Estados deben organizar los 
sistemas electorales y establecer un complejo número de condiciones y formalidades para 
que sea posible el ejercicio del derecho a votar y ser votado. 
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158. El Estado, en consecuencia, no sólo tiene la obligación general establecida en el 
artículo 1 de la Convención de garantizar el goce de los derechos, sino que tiene directrices 
específicas para el cumplimiento de su obligación. El sistema electoral que los Estados 
establezcan de acuerdo a la Convención Americana debe hacer posible la celebración de 
elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto 
que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores. Hay aquí, por lo tanto, un 
mandato específico al Estado en relación con la modalidad que debe escoger para cumplir 
con su obligación general de “garantizar” el goce de los derechos establecida en el artículo 1 
de la Convención, cumplimiento que, como lo dice en forma general el artículo 1.1, no debe 
ser discriminatorio. 
 
159. En el ámbito de los derechos políticos la obligación de garantizar resulta especialmente 
relevante y se concreta, entre otros, en el establecimiento de los aspectos organizativos o 
institucionales de los procesos electorales, a través de la expedición de normas y la 
adopción de medidas de diverso carácter para implementar los derechos y oportunidades 
reconocidos en el artículo 23 de la Convención. Sin esa acción del Estado los derechos a 
votar y a ser votado, simplemente, no podrían ser ejercidos. Los derechos políticos y 
también otros previstos en la Convención como el derecho a la protección judicial, son 
derechos que “no pueden tener eficacia simplemente en virtud de las normas que los 
consagran, porque son por su misma naturaleza inoperantes sin toda una detallada 
regulación normativa e, incluso, sin un complejo aparato institucional, económico y humano 
que les dé la eficacia que reclaman, como derechos de la propia Convención […], si no hay 
códigos o leyes electorales, registros de electores, partidos políticos, medios de propaganda 
y movilización, centros de votación, juntas electorales, fechas y plazos para el ejercicio del 
sufragio, éste sencillamente no se puede ejercer, por su misma naturaleza; de igual manera 
que no puede ejercerse el derecho a la protección judicial sin que existan los tribunales que 
la otorguen y las normas procesales que la disciplinen y hagan posible”. 
 
161. Como se desprende de lo anterior, la Corte estima que no es posible aplicar al sistema 
electoral que se establezca en un Estado solamente las limitaciones del párrafo 2 del 
artículo 23 de la Convención Americana. Sin embargo, las medidas que los Estados adoptan 
con el fin de garantizar el ejercicio de los derechos convencionales no están excluidas de la 
competencia de la Corte Interamericana cuando se alega una violación de los derechos 
humanos previstos en la Convención. Consecuentemente, la Corte debe examinar si uno de 
esos aspectos vinculados a la organización y reglamentación del proceso electoral y de los 
derechos políticos, la exclusividad de nominación de candidatos a cargos federales por parte 
de los partidos políticos, implica una restricción indebida a los derechos humanos 
consagrados en la Convención. 
 
162. Previo a ello, la Corte considera necesario señalar que, en términos generales, el 
derecho internacional no impone un sistema electoral determinado ni una modalidad 
determinada de ejercer los derechos a votar y a ser elegido. Ello se desprende de las 
normas que regulan los derechos políticos tanto en el ámbito universal como en el regional, 
y de las interpretaciones autorizadas realizadas por sus órganos de aplicación. 
 
166. El sistema interamericano tampoco impone un sistema electoral determinado ni una 
modalidad específica para el ejercicio de los derechos a votar y a ser votado. La Convención 
Americana establece lineamientos generales que determinan un contenido mínimo de los 
derechos políticos y permite a los Estados que dentro de los parámetros convencionales 
regulen esos derechos de acuerdo a sus necesidades históricas, políticas, sociales y 
culturales, las que pueden variar de una sociedad a otra, e incluso en una misma sociedad, 
en distintos momentos históricos. 
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174. Salvo algunos derechos que no pueden ser restringidos bajo ninguna circunstancia, 
como el derecho a no ser objeto de tortura o de tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, los derechos humanos no son absolutos. Como lo ha establecido 
anteriormente el Tribunal, la previsión y aplicación de requisitos para ejercitar los derechos 
políticos no constituyen, per se, una restricción indebida a los derechos políticos. Sin 
embargo, la facultad de los Estados de regular o restringir los derechos no es discrecional, 
sino que está limitada por el derecho internacional que exige el cumplimiento de 
determinadas exigencias que de no ser respetadas transforma la restricción en ilegítima y 
contraria a la Convención Americana. Conforme a lo establecido en el artículo 29.a in fine de 
dicho tratado ninguna norma de la Convención puede ser interpretada en sentido de limitar 
los derechos en mayor medida que la prevista en ella. 
 
181. A diferencia de otros derechos que establecen específicamente en su articulado las 
finalidades legítimas que podrían justificar las restricciones a un derecho, el artículo 23 de la 
Convención no establece explícitamente las causas legítimas o las finalidades permitidas por 
las cuales la ley puede regular los derechos políticos. En efecto, dicho artículo se limita a 
establecer ciertos aspectos o razones (capacidad civil o mental, edad, entre otros) con base 
en los cuales los derechos políticos pueden ser regulados en relación con los titulares de 
ellos pero no determina de manera expl[í]cita las finalidades, ni las restricciones específicas 
que necesariamente habrá que imponer al diseñar un sistema electoral, tales como 
requisitos de residencia, distritos electorales y otros. Sin embargo, las finalidades legítimas 
que las restricciones deben perseguir se derivan de las obligaciones que se desprenden del 
artículo 23.1 de la Convención, a las que se ha hecho referencia anteriormente. 
 
192. Los sistemas que admiten las candidaturas independientes se pueden basar en la 
necesidad de ampliar o mejorar la participación y representación en la dirección de los 
asuntos públicos y posibilitar un mayor acercamiento entre los ciudadanos y las 
instituciones democráticas; por su parte los sistemas que optan por la exclusividad de las 
candidaturas por partidos políticos se pueden basar en diversas necesidades tales como 
fortalecer dichas organizaciones como instrumentos fundamentales de la democracia u 
organizar de una manera eficaz el proceso electoral, entre otras. Estas necesidades deben 
obedecer, en última instancia, a un fin legítimo conforme a la Convención Americana. 
 
198. La Corte observa que en el derecho electoral comparado la regulación del derecho a 
ser votado respecto de la inscripción de las candidaturas puede implementarse de dos 
maneras; mediante el sistema de registro de candidatos de forma exclusiva por parte de los 
partidos políticos, o bien el sistema de registro de candidaturas por parte de los partidos 
políticos junto con la posibilidad de inscribir candidaturas independientes. En la región 
puede observarse que existe cierto equilibrio entre los Estados que establecen el sistema de 
registro exclusivo a cargo de partidos y aquellos que, además, permiten candidaturas 
independientes. 
 
200. Ninguno de los dos sistemas, el de nominación exclusiva por parte de partidos políticos 
y el que permite candidaturas independientes, resulta en sí mismo más o menos restrictivo 
que el otro en términos de regular el derecho a ser elegido consagrado en su artículo 23 de 
la Convención. La Corte considera que no hay una posibilidad de hacer una valoración en 
abstracto respecto de si el sistema que permite las candidaturas independientes es o no una 
alternativa menos restrictiva de regular el derecho a ser votado que otro que no lo permite. 
Ello dependerá de diversas circunstancias, especialmente, de cómo se regulen los aspectos 
mencionados anteriormente de las candidaturas independientes o de la regulación de las 
candidaturas presentadas por partidos. 
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201. Las candidaturas independientes pueden regularse de manera que faciliten y amplíen 
el acceso al derecho a ser votado, pero también puede ocurrir que para inscribir 
candidaturas independientes se establezcan requisitos mayores que los establecidos para 
nominar a un candidato por un partido político. El sólo hecho de permitir candidaturas 
independientes no significa que se trate del medio menos restrictivo para regular el derecho 
a ser votado. Lo esencial es que cualquiera de los dos sistemas que sea elegido haga 
accesible y garantice el derecho y la oportunidad a ser votado previsto en la Convención en 
condiciones de igualdad. 
 
202. La Corte observa que el Estado fundamentó su afirmación de que la regulación 
objetada por el señor Castañeda Gutman no era desproporcionada […]. Por su parte, la 
presunta víctima no argumentó ni demostró elemento alguno que permita concluir que el 
requisito de ser nominado por un partido político le impuso obstáculos concretos y 
específicos que significaron una restricción desproporcionada, gravosa o arbitraria a su 
derecho a ser votado. Por el contrario, la Corte observa que el señor Castañeda Gutman 
incluso disponía de alternativas para ejercer su derecho a ser votado, tales como ingresar a 
un partido político e intentar por la vía de la democracia interna obtener la nominación y ser 
nominado por un partido; ser candidato externo de un partido; formar su propio partido y 
competir en condiciones de igualdad o, finalmente, formar una agrupación política nacional 
que celebre un acuerdo de participación con un partido político. De acuerdo a lo que consta 
en el expediente ante esta Corte la presunta víctima no utilizó ninguna de esas alternativas. 
 
203. En cuanto a si la medida se ajusta al logro del objetivo legítimo perseguido, en 
atención a lo anteriormente mencionado, la Corte estima que en el presente caso la 
exclusividad de nominación por partidos políticos a cargos electivos de nivel federal es una 
medida idónea para producir el resultado legítimo perseguido de organizar de manera eficaz 
los procesos electorales con el fin de realizar elecciones periódicas, auténticas, por sufragio 
universal e igual, y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los 
electores de acuerdo a lo establecido por la Convención Americana. 
 
204. Finalmente, la Corte considera que ambos sistemas, uno construido sobre la base 
exclusivamente de partidos políticos, y otro que admite también candidaturas 
independientes, pueden ser compatibles con la Convención y, por lo tanto, la decisión de 
cuál sistema escoger está en las manos de la definición política que haga el Estado, de 
acuerdo con sus normas constitucionales. A la Corte no se le escapa que en la región existe 
una profunda crisis en relación con los partidos políticos, los poderes legislativos y con 
quienes dirigen los asuntos públicos, por lo que resulta imperioso un profundo y reflexivo 
debate sobre la participación y la representación política, la transparencia y el acercamiento 
de las instituciones a las personas, en definitiva, sobre el fortalecimiento y la profundización 
de la democracia. La sociedad civil y el Estado tienen la responsabilidad, fundamental e 
inexcusable de llevar a cabo esta reflexión y realizar propuestas para revertir esta situación. 
En este sentido los Estados deben valorar de acuerdo con su desarrollo histórico y político 
las medidas que permitan fortalecer los derechos políticos y la democracia, y las 
candidaturas independientes pueden ser uno de esos mecanismos, entre muchos otros. 
 
205. Con base en los anteriores argumentos, la Corte no considera probado en el presente 
caso que el sistema de registro de candidaturas a cargo de partidos políticos constituya una 
restricción ilegítima para regular el derecho a ser elegido previsto en el artículo 23.1.b de la 
Convención Americana y, por lo tanto, no ha constatado una violación al artículo 23 de 
dicho tratado. 
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XV.  IGUALDAD ANTE LA LEY (ART. 24 CADH) 

Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 
 
210. El artículo 24 de la Convención prevé que todas las personas son iguales ante la ley. 
En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 
 
211. La Corte ha sostenido que no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por 
sí misma, de la dignidad humana. Asimismo, esta Corte ha distinguido entre distinciones y 
discriminaciones, de forma que las primeras constituyen diferencias compatibles con la 
Convención Americana por ser razonables, proporcionales y objetivas, mientras que las 
segundas constituyen diferencias arbitrarias que redundan en detrimento de los derechos 
humanos. 
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XVI.  PROTECCIÓN JUDICIAL (ART. 25 CADH) 

Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 
 
78. El artículo 25.1 de la Convención establece, en términos generales, la obligación de los 
Estados de garantizar un recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos 
fundamentales. Al interpretar el texto del artículo 25 de la Convención, la Corte ha 
sostenido que la obligación del Estado de proporcionar un recurso judicial no se reduce 
simplemente a la mera existencia de los tribunales o procedimientos formales o aún a la 
posibilidad de recurrir a los tribunales, sino que los recursos deben tener efectividad, es 
decir, debe brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un recurso, en los 
términos de aquel precepto. La existencia de esta garantía “constituye uno de los pilares 
básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una 
sociedad democrática en el sentido de la Convención”. Asimismo, conforme al artículo 
25.2.b de la Convención, los Estados se comprometen a desarrollar las posibilidades del 
recurso judicial. 
 
92. Este Tribunal estima que no es en sí mismo incompatible con la Convención que un 
Estado limite el recurso de amparo a algunas materias, siempre y cuando provea otro 
recurso de similar naturaleza e igual alcance para aquellos derechos humanos que no sean 
de conocimiento de la autoridad judicial por medio del amparo. Ello es particularmente 
relevante en relación con los derechos políticos, derechos humanos de tal importancia que 
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la Convención Americana prohíbe su suspensión así como la de las garantías judiciales 
indispensables para su protección […]. 
 
93. Por otra parte, la Corte estima pertinente referirse a lo afirmado por la Comisión 
Interamericana en el sentido de que, más allá de que el amparo no era la vía idónea, por la 
exclusión de la materia electoral de su ámbito de competencia, “la efectividad implica que el 
órgano judicial ha evaluado los méritos de la denuncia”. Al respecto, este Tribunal ha 
establecido que “el análisis por la autoridad competente de un recurso judicial […] no puede 
reducirse a una mera formalidad, sino que debe examinar las razones invocadas por el 
demandante y manifestarse expresamente sobre ellas, de acuerdo a los parámetros 
establecidos por la Convención Americana”. En otras palabras, es una garantía mínima de 
toda persona que interpone un recurso que la decisión que lo resuelva sea motivada y 
fundamentada, bajo pena de violar las garantías del debido proceso. 
 
94. Para la Corte el requisito de que la decisión sea razonada, no es equivalente a que haya 
un análisis sobre el fondo del asunto, estudio que no es imprescindible para determinar la 
efectividad del recurso. La existencia y aplicación de causales de admisibilidad de un recurso 
resulta compatible con la Convención Americana y la efectividad del recurso implica que, 
potencialmente, cuando se cumplan dichos requisitos, el órgano judicial evalúe sus méritos. 
 
100. Este Tribunal considera que el sentido de la protección otorgada por el artículo 25 de la 
Convención es la posibilidad real de acceder a un recurso judicial para que la autoridad 
competente y capaz de emitir una decisión vinculante determine si ha habido o no una 
violación a algún derecho que la persona que reclama estima tener y que, en caso de ser 
encontrada una violación, el recurso sea útil para restituir al interesado en el goce de su 
derecho y repararlo. Sería irrazonable establecer dicha garantía judicial si se exigiera a los 
justiciables saber de antemano si su situación será estimada por el órgano judicial como 
amparada por un derecho específico. 
 
101. En razón de lo anterior, independientemente de si la autoridad judicial declarare 
infundado el reclamo de la persona que interpone el recurso por no estar cubierto por la 
norma que invoca o no encontrare una violación del derecho que se alega vulnerado, el 
Estado está obligado a proveer recursos efectivos que permitan a las personas impugnar 
aquellos actos de autoridad que consideren violatorios de sus derechos humanos previstos 
en la Convención, la Constitución o las leyes. En efecto, el artículo 25 de la Convención 
Americana establece el derecho a la protección judicial de los derechos consagrados por la 
Convención, la Constitución o las leyes, el cual puede ser violado independientemente de 
que exista o no una violación al derecho reclamado o de que la situación que le servía de 
sustento se encontraba dentro del campo de aplicación del derecho invocado. Ello debido a 
que al igual que el artículo 8, “el artículo 25 de la Convención también consagra el derecho 
de acceso a la justicia”. 
 
102. La Convención establece que las personas bajo la jurisdicción del Estado deben tener 
acceso “a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante jueces o 
tribunales competentes, que las ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales”. 
 
103. Para esta Corte la controversia entre las partes en este caso se restringe a dos de las 
mencionadas características relacionadas con la efectividad del recurso: a) si la presunta 
víctima tenía acceso a un recurso; y b) si el tribunal competente tenía las facultades 
necesarias para restituir a la presunta víctima en el goce de sus derechos, si se considerara 
que éstos habían sido violados. A la primera característica la Corte se referirá como 
“accesibilidad del recurso” y a la segunda como “efectividad del recurso”. 
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106. A efectos de cumplir su obligación convencional de establecer en el ordenamiento 
jurídico interno un recurso efectivo en los términos de la Convención, los Estados deben 
promover recursos accesibles a toda persona para la protección de sus derechos. Si una 
determinada acción es el recurso destinado por la ley para obtener la restitución del derecho 
que se considera violado, toda persona que sea titular de dicho derecho debe tener la 
posibilidad real de interponerlo. 
 
107. En el presente caso, la presunta víctima reclamó una violación a su derecho político de 
ser elegido, en virtud de que una ley de carácter electoral imponía como requisito para ser 
candidato el ser postulado por un partido político. La Corte deberá determinar si el juicio de 
protección era un recurso accesible para la presunta víctima. Como se observó, el amparo 
era un recurso improcedente en razón de la materia […] y por otra parte la acción de 
inconstitucionalidad tampoco estaba disponible para una persona particular como el señor 
Castañeda Gutman, ya que se trata de un recurso extraordinario limitado, entre otros 
aspectos, en su legitimación activa […]. 
 
110. La Corte destaca la importancia de que los Estados regulen los recursos judiciales de 
forma tal que las personas tengan certeza y seguridad jurídica de sus condiciones de 
acceso. […] 
 
131. Dado que el recurso de amparo no resulta procedente en materia electoral, la 
naturaleza extraordinaria de la acción de inconstitucionalidad y la inaccesibilidad e 
inefectividad del juicio de protección para impugnar la falta de conformidad de una ley con 
la Constitución, en la época de los hechos del presente caso no había en México recurso 
efectivo alguno que posibilitara a las personas cuestionar la regulación legal del derecho 
político a ser elegido previsto en la Constitución Política y en la Convención Americana. En 
razón de ello, la Corte concluye que el Estado no ofreció a la presunta víctima un recurso 
idóneo para reclamar la alegada violación de su derecho político a ser elegido, y por lo tanto 
violó el artículo 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio del señor Castañeda Gutman. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
298. [E]n el presente caso el recurso de amparo no fue efectivo para permitir a la señora 
Tita Radilla Martínez impugnar el conocimiento de la detención y posterior desaparición 
forzada de su padre, el señor Rosendo Radilla Pacheco, por la jurisdicción militar, lo cual 
constituye una violación del artículo 25.1 de la Convención. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
164. Por último, en lo referente a la alegada inexistencia de un recurso efectivo para 
impugnar la competencia militar, la Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención 
contempla la obligación de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su 
jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos 
fundamentales. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 180; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 291) 
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166. De las mencionadas decisiones, este Tribunal concluye que la señora Rosendo Cantú 
no pudo impugnar efectivamente la competencia de la jurisdicción militar para conocer de 
asuntos que, por su naturaleza, deben corresponder a las autoridades del fuero ordinario. Al 
respecto, la Corte ha señalado que los Estados tienen la responsabilidad de consagrar 
normativamente y de asegurar la debida aplicación de los recursos efectivos y de las 
garantías del debido proceso legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas 
las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que 
conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. En este sentido, el 
Tribunal ha establecido que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el artículo 25 de 
la Convención, no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que 
tengan efectividad en los términos del mismo, es decir que den resultados o respuestas a 
las violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o por 
ley. La Corte ha reiterado que dicha obligación implica que el recurso sea idóneo para 
combatir la violación y que sea efectiva su aplicación por la autoridad competente. (En 
similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 182) 
 
167. Como lo señaló anteriormente […], la Corte destaca que la participación de la víctima 
en procesos penales no está limitada a la mera reparación del daño sino, 
preponderantemente, a hacer efectivos sus derechos a conocer la verdad y a la justicia ante 
autoridades competentes. Ello implica necesariamente que, a nivel interno, deben existir 
recursos adecuados y efectivos a través de los cuales la víctima esté en posibilidad de 
impugnar la competencia de las autoridades que eventualmente ejerzan jurisdicción sobre 
asuntos respecto de los cuales se considere que no tienen competencia. En consecuencia, 
los recursos de amparo no fueron efectivos en el presente caso para permitir a la señora 
Rosendo Cantú impugnar el conocimiento de la violación sexual por la jurisdicción militar, lo 
cual constituye una violación del artículo 25.1 de la Convención. (En similar sentido: Caso 
Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 183) 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
142. [L]a Corte ha señalado que los Estados tienen la responsabilidad de consagrar 
normativamente y de asegurar la debida aplicación de los recursos efectivos y de las 
garantías del debido proceso legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas 
las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que 
conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. También ha 
establecido que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el artículo 25 de la 
Convención no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que 
tengan efectividad en los términos del mismo, es decir que den resultados o respuestas a 
las violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o en la 
ley. La Corte ha reiterado que dicha obligación implica que el recurso sea idóneo para 
combatir la violación y que sea efectiva su aplicación por la autoridad competente. (En 
similar sentido: Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párrs. 296, 
297) 
 
202. En lo referente a la alegada inexistencia de un recurso efectivo para impugnar la 
competencia militar, la Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla 
la obligación de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, 
un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 
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204. En aplicación de los estándares señalados anteriormente respecto a la efectividad de 
los recursos judiciales, y teniendo en cuenta las mencionadas decisiones en la jurisdicción 
militar, este Tribunal concluye que los señores Cabrera y Montiel no pudieron impugnar 
efectivamente la competencia de aquélla para conocer de asuntos que, por su naturaleza, 
deben corresponder a las autoridades del fuero ordinario. En consecuencia, los señores 
Cabrera y Montiel no contaron con recursos efectivos para impugnar el conocimiento de la 
alegada tortura por la jurisdicción militar. Con base en lo anterior, la Corte concluye que el 
Estado violó el derecho a la protección judicial previsto en el artículo 25.1, en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio de los señores Cabrera y Montiel. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
183. Asimismo, la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido que el Estado debe brindar 
recursos sencillos y expeditos para denunciar la violación de los derechos humanos, así 
como que tales denuncias deben ser ventiladas ante la jurisdicción ordinaria y no militar, las 
cuales deberán ser efectivamente investigadas y, en su caso, sancionados los responsables. 
 
259. De conformidad con el reconocimiento de responsabilidad, este Tribunal considera 
que el Estado es responsable internacionalmente por la violación del artículo 2, en relación 
con los artículos 8 y 25 de la Convención, en perjuicio de las víctimas desaparecidas, ya que 
el juicio de amparo al momento de la desaparición no constituía un recurso efectivo en 
casos de desaparición forzada de personas y no existía una legislación en materia de 
desaparición forzada de personas. 
 
 
 
 
 
 
 

XVII.  CLÁUSULA FEDERAL (ART. 28 CADH) 

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
55. Asimismo, este Tribunal considera necesario remarcar que, de acuerdo a la denominada 
“cláusula federal” contenida en el artículo 28 de la Convención Americana, los estados que 
conforman una entidad federal están obligados a cumplir con todas las disposiciones de la 
Convención relacionadas con las materias sobre las que ejercen jurisdicción legislativa y 
judicial. Al respecto, el Tribunal ha establecido claramente que “según una jurisprudencia 
centenaria y que no ha variado hasta ahora, un Estado no puede alegar su estructura 
federal para dejar de cumplir una obligación internacional”, y que “las disposiciones 
internacionales que conciernen a la protección de los derechos humanos en los Estados 
americanos deben ser respetadas por los Estados americanos Partes en las respectivas 
convenciones, independientemente de su estructura federal o unitaria”. De tal manera, la 
Corte considera que los Estados partes deben asegurar el respeto y la garantía de todos los 
derechos reconocidos en la Convención Americana a todas las personas que estén bajo su 
jurisdicción, sin limitación ni excepción alguna con base en dicha organización interna. El 
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sistema normativo y las prácticas de las entidades que forman un Estado federal parte de la 
Convención deben conformarse a la Convención Americana. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

XVIII.  USO DE LA FUERZA Y PARTICIPACIÓN DE FUERZAS 
ARMADAS EN ACTIVIDADES DE SEGURIDAD PÚBLICA 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
87. De otra parte, esta Corte ya ha señalado que si bien el Estado tiene el derecho y la 
obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden público, su poder no es ilimitado, 
pues tiene el deber, en todo momento, de aplicar procedimientos conformes a Derecho y 
respetuosos de los derechos fundamentales, a todo individuo que se encuentre bajo su 
jurisdicción”. Así, el Tribunal ha enfatizado en el extremo cuidado que los Estados deben 
observar al utilizar las Fuerzas Armadas como elemento de control de la protesta social, 
disturbios internos, violencia interna, situaciones excepcionales y criminalidad común.  
 
88. Tal como ha señalado este Tribunal, los Estados deben limitar al máximo el uso de las 
Fuerzas Armadas para el control de la criminalidad común o violencia interna, puesto que el 
entrenamiento que reciben está dirigido a derrotar un objetivo legítimo, y no a la protección 
y control de civiles, entrenamiento que es propio de los entes policiales. El deslinde de las 
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funciones militares y de policía debe guiar el estricto cumplimiento del deber de prevención 
y protección de los derechos en riesgo a cargo de las autoridades internas. 
 
Corte IDH. Caso Trueba Arciniega y otros Vs. México. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 369. 
 
21. [L]a Corte recuerda que el mantenimiento del orden público interno y la seguridad 
ciudadana debe estar primariamente reservada a los cuerpos policiales civiles. No obstante, 
la participación de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad debe ser extraordinaria o 
excepcional, pues su presencia e intervención en actividades de seguridad pública, puede 
implicar un riesgo para los derechos humanos. En ese sentido, el Tribunal recuerda que es 
deber del Estado vigilar que sus cuerpos de seguridad, a quienes les está atribuido el uso de 
la fuerza legítima, respeten los derechos humanos de quienes se encuentren sujetos a su 
jurisdicción, y de conformidad con los estándares establecidos por esta Corte. Esto implica 
el uso restrictivo de armas letales así como el uso proporcional de la fuerza en aquellos 
casos donde sea necesario. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
177. La Corte recuerda que a la luz de las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 
de la Convención, los Estados deben garantizar la seguridad y mantener el orden público, 
así como perseguir los delitos cometidos en su jurisdicción. En particular, el artículo 32.2 de 
la Convención Americana dispone que “[l]os derechos de cada persona están limitados por 
los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien 
común, en una sociedad democrática”.  
 
178. En atención a lo anterior, el Tribunal estima que por su naturaleza y complejidad, el 
crimen organizado en sus distintas formas constituye por sí mismo una grave amenaza para 
la comunidad internacional, toda vez que atenta contra la seguridad, estabilidad y 
gobernabilidad democrática de los Estados, obstaculiza su desarrollo e impide la vigencia de 
los derechos humanos de las personas sujetas a su jurisdicción. No obstante, para enfrentar 
dicha problemática es preciso que los Estados actúen en todo momento dentro de los límites 
y conforme a los procedimientos que permitan preservar tanto la seguridad pública como 
los derechos humanos. Lo anterior implica que en la adopción de medidas frente a quienes 
se presume que atentan en contra de la seguridad interna o del orden público, los Estados 
no pueden invocar la existencia de situaciones excepcionales como medio para suprimir o 
denegar derechos garantizados por la Convención, desnaturalizarlos o privarlos de 
contenido real, o como justificación para practicar o tolerar actos contrarios a normas 
imperativas de derecho internacional, tales como la tortura, desapariciones forzadas y 
ejecuciones extrajudiciales, entre otras graves violaciones. 
 
179. En concreto, este Tribunal se ha referido en distintas ocasiones a la participación de 
fuerzas armadas en la alteración del orden público. En este sentido, el Tribunal recuerda 
que en el Caso Montero Aranguren y otros Vs. Venezuela estableció que si bien los Estados 
partes de la Convención podrían desplegar a las fuerzas armadas para desempeñar tareas 
ajenas a las propiamente relacionadas con conflictos armados, dicho empleo debe limitarse 
al máximo y responder a criterios de estricta excepcionalidad para enfrentar situaciones de 
criminalidad o violencia interna, dado que el entrenamiento que reciben las fuerzas militares 
está dirigido a derrotar al enemigo y no a la protección y control de civiles, entrenamiento 
que es propio de los entes policiales. 
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180. En el caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, la Corte estableció que la 
intervención de fuerzas armadas en actividades de seguridad pública debe atender a 
criterios de estricta proporcionalidad, excepcionalidad y debida diligencia en la salvaguarda 
de las garantías convencionales, dado que el régimen propio de las fuerzas militares no se 
concilia con las funciones propias de las autoridades civiles; asimismo, indicó que puede 
implicar la introducción de un riesgo para los derechos humanos y recordó lo señalado por 
los Relatores Especiales de la ONU sobre Tortura, sobre Ejecuciones Extrajudiciales y sobre 
Independencia de Jueces y Abogados, en el sentido de que “las funciones de investigación 
de la policía judicial [o ministerial] deberían estar a cargo de un entidad civil”. Lo anterior 
fue reiterado también en el caso Osorio Rivera Vs. Perú, en el supuesto de otorgar a las 
Fuerzas Armadas funciones dirigidas a la restricción de la libertad personal de civiles. 
 
181. Adicionalmente, sobre este tema se han pronunciado el Comité de Derechos Humanos, 
el Comité contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, el 
Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, conjuntamente los 
Relatores Especiales sobre la Tortura y sobre las Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias o 
Arbitrarias, la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, así como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, entre 
otros. Dichos organismos y procedimientos especiales internacionales coinciden en señalar 
en que la participación de las fuerzas armadas en labores de policía judicial o ministerial 
puede resultar contrario a determinados principios del Estado de Derecho tales como la 
separación de poderes, independencia y autonomía de los tribunales judiciales y la 
subordinación a las autoridades civiles. Por tanto, concuerdan en la necesidad de 
implementar mecanismos de rendición de cuentas a través de cuerpos independientes de 
todas las fuerzas de seguridad relacionadas con operativos y tareas de orden público. 
 
182. En vista de lo anterior, como regla general, la Corte reafirma que el mantenimiento 
del orden público interno y la seguridad ciudadana deben estar primariamente reservados a 
los cuerpos policiales civiles. No obstante, cuando excepcionalmente intervengan en tareas 
de seguridad, la participación de las fuerzas armadas debe ser:  
 

a) Extraordinaria, de manera que toda intervención se encuentre justificada y resulte 
excepcional, temporal y restringida a lo estrictamente necesario en las circunstancias del caso; 
 
b) Subordinada y complementaria, a las labores de las corporaciones civiles, sin que sus 
labores puedan extenderse a las facultades propias de las instituciones de procuración de 
justicia o policía judicial o ministerial; 
 
c) Regulada, mediante mecanismos legales y protocolos sobre el uso de la fuerza, bajo los 
principios de excepcionalidad, proporcionalidad y absoluta necesidad  y de acuerdo con la 
respectiva capacitación en la materia, y 
 
d) Fiscalizada, por órganos civiles competentes, independientes y técnicamente capaces. 

 
185. La Corte constata que la implementación del “Operativo Conjunto” materia de este 
caso, no contaba con una regulación o aplicación que previera la excepcionalidad y 
temporalidad de la actuación militar, así como demás salvaguardias frente a este tipo de 
intervenciones […], menos aún con una fiscalización independiente de sus operaciones […]. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
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159. La Corte ha reconocido que los Estados tienen la obligación de garantizar la 
seguridad y mantener el orden público dentro de su territorio y, por tanto, tienen el derecho 
de emplear legítimamente la fuerza para su restablecimiento de ser necesario. Si bien los 
agentes estaduales pueden recurrir al uso de la fuerza y en algunas circunstancias, incluso 
la fuerza letal, el poder del Estado no es ilimitado para alcanzar sus fines 
independientemente de la gravedad de ciertas acciones y de la culpabilidad de sus autores. 
 
160. La Corte ha recurrido a los diversos instrumentos internacionales en la materia y, en 
particular, a los Principios Básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley  y al Código de conducta para funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley, para dotar de contenido a las obligaciones relativas al 
uso de la fuerza por parte del Estado. Los Principios Básicos sobre empleo de la fuerza 
establecen que “[a]l dispersar reuniones ilícitas pero no violentas, los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley evitarán el empleo de la fuerza o, si no es posible, lo 
limitarán al mínimo necesario”, mientras que “[a]l dispersar reuniones violentas, los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrán utilizar armas de fuego cuando no 
se puedan utilizar medios menos peligrosos y únicamente en la mínima medida necesaria. 
Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley se abstendrán de emplear las armas de 
fuego en esos casos, salvo en las circunstancias previstas en el principio 9”. En este sentido, 
las normas internacionales y la jurisprudencia de este Tribunal han establecido que “los 
agentes del Estado deben distinguir entre las personas que, por sus acciones, constituyen 
una amenaza inminente de muerte o lesión grave y aquellas personas que no presentan esa 
amenaza, y usar la fuerza sólo contra las primeras”. 
 
161. Este Tribunal recuerda que el uso de la fuerza acarrea obligaciones específicas a los 
Estados para: (i) regular adecuadamente su aplicación, mediante un marco normativo claro 
y efectivo; (ii) capacitar y entrenar a sus cuerpos de seguridad sobre los principios y 
normas de protección de los derechos humanos, los límites y las condiciones a los que debe 
estar sometido toda circunstancia de uso de la fuerza, y (iii) establecer mecanismos 
adecuados de control y verificación de la legitimidad del uso de la fuerza. 
 
162. Tomando en cuenta lo anterior, la Corte ha establecido que la observancia de las 
medidas de actuación en caso que resulte imperioso el uso de la fuerza impone satisfacer 
los principios de legalidad, absoluta necesidad y proporcionalidad, en los términos 
siguientes: 
 

Legalidad: el uso de la fuerza debe estar dirigido a lograr un objetivo legítimo, debiendo existir 
un marco regulatorio que contemple la forma de actuación en dicha situación. 
 
Absoluta necesidad: el uso de la fuerza debe limitarse a la inexistencia o falta de disponibilidad 
de otros medios para tutelar la vida e integridad de la persona o situación que pretende 
proteger, de conformidad con las circunstancias del caso. 
 
Proporcionalidad: los medios y el método empleados deben ser acorde con la resistencia 
ofrecida y el peligro existente. Así, los agentes deben aplicar un criterio de uso diferenciado y 
progresivo de la fuerza, determinando el grado de cooperación, resistencia o agresión de parte 
del sujeto al cual se pretende intervenir y con ello, emplear tácticas de negociación, control o 
uso de fuerza, según corresponda. 

 
163. La evaluación de la convencionalidad del uso de la fuerza debe hacerse sobre todas 
las circunstancias y el contexto de los hechos, teniendo en cuenta estos criterios. 
 
166. [L]a Corte advierte que, contrario a lo alegado por el Estado, su responsabilidad no 
surge solamente de algunos actos de agentes estatales que actuaron fuera de los límites de 
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sus competencias. La responsabilidad del Estado por el uso excesivo de la fuerza en este 
caso también surge por la omisión de las autoridades en prevenir estas violaciones: (i) al no 
haber regulado adecuadamente el uso de la fuerza por parte de sus cuerpos de seguridad; 
(ii) al no capacitar adecuadamente a sus distintos cuerpos policiales, en cualquier de los tres 
ámbitos de gobierno – federal, estadual o municipal- de forma que realizaran sus labores de 
mantenimiento del orden público con el debido profesionalismo y respeto por los derechos 
humanos de los civiles con los que entran en entran en contacto en el curso de sus labores, 
(iii) al momento de diseñar el operativo del 4 de mayo con la participación de agentes que 
no podían ser objetivos y sin haber dado instrucciones expresas e inequívocas en cuanto a 
la obligación de respetar los derechos humanos de los manifestantes, los tr[an]seúntes y 
espectadores; (iv) durante los operativos al no detener o tomar acciones frente a los abusos 
que se veían cometiendo, de manera de efectivamente supervisar y monitorear la situación 
y el uso de la fuerza; (v) por la inoperancia de los mecanismos de control y verificación de 
la legitimidad del uso de la fuerza con posterioridad a la ocurrencia de los hechos . Respecto 
a esto último, se resalta que los abusos policiales se registraron en imágenes de televisión 
que estaban saliendo en vivo al momento de los hechos, además que, de acuerdo a las 
propias agencias de seguridad, al menos el operativo de 4 de mayo de 2006 estaba siendo 
supervisado por tierra y aire.  
 
167. Si bien los Estados gozan de un cierto grado de discreción al evaluar el riesgo al 
orden público, a efectos de disponer el uso de la fuerza, esa discrecionalidad no es ilimitada 
ni carece de condiciones, particularmente cuando se trata de reuniones, protestas o 
manifestaciones protegidas por el artículo 15 de la Convención. Corresponde al Estado 
demostrar que adoptó las medidas estrictamente necesarias y proporcionales para controlar 
el riesgo percibido al orden público o a los derechos de las personas, sin restringir o 
violentar innecesariamente el derecho a la reunión pacífica de las demás personas. Al 
respecto, esta Corte ya ha señalado que la seguridad ciudadana no puede basarse en un 
paradigma de uso de la fuerza que apunte a tratar a la población civil como el enemigo, sino 
que debe consistir en la protección y control de los civiles. 
 
168. Contrario a lo anterior, en el presente caso la actuación de las autoridades de 
seguridad se caracterizó por el uso de la fuerza de manera indiscriminada y excesiva contra 
toda persona que asumieran formaba parte de los manifestantes. […] 
 
169. De manera específica sobre las once víctimas de este caso, no ha sido aportada 
información o prueba alguna que evidencie que alguna se encontrara realizando actos 
violentos, resistiendo la autoridad de cualquier manera o que portaran armas. Por el 
contrario, la información aportada revela que las once mujeres estaban ejerciendo 
conductas pacíficas o de resguardo de su integridad cuando fueron detenidas […]. De 
acuerdo a los hechos no controvertidos, las once mujeres víctimas del uso de la fuerza por 
parte del Estado en este caso no desarrollaron conducta alguna que hiciera necesario el uso 
de la fuerza contra sus personas.  
 
170. Por tanto, en el presente caso, es claro que el uso de la fuerza por parte de las 
autoridades policiales no era legítimo ni necesario, pero además fue excesivo e inaceptable 
por las características que se describen infra en cuanto a la naturaleza sexual y 
discriminatoria de las agresiones sufridas. La Corte concluye que el uso indiscriminado de la 
fuerza por parte del Estado en este caso, resultado de una ausencia de regulación 
adecuada, una falta de capacitación de los agentes, una supervisión y monitoreo ineficiente 
del operativo, y una concepción errada de que la violencia de algunos justificaba el uso de la 
fuerza contra todos, conllevan violaciones a los artículos 5 y 11 de la Convención, en 
relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado, en perjuicio de las once mujeres de 
este caso. 
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XIX.  DESAPARICIÓN FORZADA 

Desaparición forzada como violación pluriofensiva y continuada de 
derechos humanos 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
138. Como se mencionó en el capítulo sobre excepciones preliminares de la presente 
Sentencia, el fenómeno de la desaparición forzada de personas requiere de un análisis 
sistémico y comprensivo, por lo cual este Tribunal considera adecuado reiterar el 
fundamento jurídico que sustenta la necesidad de una perspectiva integral de la 
desaparición forzada en razón de la pluralidad de conductas que, cohesionadas por un único 
fin, vulneran de manera permanente bienes jurídicos protegidos por la Convención. 
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139. En el derecho internacional la jurisprudencia de este Tribunal ha sido precursora de la 
consolidación de una perspectiva comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o 
permanente y autónomo de la figura de la desaparición forzada de personas. La Corte ha 
reiterado que ésta constituye una violación múltiple de varios derechos protegidos por la 
Convención Americana que coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, 
acarreando otras vulneraciones conexas, siendo particularmente grave cuando forma parte 
de un patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Estado. La desaparición 
forzada implica un craso abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el 
Sistema Interamericano, y su prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens. 
 
140. La caracterización pluriofensiva y continuada o permanente de la desaparición forzada 
se desprende no sólo de la propia definición del artículo III de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, de la cual el Estado mexicano es parte desde el 9 
de abril de 2002, los travaux préparatoires a ésta, su preámbulo y normativa, sino también 
de otras definiciones contenidas en diferentes instrumentos internacionales que, asimismo, 
señalan como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la 
privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes estatales o por la aquiescencia 
de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención y de revelar la suerte o paradero de la 
persona interesada. Además, la jurisprudencia del Sistema Europeo de Derechos Humanos, 
al igual que varias Cortes Constitucionales de los Estados americanos y altos tribunales 
nacionales, coinciden con la caracterización indicada. 
 
141. De lo anterior se desprende que, ya que uno de los objetivos de la desaparición 
forzada es impedir el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales 
pertinentes, cuando una persona ha sido sometida a secuestro, retención o cualquier forma 
de privación de la libertad con el objetivo de ocasionar su desaparición forzada, si la víctima 
misma no puede acceder a los recursos disponibles, resulta fundamental que los familiares 
u otras personas allegadas puedan acceder a procedimientos o recursos judiciales rápidos y 
eficaces como medio para determinar su paradero o su estado de salud o para individualizar 
a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva. 
 
145. De todo lo anterior, puede concluirse que los actos constitutivos de desaparición 
forzada tienen carácter permanente, y que sus consecuencias acarrean una pluriofensividad 
a los derechos de las personas reconocidos en la Convención Americana mientras no se 
conozca el paradero de la víctima o se hallen sus restos, por lo cual, los Estados tienen el 
deber correlativo de investigarla y, eventualmente, sancionar a los responsables, conforme 
a las obligaciones derivadas de la Convención Americana y, en particular, de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 
 
153. […] Además, esta Corte ha sostenido que la desaparición forzada es violatoria del 
derecho a la integridad personal porque “[e]l solo hecho del aislamiento prolongado y de la 
incomunicación coactiva, representa un tratamiento cruel e inhumano [...] en contradicción 
con los párrafos 1 y 2 del artículo 5 de la Convención”. 
 
157. En su sentencia emitida en el caso Anzualdo Castro Vs. Perú este Tribunal consideró  
que, en casos de desaparición forzada, atendiendo al carácter múltiple y complejo de esta 
grave violación de derechos humanos, su ejecución puede conllevar la vulneración 
específica del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica. Más allá de que la 
persona desaparecida no pueda continuar gozando y ejerciendo otros, y eventualmente 
todos, los derechos de los cuales también es titular, su desaparición busca no sólo una de 
las más graves formas de sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento 
jurídico, sino también negar su existencia misma y dejarla en una suerte de limbo o 
situación de indeterminación jurídica ante la sociedad y el Estado. En el caso que nos ocupa, 
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esto se tradujo en una violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica 
del señor Rosendo Radilla Pacheco. 
 
166. Al respecto, la Corte recuerda que en otros casos ha llegado a considerar que la 
privación continua de la verdad acerca del destino de un desaparecido constituye una forma 
de trato cruel e inhumano para los familiares cercanos. En el presente caso, para este 
Tribunal es clara la vinculación del sufrimiento de los familiares del señor Rosendo Radilla 
Pacheco con la violación del derecho a conocer la verdad […], lo que ilustra la complejidad 
de la desaparición forzada y de los múltiples efectos que causa.  
 
238. Al respecto, el Tribunal ha establecido que la desaparición forzada de personas es un 
fenómeno diferenciado, caracterizado por la violación múltiple de varios derechos protegidos 
en la Convención. En tal sentido, y en atención al carácter particularmente grave de la 
desaparición forzada de personas, no es suficiente la protección que pueda dar la normativa 
penal existente relativa a plagio o secuestro, tortura u homicidio, entre otras. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
165. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el carácter pluriofensivo de la 
desaparición forzada, así como su naturaleza permanente o continua, la cual se prolonga 
mientras no se conozca el paradero de la persona desaparecida o se identifiquen con 
certeza sus restos. 
 
166. En tal sentido, el análisis de la desaparición forzada debe abarcar la totalidad del 
conjunto de los hechos que se presentan a consideración del Tribunal. Solo de este modo el 
análisis legal de la desaparición forzada es consecuente con la compleja violación a 
derechos humanos que esta conlleva, con su carácter permanente y con la necesidad de 
considerar el contexto en que ocurrieron los hechos, a fin de analizar sus efectos 
prolongados en el tiempo y enfocar integralmente sus consecuencias, teniendo en cuenta el 
corpus juris de protección tanto interamericano como internacional. 
 
171. [E]l Tribunal determinará con base en los distintos elementos de prueba a la luz de los 
aspectos controvertidos por las partes y la Comisión si se satisfacen los elementos 
constitutivos de la desaparición forzada en el caso concreto. A saber: a) la privación de la 
libertad; b) la intervención o aquiescencia de agentes estatales en los hechos, y c) la 
negativa de reconocer la detención o falta de proveer información y de revelar la suerte o el 
paradero de la persona interesada, para luego arribar a la conclusión general.  
 
172. La Corte recuerda que al analizar un supuesto de desaparición forzada se debe tener 
en cuenta que la privación de la libertad del individuo solo debe ser entendida como el inicio 
de la configuración de una violación compleja que se prolonga en el tiempo hasta que se 
conoce la suerte y el paradero de la víctima […], y por tanto resulta indistinta la manera que 
adquiere la privación de la libertad a los fines de la caracterización de una desaparición 
forzada, es decir, cualquier forma de privación de libertad satisface este primer requisito. 
Sobre este particular, el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas e Involuntarias 
de Personas [GTDFI] de la ONU ha aclarado que “la desaparición forzada puede iniciarse con 
una detención ilegal o con un arresto o detención inicialmente legal”, criterio que ha sido 
recogido en casos precedentes por este Tribunal. 
 
200. De acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte, una de las características de la 
desaparición forzada, a diferencia de la ejecución extrajudicial, es que conlleva la negativa 
del Estado de reconocer que la víctima está bajo su control y de proporcionar información al 
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respecto, con el propósito de generar incertidumbre acerca de su paradero, vida o muerte, 
de provocar intimidación y supresión de derechos. 

Deber de adecuar el derecho interno 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
318. De manera especial, la obligación de adoptar medidas de derecho interno implica que 
los Estados deben tipificar el delito de desaparición forzada, en este sentido se expresa el 
artículo III de la CIDFP. La Corte ha establecido que la descripción del delito de desaparición 
forzada de personas debe hacerse tomando en consideración el artículo II de la citada 
Convención, el cual establece un estándar mínimo acerca de su correcta tipificación en el 
ordenamiento jurídico interno. El artículo en cuestión dispone que:  

 
Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de 
la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del 
Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha 
privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el 
ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. 

 
319. La Corte advierte que el delito de desaparición forzada se encuentra sancionado en el 
artículo 215-A del Código Penal Federal de México desde el año 2001, en los siguientes 
términos: 
 

Comete el delito de desaparición forzada de personas, el servidor público que, 
independientemente de que haya participado en la detención legal o ilegal de una o varias 
personas, propicie o mantenga dolosamente su ocultamiento bajo cualquier forma de 
detención. 

 
320. Al respecto, en primer lugar, el Tribunal observa que dicha disposición restringe la 
autoría del delito de desaparición forzada de personas a “servidores públicos”. En tal 
sentido, en cuanto al sujeto activo del delito, esta Corte ha establecido que, en términos del 
artículo II de la CIDFP, la disposición que describe el tipo penal debe asegurar la sanción de 
todos los “autores, cómplices y encubridores del delito de desaparición forzada de 
personas”, sean agentes del Estado o “personas o grupos de personas que actúen con la 
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado”. 
 
321. La Corte ha reiterado que es un principio básico del derecho de la responsabilidad 
internacional del Estado, recogido por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
que todo Estado es internacionalmente responsable por cualquier acto u omisión de 
cualesquiera de sus poderes u órganos en violación de los derechos internacionalmente 
consagrados. Visto de esta manera, el tipo penal de desaparición forzada de personas del 
Código Penal Federal mexicano presenta un obstáculo para asegurar la sanción de “todos 
los autores, cómplices y encubridores” provenientes de “cualesquiera de los poderes u 
órganos del Estado”. Para satisfacer los elementos mínimos de la correcta tipificación del 
delito, el carácter de “agente del Estado” debe ser establecido de la forma más amplia 
posible. 
 
323. Por otra parte, como ya lo ha señalado esta Corte, la desaparición forzada de personas 
se caracteriza por la negativa de reconocer la privación de libertad o dar información sobre 
la suerte o el paradero de las personas y por no dejar huellas o evidencias. Dicho elemento 
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debe estar presente en la tipificación del delito porque permite distinguir una desaparición 
forzada de otros ilícitos con los que usualmente se la relaciona, como el plagio o secuestro y 
el homicidio, con el propósito de que puedan ser aplicados los criterios probatorios 
adecuados e impuestas las penas que consideren la extrema gravedad de este delito a 
todos aquellos implicados en el mismo. En el presente caso, la Corte observa que el artículo 
215-A del Código Penal Federal no incluye dicho elemento, por lo cual resulta incompleta la 
tipificación del delito. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
258. […] En el caso de la desaparición forzada de personas, el deber de adecuar el 
derecho interno a las disposiciones de la Convención tiene carácter primordial para la 
efectiva erradicación de esta práctica. La Corte también recuerda que los Estados deben 
adoptar las medidas necesarias para que el recurso de hábeas corpus  pueda ser ejercido de 
manera eficaz en situaciones de desaparición forzada.   

Deber de investigar casos de desaparición forzada 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
143. En definitiva, toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona 
ha sido sometida a desaparición forzada debe iniciarse una investigación. Esta obligación es 
independiente de que se presente una denuncia, pues en casos de desaparición forzada el 
derecho internacional y el deber general de garantía, imponen la obligación de investigar el 
caso ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva. Esto es un 
elemento fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos afectados por 
esas situaciones, como la libertad personal, la integridad personal y la vida. Sin perjuicio de 
ello, en cualquier caso, toda autoridad estatal, funcionario público o particular que haya 
tenido noticia de actos destinados a la desaparición forzada de personas, deberá 
denunciarlo inmediatamente. La obligación de investigar persiste hasta que se encuentre a 
la persona privada de libertad o aparezcan sus restos. 
 
144. Para que una investigación pueda ser efectiva, los Estados deben establecer un marco 
normativo adecuado para desarrollar la investigación, lo cual implica regular como delito 
autónomo en sus legislaciones internas la desaparición forzada de personas, puesto que la 
persecución penal es un instrumento adecuado para prevenir futuras violaciones de 
derechos humanos […]. 
 
146. En tal sentido, el análisis de la desaparición forzada debe abarcar la totalidad del 
conjunto de los hechos que se presentan a consideración del Tribunal en el presente caso. 
Sólo de este modo el análisis legal de la desaparición forzada es consecuente con la 
compleja violación a derechos humanos que ésta conlleva, con su carácter continuado o 
permanente y con la necesidad de considerar el contexto en que ocurrieron los hechos, a fin 
de analizar sus efectos prolongados en el tiempo y enfocar integralmente sus 
consecuencias, teniendo en cuenta el corpus juris de protección tanto interamericano como 
internacional. 
 
167. Asimismo, el Tribunal ha señalado que ante hechos de desaparición forzada de 
personas, el Estado tiene la obligación de garantizar el derecho a la integridad personal de 
los familiares también por la vía de investigaciones efectivas. Más aún, la ausencia de 
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recursos efectivos ha sido considerada por la Corte como fuente de sufrimiento y angustia 
adicionales para las víctimas y sus familiares. En el presente caso han sido constatadas ante 
la Corte todas las gestiones realizadas por familiares del señor Radilla Pacheco, con ocasión 
de su desaparición, ante distintas instituciones y dependencias estatales para determinar su 
paradero, así como para impulsar las investigaciones correspondientes […]. 
 
168. La demora y la falta de efectividad de dichas investigaciones […] ha exacerbado en los 
familiares del señor Radilla Pacheco los sentimientos de impotencia y de desconfianza en las 
instituciones del Estado. 
 
180. Adicionalmente, la Corte ha considerado que, en el marco de los artículos 1.1, 8 y 25 
de la Convención Americana, los familiares de las víctimas tienen el derecho, y los Estados 
la obligación, a que los hechos sean efectivamente investigados por las autoridades 
estatales y, en ese sentido, a conocer la verdad de lo sucedido. De manera particular, la 
Corte ha establecido el contenido del derecho a conocer la verdad en su jurisprudencia en 
casos de desaparición forzada de personas. En tal sentido, ha confirmado la existencia de 
un “[d]erecho de los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su 
caso, dónde se encuentran sus restos”. Además, correlativamente, en este tipo de casos se 
entiende que los familiares de la persona desaparecida son víctimas de los hechos 
constitutivos de la desaparición forzada, lo que les confiere el derecho a que los hechos 
sean investigados y que los responsables sean procesados y, en su caso, sancionados. Así, 
la Corte recuerda que el derecho a la verdad se encuentra subsumido en el derecho de la 
víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el 
esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a través 
de la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención. En 
consecuencia, en este caso no se pronunciará respecto del alegato de la supuesta violación 
del artículo 13 de la Convención Americana formulado por los representantes […]. 
 
191. El derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la determinación de los 
hechos que se investigan y, en su caso, de las correspondientes responsabilidades penales 
en tiempo razonable, por lo que, en atención a la necesidad de garantizar los derechos de 
las personas perjudicadas, una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, 
una violación de las garantías judiciales. Además, por tratarse de una desaparición forzada, 
el derecho de acceso a la justicia incluye que en la investigación de los hechos se procure 
determinar la suerte o paradero de la víctima […]. 
 
197. Como se señaló anteriormente, toda autoridad estatal o funcionario público que haya 
tenido noticia de actos destinados a la desaparición forzada de personas, debe denunciarlo 
inmediatamente[…]. En casos de desaparición forzada de personas, la denuncia formal de 
los hechos no descansa exclusivamente en los familiares de las víctimas, sobre todo cuando 
es el propio aparato gubernamental el que lo obstaculiza. En el presente caso, es claro que 
fueron familiares del señor Radilla Pacheco quienes inicialmente, por sus propios medios, 
realizaron diversas acciones encaminadas a su búsqueda, a pesar de las dificultadas propias 
del contexto político imperante. 
 
215. Es oportuno recordar que en casos de desaparición forzada, es imprescindible la 
actuación pronta e inmediata de las autoridades judiciales y del Ministerio Público 
ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de la 
víctima. Asimismo, la Corte reitera que el paso del tiempo guarda una relación directamente 
proporcional con la limitación –y en algunos casos, la imposibilidad- para obtener las 
pruebas y/o testimonios, dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, la práctica de 
diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos materia de investigación, identificar a 
los posibles autores y partícipes, y determinar las eventuales responsabilidades penales. Sin 
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perjuicio de ello, las autoridades nacionales no están eximidas de realizar todos los 
esfuerzos necesarios en cumplimiento de su obligación de investigar. 
 
222. No obstante, el Tribunal destaca que para que una investigación de desaparición 
forzada, en los términos referidos por la Coordinación General de Investigación, sea llevada 
adelante eficazmente y con la debida diligencia, se deben utilizar todos los medios 
necesarios para realizar con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales y 
oportunas para esclarecer la suerte de las víctimas e identificar a los responsables de su 
desaparición forzada, particularmente, la referida al presente caso. Para ello, el Estado debe 
dotar a las correspondientes autoridades de los recursos logísticos y científicos necesarios 
para recabar y procesar las pruebas y, en particular, de las facultades para acceder a la 
documentación e información pertinente para investigar los hechos denunciados y obtener 
indicios o evidencias de la ubicación de las víctimas. Al respecto, la Corte considera que, sin 
perjuicio de que deban obtenerse y valorarse otras pruebas, las autoridades encargadas de 
la investigación deben prestar particular atención a la prueba circunstancial, los indicios y 
las presunciones, que resultan de especial importancia cuando se trata de casos sobre 
desapariciones forzadas, “ya que esta forma de represión se caracteriza por procurar la 
supresión de todo elemento que permita comprobar el secuestro, el paradero y la suerte de 
las víctimas”. Lo anterior es esencial en un caso como el presente, en el que el señor 
Rosendo Radilla Pacheco se encuentra desaparecido desde hace aproximadamente 35 años, 
y en el que la denuncia formal de los hechos no fue interpuesta inmediatamente a causa del 
contexto particular propiciado por el propio Estado en su momento. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
169. Por otra parte, el Tribunal reitera, como lo ha hecho en casos anteriores, que debe 
aplicar una valoración de la prueba que tenga en cuenta la gravedad de la atribución de 
responsabilidad internacional a un Estado y que, sin perjuicio de ello, sea capaz de crear la 
convicción de la verdad de los hechos alegados, máxime la naturaleza de los bienes 
jurídicos protegidos sobre los que recae el esclarecimiento de estos hechos. Para ello, en los 
casos de desaparición forzada de personas es legítimo y resulta de especial importancia el 
uso de la prueba circunstancial, los indicios y las presunciones para demostrar la 
concurrencia de cualquiera de los elementos de la desaparición forzada, ya que esta forma 
específica de violación se caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que 
permita comprobar la detención, el paradero y la suerte de las víctimas. En concordancia 
con este criterio, la Corte atribuye un alto valor probatorio a las declaraciones de los 
testigos, dentro del contexto y de las circunstancias de un caso de desaparición forzada, con 
todas las dificultades que de ésta se derivan, donde los medios de prueba son 
esencialmente testimonios indirectos y circunstanciales en razón de la propia naturaleza de 
este delito, sumadas a inferencias lógicas pertinentes, así como su vinculación a una 
práctica general de desapariciones. 
 
170. En este sentido, la Corte ha señalado que aunque exista un contexto de práctica 
sistemática y generalizada de desaparición forzada, para la determinación de la ocurrencia 
de una desaparición forzada se requiere la existencia de otros elementos que permitan 
corroborar que la persona fue privada de su libertad con la participación de agentes 
estatales o por particulares que actuaran con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del 
Estado. Así, este Tribunal ha determinado que “la sola comprobación de la práctica de 
desapariciones no basta, en ausencia de toda otra prueba, aún circunstancial o indirecta, 
para demostrar que una persona cuyo paradero se desconoce fue víctima de ella”. 
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240. Esta Corte ha señalado de manera consistente que el deber de investigar es una 
obligación de medio y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber 
jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, 
o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de 
las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. 
Respecto de casos de desaparición forzada, la Corte ha confirmado la existencia de un 
“[d]erecho de los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su 
caso, dónde se encuentra su paradero o, en su caso, sus restos”. En estos casos la 
impunidad debe ser erradicada mediante la determinación de las responsabilidades tanto 
generales –del Estado- como individuales –penales y de otra índole de sus agentes o de 
particulares. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

XX.  GÉNERO 

Violencia y discriminación contra la mujer 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
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225. En el caso Penal Castro Castro vs. Perú, la Corte se refirió a algunos alcances del 
artículo 5 de la Convención Americana en cuanto a los aspectos específicos de violencia 
contra la mujer, considerando como referencia de interpretación las disposiciones 
pertinentes de la Convención Belém do Pará y la Convención sobre Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer, ya que estos instrumentos complementan el 
corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal de las mujeres, 
del cual forma parte la Convención Americana. 
 
226. La Convención Belém do Pará define la violencia contra la mujer como “cualquier 
acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”. 
 
227. Esta Corte ha establecido “que no toda violación de un derecho humano cometida en 
perjuicio de una mujer conlleva necesariamente una violación de las disposiciones de la 
Convención de Belém do Pará”. 
 
230. [L]as tres víctimas de este caso eran mujeres jóvenes, de escasos recursos, 
trabajadoras o estudiantes, como muchas de las víctimas de los homicidios en Ciudad 
Juárez […]. Las mismas fueron hechas desaparecer y sus cuerpos aparecieron en un campo 
algodonero. Se ha tenido como probado que sufrieron graves agresiones físicas y muy 
probablemente violencia sexual de algún tipo antes de su muerte. 
 
231. Todo esto lleva a la Corte a concluir que las jóvenes González, Ramos y Herrera fueron 
víctimas de violencia contra la mujer según la Convención Americana y la Convención Belém 
do Pará. Por los mismos motivos, el Tribunal considera que los homicidios de las víctimas 
fueron por razones de género y están enmarcados dentro de un reconocido contexto de 
violencia contra la mujer en Ciudad Juárez. Corresponde ahora analizar si la violencia 
perpetrada contra las víctimas, que terminó con sus vidas, es atribuible al Estado. 
 
394. Desde una perspectiva general la CEDAW define la discriminación contra la mujer 
como “toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”. En el ámbito interamericano, la 
Convención Belém do Pará señala que la violencia contra la mujer es “una manifestación de 
las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” y reconoce que 
el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye el derecho a ser libre de toda 
forma de discriminación. 
 
397. En el caso del Penal Castro Castro Vs. Perú, la Corte señaló que las mujeres detenidas 
o arrestadas “no deben sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas las formas de 
violencia o explotación”, que “deben ser supervisadas y revisadas por oficiales femeninas”, 
que las mujeres embarazadas y en lactancia “deben ser proveídas con condiciones 
especiales”. Dicha discriminación incluye “la violencia dirigida contra la mujer porque es 
mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, y que abarca “actos que infligen daños o 
sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y 
otras formas de privación de la libertad”. 
 
400. De otro lado, al momento de investigar dicha violencia, ha quedado establecido que 
algunas autoridades mencionaron que las víctimas eran “voladas” o que “se fueron con el 
novio”, lo cual, sumado a la inacción estatal en el comienzo de la investigación, permite 
concluir que esta indiferencia, por sus consecuencias respecto a la impunidad del caso, 
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reproduce la violencia que se pretende atacar, sin perjuicio de que constituye en sí misma 
una discriminación en el acceso a la justicia. La impunidad de los delitos cometidos envía el 
mensaje de que la violencia contra la mujer es tolerada, lo que favorece su perpetuación y 
la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad en las 
mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de administración de 
justicia. Al respecto, el Tribunal resalta lo precisado por la Comisión Interamericana en su 
informe temático sobre “Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia” en el 
sentido de que  
 

[l]a influencia de patrones socioculturales discriminatorios puede dar como resultado una 
descalificación de la credibilidad de la víctima durante el proceso penal en casos de violencia y 
una asunción tácita de responsabilidad de ella por los hechos, ya sea por su forma de vestir, 
por su ocupación laboral, conducta sexual, relación o parentesco con el agresor, lo cual se 
traduce en inacción por parte de los fiscales, policías y jueces ante denuncias de hechos 
violentos. Esta influencia también puede afectar en forma negativa la investigación de los 
casos y la valoración de la prueba subsiguiente, que puede verse marcada por nociones 
estereotipadas sobre cuál debe ser el comportamiento de las mujeres en sus relaciones 
interpersonales. 

 
401. En similar forma, el Tribunal considera que el estereotipo de género se refiere a una 
pre-concepción de atributos o características poseídas o papeles que son o deberían ser 
ejecutados por hombres y mujeres respectivamente. Teniendo en cuenta las 
manifestaciones efectuadas por el Estado […], es posible asociar la subordinación de la 
mujer a prácticas basadas en estereotipos de género socialmente dominantes y socialmente 
persistentes, condiciones que se agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita o 
explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de 
las autoridades de policía judicial, como ocurrió en el presente caso. La creación y uso de 
estereotipos se convierte en una de las causas y consecuencias de la violencia de género en 
contra de la mujer. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
108. Este Tribunal recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la 
violencia contra la mujer no solo constituye una violación de los derechos humanos, sino 
que es “una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que “trasciende todos los sectores de 
la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, 
nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases”. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 118) 
 
120. Como ha sido señalado anteriormente por este Tribunal, el Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mujer ha sostenido que la definición de la discriminación 
contra la mujer “incluye la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra 
la mujer porque [i)] es mujer o [ii)] le afecta en forma desproporcionada”. Asimismo, 
también ha señalado que “[l]a violencia contra la mujer es una forma de discriminación que 
impide gravemente que goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre”. 
(En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 130) 

Deber de prevención y garantía en casos de violencia contra la mujer  
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Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
253. La Convención Belém do Pará define la violencia contra la mujer […] y en su artículo 
7.b obliga a los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y 
erradicar dicha violencia. 
 
254. Desde 1992 el CEDAW estableció que “los Estados también pueden ser responsables 
de actos privados si no adoptan medidas con la diligencia debida para impedir la violación 
de los derechos o para investigar y castigar los actos de violencia e indemnizar a las 
víctimas”. En 1993 la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas instó a los Estados a “[p]roceder con la debida 
diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación nacional, castigar todo 
acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por el Estado o por 
particulares” y lo mismo hizo la Plataforma de Acción de la Conferencia Mundial sobre la 
Mujer de Beijing. En el 2006 la Relatora Especial sobre violencia contra la mujer de la ONU 
señaló que “[t]omando como base la práctica y la opinio juris […] se puede concluir que hay 
una norma del derecho internacional consuetudinario que obliga a los Estados a prevenir y 
responder con la debida diligencia a los actos de violencia contra la mujer”. 
 
255. En el caso Maria Da Penha Vs. Brasil (2000), presentado por una víctima de violencia 
doméstica, la Comisión Interamericana aplicó por primera vez la Convención Belém do Pará 
y decidió que el Estado había menoscabado su obligación de ejercer la debida diligencia 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia doméstica, al no condenar y sancionar al 
victimario durante quince años pese a las reclamaciones oportunamente efectuadas. La 
Comisión concluyó que dado que la violación forma parte de un “patrón general de 
negligencia y falta de efectividad del Estado”, no sólo se violaba la obligación de procesar y 
condenar, sino también la de prevenir estas prácticas degradantes. 
 
256. De otra parte, la Relatoría Especial sobre la violencia contra la mujer de la ONU ha 
proporcionado directrices sobre qué medidas deben tomar los Estados para cumplir con sus 
obligaciones internacionales de debida diligencia en cuanto a prevención, a saber: 
ratificación de los instrumentos internacionales de derechos humanos; garantías 
constitucionales sobre la igualdad de la mujer; existencia de leyes nacionales y sanciones 
administrativas que proporcionen reparación adecuada a las mujeres víctimas de la 
violencia; políticas o planes de acción que se ocupen de la cuestión de la violencia contra la 
mujer; sensibilización del sistema de justicia penal y la policía en cuanto a cuestiones de 
género, accesibilidad y disponibilidad de servicios de apoyo; existencia de medidas para 
aumentar la sensibilización y modificar las políticas discriminatorias en la esfera de la 
educación y en los medios de información, y reunión de datos y elaboración de estadísticas 
sobre la violencia contra la mujer. 
 
257. Asimismo, según un Informe del Secretario General de la ONU: Es una buena práctica 
hacer que el entorno físico sea seguro para las mujeres, y se han utilizado comunitarias 
auditorías de seguridad para detectar los lugares peligrosos, examinar los temores de las 
mujeres y solicitar a las mujeres sus recomendaciones para mejorar su seguridad. La 
prevención de la violencia contra la mujer debe ser un elemento explícito en la planificación 
urbana y rural y en el diseño de los edificios y residencias. Forma parte de la labor de 
prevención el mejoramiento de la seguridad del transporte público y los caminos que 
emplean las mujeres, por ejemplo hacia las escuelas e instituciones educacionales, los 
pozos, los campos y las fábricas. 
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258. De todo lo anterior, se desprende que los Estados deben adoptar medidas integrales 
para cumplir con la debida diligencia en casos de violencia contra las mujeres. En particular, 
deben contar con un adecuado marco jurídico de protección, con una aplicación efectiva del 
mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de una manera eficaz 
ante las denuncias. La estrategia de prevención debe ser integral, es decir, debe prevenir 
los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar 
una respuesta efectiva a los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, los Estados 
deben adoptar medidas preventivas en casos específicos en los que es evidente que 
determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. Todo esto debe tomar en 
cuenta que en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de las 
obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación reforzada a 
partir de la Convención Belém do Pará. La Corte pasará ahora a analizar las medidas 
adoptadas por el Estado hasta la fecha de los hechos del presente caso para cumplir con su 
deber de prevención. 
 
279. A pesar de que el Estado tenía pleno conocimiento del riesgo que corrían las mujeres 
de ser objeto de violencia, no demostró haber adoptado medidas efectivas de prevención 
antes de noviembre de 2001 que redujeran los factores de riesgo para las mujeres. Aunque 
el deber de prevención sea uno de medio y no de resultado […], el Estado no ha 
demostrado que la creación de la FEIHM y algunas adiciones a su marco legislativo, por más 
que fueran necesarias y demuestren un compromiso estatal, fueran suficientes y efectivas 
para prevenir las graves manifestaciones de la violencia contra la mujer que se vivía en 
Ciudad Juárez en la época del presente caso. 
 
281. En el presente caso, existen dos momentos claves en los que el deber de prevención 
debe ser analizado. El primero es antes de la desaparición de las víctimas y el segundo 
antes de la localización de sus cuerpos sin vida. 
 
282. Sobre el primer momento –antes de la desaparición de las víctimas- la Corte considera 
que la falta de prevención de la desaparición no conlleva per se la responsabilidad 
internacional del Estado porque, a pesar de que éste tenía conocimiento de una situación de 
riesgo para las mujeres en Ciudad Juárez, no ha sido establecido que tenía conocimiento de 
un riesgo real e inmediato para las víctimas de este caso. Aunque el contexto en este caso y 
sus obligaciones internacionales le imponen al Estado una responsabilidad reforzada con 
respecto a la protección de mujeres en Ciudad Juárez, quienes se encontraban en una 
situación de vulnerabilidad, especialmente las mujeres jóvenes y humildes, no le imponen 
una responsabilidad ilimitada frente a cualquier hecho ilícito en contra de ellas. Finalmente, 
la Corte no puede sino hacer presente que la ausencia de una política general que se 
hubiera iniciado por lo menos en 1998 –cuando la CNDH advirtió del patrón de violencia 
contra la mujer en Ciudad Juárez-, es una falta del Estado en el cumplimiento general de su 
obligación de prevención. 
 
283. En cuanto al segundo momento –antes del hallazgo de los cuerpos- el Estado, dado el 
contexto del caso, tuvo conocimiento de que existía un riesgo real e inmediato de que las 
víctimas fueran agredidas sexualmente, sometidas a vejámenes y asesinadas. La Corte 
considera que ante tal contexto surge un deber de debida diligencia estricta frente a 
denuncias de desaparición de mujeres, respecto a su búsqueda durante las primeras horas 
y los primeros días. Esta obligación de medio, al ser más estricta, exige la realización 
exhaustiva de actividades de búsqueda. En particular, es imprescindible la actuación pronta 
e inmediata de las autoridades policiales, fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas 
y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de las víctimas o el lugar donde 
puedan encontrarse privadas de libertad. Deben existir procedimientos adecuados para las 
denuncias y que éstas conlleven una investigación efectiva desde las primeras horas. Las 
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autoridades deben presumir que la persona desaparecida está privada de libertad y sigue 
con vida hasta que se ponga fin a la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido. 
 
284. México no demostró haber adoptado las medidas razonables, conforme a las 
circunstancias que rodeaban a los casos, para encontrar a las víctimas con vida. El Estado 
no actuó con prontitud dentro de las primeras horas y días luego de las denuncias de 
desaparición, dejando perder horas valiosas. En el período entre las denuncias y el hallazgo 
de los cuerpos de las víctimas, el Estado se limitó a realizar formalidades y a tomar 
declaraciones que, aunque importantes, perdieron su valor una vez éstas no repercutieron 
en acciones de búsqueda específicas. Además, las actitudes y declaraciones de los 
funcionarios hacia los familiares de las víctimas que daban a entender que las denuncias de 
desaparición no debían ser tratadas con urgencia e inmediatez llevan al Tribunal 
razonablemente a concluir que hubo demoras injustificadas luego de las presentaciones de 
las denuncias de desaparición. Todo esto demuestra que el Estado no actuó con la debida 
diligencia requerida para prevenir adecuadamente las muertes y agresiones sufridas por las 
víctimas y que no actuó como razonablemente era de esperarse de acuerdo a las 
circunstancias del caso para poner fin a su privación de libertad. Este incumplimiento del 
deber de garantía es particularmente serio debido al contexto conocido por el Estado -el 
cual ponía a las mujeres en una situación especial de vulnerabilidad- y a las obligaciones 
reforzadas impuestas en casos de violencia contra la mujer por el artículo 7.b de la 
Convención Belém do Pará. 
 
285. Además, la Corte considera que el Estado no demostró haber adoptado normas o 
implementado las medidas necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y 
al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, que permitieran a las autoridades ofrecer 
una respuesta inmediata y eficaz ante las denuncias de desaparición y prevenir 
adecuadamente la violencia contra la mujer. Tampoco demostró haber adoptado normas o 
tomado medidas para que los funcionarios responsables de recibir las denuncias tuvieran la 
capacidad y la sensibilidad para entender la gravedad del fenómeno de la violencia contra la 
mujer y la voluntad para actuar de inmediato. 
 
293. La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los estándares 
establecidos por el Tribunal […] tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que 
sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal en el marco de un contexto 
general de violencia contra las mujeres. En similar sentido, la Corte Europea ha dicho que 
cuando un ataque es motivado por razones de raza, es particularmente importante que la 
investigación sea realizada con vigor e imparcialidad, teniendo en cuenta la necesidad de 
reiterar continuamente la condena de racismo por parte de la sociedad y para mantener la 
confianza de las minorías en la habilidad de las autoridades de protegerlas de la amenaza 
de violencia racial. El criterio anterior es totalmente aplicable al analizarse los alcances del 
deber de debida diligencia en la investigación de casos de violencia por razón de género. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
180. Adicionalmente, se advierte que en este caso las obligaciones generales que se 
derivan de los artículos 5 y 11 de la Convención Americana son reforzadas por las 
obligaciones específicas derivadas de la Convención Interamericana contra la Tortura y la 
Convención de Belém do Pará. El artículo 7 de la Convención de Belém do Pará instituye 
deberes estatales para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer que 
especifican y complementan las obligaciones que tiene el Estado respecto al cumplimiento 
de los derechos consagrados en los artículos 5 y 11 de la Convención. En virtud de las 
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obligaciones específicas de la Convención de Belém do Pará, los Estados deben adoptar 
medidas integrales para cumplir con la debida diligencia en casos de violencia contra las 
mujeres; contar con un adecuado marco jurídico de protección, con una aplicación efectiva 
del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de una manera 
eficaz ante las denuncias. Asimismo, los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana 
contra la Tortura, refuerzan la prohibición absoluta de la tortura y las obligaciones del 
Estados para prevenir y sancionar todo acto o intento de tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos y degradantes en el ámbito de su jurisdicción. 

Violencia y violación sexual 

Definición de actos de violencia y violación sexual 

Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
89. En primer lugar, para la Corte es evidente que la violación sexual es un tipo particular 
de agresión que, en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas 
más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de esta forma de 
violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, 
la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 100) 
 
109. La Corte, siguiendo la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto 
en dicha Convención [de Belém do Pará], ha considerado anteriormente que la violencia 
sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se cometen contra una persona 
sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo humano, 
pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno. En 
particular, la violación sexual constituye una forma paradigmática de violencia contra las 
mujeres cuyas consecuencias, incluso, trascienden a la persona de la víctima. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 119; Caso 
Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 371, párr. 181) 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
179. Asimismo, en casos que involucran alguna forma de violencia sexual, se ha precisado 
que las violaciones a la integridad personal conllevan la afectación de la vida privada de las 
personas, protegida por el artículo 11 de la Convención, la cual abarca la vida sexual o 
sexualidad de las personas. La violencia sexual vulnera valores y aspectos esenciales de la 
vida privada de las personas, supone una intromisión en su vida sexual y anula su derecho 
a tomar libremente las decisiones respecto a con quien tener relaciones sexuales, perdiendo 
de forma completa el control sobre sus decisiones más personales e íntimas, y sobre las 
funciones corporales básicas. 
 
182. Asimismo, siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el 
ámbito del derecho penal internacional como en el derecho penal comparado, este Tribunal 
ha considerado que la violación sexual es cualquier acto de penetración vaginal o anal, sin 
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consentimiento de la víctima, mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor 
u objetos, así como la penetración bucal mediante el miembro viril. Para que un acto sea 
considerado violación sexual, es suficiente que se produzca una penetración, por superficial 
que sea, en los términos antes descritos. Además, se debe entender que la penetración 
vaginal se refiere a la penetración, con cualquier parte del cuerpo del agresor u objetos, de 
cualquier orificio genital, incluyendo los labios mayores y menores, así como el orificio 
vaginal. Esta interpretación es acorde a la concepción de que cualquier tipo de penetración, 
por superficial que sea, es suficiente para que un acto sea considerado violación sexual. La 
Corte entiende que la violación sexual es una forma de violencia sexual. 
 
183. En particular, la violación sexual constituye una forma paradigmática de violencia 
contra las mujeres cuyas consecuencias, incluso, trascienden a la persona de la víctima. 
Además, esta Corte ha resaltado cómo la violación sexual de una mujer que se encuentra 
detenida o bajo la custodia de un agente del Estado es un acto especialmente grave y 
reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que 
despliega el agente.  
 
188. De lo anterior, se desprende que las once mujeres de este caso fueron golpeadas, 
insultadas, maltratadas y sometidas a diversas formas de violencia sexual por múltiples 
policías al momento de su detención, durante sus traslados y al momento de su ingreso al 
CEPRESO. La Corte nota que, en este caso, sobresale la naturaleza sexual o sexualizada de 
toda la violencia ejercida contra las víctimas. Los tocamientos, manoseos, pellizcos y golpes 
se infringieron en partes íntimas y, típicamente reservadas al ámbito de la privacidad de 
cada persona, como los senos, genitales y boca. Además, muchas de ellas fueron sometidas 
a desnudos forzados en los autobuses o camiones en que fueron trasladados al CEPRESO o 
al entrar al penal. Asimismo, los insultos, abusos verbales y amenazas a los que fueron 
sometidas las mujeres tuvieron connotaciones altamente sexuales y discriminatorias por 
razones de género. Si bien estas formas de violencia se examinan con mayor detalle infra 
[…], la Corte considera que el conjunto de conductas y acciones violentas desplegadas por 
los agentes estatales en contra de las once mujeres víctimas de este caso tuvo naturaleza 
sexual por lo cual constituyó violencia sexual. 
 
189. Adicionalmente, conforme fue alegado por la Comisión y los representantes, 
reconocido por el Estado y descrito por las víctimas, la Corte constata que (i) Norma Aidé 
Jiménez Osorio, (ii) Mariana Selvas Gómez, (iii) Ana María Velasco Rodríguez, (iv) Suhelen 
Gabriela Cuevas Jaramillo, (v) Bárbara Italia Méndez Moreno, (vi) Angélica Patricia Torres 
Linares y (vii) Claudia Hernández Martínez, además fueron víctimas de violaciones sexuales, 
en la medida en que sufrieron formas específicas de violencia sexual que incluyeron la 
penetración de sus cuerpos (vagina, ano y boca) por parte de los policías, en algunos casos 
de forma conjunta o coordinada, con sus dedos, miembros genitales masculinos y, en un 
caso, con un objeto […]. 

Violación sexual como forma de tortura 

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
121. Con respecto a la existencia de un acto intencional, de las pruebas que constan en el 
expediente queda acreditado que el maltrato fue deliberadamente infligido en contra de la 
víctima. En efecto, la Corte considera probado que uno de los atacantes tomó a la señora 
Fernández Ortega de las manos, la obligó a acostarse en el suelo, y mientras era apuntada 
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al menos con un arma, un militar la penetró sexualmente mientras los otros dos 
presenciaban la ejecución de la violación sexual. 
 
125. En el presente caso, la señora Fernández Ortega estuvo sometida a un acto de 
violencia sexual y control físico del militar que la penetró sexualmente de manera 
intencional; su vulnerabilidad y la coerción que el agente estatal ejerció sobre ella se reforzó 
con la participación de otros dos militares también armados, que agravaron el marco de 
violencia sexual ejercido contra la víctima, habiendo, incluso, otro grupo de militares que 
esperaron fuera de la casa. Resulta evidente para la Corte que el sufrimiento padecido por 
la señora Fernández Ortega, al ser obligada a mantener un acto sexual contra su voluntad, 
hecho además que fue observado por otras dos personas, es de la mayor intensidad. El 
sufrimiento psicológico y moral se agravó dadas las circunstancias en las cuales se produjo 
la violación sexual, en tanto no podía descartarse que la violencia sufrida se extremara aún 
más por parte de los agentes estatales que presenciaban el acto de violación, ante la 
posibilidad de que fuera también violada sexualmente por ellos o por quienes se 
encontraban afuera de la casa. De igual modo, la presencia de sus hijos en los momentos 
iniciales del hecho, así como la incertidumbre de si se encontraban en peligro o si habrían 
podido escapar, intensificaron el sufrimiento de la víctima. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
111. Con respecto a la existencia de un acto intencional, de las pruebas que constan en el 
expediente queda acreditado que el maltrato fue deliberadamente infligido en contra de la 
víctima. En efecto, la Corte considera probado que uno de los atacantes golpeó en el 
abdomen a la señora Rosendo Cantú con su arma, cayendo la víctima al suelo, 
posteriormente la tomaron del cabello y le rasguñaron la cara y, por la fuerza, mientras era 
apuntada con un arma, fue penetrada sexualmente por dos militares, mientras otros seis 
presenciaban la ejecución de la violación sexual. 
 
112. Con el fin de analizar la severidad del sufrimiento padecido, la Corte debe tomar en 
cuenta las circunstancias específicas de cada caso. Para ello, se deben considerar las 
características del trato, tales como la duración, el método utilizado o el modo en que 
fueron infligidos los padecimientos, los efectos físicos y mentales que éstos pueden causar, 
así como las condiciones de la persona que padece dichos sufrimientos, entre ellos, la edad, 
el sexo y el estado de salud, entre otras circunstancias personales. (En similar sentido: Caso 
Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 122) 
 
114. [L]a Corte ha establecido que un acto de tortura puede ser perpetrado tanto mediante 
actos de violencia física como a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento 
psíquico o moral agudo. Adicionalmente, este Tribunal ha reconocido que la violación sexual 
es una experiencia sumamente traumática que tiene severas consecuencias y causa gran 
daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, situación 
difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras 
experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o 
enfermedades físicas. En efecto, no en todos los casos las consecuencias de una violación 
sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las mujeres víctimas de violación sexual 
también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun sociales. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 124) 
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115. En el presente caso, la señora Rosendo Cantú estuvo sometida a un acto de violencia y 
control físico de los militares que la penetraron sexualmente de manera intencional; su 
vulnerabilidad y la coerción que los agentes estatales ejercieron sobre ella se reforzaron con 
la participación de otros seis militares también armados, que agravaron el marco de 
violencia sexual ejercido contra la víctima. Resulta evidente para la Corte que el sufrimiento 
padecido por la señora Rosendo Cantú, al ser obligada a mantener actos sexuales contra su 
voluntad, hecho que además fue observado por otras seis personas, es de la mayor 
intensidad, más aún considerando su condición de niña. El sufrimiento psicológico y moral 
se agravó dadas las circunstancias en las cuales se produjo la violación sexual, en tanto no 
podía descartarse que la violencia sufrida se extremara aún más por parte de los agentes 
estatales que presenciaban el acto de violación, ante la posibilidad de que fuera también 
violada sexualmente por ellos. 
 
117. La Corte considera que, en términos generales, la violación sexual, al igual que la 
tortura, persigue, entre otros, los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o controlar 
a la persona que la sufre. La violación sexual de la señora Rosendo Cantú se produjo en el 
marco de una situación en la que los agentes militares interrogaron a la víctima y no 
obtuvieron respuesta sobre la información solicitada […]. Sin descartar la eventual 
concurrencia de otras finalidades, el Tribunal considera probado que el presente caso tuvo la 
finalidad específica de castigo ante la falta de información solicitada. (En similar sentido: 
Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 127) 
 
118. Por otra parte esta Corte considera que una violación sexual puede constituir tortura 
aún cuando consista en un solo hecho u ocurra fuera de instalaciones estatales. Esto es así 
ya que los elementos objetivos y subjetivos que califican un hecho como tortura no se 
refieren ni a la acumulación de hechos ni al lugar donde el acto se realiza, sino a la 
intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la finalidad del acto, requisitos que en el 
presente caso se encuentran cumplidos. Con base en lo anterior, el Tribunal concluye que la 
violación sexual en el presente caso implicó una violación a la integridad personal de la 
señora Rosendo Cantú, constituyendo un acto de tortura en los términos de los artículos 5.2 
de la Convención Americana y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 128) 
 
119. En cuanto a la alegada violación, con base en los mismos hechos, del artículo 11 de la 
Convención Americana, la Corte ha precisado que, si bien esa norma se titula “Protección de 
la Honra y de la Dignidad”, su contenido incluye, entre otros, la protección de la vida 
privada. Por su parte, el concepto de vida privada es un término amplio no susceptible de 
definiciones exhaustivas, pero que comprende, entre otros ámbitos protegidos, la vida 
sexual132 y el derecho a establecer y desarrollar relaciones con otros seres humanos. La 
Corte considera que la violación sexual de la señora Rosendo Cantú vulneró valores y 
aspectos esenciales de su vida privada, supuso una intromisión en su vida sexual y anuló su 
derecho a tomar libremente las decisiones respecto con quien tener relaciones sexuales, 
perdiendo de forma completa el control sobre sus decisiones más personales e íntimas, y 
sobre las funciones corporales básicas. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros 
Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto 
de 2010. Serie C No. 215, párr. 129) 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
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193. Asimismo, la jurisprudencia de la Corte ha determinado en numerosos casos que la 
violación sexual es una forma de tortura. Este Tribunal ha considerado que es inherente a la 
violación sexual el sufrimiento severo de la víctima, y en términos generales, la violación 
sexual, al igual que la tortura, persigue, entre otros, los fines de intimidar, degradar, 
humillar, castigar o controlar a la persona que la sufre. Para calificar una violación sexual 
como tortura deberá atenerse a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la 
finalidad del acto, tomando en consideración las circunstancias específicas de cada caso.  
 
194. A fin de establecer si las agresiones sufridas por las once mujeres en este caso 
constituyeron actos de tortura, corresponde examinar si se trataron de actos: i) 
intencionales, ii) que causaron severos sufrimientos físicos o mentales, y iii) fueron 
cometidos con cualquier fin o propósito. 
 
195. En el presente caso, es claro que los policías actuaron deliberadamente en contra de 
las once mujeres. Dada la naturaleza sexual de la violencia ejercida, la repetición y similitud 
de los actos cometidos en contra de las distintas mujeres, así como las amenazas e insultos 
que profirieron en su contra, para la Corte es evidente que dichos actos fueron 
intencionales. 
 
196. Por otra parte, en cuanto a la severidad del sufrimiento, este Tribunal ha reconocido 
que la violencia sexual cometida por agentes estatales, mientras las víctimas se encuentran 
bajo su custodia, es un acto grave y reprobable, en el cual el agente abusa de su poder y se 
aprovecha de la vulnerabilidad de la víctima, por lo que puede causar consecuencias 
psicológicas severas para las víctimas. Además, resalta que en este caso, las víctimas 
fueron reiteradamente amenazadas, en el curso de su detención y traslados al penal, de que 
serían asesinadas, violadas sexualmente o receptoras de peores abusos de los que ya se les 
venía infligiendo. Asimismo, respecto a las violaciones sexuales, esta Corte ha reconocido 
que constituyen experiencias sumamente traumáticas que tiene severas consecuencias y 
causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y 
emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la 
violación sexual el sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de 
lesiones o enfermedades físicas. Las mujeres víctimas de violación sexual también 
experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun sociales. Como se desprende de 
sus declaraciones, la violencia a la que fueron sometidas por los agentes estatales en el 
marco de sus detenciones los días 3 y 4 de mayo de 2006 les generaron severos 
sufrimientos, cuyas secuelas persisten hasta el día de hoy conforme ha sido corroborado en 
los exámenes psicológicos y, en aplicación del Protocolo de Estambul, que se les han 
practicado […]. 
 
197. Por último, en cuanto al propósito la Corte constata que se desprende de las 
declaraciones de las víctimas, así como de las investigaciones realizadas por la CNDH y la 
SCJN que la violencia ejercida contra las once mujeres tenía el objetivo de humillarlas, a 
ellas y a quienes asumían eran sus compañeros de grupo; de atemorizarlas, intimidarlas e 
inhibirlas de volver a participar de la vida política o expresar su desacuerdo en la esfera 
pública, pues no les correspondía salir de sus hogares, único lugar en el que supuestamente 
pertenecían de acuerdo a su imaginario y visión estereotipada de los roles sociales […]; 
pero además tenía el distintivo propósito de castigarlas por osar cuestionar su autoridad, así 
como en retaliación por las supuestas lesiones sufridas por sus compañeros policías. Al 
respecto, la SCJN resaltó que “una de las causas que generaría los abusos sexuales 
reclamados pudo ser la circunstancia de que algunos policías, al saber de la agresión que 
sufrieron de manera previa sus compañeros, estaban afectados en su estado de ánimo y 
querían castigar a quienes creían que eran o estaban relacionados con los responsables”. 
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198. Por tanto, la Corte concluye que el conjunto de abusos y agresiones sufridas por cada 
una de las once mujeres de este caso, incluyendo pero no limitándose a las violaciones 
sexuales, constituyeron actos de tortura por parte de agentes estatales en contra de 
Yolanda Muñoz Diosdada, Norma Aidé Jiménez Osorio, María Patricia Romero Hernández, 
Mariana Selvas Gómez, Georgina Edith Rosales Gutiérrez, Ana María Velasco Rodríguez, 
Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo, Bárbara Italia Méndez Moreno, María Cristina Sánchez 
Hernández, Angélica Patricia Torres Linares y Claudia Hernández Martínez. 
 
199. El Tribunal destaca que las torturas perpetradas en este caso fueron cometidas en el 
transcurso de un operativo policial en el cual las mujeres se hallaban sujetas al completo 
control del poder de agentes del Estado y en una situación de absoluta indefensión. Lejos de 
actuar como garantes de los derechos consagrados en la Convención a las personas bajo su 
custodia, los agentes de seguridad del Estado mexicano personalmente abusaron, de 
manera repetida y cómplice, de la situación de vulnerabilidad de las víctimas. 
 
200. Ahora bien, la Corte observa con preocupación que la gravedad de la violencia sexual 
en este caso, además de su calificación como tortura, surge también por el hecho que se 
utilizó como una forma intencional y dirigida de control social. En el marco de conflictos 
armados, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, tribunales penales internacionales  y 
tribunales nacionales  han reconocido que la violencia sexual con frecuencia ha sido utilizada 
como una táctica de guerra “destinada a humillar, dominar, atemorizar, dispersar o 
reasentar por la fuerza a miembros civiles de una comunidad o grupo étnico”. Esta Corte se 
ha referido a la forma como la violencia sexual se ha utilizado en los conflictos armados 
como un medio simbólico para humillar a la parte contraria o como un medio de castigo y 
represión. En este sentido, ha resaltado cómo la utilización del poder estatal para violar los 
derechos de las mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a ellas de forma 
directa, puede tener el objetivo de causar un efecto en la sociedad a través de esas 
violaciones y dar un mensaje o lección, pues las consecuencias de la violencia sexual suelen 
trascender de la víctima.  
 
201. La Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos también resaltó cómo la 
violencia sexual es utilizada también en contextos donde no hay un conflicto armado, al 
referirse a la violencia sexual cometida contra las mujeres en el marco de las protestas de 
2005 en Egipto. Allí consideró que el acoso, los insultos sexistas y la violencia dirigida a las 
mujeres por ser mujeres estaba destinada a silenciarlas, a evitar que expresaran opiniones 
políticas y participaran en los asuntos públicos. 
 
202. De manera similar, la violencia sexual en el presente caso fue utilizada por parte de 
agentes estatales como una táctica o estrategia de control, dominio e imposición de poder. 
De hecho, de manera similar a como ha ocurrido en los casos referidos, la violencia sexual 
fue aplicada en público, con múltiples testigos, como un espectáculo macabro y de 
intimidación en que los demás detenidos fueron forzados a escuchar, y en algunos casos 
ver, lo que se hacía al cuerpo de las mujeres. 
 
204. Por tanto, la Corte concluye que, en el presente caso, los agentes policiales 
instrumentalizaron los cuerpos de las mujeres detenidas como herramientas para transmitir 
su mensaje de represión y desaprobación de los medios de protesta empleados por los 
manifestantes. Cosificaron a las mujeres para humillar, atemorizar e intimidar las voces de 
disidencia a su potestad de mando. La violencia sexual fue utilizada como un arma más en 
la represión de la protesta, como si junto con los gases lacrimógenos y el equipo anti motín, 
constituyeran sencillamente una táctica adicional para alcanzar el propósito de dispersar la 
protesta y asegurarse de que no volviera a cuestionarse la autoridad del Estado. Este tipo 
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de conductas en el mantenimiento del orden público, más que reprochable, es 
absolutamente inaceptable. La violencia sexual no tiene cabida y jamás se debe utilizar 
como una forma de control del orden público por parte de los cuerpos de seguridad en un 
Estado obligado por la Convención Americana, la Convención de Belém do Pará y la 
Convención Interamericana contra la Tortura a adoptar, “por todos los medios apropiados y 
sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar” la violencia contra las 
mujeres. 
 
209. Adicionalmente, concluye que las once mujeres víctimas del caso fueron sometidas a 
tortura y violencia sexual, incluyendo violación sexual en el caso de las siete mujeres 
referidas supra. Asimismo, la Corte encuentra que la gravedad de la violencia sexual en este 
caso se ve extremada porque esta forma especialmente reprochable y discriminatoria de 
violencia fue utilizada por agentes estatales como una forma de control del orden público 
para humillar, inhibir e imponer su dominación sobre un sector de la población civil que los 
policías, lejos de proteger, trataron como un enemigo que debían doblegar, sin importar si 
para ello usaban a las mujeres detenidas como una herramienta más en su estrategia de 
orden público. 

Violencia médica como elemento de violencia sexual 

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
206. La Corte ha reconocido cómo ciertos tratos crueles, inhumanos o degradantes e 
inclusive torturas se pueden dar en el ámbito de los servicios de salud. De igual forma, ha 
hecho hincapié en el rol de importancia que tienen los médicos y otros profesionales de la 
salud en salvaguardar la integridad personal y prevenir la tortura y otros malos tratos. 
Particularmente en casos como el presente, la evidencia obtenida a través de los exámenes 
médicos tiene un rol crucial durante las investigaciones.  
 
207. En el presente caso, la Corte observa que los médicos que atendieron a las mujeres 
víctimas del presente caso incurrieron en un trato denigrante y estereotipado, el cual resultó 
particularmente grave, por la posición de poder en que se encontraban, por el 
incumplimiento de su deber de cuidado y la complicidad que mostraron al negarse a 
registrar las lesiones sufridas, pero más importante aún por la particular situación de 
vulnerabilidad en la que se encontraban teniendo en cuenta que habían sido víctimas de 
tortura sexual por parte de agentes policiales y estos médicos en muchos casos resultaban 
la primera persona a quien intentaron denunciar las violaciones cometidas y que, al negarse 
a registrarlas o revisarlas comprometieron significativamente las investigaciones 
posteriores, […]. Este Tribunal estima que el trato recibido por parte de los médicos 
constituye un elemento adicional de la violencia sexual y discriminatoria a la que fueron 
sometidas las víctimas. 

Investigación de actos de violencia contra la mujer y de violencia sexual 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
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366. La jurisprudencia de la Corte ha señalado que ciertas líneas de investigación, cuando 
eluden el análisis de los patrones sistemáticos en los que se enmarcan cierto tipo de 
violaciones a los derechos humanos, pueden generar ineficacia en las investigaciones. 
 
368. [E]l Tribunal considera que a pesar de que la individualización de las investigaciones 
puede, en teoría, incluso favorecer el avance de las mismas, el Estado debe ser con[s]ciente 
que éstas se enmarcan dentro de un contexto de violencia contra la mujer. Por ende, debe 
adoptar las providencias que sean necesarias para verificar si el homicidio concreto que 
investiga se relaciona o no con dicho contexto. La investigación con debida diligencia exige 
tomar en cuenta lo ocurrido en otros homicidios y establecer algún tipo de relación entre 
ellos. Ello debe ser impulsado de oficio, sin que sean las víctimas y sus familiares quienes 
tengan la carga de asumir tal iniciativa. 
 
377. El Tribunal resalta que las sanciones administrativas o penales tienen un rol importante 
para crear la clase de competencia y cultura institucional adecuada para enfrentar los 
factores que explican el contexto de violencia contra la mujer que ha sido probado en el 
presente caso. Si se permite que personas responsables de estas graves irregularidades 
continúen en sus cargos, o peor aún, ocupen posiciones de autoridad, se puede generar 
impunidad y crear las condiciones para que los factores que inciden en el contexto de 
violencia persistan o se agraven. 
 
378. A partir de la información disponible en el expediente ante la Corte, se concluye que no 
se ha investigado a ninguno de los funcionarios supuestamente responsables por las 
negligencias ocurridas en el presente caso. En concreto, no se han esclarecido las graves 
irregularidades en la persecución de responsables y en el manejo de las evidencias durante 
la primera etapa de la investigación. Ello hace aún más manifiesta la situación de 
indefensión de las víctimas, contribuye a la impunidad y propicia la repetición crónica de las 
violaciones de los derechos humanos de que se trata. 
 
388. A manera de conclusión, la Corte acepta el reconocimiento de responsabilidad por las 
irregularidades cometidas en la primera etapa de las investigaciones. Sin embargo, el 
Tribunal ha constatado que en la segunda etapa de las mismas no se han subsanado 
totalmente dichas falencias. Las irregularidades en el manejo de evidencias, la alegada 
fabricación de culpables, el retraso en las investigaciones, la falta de líneas de investigación 
que tengan en cuenta el contexto de violencia contra la mujer en el que se desenvolvieron 
las ejecuciones de las tres víctimas y la inexistencia de investigaciones contra funcionarios 
públicos por su supuesta negligencia grave, vulneran el derecho de acceso a la justicia, a 
una protección judicial eficaz y el derecho de los familiares y de la sociedad a conocer la 
verdad de lo ocurrido. Además, denota un incumplimiento estatal de garantizar, a través de 
una investigación seria y adecuada, los derechos a la vida, integridad personal y libertad 
personal de las tres víctimas. Todo ello permite concluir que en el presente caso existe 
impunidad y que las medidas de derecho interno adoptadas han sido insuficientes para 
enfrentar las graves violaciones de derechos humanos ocurridas. El Estado no demostró 
haber adoptado normas o implementado las medidas necesarias, conforme al artículo 2 de 
la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, que permitieran 
a las autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia. Esta ineficacia judicial 
frente a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia un ambiente de 
impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en general y 
envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y 
aceptada como parte del diario vivir. 
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Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
103. Como punto de partida, la Corte estima conveniente destacar que a efectos de la 
responsabilidad internacional del Estado, el hecho de si fue uno o fueron varios los agentes 
estatales que violaron sexualmente a la señora Fernández Ortega no resulta relevante. Este 
Tribunal recuerda que no le corresponde determinar responsabilidades individuales, cuya 
definición compete a los tribunales penales internos, sino conocer los hechos traídos a su 
conocimiento y calificarlos en el ejercicio de su competencia contenciosa, según la prueba 
presentada por las partes. 
 
104. Por otra parte, en relación con el contenido de las declaraciones de la señora 
Fernández Ortega, la Corte considera que no es inusual que el recuento de hechos de esta 
naturaleza contenga algunos aspectos que puedan ser considerados, a priori, imprecisiones 
en el relato. No es la primera vez que un tribunal internacional de derechos humanos debe 
observar eventuales divergencias en los relatos de personas que se refieren a violaciones 
sexuales de las cuales habrían sido víctimas. 
 
105. El Tribunal observa que la señora Fernández Ortega habla me’paa y que para ser 
entendida por el funcionario que recibió su denuncia debió contar con la asistencia de una 
persona quien, además, no era intérprete de oficio. Otros relatos de los hechos, como la 
primera ampliación de denuncia, se realizaron mediante la presentación de un escrito y no 
por el testimonio directo de la presunta víctima. Dado que el idioma de la señora Fernández 
Ortega no es el español, es evidente que, si bien fueron firmados por ella, dichos 
documentos fueron redactados por un tercero, quien además tuvo que reproducir en 
español lo que ella manifestaba en me’paa, o redactar lo que un intérprete al español le 
indicaba, circunstancia que indudablemente puede derivar también en imprecisiones. En 
consecuencia, las diferencias de relato, más que un problema de consistencia, pueden 
deberse a obstáculos en la expresión, a la intervención de terceros, o producto del uso de 
diferentes idiomas o interpretaciones en las traducciones. Por lo demás, los hechos 
relatados por la señora Fernández Ortega se refieren a un momento traumático sufrido por 
ella, cuyo impacto puede causar que se cometan determinadas imprecisiones al 
rememorarlos. Dichos relatos, además, fueron rendidos en diferentes momentos entre los 
años 2002 y 2010. 
 
112. Sin embargo, a pesar de haber encontrado la presencia de líquido seminal y células 
espermáticas, de manera inexplicable los peritos oficiales agotaron y desecharon las 
muestras impidiendo realizar otras pruebas, algunas de fundamental importancia como, por 
ejemplo, de ADN. Este hecho, reconocido por el Estado […], que el Tribunal considera como 
extremadamente grave, ha obstaculizado hasta el presente el esclarecimiento y la 
determinación judicial de los hechos. Al respecto, la Corte ha señalado que corresponde a la 
parte demandante, en principio, la carga de la prueba de los hechos en que se funda su 
alegato. No obstante, ha destacado que, a diferencia del derecho penal interno, en los 
procesos sobre violaciones de derechos humanos la defensa del Estado no puede descansar 
sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas, cuando es el Estado quien tiene 
el control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio. En el presente 
caso, la falta de esclarecimiento de los hechos, responde principalmente a la destrucción de 
esta prueba, de importancia fundamental, mientras se encontraba en custodia del Estado. 
 
116. Después de más de ocho años de ocurridos los hechos, el Estado no ha aportado 
evidencia en el procedimiento del presente caso que permita contradecir la existencia de la 
violación sexual de la señora Fernández Ortega. Al respecto, este Tribunal considera que el 
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Estado no puede justificarse con base, exclusivamente, en el desconocimiento de si la 
violación había existido y su autoría, cuando ello es consecuencia de sus propios errores o 
falencias, al destruir una prueba que estaba bajo su custodia. Concluir lo contrario implicaría 
permitir al Estado ampararse en la negligencia e inefectividad de la investigación penal para 
sustraerse de su responsabilidad por la violación de derechos reconocidos por la Convención 
Americana. Por todo lo anterior, la Corte encuentra probado que la señora Fernández Ortega 
fue víctima de una violación sexual cometida por un militar ante la presencia de otros dos 
militares que observaban su ejecución, cuando ella se encontraba en su casa. 
 
 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
91. De las diferentes declaraciones de la señora Rosendo Cantú, salvo algunas 
imprecisiones, se advierte consistencia en lo relatado en cuanto al hecho de la violación 
sexual. La Corte considera que no es inusual que el recuento de hechos de esta naturaleza 
contenga algunos aspectos que puedan ser considerados, a priori, inconsistencias en el 
relato. Al respecto, el Tribunal toma en cuenta que los hechos referidos por la señora 
Rosendo Cantú se relacionan a un momento traumático sufrido por ella, cuyo impacto puede 
derivar en determinadas imprecisiones al rememorarlos. Dichos relatos, además, fueron 
rendidos en diferentes momentos desde 2002 a 2010. Adicionalmente, la Corte tiene en 
cuenta en el presente caso que al momento de ocurridos los hechos la señora Rosendo 
Cantú era una niña. 
 
102. En el presente caso el Tribunal observa que, además de las declaraciones de la señora 
Rosendo Cantú, constan en el acervo probatorio diversas pruebas circunstanciales sobre los 
hechos alegados. La Corte ha establecido que es legítimo el uso de la prueba circunstancial, 
los indicios y las presunciones para fundar una sentencia, “siempre que de ellos puedan 
inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos”. Al respecto, la Corte ha señalado que 
corresponde a la parte demandante, en principio, la carga de la prueba de los hechos en 
que se funda su alegato; no obstante, ha destacado que, a diferencia del derecho penal 
interno, en los procesos sobre violaciones de derechos humanos la defensa del Estado no 
puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas, cuando es el 
Estado quien tiene el control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su 
territorio. 
 
103. […] Desde el momento en que el Estado tuvo conocimiento de la existencia de una 
violación sexual cometida contra quien pertenece a un grupo en situación de especial 
vulnerabilidad por su condición de indígena y de niña, tiene la obligación de realizar una 
investigación seria y efectiva que le permita confirmar la veracidad de los hechos y 
determinar los responsables de los mismos[.] 
 
177. En casos de violencia contra la mujer las obligaciones genéricas establecidas en los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan, para aquellos 
Estados que son Parte, con las obligaciones derivadas del tratado interamericano específico, 
la Convención de Belém do Pará. En su artículo 7.b dicha Convención obliga de manera 
específica a los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer. De tal modo, ante un acto de violencia contra una 
mujer, resulta particularmente importante que las autoridades a cargo de la investigación la 
lleven adelante con determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber de la sociedad de 
rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla y de 
brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección. (En similar 
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sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 193) 
 
180. Por otra parte, el Tribunal observa con especial preocupación que las autoridades a 
cargo de la investigación centraron sus esfuerzos en citar a declarar diversas veces a la 
señora Rosendo Cantú, y no en la obtención y aseguramiento de otras pruebas. La Corte 
destaca que, en casos de violencia sexual, la investigación debe intentar evitar en lo posible 
la revictimización o reexperimentación de la profunda experiencia traumática cada vez que 
la víctima recuerda o declara sobre lo ocurrido. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega 
y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 196) 
 
181. Asimismo, el Tribunal observa que en el presente caso ha concurrido la falta de 
voluntad, sensibilidad y capacidad de varios de los servidores públicos que intervinieron 
inicialmente en la denuncia realizada por la señora Rosendo Cantú. Asimismo, la falta de 
utilización de un protocolo de acción por parte del personal de salud estatal y del Ministerio 
Público que inicialmente atendieron a la señora Rosendo Cantú, fue especialmente grave y 
tuvo consecuencias negativas en la atención debida a la víctima y en la investigación legal 
de la violación. […] (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 
Serie C No. 215, párr. 197) 
 
189. Por otra parte, este Tribunal valora la conformación de un grupo interdisciplinario con 
perspectiva de género integrado por personal femenino de la Procuraduría General de la 
República adscrito a diversas instituciones, el cual tenía por finalidad acompañar la 
realización de diligencias, apoyar a la víctima y, en lo posible, reducir su revictimización. El 
Tribunal también aprecia que durante el funcionamiento de dicho grupo se lograron 
avances, como la realización del retrato hablado de los presuntos responsables por parte de 
la señora Rosendo Cantú, diligencia que podría permitir la identificación de eventuales 
responsables de la violación sexual. La Corte reitera que el apoyo a una víctima de violación 
sexual es fundamental desde el inicio de la investigación para brindar seguridad y un marco 
adecuado para referirse a los hechos sufridos y facilitar su participación, de la mejor manera 
y con el mayor de los cuidados, en las diligencias de investigación. El Tribunal observa que 
el grupo con perspectiva de género mencionado, si bien tuvo una intervención positiva, 
recién comenzó su trabajo como consecuencia de un compromiso del Estado relativo a la 
audiencia del presente caso ante la Comisión Interamericana el 12 de octubre de 2007, es 
decir, más de cinco años y medio después de denunciados los hechos. (En similar sentido: 
Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 205) 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
270. La Corte ha señalado que el deber de investigar previsto en la Convención Americana 
se ve reforzado por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura que obligan al Estado a “toma[r] medidas efectivas 
para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción”, así como a “prevenir y 
sancionar […] otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. De acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 8 de dicha Convención, los Estados partes garantizarán “a toda 
persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el 
derecho a que el caso sea examinado imparcialmente” y “que sus respectivas autoridades 
procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, 
cuando corresponda, el respectivo proceso penal”. Asimismo, en casos de violencia contra la 
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mujer, las obligaciones generales establecidas en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana se complementan y refuerzan para aquellos Estados que son Parte, con las 
obligaciones derivadas del tratado interamericano específico, la Convención de Belém do 
Pará. En su artículo 7.b), dicha Convención obliga de manera específica a los Estados Partes 
a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer. 
 
272. La Corte ha especificado que en una investigación penal por violencia sexual es 
necesario que i) la declaración de la víctima se realice en un ambiente cómodo y seguro, 
que le brinde privacidad y confianza; ii) la declaración de la víctima se registre de forma tal 
que se evite o limite la necesidad de su repetición; iii) se brinde atención médica, sanitaria y 
psicológica a la víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se requiere, 
mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la 
violación; iv) se realice inmediatamente un examen médico y psicológico completo y 
detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del género que la víctima indique, 
ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea; v) se 
documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, 
tomando muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del 
hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando de forma 
inmediata el lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia; vi) se 
brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima durante todas las etapas del 
proceso, y vii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto de 
emergencia como de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo de atención 
cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la violación. (En similar sentido: Caso 
Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 178; Caso Fernández Ortega y 
otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 194) 
 
273. En cuanto a las entrevistas que se realicen a una persona que afirma haber sido 
sometida a actos de tortura, la Corte ha referido que: i) se debe permitir que ésta pueda 
exponer lo que considere relevante con libertad; ii) no debe exigirse a nadie hablar de 
ninguna forma de tortura si se siente incómoda al hacerlo; iii) se debe documentar durante 
la entrevista la historia psicosocial y previa al arresto de la presunta víctima, el resumen de 
los hechos narrados por ésta relacionados al momento de su detención inicial, las 
circunstancias, el lugar y las condiciones en las que se encontraba durante su permanencia 
bajo custodia estatal, los malos tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como 
los métodos presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer transcribir la 
declaración detallada. Por otro lado, la entrevista que se realiza a una presunta víctima de 
actos de violencia o violación sexual deberá realizarse en un ambiente cómodo y seguro, 
que le brinde privacidad y confianza, y deberá registrarse de forma tal que se evite o limite 
la necesidad de su repetición.  
 
275. Asimismo, la Corte considera que, en casos donde existen indicios de tortura, los 
exámenes médicos practicados a la presunta víctima deben ser realizados con 
consentimiento previo e informado, sin la presencia de agentes de seguridad u otros 
agentes estatales. Igual[me]nte, al tomar conocimiento de actos de violencia contra la 
mujer, es necesario que se realice inmediatamente un examen médico y psicológico 
completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que la víctima 
indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea. Dicho 
examen deberá ser realizado de conformidad con protocolos dirigidos específicamente a 
documentar evidencias en casos de violencia de género. Por otro lado, los médicos y demás 
miembros del personal de salud están en la obligación de no participar, ni activa ni 
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pasivamente, en actos que constituyan participación o complicidad en torturas u otros tratos 
crueles, inhumanos o degradantes; tienen la obligación de plasmar en sus informes la 
existencia de prueba de malos tratos, de ser el caso, y deben adoptar medidas a fin de 
notificar posibles abusos a las autoridades correspondientes o, si ello implica riesgos 
previsibles para los profesionales de la salud o sus pacientes, a autoridades ajenas a la 
jurisdicción inmediata. Del mismo modo, el Estado debe garantizar la independencia del 
personal médico y de salud encargado de examinar y prestar asistencia a los detenidos. 
 
278. Por otro lado, esta Corte ya ha remarcado que los Estados tienen el deber de recuperar 
y preservar el material probatorio con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación 
penal de los responsables. En el presente caso, sin embargo, la Corte observa que no 
solamente no se practicaron los exámenes médicos y ginecológicos, sino que no hay 
constancias de que las autoridades a cargo de la investigación hayan recabado o adoptado 
los recaudos inmediatos sobre otros elementos, como por ejemplo, la ropa que llevaban las 
mujeres al momento de los hechos. Por el contrario, en algunos casos dichas prendas 
desaparecieron o fueron lavadas por órdenes del personal policial. […] 
 
281. Al respecto, la Corte ha dicho que, en cuanto a la investigación de casos de tortura, el 
Protocolo de Estambul señala que resulta “particularmente importante que [el] examen 
[médico] se haga en el momento más oportuno” y que “[d]e todas formas debe realizarse 
independientemente del tiempo que haya transcurrido desde el momento de la tortura”. No 
obstante, dicho Protocolo advierte que, “[p]ese a todas las precauciones, los exámenes 
físicos y psicológicos, por su propia naturaleza, pueden causar un nuevo traumatismo al 
paciente provocando o exacerbando los síntomas de estrés postraumático al resucitar 
efectos y recuerdos dolorosos”. De manera similar, en casos de violencia sexual, la Corte ha 
destacado que:  
 

[…] la investigación debe intentar evitar en lo posible la revictimización o reexperimentación 
de la profunda experiencia traumática a la presunta víctima. Respecto de exámenes de 
integridad sexual, […] el peritaje ginecológico debe realizarse lo más pronto posible […] de 
considerarse procedente su realización y con el consentimiento previo e informado de la 
presunta víctima, durante las primeras 72 horas a partir del hecho denunciado, con base en un 
protocolo específico de atención a las víctimas de violencia sexual. Esto no obsta a que el 
peritaje ginecológico se realice con posterioridad a este período, con el consentimiento de la 
presunta víctima, toda vez que evidencias pueden ser encontradas tiempo después del acto de 
violencia sexual, […] la procedencia de un peritaje ginecológico debe ser considerada sobre la 
base de un análisis realizado caso por caso, tomando en cuenta el tiempo transcurrido desde 
el momento en que se alega que ocurrió la violencia sexual. […] la procedencia de un peritaje 
ginecológico debe ser motivada detalladamente por la autoridad que la solicita y, en caso de 
no ser procedente o no contar con el consentimiento informado de la presunta víctima, el 
examen debe ser omitido, lo que en ninguna circunstancia debe servir de excusa para 
desacreditar a la presunta víctima y/o impedir una investigación. 

 
310. En el presente caso, la Corte ya hizo referencia a las deficiencias de las etapas iniciales 
de la investigación, especialmente en la recolección y manejo de la prueba […]. La negativa 
a tomar las denuncias realizadas por las mujeres, la falta de atención médica y ginecológica, 
la omisión de practicar los peritajes médico-psicológicos pertinentes -especialmente las 
pruebas ginecológicas-, así como el deficiente manejo de la evidencia recolectada, 
demuestran no solamente un incumplimiento a la debida diligencia, sino también que el 
Estado no realizó la investigación con una perspectiva de género, tal como el caso lo 
requería. Asimismo, la investigación de los hechos denunciados por las mujeres se 
caracterizó por declaraciones y conductas discriminatorias, estereotipadas y revictimizantes, 
afectando el derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas del presente caso. 
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313. En el presente caso, la Corte observa que se afirmó que las mujeres eran “muy dignas 
para dejarse revisar”, lo cual resulta particularmente vejatorio teniendo en cuenta que a la 
mayoría de las mujeres víctimas del presente caso se les negó la revisión ginecológica, pese 
a que algunas lo solicitaron expresamente, llegando incluso a tener que recurrir a una 
huelga de hambre […]. Asimismo, se desacreditó a las mujeres desmintiendo la violencia 
sexual con base en la afirmación de que no había denuncias, cuando no solamente eso 
resulta irrelevante, en tanto el deber de investigar surge independientemente de la 
existencia de una denuncia ante la existencia de indicios, sino que además era falso, en 
tanto varias de las mujeres habían intentado denunciar los hechos sin que las autoridades 
se lo permitieran […]. El Tribunal también advierte la utilización de frases tendientes a 
justificar o quitar responsabilidad a los perpetradores, por ejemplo, al reducir los abusos 
policiales a una consecuencia del estrés, así como la perpetración de estereotipos relativos a 
la falta de credibilidad a las mujeres al atribuir las denuncias a tácticas de “grupos de 
insurgencia” o “radicales” […]. En definitiva, la Corte advierte que declaraciones de este tipo 
no solo son discriminatorias y revictimizantes, sino que crean un clima adverso a la 
investigación efectiva de los hechos y propician la impunidad. 
 
314. Además, la Corte nota que la desacreditación de las mujeres ocurrió también en el 
trato que recibieron por parte de los funcionarios encargados de la investigación. Así, por 
ejemplo, en audiencia pública ante esta Corte, Bárbara Italia Méndez Moreno refirió que 
todo el tiempo se sintió cuestionada en cuanto a su comportamiento y a qué había hecho 
para merecer lo que le ocurrió. De particular gravedad resulta la afirmación que Claudia 
Hernández recibió por parte de uno de los médicos (cuyo deber era atender a las mujeres y 
documentar los hechos denunciados), quien le dijo que no le creía, y la calificó de 
“revoltosa” y “mugrosa” […]. 
 
315. Este Tribunal ha afirmado, en relación a la violación sexual, que dada la naturaleza de 
esta forma de violencia no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o 
documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental 
sobre el hecho. En el presente caso, la Corte observa numerosos ejemplos de ocasiones en 
que las autoridades estatales le dieron un peso excesivo a la ausencia de evidencia física, lo 
cual resulta particularmente grave teniendo en cuenta que, en gran medida, la ausencia de 
dicha evidencia se debió al actuar negligente de las mismas autoridades que luego la 
exigieron. La Corte ya determinó supra que la negativa por parte de algunas de las mujeres 
víctimas del presente caso a que se les volviera a practicar el Protocolo de Estambul 
redundó en un perjuicio para la investigación, ante la falta de adopción de otras medidas 
por parte de la FEVIM, tal como la consideración de los peritajes que otras entidades les 
habían practicado anteriormente. Asimismo, la Corte resalta la declaración el Secretario 
General de Gobierno del estado de México en cuanto a que no era posible iniciar una 
investigación en virtud de la falta de exámenes ginecológicos o denuncias penales […], así 
como el informe de la Agencia de Seguridad Estatal de 17 de mayo de 2006 ante el 
Gobernador y la PGJEM, el cual afirmó que “una posible víctima de una violación tumultuaria 
presentaría lesiones que pondrían en riesgo su vida y su capacidad mental […] tendrían que 
estar hospitalizadas”. Todos ellos son ejemplos del peso excesivo que las autoridades le 
asignaron a la evidencia física, contraviniendo los estándares interamericanos en materia de 
investigación de casos de violencia sexual. 
 
316. Adicionalmente, este Tribunal también advierte los efectos revictimizantes del trato 
ester[e]otipado y discriminatorio recibido por las mujeres. La Corte nota, por ejemplo, que 
las autoridades a cargo de la investigación no tomaron los recaudos para evitar someterlas 
reiterada e innecesariamente a la experiencia revictimizante e invasiva que representa la 
aplicación de peritajes médico-psicológicos […]. Además, la Corte nota que la FEVIM 
practicó en forma parcial un “dictamen socio familiar y económico de las denunciantes, rol 



120 

de vida de la víctima, costumbres y usos”, en contra de la voluntad de las once mujeres 
víctimas del presente caso. Al respecto, este Tribunal ha expresado que la apertura de 
líneas de investigación sobre el comportamiento social o sexual previo de las víctimas en 
casos de violencia de género no es más que la manifestación de políticas o actitudes 
basadas en estereotipos de género. Aún más, el consentimiento de la víctima resulta 
indispensable en cualquier peritaje o examen que se le practique a la víctima de tortura y/o 
violencia sexual. En este sentido, el Tribunal considera que la realización de dichos peritajes 
resultó innecesaria, en tanto no se justificó cómo el historial socio familiar y económico de 
las víctimas resultaba relevante a los fines de verificar el cuerpo del delito y la probable 
responsabilidad, así como revictimizante, máxime cuando fue realizado sin su 
consentimiento. 
 
317. En consecuencia, la Corte estima que la investigación de la tortura y violencia sexual 
cometida contra las mujeres víctimas del presente caso no fue conducida con una 
perspectiva de género de acuerdo a las obligaciones especiales impuestas por la Convención 
de Belém do Pará. Por tanto, la Corte considera que se ha violado el deber de respetar y 
garantizar sin discriminación los derechos contenidos en la Convención Americana (artículo 
1.1), y recuerda que el Estado reconoce la violación al derecho a la igualdad ante la ley 
reconocido en el artículo 24 de la Convención. 

Discriminación por razones de género y violencia verbal basada en 
estereotipos de género 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
211. La Corte estima que la violencia basada en el género, es decir la violencia dirigida 
contra una mujer por ser mujer o la violencia que afecta a la mujer de manera 
desproporcionada, es una forma de discriminación en contra de la mujer. Tanto la 
Convención de Belém do Pará, como la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer y su órgano de supervisión, han reconocido el 
vínculo existente entre la violencia contra las mujeres y la discriminación. En el presente 
caso, la Corte estima que la violencia física cometida contra las once mujeres constituyó una 
forma de discriminación por razones de género, en tanto las agresiones sexuales fueron 
aplicadas a las mujeres por ser mujeres. Si bien los hombres detenidos durante los 
operativos también fueron objeto de un uso excesivo de la fuerza, las mujeres se vieron 
afectadas por formas diferenciadas de violencia, con connotaciones y naturaleza claramente 
sexual y enfocado en partes íntimas de sus cuerpos, cargada de estereotipos en cuanto a 
sus roles sexuales, en el hogar y en la sociedad, así como en cuanto a su credibilidad, y con 
el distintivo propósito de humillarlas y castigarlas por ser mujeres que presuntamente 
estaban participando en una manifestación pública en contra de una decisión de autoridad 
estatal. 
 
212. Asimismo, si bien ya se concluyó que el conjunto de agresiones cometidas por los 
policías en contra las once mujeres constituyeron tortura y violencia sexual, esta Corte 
estima pertinente realizar algunas consideraciones adicionales sobre la violencia verbal y 
estereotipada a la que fueron sometidas en el marco de estos hechos, debido a la 
naturaleza de dichas expresiones, su carácter repetitivo y consistente en todos los casos y 
la ausencia de una respuesta adecuada por parte del Estado al respecto. La violencia física a 
la que fueron sometidas las víctimas y que fue descrita previamente fue grave, pero no por 
ello se debe invisibilizar la gravedad de la violencia verbal y psicológica a la que también 
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fueron reiteradamente sometidas, por medio de insultos y amenazas con connotaciones 
altamente sexuales, machistas, discriminatorios y en algunos casos misóginos. Por tanto, en 
el presente acápite la Corte analizará, de manera particular, las expresiones y abuso verbal 
estereotipado al que fueron sometidas las once mujeres al momento de su detención, 
durante los traslados y al momento de su llegada al CEPRESO por parte de los policías 
llevando a cabo estas operaciones. Asimismo, se referirá a la reacción inmediata, también 
cargada de estereotipos, que expresaron y manifestaron altas autoridades del gobierno ante 
las denuncias de los abusos que se venían cometiendo o se habían cometido. 
 
213. Un estereotipo de género se refiere a una pre-concepción de atributos, conductas o 
características poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y 
mujeres respectivamente, y que es posible asociar la subordinación de la mujer a prácticas 
basadas en estereotipos de género socialmente dominantes y persistentes. En este sentido, 
su creación y uso se convierte en una de las causas y consecuencias de la violencia de 
género en contra de la mujer, condiciones que se agravan cuando se reflejan, implícita o 
explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de 
las autoridades estatales. 
 
214. [L]a violencia ejercida por los policías contra las once mujeres en este caso incluyó 
insultos estereotipados y amenazas de ser sometidas a distintas formas de violencia sexual. 
[…] 
 
215. La Corte advierte que, del derecho a las mujeres a vivir una vida libre de violencia y 
los demás derechos específicos consagrados en la Convención de Belém do Pará, surgen las 
correlativas obligaciones del Estado para respetar y garantizarlos. Las obligaciones estatales 
especificadas en el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará deben alcanzar todas las 
esferas de actuación del Estado, transversal y verticalmente, es decir, todos los poderes 
públicos (legislativo, ejecutivo y judicial), tanto a nivel federal como estadual o local, así 
como en las esferas privadas. Ello requiere la formulación de normas jurídicas y el diseño de 
políticas públicas, instituciones y mecanismos destinados a combatir toda forma de violencia 
contra la mujer, pero también requiere, la adopción y aplicación de medidas para erradicar 
los prejuicios, los estereotipos y las prácticas que constituyen las causas fundamentales de 
la violencia por razón de género contra la mujer. 
 
216. La Corte ya ha señalado cómo justificar la violencia contra la mujer y, de alguna 
manera, atribuirles responsabilidad en virtud de su comportamiento es un estereotipo de 
género reprochable que muestra un criterio discriminatorio contra la mujer por el solo hecho 
de ser mujer. En el presente caso, las formas altamente groseras y sexistas en que los 
policías se dirigieron a las víctimas, con palabras obscenas, haciendo alusiones a su 
imaginada vida sexual y al supuesto incumplimiento de sus roles en el hogar, así como a su 
supuesta necesidad de domesticación, es evidencia de estereotipos profundamente 
machistas, que buscaban reducir a las mujeres a una función sexual o doméstica, y donde 
el salir de estos roles, para manifestar, protestar, estudiar o documentar lo que estaba 
pasando en Texcoco y San Salvador de Atenco, es decir, su simple presencia y actuación en 
la esfera pública, era motivo suficiente para castigarlas con distintas formas de abuso. 
 
218. Como se expuso previamente, en aras de garantizar a las mujeres una igualdad real 
y efectiva y, particularmente, teniendo en cuenta las circunstancias de este caso, a efectos 
de garantizarles la posibilidad de participar en la vida pública en las mismas condiciones que 
cualquier otro ciudadano, los Estados deben adoptar medidas activas y positivas para 
combatir actitudes estereotipadas y discriminatorias como las exteriorizadas por sus 
agentes policiales al reprimir las protestas de 3 y 4 de mayo de 2006. En la medida en que 
estas conductas se basan en prejuicios y patrones socioculturales profundamente 
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arraigados, no basta una actitud pasiva por parte del Estado o la simple sanción posterior, 
lo cual ni siquiera ha ocurrido en este caso. Es necesario que el Estado implemente 
programas, políticas o mecanismos para activamente luchar contra estos prejuicios y 
garantizar a las mujeres una igualdad real. Cuando el Estado no desarrolla acciones 
concretas para erradicarlos, los refuerza e institucionaliza, lo cual genera y reproduce 
violencia contra la mujer. 
 
219. Además de la violencia estereotipada por parte de los policías, esta Corte toma nota 
de las respuestas también estereotipadas que dieron las más altas autoridades del gobierno 
del estado donde habían ocurrido los hechos […]. En este sentido, observa que después de 
la violencia sufrida a manos de los elementos policiales, las víctimas fueron sometidas a la 
puesta en duda de su credibilidad y su estigmatización pública como guerrilleras por el 
Gobernador, el Secretario General de Gobierno del estado de México y el Comisionado de la 
Agencia de Seguridad Estatal. Al respecto, este Tribunal advierte que resulta absolutamente 
inaceptable que la primera reacción pública de las más altas autoridades pertinentes haya 
sido poner en duda la credibilidad de las denunciantes de violencia sexual, acusarlas y 
estigmatizarlas de guerrilleras, así como negar lo sucedido cuando aún no se había siquiera 
iniciado una investigación. Parte del cumplimiento por parte del Estado de sus obligaciones 
de prevenir y sancionar la violencia contra la mujer, implica tratar toda denuncia de 
violencia con la seriedad y atención debida. La Corte reconoce y rechaza los estereotipos de 
género presentes en estas respuestas de las autoridades, por lo cual negaron la existencia 
de las violaciones por la ausencia de evidencia física, las culpabilizaron a ellas mismas por la 
ausencia de denuncia o exámenes médicos y les restaron credibilidad con base en una 
supuesta afiliación insurgente inexistente.  
 
220. La Corte concluye que la violencia física y psíquica sufrida por las once mujeres 
constituyó un trato discriminatorio y estereotipado, en violación de la prohibición general de 
discriminación contenida en el artículo 1.1 de la Convención. Asimismo, el Tribunal recuerda 
que el Estado reconoció la violación al artículo 24 de la Convención. 
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XXI.  REPARACIONES 

Consideraciones generales 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
450. La Corte recuerda que el concepto de “reparación integral” (restitutio in integrum) 
implica el reestablecimiento de la situación anterior y la eliminación de los efectos que la 
violación produjo, así como una indemnización como compensación por los daños causados. 
Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de discriminación estructural en la que se 
enmarcan los hechos ocurridos en el presente caso y que fue reconocida por el Estado […], 
las reparaciones deben tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal forma 
que las mismas tengan un efecto no solo restitutivo sino también correctivo. En este 
sentido, no es admisible una restitución a la misma situación estructural de violencia y 
discriminación. Del mismo modo, la Corte recuerda que la naturaleza y monto de la 
reparación ordenada dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como 
inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para 
la víctima o sus familiares, y deben guardar relación directa con las violaciones declaradas. 
Una o más medidas pueden reparar un daño específico sin que éstas se consideren una 
doble reparación. 
 
451. Conforme a ello, la Corte valorará las medidas de reparación solicitadas por la 
Comisión y los representantes de forma que éstas: i) se refieran directamente a las 
violaciones declaradas por el Tribunal; ii) reparen proporcionalmente los daños materiales e 
inmateriales; iii) no signifiquen enriquecimiento ni empobrecimiento; iv) reestablezcan en la 
mayor medida de lo posible a las víctimas en la situación anterior a la violación en aquello 
en que no se interfiera con el deber de no discriminar; v) se orienten a identificar y eliminar 
los factores causales de discriminación; vi) se adopten desde una perspectiva de género, 
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tomando en cuenta los impactos diferenciados que la violencia causa en hombres y en 
mujeres, y vii) consideren todos los actos jurídicos y acciones alegadas por el Estado en el 
expediente tendientes a reparar el daño ocasionado. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
325. Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte 
ha indicado que toda violación de una obligación internacional que haya producido daño 
comporta el deber de repararlo adecuadamente, y que esa disposición recoge una norma 
consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho 
Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado. (En similar sentido: Caso 
Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr. 285; Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. 
México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 
273, párr. 63; Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 208; 
Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 203;. Caso Fernández Ortega y 
otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 220; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 209, párr. 327; Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 205, párrs. 446 y 447; Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párrs. 
214 y 215).  
 
326. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional 
requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste 
en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto factible, como ocurre en la 
mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, este Tribunal determinará 
medidas para garantizar los derechos conculcados y reparar las consecuencias que las 
infracciones produjeron. Por tanto, la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas 
medidas de reparación, a fin de resarcir los daños de manera integral, por lo que además de 
las compensaciones pecuniarias, las medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición tienen especial relevancia por los daños ocasionados. (En similar 
sentido: Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr. 286; Caso García Cruz y 
Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre 
de 2013. Serie C No. 273, párr. 65).  
 
327. Este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los 
hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como las medidas 
solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la Corte deberá observar dicha 
concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. (En similar sentido: 
Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 
de noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr. 287; Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. 
México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 
273, párr. 64; Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 209; 
Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 204; Caso Fernández Ortega y 
otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 221).  
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329. La jurisprudencia internacional y en particular de la Corte, ha establecido 
reiteradamente que la sentencia constituye por sí misma una forma de reparación. No 
obstante, considerando las circunstancias del presente caso y los sufrimientos que las 
violaciones cometidas causaron a las víctimas, la Corte estima pertinente fijar otras 
medidas. 

Parte lesionada 
 
Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220. 
 
212. Por otro lado, si bien los representantes presentaron algunas pruebas respecto de 
presuntos daños sufridos por los familiares de los señores Cabrera y Montiel como supuesta 
consecuencia de las violaciones declaradas, la Corte observa que la Comisión no alegó en su 
informe de fondo ni en la demanda que dichas personas fueron víctimas de alguna violación 
a un derecho consagrado en la Convención Americana […]. En razón de lo anterior, y 
teniendo en cuenta la jurisprudencia del Tribunal, la Corte no considera como “parte 
lesionada” a los familiares de las víctimas en el presente caso y precisa que serán 
acreedores a reparaciones únicamente en calidad de derechohabientes, es decir, cuando la 
víctima haya fallecido, y de conformidad con lo establecido en la legislación interna. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
330. Este Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 
de la Convención, a quien ha sido declarada víctima de la violación de algún derecho 
reconocido en la misma. […] (En similar sentido: Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, 
párr. 292; Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 211; 
Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 207; Caso Fernández Ortega y 
otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 224; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 209, párr. 328; Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 205, párr. 448).  

Reparaciones en casos que involucren víctimas pertenecientes a una 
comunidad indígena 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
206. La Corte no pierde de vista que la señora Rosendo Cantú es una mujer indígena, niña 
al momento de ocurridas las violaciones, cuya situación de especial vulnerabilidad será 
tenida en cuenta en las reparaciones que se otorguen en esta Sentencia. Asimismo, el 
Tribunal considera que la obligación de reparar en un caso que involucre víctimas 
pertenecientes a una comunidad indígena, puede requerir de medidas de alcance 
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comunitario […]. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 223) 

Consideraciones respecto a reparaciones otorgadas en el ámbito interno 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
333. En el presente caso, la Corte nota que, en el marco del procedimiento ante la Comisión 
Interamericana, el Estado propuso un plan de reparación integral que ponía a disposición de 
las víctimas procedimientos tendientes a la eliminación de antecedentes penales, el pago de 
compensación, becas educativas, servicios de salud, vivienda e investigación de los hechos, 
entre otras medidas. No obstante, tal como el mismo Estado remarca, en muchos casos 
dichas medidas no han sido implementadas, sea porque las víctimas no prestaron su 
consentimiento o por otros motivos. En este sentido, el Tribunal ha establecido que para 
que resulte improcedente ordenar reparaciones adicionales a las ya otorgadas en el ámbito 
interno, es insuficiente que el Estado indique que estas han sido o pueden ser otorgadas a 
través de mecanismos internos. Adicionalmente, las medidas deben haberse ejecutado de 
manera que la Corte pueda evaluar si efectivamente se repararon las consecuencias de la 
actuación o situación que configuró la vulneración de derechos humanos en el caso 
concreto, o debe contarse con información suficiente a efectos de determinar si estas 
reparaciones son adecuadas o si existen garantías de que los mecanismos de reparación 
interna son suficientes. Estos extremos no se satisfacen en este caso. 
 
334. Sin perjuicio de lo anterior, tal como lo ha hecho en otros casos, el Tribunal tomará en 
cuenta las acciones emprendidas por el Estado Mexicano así como las medidas disponibles a 
nivel interno al momento de ordenar las reparaciones que correspondan y hará las 
consideraciones que estime pertinentes en cada medida de reparación específica. 

Obligación de investigar 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
454. La Corte considera que el Estado está obligado a combatir dicha situación de 
impunidad por todos los medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las 
violaciones de derechos humanos. La ausencia de una investigación completa y efectiva 
sobre los hechos constituye una fuente de sufrimiento y angustia adicional para las 
víctimas, quienes tienen el derecho a conocer la verdad de lo ocurrido. Dicho derecho a la 
verdad exige la determinación de la más completa verdad histórica posible, lo cual incluye la 
determinación de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de 
diversas formas participaron en dichas violaciones. 
 
455. Por ello, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente el proceso penal en 
curso y, de ser el caso, los que se llegasen a abrir, para identificar, procesar y sancionar a 
los responsables materiales e intelectuales de la desaparición, maltratos y privación de la 
vida de las jóvenes González, Herrera y Ramos, conforme a las siguientes directrices: 
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i) se deberá remover todos los obstáculos de jure o de facto que impidan la debida 
investigación de los hechos y el desarrollo de los respectivos procesos judiciales, y usar todos 
los medios disponibles para hacer que las investigaciones y procesos judiciales sean expeditos 
a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos a los del presente caso;  
ii) la investigación deberá incluir una perspectiva de género; emprender líneas de 
investigación específicas respecto a violencia sexual, para lo cu[a]l se deben involucrar las 
líneas de investigación sobre los patrones respectivos en la zona; realizarse conforme a 
protocolos y manuales que cumplan con los lineamientos de esta Sentencia; proveer 
regularmente de información a los familiares de las víctimas sobre los avances en la 
investigación y darles pleno acceso a los expedientes, y realizarse por funcionarios altamente 
capacitados en casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón 
de género;  
iii) deberá asegurarse que los distintos órganos que participen en el procedimiento de 
investigación y los procesos judiciales cuenten con los recursos humanos y materiales 
necesarios para desempeñar las tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que 
las personas que participen en la investigación cuenten con las debidas garantías de 
seguridad, y 
iv) los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad 
mexicana conozca los hechos objeto del presente caso. 

 
460. El Tribunal considera que como forma de combatir la impunidad, el Estado deberá, 
dentro de un plazo razonable, investigar, por intermedio de las instituciones públicas 
competentes, a los funcionarios acusados de irregularidades y, luego de un debido proceso, 
aplicará las sanciones administrativas, disciplinarias o penales correspondientes a quienes 
fueran encontrados responsables. 
 
462. En virtud de que el Tribunal constató que en el presente caso la señora Monárrez sufrió 
diversos actos de hostigamiento desde la desaparición de su hija hasta que abandonó su 
país para irse al exterior como asilada, circunstancias que también sufrieron sus otros tres 
hijos y nietos, y que el señor Adrián Herrera Monreal sufrió diversos actos de hostigamiento, 
esta Corte ordena al Estado que, dentro de un plazo razonable, realice las investigaciones 
correspondientes y, en su caso, sancione a los responsables. 
 
463. Los tres homicidios por razones de género del presente caso ocurrieron en un contexto 
de discriminación y violencia contra la mujer. No corresponde a la Corte atribuir 
responsabilidad al Estado sólo por el contexto, pero no puede dejar de advertir la gran 
importancia que el esclarecimiento de la antedicha situación significa para las medidas 
generales de prevención que debería adoptar el Estado a fin de asegurar el goce de los 
derechos humanos de las mujeres y niñas en México e invita al Estado a considerarlo. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
331. En el presente caso, la Corte estableció que la investigación de la detención y posterior 
desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco no ha sido conducida con la debida 
diligencia. Asimismo, el Tribunal estimó que al extender la competencia del fuero castrense 
a hechos constitutivos de desaparición forzada de personas, el Estado ha vulnerado el 
derecho a un juez natural de los familiares del señor Rosendo Radilla Pacheco. Todo ello en 
detrimento del derecho a conocer la verdad de aquéllos […]. En consecuencia, como lo ha 
hecho en otras oportunidades, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente y 
con la debida diligencia la investigación y, en su caso, los procesos penales que se 
encuentren en trámite en relación con los hechos del presente caso, para determinar las 
correspondientes responsabilidades penales y aplicar efectivamente las sanciones y 
consecuencias que la ley prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, 
atendiendo a los criterios señalados sobre investigaciones en este tipo de casos […]. 
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332. Asimismo, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, que la 
averiguación previa que se encuentra abierta por los hechos constitutivos de desaparición 
forzada del señor Rosendo Radilla se mantenga bajo conocimiento de la jurisdicción 
ordinaria. Cuando se abran nuevas causas penales en contra de presuntos responsables que 
sean o hayan sido funcionarios militares, las autoridades a cargo deberán asegurar que 
éstas sean adelantadas ante la jurisdicción común u ordinaria y bajo ninguna circunstancia 
en el fuero militar o de guerra. Además, para el cumplimiento de lo ordenado, el Estado 
debe asegurar que las futuras consignaciones en relación con los hechos de este caso, se 
realicen por el delito de desaparición forzada. Al respecto, cabe reiterar que por tratarse de 
un crimen de ejecución permanente, es decir, cuya consumación se prolonga en el tiempo, 
al entrar en vigor en el derecho penal interno, si se mantiene la conducta delictiva, la nueva 
ley resulta aplicable […]. 
 
333. La Corte dio por establecido que la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla 
Pacheco ocurrió en el marco de un contexto de desapariciones forzadas de personas […]. En 
este sentido, como lo ha hecho en otros casos, determinó que las autoridades encargadas 
de las investigaciones tienen el deber de asegurar que en el curso de las mismas se valoren 
los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves violaciones de los derechos 
humanos en el presente caso y el contexto en que ocurrieron, tomando en cuenta la 
complejidad de este tipo de hechos y la estructura en la cual se ubican las personas 
probablemente involucradas en los mismos, evitando así omisiones en la recaudación de 
prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación […]. 
 
336. En el presente caso ha quedado establecido que el señor Rosendo Radilla Pacheco 
continúa desaparecido […]. En consecuencia, el Estado debe, como una medida de 
reparación del derecho a la verdad que tienen las víctimas, continuar con su búsqueda 
efectiva y localización inmediata, o de sus restos mortales, ya sea a través de la 
investigación penal o mediante otro procedimiento adecuado y efectivo. Las diligencias que 
realice el Estado para establecer el paradero del señor Radilla Pacheco o, en su caso, las 
exhumaciones para localizar sus restos mortales, deberán realizarse en acuerdo con y en 
presencia de los familiares del señor Rosendo Radilla, peritos y representantes legales. 
Además, en el evento de que se encuentren los restos mortales del señor Radilla Pacheco, 
éstos deberán ser entregados a sus familiares previa comprobación genética de filiación, a 
la mayor brevedad posible y sin costo alguno. El Estado deberá cubrir los gastos funerarios, 
de acuerdo a las creencias de la familia Radilla Martínez y de común acuerdo con estos. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
211. La Corte ha establecido en la presente Sentencia, tomando en cuenta el 
reconocimiento parcial de responsabilidad del Estado, que la investigación de la violación 
sexual de la señora Rosendo Cantú no ha sido conducida hasta el presente con la debida 
diligencia ni en el fuero adecuado y que por ello México ha violado los derechos a las 
garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana […]. En consecuencia, como lo ha hecho en otras oportunidades, el 
Tribunal dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación penal de los 
hechos del presente caso, para determinar las correspondientes responsabilidades penales y 
aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea. Esta obligación debe 
ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios señalados sobre 
investigaciones en este tipo de casos. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros 
Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto 
de 2010. Serie C No. 215, párr. 228) 
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212. Particularmente, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, 
que la averiguación previa que se encuentra abierta por los hechos constitutivos de la 
violación sexual de la señora Rosendo Cantú se mantenga bajo conocimiento de la 
jurisdicción ordinaria. Asimismo, en caso de que se inicien nuevas causas penales por los 
hechos del presente caso en contra de presuntos responsables que sean o hayan sido 
funcionarios militares, las autoridades a cargo deberán asegurar que éstas sean adelantadas 
ante la jurisdicción ordinaria y bajo ninguna circunstancia en el fuero militar. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 229) 
 
213. La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar 
el pleno acceso y la capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como 
el presente en el que la víctima, mujer e indígena, ha tenido que enfrentar diversos 
obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el deber de continuar proporcionando 
los medios para que acceda y participe en las diligencias del caso, para lo cual debe 
asegurarle la provisión de intérprete y apoyo desde una perspectiva de género, en 
consideración de sus circunstancias de especial vulnerabilidad. Finalmente, en caso que la 
señora Rosendo Cantú preste su consentimiento, los resultados de los procesos deberán ser 
públicamente divulgados, con la finalidad de que la sociedad mexicana conozca la verdad de 
los hechos. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 230) 
 
214. Adicionalmente, en otras oportunidades la Corte ha dispuesto que el Estado inicie las 
acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con su legislación interna, a 
los responsables de las distintas irregularidades procesales e investigativas. En el presente 
caso, tomando en cuenta que una agente del Ministerio Público de Ayutla dificultó la 
recepción de la denuncia presentada por la señora Rosendo Cantú […], y que no consta que 
uno de los médicos hubiera dado el aviso legal correspondiente a las autoridades […], el 
Tribunal dispone que, de acuerdo con la normativa disciplinaria pertinente, el Estado 
examine tales hechos, y en su caso, la conducta de los servidores públicos 
correspondientes. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 231) 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
215. Por esta razón, como lo ha dispuesto en otras oportunidades, es necesario que dichos 
hechos sean efectivamente investigados por los órganos y jurisdicción ordinaria en un 
proceso dirigido contra los presuntos responsables de los atentados a la integridad personal 
ocurridos. En consecuencia, el Tribunal dispone que el Estado debe conducir eficazmente la 
investigación penal de los hechos del presente caso, en particular por los alegados actos de 
tortura en contra de los señores Cabrera y Montiel, para determinar las eventuales 
responsabilidades penales y, en su caso, aplicar efectivamente las sanciones y 
consecuencias que la ley prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, 
considerando los criterios señalados sobre investigaciones en este tipo de casos, lo cual 
incluye la debida diligencia en la investigación de las diversas hipótesis sobre los motivos 
que habrían originado los atentados a la integridad personal de los señores Cabrera y 
Montiel. Al respecto, la Corte observa que el Protocolo de Estambul ya ha sido incorporado 
al derecho interno […] y es importante que se utilicen sus estándares para fortalecer la 
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debida diligencia, idoneidad y eficacia de la investigación respectiva. Asimismo, 
corresponderá adelantar las acciones disciplinarias, administrativas o penales pertinentes en 
el evento de que en la investigación de los mencionados hechos se demuestren 
irregularidades procesales e investigativas relacionadas con los mismos. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
297. La Corte determinó en esta Sentencia la responsabilidad internacional del Estado por la 
desaparición forzada de las tres víctimas, así como la falta de investigación y 
esclarecimiento de los hechos en violación de los artículos 3, 4, 5, 7, 8, 25 y 2 de la 
Convención Americana y los correspondientes de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas. Lo anterior representó la configuración de “violaciones 
graves a los derechos humanos”, las cuales tienen una connotación y consecuencias 
propias. En razón de lo anterior, la Corte dispondrá de los siguientes componentes de la 
medida de investigación frente a estos casos. 
 

B.1.  Determinación del paradero de las víctimas 
 

298. Como parte del deber de investigar el Estado debe realizar una búsqueda efectiva del 
paradero de las víctimas […], ya que el derecho de los familiares de conocer el paradero de 
la misma constituye una medida de reparación y, por tanto, una expectativa que el Estado 
debe satisfacer a éstos. A su vez, esto permite a los familiares aliviar la angustia y 
sufrimiento causados por dicha incertidumbre.  
 
299. En consecuencia, es necesario que el Estado extreme los esfuerzos de búsqueda 
exhaustiva por la vía judicial y/o administrativa adecuada, para determinar el paradero de 
los desaparecidos a la mayor brevedad, la cual deberá realizarse de manera sistemática y 
rigurosa, contar con los recursos humanos, técnicos y científicos adecuados e idóneos. Las 
referidas diligencias deberán ser informadas a sus familiares. En este sentido, el Estado 
deberá realizar un cronograma de búsqueda, y en su próximo informe anual reportar al 
Tribunal sobre el resultado de las acciones realizadas.  
 
300. En el eventual caso, que las víctimas hayan fallecido, los restos mortales deben ser 
entregados a sus familiares, previa comprobación genética de filiación, a la mayor brevedad 
posible y sin costo alguno. Además, el Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, de común 
acuerdo con sus familiares. 
 

B.2.  Investigaciones y determinación de responsabilidades 
 

301. Teniendo en cuenta lo expuesto, así como la jurisprudencia de este Tribunal, la Corte 
dispone que el Estado debe conducir eficazmente y con la mayor diligencia la investigación 
que cursa en la jurisdicción interna sobre las desapariciones forzadas de Nitza Paola 
Alvarado Espinoza, José Ángel Alvarado Herrera y Rocío Irene Alvarado Reyes y demás 
afectaciones a los familiares, a fin de determinar a los responsables de los hechos de este 
caso y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea. El Estado 
debe dirigir y concluir las investigaciones y procesos pertinentes en un plazo razonable, con 
el fin de establecer la verdad de los hechos, en atención a los criterios señalados sobre 
investigaciones en casos de desapariciones forzadas, removiendo todos los obstáculos, de 
facto y de jure, que mantienen la impunidad en este caso […]. La debida diligencia en la 
investigación implica que todas las autoridades estatales correspondientes están obligadas a 
colaborar en la recolección de la prueba, por lo que deberán brindar a jueces, procuraduría 
u otra autoridad competentes toda la información que requiera y abstenerse de realizar 
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actos que impliquen la obstrucción para la marcha del proceso investigativo. En particular, 
el Estado deberá velar porque la investigación abarque los siguientes criterios: 
 

a) realizar las investigaciones pertinentes tomando en cuenta el contexto del caso, evitando 
omisiones en la recolección de prueba y en el seguimiento de las líneas lógicas de 
investigación, así como integrarlas en una sola investigación que permita alcanzar resultados 
específicos; 

b) investigar con debida diligencia, abarcando de forma integral los elementos que configuran la 
desaparición forzada; 

c) identificar e individualizar a los autores materiales e intelectuales de la desaparición forzada 
de las víctimas; 

d) asegurarse que las autoridades competentes realicen las investigaciones correspondientes ex 
officio, y que para tal efecto tengan a su alcance y utilicen todos los recursos logísticos y 
científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en particular, tengan las 
facultades para acceder a la documentación e información pertinentes para investigar los 
hechos denunciados y que las personas que participen en la investigación, entre ellas las 
víctimas o sus representantes, testigos y operadores de justicia, cuenten con las debidas 
garantías de seguridad; 

e) por tratarse de una violación grave de derechos humanos, y en consideración del carácter 
permanente de la desaparición forzada cuyos efectos no cesan mientras no se establezca el 
paradero de la víctima o se identifiquen sus restos, el Estado debe abstenerse de recurrir a 
figuras como la amnistía en beneficio de los autores de este tipo de violaciones, así como 
cualquier otra disposición análoga, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in 
idem o cualquier eximente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación; 

f) garantizar que las investigaciones por los hechos constitutivos de la desaparición forzada del 
presente caso se mantengan, en todo momento, bajo conocimiento de la jurisdicción 
ordinaria, e  

g) iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con la legislación 
interna, contra las posibles autoridades del Estado que hayan obstaculizado e impedido la 
investigación debida de los hechos, así como contra los responsables de los hechos de 
hostigamiento y amenazas. 

303. Conforme a su jurisprudencia constante, la Corte reitera que el Estado debe asegurar 
el pleno acceso y capacidad de actuar de las víctimas o sus familiares en todas las etapas de 
la investigación y el juzgamiento de los responsables. Dicha participación deberá tener 
como finalidad el acceso a la justicia y el conocimiento de la verdad de lo ocurrido. 
Adicionalmente, los resultados de los procesos correspondientes deberán ser publicados 
para que la sociedad mexicana conozca los hechos objeto del presente caso, así como a sus 
responsables. (En similar sentido: Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 209, párr. 334) 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
338. La Corte declaró en la presente Sentencia, inter alia, que el Estado incumplió con el 
deber de investigar los actos de tortura y violencia sexual sufridos por las once mujeres 
víctimas del presente caso. Ello debido al retardo injustificado de 12 años desde el momento 
en que ocurrieron los hechos; a la falta de diligencia en el procesamiento de las denuncias y 
la recolección de la prueba; a la omisión de investigación de todos los posibles autores y el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación, y a la ausencia de una perspectiva de género 
en las investigaciones aunado a un tratamiento estereotipado por parte de las autoridades a 
cargo de la investigación. Si bien esta Corte valora positivamente los avances hasta ahora 
alcanzados por el Estado con el fin de esclarecer los hechos, a la luz de sus conclusiones en 



132 

esta Sentencia, dispone que el Estado deberá, en un plazo razonable y por medio de 
funcionarios capacitados en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de 
género, continuar e iniciar las investigaciones amplias, sistemáticas y minuciosas que sean 
necesarias para determinar, juzgar, y, en su caso, sancionar a los responsables de la 
violencia y tortura sexual sufrida por las once mujeres víctimas de este caso. Asimismo, 
deberá investigar los posibles vínculos entre los responsables directos y sus superiores 
jerárquicos en la comisión de los actos de tortura, violencia sexual y violación sexual, 
individualizando los responsables en todos los niveles de decisión sean federales, estaduales 
o municipales. 
 
339. Esta Corte considera, además, que el Estado debe, dentro de un plazo razonable, 
determinar, por intermedio de las instituciones públicas competentes, las eventuales 
responsabilidades de los funcionarios que contribuyeron con su actuación a la comisión de 
actos de revictimización y violencia institucional en perjuicio de las once mujeres y, en la 
medida que corresponda, aplicar las consecuencias previstas en el ordenamiento jurídico 
interno, penales o no penales. De acuerdo con su jurisprudencia constante, la Corte estima 
que el Estado debe asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las víctimas o sus 
familiares en todas las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables, de 
acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana. De igual manera, los 
resultados judiciales definitivos de los procesos correspondientes deberán ser públicamente 
divulgados, para que la sociedad mexicana conozca los hechos objeto del presente caso, así 
como a sus responsables, previa consulta a las víctimas sobre aquellos aspectos que 
pudieren afectar su intimidad o privacidad. 

Medidas de restitución 
 
Corte IDH. Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273. 
 
72. En el acuerdo de solución amistosa, bajo el acápite de “Reparación por daño inmaterial 
y medidas de satisfacción”, el Estado “se compromet[ió] a eliminar los antecedentes 
penales que pudiesen existir en contra de las víctimas de este caso, siempre que los mismos 
se refieran a los hechos que conforman la base de[l] Acuerdo [de solución amistosa]”. 
Asimismo, se estipuló que esta medida “será coordinada por la Unidad para la Defensa de 
los Derechos Humanos, de la Secretaría de Gobernación, y deberá cumplirse en el plazo de 
un año a partir de la notificación de la [presente] sentencia”. 
 
73. La Corte recuerda que los antecedentes penales que pueden existir de las víctimas por 
los hechos de este caso se refieren tanto a la sentencia penal condenatoria por el delito de 
portación de arma de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, como a la 
sentencia condenatoria por los delitos de homicidio, lesiones, robo con violencia, 
delincuencia organizada y daño en los bienes […]. Ha sido probado ante este Tribunal que 
esta última sentencia fue revocada y los señores García Cruz y Sánchez Silvestre fueron 
absueltos de esos delitos. Aún cuando no han sido allegados elementos a esta Corte 
relativos a la revocación de la sentencia penal condenatoria por el referido delito de 
portación de arma, el Tribunal entiende que el compromiso asumido por el Estado de 
eliminar los antecedentes penales que puedan existir en perjuicio de las víctimas por los 
hechos del presente caso comprende ambas sentencias penales condenatorias, por lo cual 
homologa esta medida en los términos acordados por las partes. De acuerdo con lo 
ordenado en ocasiones anteriores, la Corte recuerda que la ejecución de esta medida 
implica que deben suprimirse todos los antecedentes judiciales, administrativos, penales o 
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policiales que existan en contra de los señores García Cruz y Sánchez Silvestre en relación 
con los hechos del presente caso. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 

E.5.  Adopción de medidas de prevención y garantías de retorno. 
 
330. En este sentido, por un lado, el Estado deberá adoptar, de forma inmediata, las 
medidas que sean suficientes y necesarias a fin de proteger la vida e integridad personal de 
las víctimas del caso, a la luz de diagnósticos actualizados sobre la situación de riesgo y las 
necesidades particulares e impactos diferenciados, de común acuerdo con las víctimas o sus 
representantes. Para ello, el Estado deberá informar a la Corte sobre las medidas adoptadas 
en relación con la situación de riesgo, en el plazo de 6 meses contados a partir de la 
notificación de esta Sentencia.  
 
331. Por otra parte, la Corte toma nota y valora que el Estado reportó a la Corte medidas 
para reubicar de manera consensuada a algunos familiares […]. En este sentido, el Estado 
deberá brindar garantías de retorno o reubicación a las víctimas desplazadas que así lo 
requieran, mediante el otorgamiento de medidas de seguridad efectivas para un retorno 
digno a su lugar de residencia habitual, o bien su reasentamiento voluntario en otra parte 
del país. Lo anterior, de común acuerdo con las víctimas o sus representantes.  
 
332. Dichas personas cuentan con un plazo de un año, contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención de retornar o 
reubicarse, de ser el caso. Si dentro de este plazo las víctimas manifiestan su voluntad de 
volver a sus lugares de residencia, en ese momento, empezará a contar un plazo de dos 
años para que las víctimas y el Estado acuerden lo pertinente, a fin de que éste pueda 
cumplir con dicha medida de reparación, entre otra, pagando los gastos de traslado de los 
miembros de la familia y de sus bienes. Por el contrario, si dentro del plazo de un año 
referido, las víctimas no manifiestan su voluntad de retornar, la Corte entenderá que éstas 
han renunciado a esta medida de reparación. 

Medidas de rehabilitación 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
548. Si bien este Tribunal valora la asistencia médica y psicológica que el Estado ha 
brindado a algunas de las víctimas, el Estado no demostró que cada uno de los familiares 
hubiesen recibido o sigan recibiendo algún tratamiento psicológico, psiquiátrico o médico, y 
no acreditó la calidad de las terapias o las consultas y el progreso obtenido por los pacientes 
a la fecha. 
 
549. Por lo tanto, la Corte, como medida de rehabilitación, ordena al Estado que brinde 
atención médica, psicológica o psiquiátrica gratuita, de forma inmediata, adecuada y 
efectiva, a través de instituciones estatales de salud especializadas, a todos los familiares 
considerados víctimas por este Tribunal en el caso sub judice, si éstos así lo desean. El 
Estado deberá asegurar que los profesionales de las instituciones de salud especializadas 
que sean asignados para el tratamiento de las víctimas valoren debidamente las condiciones 
psicológicas y físicas de cada víctima y tengan la experiencia y formación suficiente para 
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tratar tanto los problemas de salud físicos que padezcan los familiares como los traumas 
psicológicos ocasionados como resultado de la violencia de género, la falta de respuesta 
estatal y la impunidad. Asimismo, el tratamiento debe prestarse por el tiempo que sea 
necesario e incluir el suministro de todos los medicamentos que eventualmente requieran. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
358. Este Tribunal, habiendo constatado los daños sufridos por las víctimas en el presente 
caso, los cuales fueron establecidos en el Capítulo VIII de la presente Sentencia, estima 
conveniente disponer que el Estado brinde atención psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de 
forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de sus instituciones públicas de salud 
especializadas, a las víctimas que así lo soliciten. Para ello, deberán tomarse en 
consideración los padecimientos específicos de los beneficiarios mediante la realización 
previa de una valoración física y psicológica. Asimismo, los tratamientos respectivos 
deberán prestarse por el tiempo que sea necesario e incluir el suministro gratuito de los 
medicamentos que eventualmente se requieran. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
252. La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una medida 
de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos físicos y psicológicos 
sufridos por las víctimas, atendiendo a sus especificidades de género y etnicidad. Por lo 
tanto, habiendo constatado las violaciones y los daños sufridos por las víctimas en el 
presente caso, el Tribunal dispone la obligación a cargo del Estado de brindarles 
gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico que requieran. 
Para ello debe obtener el consentimiento de las víctimas brindando información previa clara 
y suficiente. Los tratamientos deben ser provistos por el tiempo que sea necesario, y deben 
incluir la provisión de medicamentos y, en su caso, transporte, intérprete y otros gastos 
directamente relacionados y que sean estrictamente necesarios. (En similar sentido: Caso 
Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 251) 
 
253. En particular, el tratamiento psicológico o psiquiátrico debe brindarse por personal e 
instituciones estatales especializadas en la atención de víctimas de hechos de violencia 
como los ocurridos en el presente caso. En el caso de que el Estado careciera de ellas 
deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Al proveer 
dicho tratamiento se deben considerar, además, las circunstancias y necesidades 
particulares de cada víctima, de manera que se les brinden tratamientos familiares e 
individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas, y después de una evaluación 
individual. Finalmente, dicho tratamiento se deberá brindar, en la medida de las 
posibilidades, en los centros más cercanos a su lugar de residencia. Las víctimas que 
soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de 
seis meses, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer 
al Estado su intención de recibir atención psicológica o psiquiátrica. La Corte destaca la 
necesidad que el Estado y los representantes presten su máximo esfuerzo de colaboración y 
brinden a las víctimas toda la información que sea necesaria relativa a recibir tratamiento 
psicológico con el fin de avanzar en la implementación de esta medida de manera 
consensuada. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 252) 
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Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
220. La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una medida 
de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos físicos y psicológicos 
sufridos por las víctimas, atendiendo a sus especificidades. Por lo tanto, habiendo 
constatado las violaciones y los daños sufridos por las víctimas, el Tribunal considera 
necesario ordenar medidas de rehabilitación en el presente caso. Asimismo, la Corte 
observa que actualmente el señor Montiel Flores no reside en México y que el señor Cabrera 
García no reside en el estado de Guerrero y desea que su sitio de residencia no sea revelado 
por razones de seguridad. 
 
221. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera necesario que México proporcione a 
los señores Cabrera y Montiel una suma destinada a sufragar los gastos de tratamiento 
médico y psicológico especializado, así como otros gastos conexos, en el lugar en que 
residan. Al respecto, la Corte reitera que para la implementación de estas medidas el Estado 
debe obtener el consentimiento de las víctimas brindando información previa, clara y 
suficiente. […] 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
307. La Corte toma nota de las acciones emprendidas por el Estado y lo exhorta a 
continuar en esta tarea. No obstante, habiendo constatado el desgaste físico y emocional 
producto de los hechos y la búsqueda de justicia y el impacto negativo en la integridad 
personal de los familiares de las víctimas, estima pertinente que, de ser solicitado por éstas, 
se les brinde atención psicológica y/o psiquiátrica profesional como medida de rehabilitación 
de las afectaciones psicológicas y emocionales que sufrieron como consecuencia de los 
hechos del presente caso. Por lo tanto, la Corte dispone la obligación del Estado de brindar, 
a través de sus instituciones de salud, la atención médica psicológica y/o psiquiátrica de 
manera gratuita e inmediata, por el plazo de cinco años, a las víctimas declaradas como 
parte lesionada, atendiendo sus necesidades específicas. Asimismo, los tratamientos 
deberán incluir la provisión de medicamentos y, en su caso, transporte y otros gastos 
directamente relacionados y estrictamente necesarios. Particularmente, dicho tratamiento 
se deberá brindar, en la medida de las posibilidades, en los centros más cercanos a su lugar 
de residencia. Las víctimas que soliciten esta medida de reparación, o sus representantes 
legales, disponen de un plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de la 
presente Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención de recibir esta atención 
psicológica y/o psiquiátrica.  
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
341. La Corte ha constatado las graves afectaciones a la integridad personal sufridas por las 
once mujeres y sus familiares como consecuencia de los hechos del presente caso […]. Por 
tanto, la Corte estima, que es preciso disponer una medida de reparación que brinde una 
atención adecuada a los padecimientos físicos, psicológicos o psiquiátricos sufridos por las 
víctimas, derivados de las violaciones establecidas en la presente Sentencia, que atienda a 
sus especificidades de género y antecedentes. Esta Corte ordena al Estado brindar 
gratuitamente, de forma prioritaria, tratamiento médico para las once mujeres víctimas del 
caso, el cual deberá incluir la provisión de medicamentos y, en su caso, transporte y otros 
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gastos directamente relacionados y necesarios. Asimismo, deberá prestarse, en la medida 
de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares de residencia, por el tiempo que 
sea necesario. Igualmente ordena al Estado brindar gratuitamente, de forma prioritaria, el 
tratamiento inmediato psicológico o psiquiátrico adecuado a las víctimas que así lo 
requieran, incluyendo el suministro gratuito de los medicamentos que eventualmente se 
requieran, a través de sus instituciones de salud especializadas, previa manifestación de 
voluntad de tales víctimas. Al proveer el tratamiento psicológico y/o psiquiátrico se debe 
considerar, además, las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, según lo 
que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación individual. Los 
beneficiarios de estas medidas disponen de un plazo de seis meses, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, para confirmar al Estado su anuencia a recibir 
atención psicológica y/o psiquiátrica. A su vez, el Estado dispondrá del plazo de tres meses, 
contado a partir de la recepción de dicha solicitud, para brindar de manera efectiva la 
atención psicológica y/o psiquiátrica solicitada. 

Medidas de satisfacción  

Publicación y difusión de la sentencia   

Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 
 
235. Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos, como medida de satisfacción, el Estado 
deberá publicar en el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, por una 
sola vez, los párrafos 77 a 133 de la presente Sentencia, sin las notas al pie de página, y la 
parte resolutiva de la misma. Para realizar estas publicaciones se fija el plazo de seis 
meses, a partir de la notificación de la presente Sentencia. 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
468. Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos, como medida de satisfacción, el Estado 
deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación, en un diario de amplia circulación 
nacional y en un diario de amplia circulación en el estado de Chihuahua, por una sola vez, 
los párrafos 113 a 136, 146 a 168, 171 a 181, 185 a 195, 198 a 209 y 212 a 221 de la 
Sentencia y los puntos resolutivos de la misma, sin las notas al pie de página 
correspondientes. Adicionalmente, como ha sido ordenado por el Tribunal en ocasiones 
anteriores, la presente Sentencia se deberá publicar íntegramente en una página electrónica 
oficial del Estado, tanto federal como del estado de Chihuahua. Para realizar las 
publicaciones en los diarios y en Internet se fija el plazo de seis meses, a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
350. Como lo ha dispuesto este Tribunal en otros casos, el Estado deberá publicar en el 
Diario Oficial de la Federación y en otro diario de amplia circulación nacional, por una sola 
vez, los párrafos 1 a 7, 52 a 66, 114 a 358 de la presente Sentencia, sin las notas al pie de 
página, y la parte resolutiva de la misma. Adicionalmente, como ha sido ordenado por el 
Tribunal en ocasiones anteriores, el presente Fallo deberá publicarse íntegramente en el 
sitio web oficial de la Procuraduría General de la República, y estar disponible durante un 
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período de un año. Para realizar las publicaciones en los periódicos y en Internet se fijan los 
plazos de seis y dos meses, respectivamente, contados a partir de la notificación de la 
presente Sentencia. 
 
Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
229. Tal y como se ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como medida 
de satisfacción, el Estado debe publicar en idioma español, por una sola vez, en el Diario 
Oficial los párrafos 1 a 5, 11, 13, 16 a 18, 24, 25, 70 a 79, 107 a 121, 127 a 131, 137 a 
139, 159 a 167, 174 a 182, 184, 185, 200 a 202, 206 y 207 de la presente Sentencia, 
incluyendo los nombres de cada capítulo y del apartado respectivo -sin las notas al pie de 
página-, así como la parte resolutiva de la misma. Asimismo, si la señora Rosendo Cantú así 
lo autoriza, el Estado deberá: i) publicar el resumen oficial emitido por la Corte en un diario 
de amplia circulación nacional, en idioma español, y en uno de amplia circulación en el 
estado de Guerrero, en idiomas español y me’paa; ii) publicar íntegramente la presente 
Sentencia, junto con la traducción me’paa del resumen oficial, en un sitio web adecuado del 
Estado federal y del estado de Guerrero, tomando en cuenta las características de la 
publicación que se ordena realizar, la cual debe permanecer disponible durante, al menos, 
un período de un año, y iii) emitir el resumen oficial, en ambos idiomas, por una sola vez, 
en una emisora radial que tenga cobertura con alcance en Barranca Bejuco. Para realizar las 
publicaciones y las emisiones indicadas anteriormente se fija el plazo de seis meses 
contados a partir de la notificación de la presente Sentencia. (En similar sentido: Caso 
Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 247) 
 
Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220. 
 
217. Tal y como se ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como medida 
de satisfacción, el Estado debe publicar, por una sola vez, en el Diario Oficial de la 
Federación y Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, la presente Sentencia, con 
los respectivos títulos y subtítulos, sin las notas al pie de página, así como la parte 
resolutiva de la misma. Asimismo, el Estado deberá: i) publicar el resumen oficial de la 
Sentencia elaborado por la Corte en un diario de amplia circulación nacional y en uno de 
amplia circulación en el estado de Guerrero; ii) publicar íntegramente la presente Sentencia 
en un sitio web oficial del Estado federal y del estado de Guerrero, tomando en cuenta las 
características de la publicación que se ordena realizar, la cual debe permanecer disponible 
durante, al menos, un período de un año, y iii) emitir el resumen oficial, por una sola vez, 
en una emisora radial que tenga cobertura con alcance en los municipios de Petatlán y 
Coyuca de Catalán. Para realizar las publicaciones y las emisiones indicadas anteriormente 
se fija el plazo de seis meses contados a partir de la notificación de la presente Sentencia. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
313. La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado deberá publicar 
en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el 
resumen oficial de esta Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario 
Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la Federación y, en un diario de amplia 
circulación nacional y en un tamaño de letra legible y adecuado, y b) la presente Sentencia 
en su integridad, disponible, por un período de un año, en  la página de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, en la página de la Secretaría de la Defensa Nacional, Secretaría de 
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Seguridad Pública y Protección Ciudadana y del Gobierno de Chihuahua. El Estado deberá 
informar de forma inmediata a esta Corte una vez que proceda a realizar cada una de las 
publicaciones dispuestas, independientemente del plazo de un año para presentar su primer 
informe dispuesto en el punto resolutivo 22 de la Sentencia. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
344. La Corte estima pertinente ordenar, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado, 
en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, 
realice las siguientes publicaciones: a) el resumen oficial de la Sentencia elaborado por la 
Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial, en un diario de amplia circulación nacional y en 
un diario de amplia circulación en el estado de México, en un tamaño de letra legible y 
adecuado, y b) la presente Sentencia en su integridad, disponible al menos por un período 
de un año, en los sitios web de la Secretaría de Relaciones Exteriores y del Gobierno del 
estado de México, de manera accesible al público desde las páginas de inicio de los referidos 
sitio web.  

Acto público de reconocimiento de responsabilidad 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
469. La Corte determinó que el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado 
constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los 
principios que inspiran la Convención Americana […]. No obstante, como en otros casos, 
para que surta sus efectos plenos, el Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto 
público de reconocimiento de responsabilidad internacional, en relación con los hechos del 
presente caso, en honor a la memoria de las jóvenes González, Herrera y Ramos. En dicho 
acto el Estado deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en 
la presente Sentencia, hayan sido estas reconocidas por el Estado o no. El acto deberá 
llevarse a cabo mediante una ceremonia pública y ser transmitido a través de radio y 
televisión, tanto local como federal. El Estado deberá asegurar la participación de los 
familiares de las jóvenes González, Herrera y Ramos, […] que así lo deseen, e invitar al 
evento a las organizaciones que representaron a los familiares en las instancias nacionales e 
internacionales. La realización y demás particularidades de dicha ceremonia pública deben 
consultarse previa y debidamente con los familiares de las tres víctimas. En caso de disenso 
entre los familiares de las víctimas o entre los familiares y el Estado, la Corte resolverá. 
Para cumplir con esta obligación el Estado cuenta con un plazo de un año a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. 
 
470. En cuanto a las autoridades estatales que deberán estar presentes o participar en 
dicho acto, el Tribunal, como lo ha hecho en otros casos, señala que deberán ser de alto 
rango. Corresponderá al Estado definir a quienes se encomienda tal tarea. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
352. La Corte valora positivamente el ofrecimiento realizado por el Estado en relación con 
esta forma de reparación, dada la trascendencia y los efectos positivos que tiene esta 
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modalidad de reparaciones para las víctimas de violaciones de derechos humanos. En 
anteriores oportunidades, la Corte ha valorado favorablemente aquellos actos que tengan 
como efecto la recuperación de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su 
dignidad y el consuelo de sus deudos. 
 
353. Tomando en cuenta lo anterior, este Tribunal estima necesario que el Estado realice un 
acto público de reconocimiento de responsabilidad por los hechos del presente caso en 
desagravio a la memoria del señor Rosendo Radilla Pacheco. En dicho acto se deberá hacer 
referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. 
Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública en presencia de altas 
autoridades nacionales y los familiares del señor Radilla Pacheco. El Estado y los familiares 
del señor Radilla Pacheco y/o sus representantes, deberán acordar la modalidad de 
cumplimento del acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se 
requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. 
 
354. Además, con el propósito de preservar la memoria del señor Rosendo Radilla Pacheco 
en la comunidad a la que perteneció, en el mismo acto de reconocimiento de 
responsabilidad, de ser posible, o con posterioridad al mismo, el Estado deberá, en 
coordinación con las víctimas, colocar en un sitio en la ciudad de Atoyac de Álvarez, 
Guerrero, una placa rememorativa de los hechos de su desaparición forzada. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
226. La Corte recuerda que el Estado reconoció parcialmente su responsabilidad 
internacional en la audiencia pública celebrada en el presente caso […]. Este Tribunal ha 
determinado que el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado constituye 
una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que 
inspiran la Convención Americana […]. No obstante, como en otros casos, para que surta 
plenos efectos, el Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de 
reconocimiento de responsabilidad internacional, en relación con los hechos del presente 
caso. En dicho acto se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos 
declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante una 
ceremonia pública, en idiomas español y me’paa, en presencia de altas autoridades 
nacionales y del estado de Guerrero, de las víctimas del presente caso y de autoridades y 
miembros de la comunidad a la que pertenecen las víctimas. El Estado deberá acordar con 
la señora Rosendo Cantú, y/o sus representantes, la modalidad de cumplimiento del acto 
público de reconocimiento, así como las particularidades que se requieran, tales como el 
lugar y la fecha para su realización. En caso que la señora Rosendo Cantú preste su 
consentimiento, dicho acto deberá ser transmitido a través de una emisora radial con 
alcance en Guerrero. Para la realización del mismo, el Estado cuenta con el plazo de un año, 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (En similar sentido: Caso 
Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 244) 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
312. La Corte dispone, como lo ha hecho en casos anteriores, y particularmente en casos 
de graves violaciones a derechos humanos, que el Estado deberá realizar un acto público de 
reconocimiento de responsabilidad internacional en México, en el cual deberá hacer 
referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. Este 
acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública en presencia de altos 
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funcionarios del Estado, incluyendo de la Secretaría de la Defensa Nacional, Secretaría de 
Seguridad Pública y Protección Ciudadana y del Gobierno de Chihuahua; así como con la 
participación de las víctimas de este caso. El Estado deberá acordar con las víctimas o sus 
representantes la modalidad de cumplimiento del acto público de reconocimiento, así como 
las particularidades que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. 
Para ello, el Estado cuenta con el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la 
presente Sentencia. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
347. Este Tribunal valora positivamente el reconocimiento de responsabilidad internacional 
efectuado por el Estado ante la Comisión y la Corte, lo cual podría representar una 
satisfacción parcial para las víctimas frente a las violaciones declaradas en la presente 
Sentencia. Sin embargo, la Corte estima necesario ordenar, con el fin de reparar el daño 
causado a las víctimas y de evitar que hechos como los de este caso se repitan, disponer 
que México realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional y 
disculpas públicas en relación con los hechos del presente caso. En particular, la Corte 
considera necesaria una disculpa pública por parte de las autoridades, en tanto las víctimas 
sufrieron violencia institucional por parte de diversas instancias estatales, tanto federales 
como estaduales. En dicho acto se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos 
humanos declaradas en la presente Sentencia. Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante 
una ceremonia pública en presencia de altos funcionarios del Estado, el estado de México y 
de las víctimas.  
 
348. El Estado y las víctimas y/o sus representantes, deberán acordar la modalidad de 
cumplimento del acto público, así como las particularidades que se requieran, tales como el 
lugar y la fecha para su realización. De igual manera, como lo ha hecho en otros casos, la 
Corte ordena al Estado difundir dicho acto a través de los medios de comunicación de la 
manera más amplia posible, incluyendo la difusión en la radio, televisión y redes sociales. 
La Corte dispone, además, que la disculpa conste también por escrito, firmada por las 
autoridades locales y federales correspondientes, a efectos de facilitar su difusión. 

Daño al proyecto de vida 

Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
314. Por lo que respecta a la reclamación de daño al “proyecto de vida”, la Corte 
recuerda su jurisprudencia constante en que ha especificado que el daño al proyecto de vida 
corresponde a una noción distinta del lucro cesante y del daño emergente. El daño al 
proyecto de vida, atiende a la realización integral de la persona afectada, considerando su 
vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le permiten fijarse 
razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas.  Por tanto, el proyecto de vida 
se expresa en las expectativas de desarrollo personal, profesional y familiar, posibles en 
condiciones normales. Esta Corte, también ha señalado que el daño al proyecto de vida 
implica la pérdida o el grave menoscabo de oportunidades de desarrollo personal, en forma 
irreparable o muy difícilmente reparable, en cuyos casos se han acreditado daños que 
afectan la libertad objetiva de la víctima; o los cuales impidan desarrollar tal proyección, o 
bien que por omisión de un deber no se tenga la posibilidad siquiera de plantear un 
proyecto de vida en sí. Dichos daños se han acreditado como ciertos, de gran entidad, 



141 

autónomos y reparables, por lo que, en casos particulares, se han ordenado, entre otras, 
medidas de carácter educativo,[…] así como compensaciones relativas a este tipo de daño. 
 
315. En la presente Sentencia se acreditaron diversas violaciones en perjuicio de los 
distintos grupos familiares, particularmente de los derechos reconocidos en los artículos 5, 
22 y 17, ocasionado particularmente pérdida de oportunidades y de desarrollo derivadas 
principalmente del desplazamiento forzado; ello como daño cierto, de gran impacto, 
adicional a otras afectaciones económicas o psicológicas, y éste cuenta aún con aspectos 
reparables. En este sentido, la Corte toma nota de los proyectos reportados por el Estado, 
en particular del fideicomiso denominado “Fondo de Atención a Niños y Niñas hijos de 
Víctimas de la Lucha contra el Crimen”, y los apoyos otorgados en el marco del “Programa 
de Autoempleo del Gobierno del Estado de Chihuahua ‘PAGECH’”. En atención a lo anterior, 
solicita al Estado que disponga a las dependencias correspondientes para que, a su vez y a 
través de estos programas u otros de naturaleza similar, así como la Ley General de 
Víctimas, brinden a los familiares, que así lo soliciten, se incluyan en dichos programas o 
beneficios con la intención de contribuir a reparar su proyecto de vida. La anterior solicitud 
deberá realizarse en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. En el plazo de un año, el Estado deberá informar a esta Corte sobre los 
resultados alcanzados. 

Becas de estudio 

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
264. La Corte ha establecido en la presente Sentencia que los hechos del caso generaron 
una afectación en los hijos de la señora Fernández Ortega que perdura en el tiempo y que 
ocasionó cambios significativos tanto en sus vidas como en sus relaciones personales y 
sociales, afectando su desarrollo personal […]. En atención a lo anterior, y teniendo en 
consideración lo solicitado por los representantes, como lo ha dispuesto en otros casos, la 
Corte estima oportuno ordenar, como medida de satisfacción en el presente caso, que el 
Estado otorgue becas en instituciones públicas mexicanas, en beneficio de Noemí, Ana Luz, 
Colosio, Nélida y Neftalí, todos ellos de apellidos Prisciliano Fernández, que cubran todos los 
costos de su educación hasta la conclusión de sus estudios superiores, bien sean técnicos o 
universitarios. El cumplimiento de esta obligación por parte del Estado implica que los 
beneficiarios lleven a cabo ciertas acciones tendientes al ejercicio de su derecho a esta 
medida de reparación. Por lo tanto, quienes soliciten esta medida de reparación, o sus 
representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contados a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, para que den a conocer al Estado sus solicitudes de 
becas. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
257. La Corte ha establecido en la presente Sentencia que los hechos del caso generaron 
una afectación en la señora Rosendo Cantú y en su hija que perdura en el tiempo y que 
ocasionó cambios significativos tanto en sus vidas como en sus relaciones, afectando así su 
desarrollo personal […]. En atención a lo anterior, y teniendo en consideración lo solicitado 
por los representantes, como lo ha dispuesto el Tribunal en otros casos, la Corte estima 
oportuno ordenar, como medida de satisfacción, que el Estado otorgue becas en 
instituciones públicas mexicanas, en beneficio de la señora Rosendo Cantú y de su hija, 
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Yenys Bernardino Rosendo, que cubran todos los costos de su educación hasta la conclusión 
de sus estudios superiores, bien sean técnicos o universitarios. El cumplimiento de esta 
obligación por parte del Estado implica que las beneficiarias lleven a cabo ciertas acciones 
orientadas al ejercicio de su derecho a esta medida de reparación. Por lo tanto, quienes 
soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de 
seis meses, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia, para que den a 
conocer al Estado sus solicitudes de becas. 
 
Corte IDH. Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273. 
 
83. La Corte valora positivamente los compromisos asumidos por México, dirigidos a que las 
víctimas puedan recibir capacitación en una profesión u oficio, a la cual no tuvieron acceso 
en razón de su privación de libertad, y homologa dichas medidas en los términos acordados 
por las partes. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
351. La Corte ha establecido en la presente sentencia que los hechos del caso generaron 
una grave afectación a Angélica Patricia Torres Linares, Claudia Hernández Martínez, 
Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo y sus familiares, que perdura en el tiempo y que 
ocasionó cambios significativos en su proyecto de vida, teniendo impacto en su desarrollo 
personal y profesional. En particular, el Tribunal destaca que los hechos acontecieron 
cuando las tres víctimas se encontraban cursando estudios universitarios, los cuales se 
vieron interrumpidos por las graves secuelas psicológicas que sufrieron como consecuencia 
de los hechos. En atención a lo anterior, este Tribunal considera oportuno ordenar que el 
Estado otorgue una beca en una institución pública mexicana de educación superior a favor 
de Angélica Patricia Torres Linares, Claudia Hernández Martínez y Suhelen Gabriela Cuevas 
Jaramillo, concertada entre éstas y el Estado, para realizar estudios superiores técnicos o 
universitarios, ya sean de pregrado y/o posgrado, o bien para capacitarse en un oficio. 
Dicha beca se otorgará desde el momento en que las beneficiarias la soliciten al Estado 
hasta la conclusión de sus estudios superiores técnicos o universitarios y deberá cubrir 
todos los gastos para la completa finalización de dichos estudios, incluyendo el material 
académico o educativo. En principio, esta medida deberá empezar a hacerse efectiva de la 
manera más pronta posible, a partir de la notificación de la presente Sentencia, para que las 
beneficiarias comiencen sus estudios en el próximo año, si así lo desean. No obstante, dada 
la particular severidad de las secuelas psicológicas y emocionales características de hechos 
de tortura y violencia sexual que persisten aún en la actualidad sobre las víctimas, la Corte 
estima prudente enfatizar que las beneficiarias podrán dar a conocer al Estado su intención 
de recibir las becas en el momento que consideren estar en condiciones para retomar su 
vida académica, dentro del plazo de dos años contado a partir de la notificación de esta 
Sentencia. 

Entrega de vivienda 

Corte IDH. Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273. 
 
80. La Corte valora positivamente el compromiso asumido por México, el cual puede 
contribuir a establecer las condiciones y medios que permitan a las víctimas reincorporarse 
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con dignidad después de haber estado privados de su libertad por más de 15 años y, por lo 
tanto, homologa dicha medida de reparación en los términos acordados por las partes. 

Preservación de la memoria 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
471. A criterio del Tribunal, en el presente caso es pertinente que el Estado levante un 
monumento en memoria de las mujeres víctimas de homicidio por razones de género en 
Ciudad Juárez, entre ellas las víctimas de este caso, como forma de dignificarlas y como 
recuerdo del contexto de violencia que padecieron y que el Estado se compromete a evitar 
en el futuro. El monumento se develará en la misma ceremonia en la que el Estado 
reconozca públicamente su responsabilidad internacional […] y deberá ser construido en el 
campo algodonero en el que fueron encontradas las víctimas de este caso. 
 
472. En vista de que el monumento se refiere a más personas que las consideradas víctimas 
en este caso, la decisión del tipo de monumento corresponderá a las autoridades públicas, 
quienes consultarán el parecer de las organizaciones de la sociedad civil a través de un 
procedimiento público y abierto, en el que se incluirá a las organizaciones que 
representaron a las víctimas del presente caso. 

Garantías de no repetición 

Adecuación del derecho interno  

Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 
 
231. Con base en lo anterior y teniendo en cuenta lo señalado en el Capítulo VI de esta 
Sentencia, el Tribunal estima que el Estado debe, en un plazo razonable, completar la 
adecuación de su derecho interno a la Convención, de tal forma que ajuste la legislación 
secundaria y las normas que reglamentan el juicio de protección de los derechos del 
ciudadano de acuerdo con lo previsto en la reforma constitucional de 13 de noviembre de 
2007, de manera que mediante dicho recurso se garantice a los ciudadanos de forma 
efectiva el cuestionamiento de la constitucionalidad de la regulación legal del derecho a ser 
elegido. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, 
párr. 338. 
 
342. […] la Corte declaró en el Capítulo IX de este Fallo, que el artículo 57 del Código de 
Justicia Militar es incompatible con la Convención Americana […]. En consecuencia, el 
Estado debe adoptar, en un plazo razonable, las reformas legislativas pertinentes para 
compatibilizar la citada disposición con los estándares internacionales de la materia y de la 
Convención, de conformidad con los párrafos 272 a 277 de esta Sentencia. 
 
344. En la presente Sentencia la Corte estableció que el artículo 215 A del Código Penal 
Federal, que sanciona el delito de desaparición forzada de personas, no se adecua plena y 
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efectivamente a la normativa internacional vigente sobre la materia […]. Por tal motivo, el 
Estado debe adoptar todas las medidas que sean necesarias para compatibilizar dicha 
tipificación penal con los estándares internacionales, con especial atención a lo dispuesto en 
el artículo II de la CIDFP, de conformidad con los criterios ya establecidos en los párrafos 
320 a 324 del presente Fallo. Esta obligación vincula a todos los poderes y órganos 
estatales en su conjunto. En tal sentido, el Estado no debe limitarse a “impulsar” el proyecto 
de ley correspondiente, sino asegurar su pronta sanción y entrada en vigor, de acuerdo con 
los procedimientos establecidos en el ordenamiento jurídico interno para ello. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
218. Para este Tribunal no sólo la supresión o expedición de las normas en el derecho 
interno garantiza los derechos contenidos en la Convención Americana. De conformidad con 
la obligación comprendida en el artículo 2 de dicho instrumento, también se requiere el 
desarrollo de prácticas estatales conducentes a la observancia efectiva de los derechos y 
libertades consagrados en la misma. La existencia de una norma no garantiza por sí misma 
que su aplicación sea adecuada. Es necesario que la aplicación de las normas o su 
interpretación, en tanto prácticas jurisdiccionales y manifestación del orden público estatal, 
se encuentren ajustadas al mismo fin que persigue el artículo 2 de la Convención. En 
términos prácticos, como ya lo ha establecido este Tribunal, la interpretación del artículo 13 
de la Constitución Política mexicana debe ser coherente con los principios convencionales y 
constitucionales de debido proceso y acceso a la justicia, contenidos en el artículo 8.1 de la 
Convención Americana y las normas pertinentes de la Constitución mexicana. (En similar 
sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 235; Caso 
Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 338) 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
225. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente de que las 
autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar 
las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado es Parte de 
un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus 
jueces, también están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias 
a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos 
los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre 
las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, 
los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no 
solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. (En similar sentido: Caso 
Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 219; Caso Fernández Ortega y 
otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 236; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C 
No. 209, párr. 339) 
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233. De tal manera, como se indicó en los Casos Radilla Pacheco, Fernández Ortega y 
Rosendo Cantú, es necesario que las interpretaciones constitucionales y legislativas 
referidas a los criterios de competencia material y personal de la jurisdicción militar en 
México, se adecuen a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal que 
han sido reiterados en el presente caso y que aplican para toda violación de derechos 
humanos que se alegue hayan cometido miembros de las fuerzas armadas. Ello implica que, 
independientemente de las reformas legales que el Estado deba adoptar […], en el presente 
caso corresponde a las autoridades judiciales, con base en el control de convencionalidad, 
disponer inmediatamente y de oficio el conocimiento de los hechos por el juez natural, es 
decir el fuero penal ordinario. (En similar sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. 
Serie C No. 216, párr. 220; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 
237; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 340) 
 
234. Por otra parte, este Tribunal recuerda que ya consideró, en el Caso Radilla Pacheco, 
reiterado en los casos Fernández Ortega y Rosendo Cantú, que no es necesario ordenar la 
modificación del contenido normativo que regula el artículo 13 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. En cambio, como ha sido declarado en el Capítulo IX de esta 
Sentencia, el artículo 57 del Código de Justicia Militar es incompatible con la Convención 
Americana […]. En consecuencia, la Corte reitera al Estado su obligación de adoptar, en un 
plazo razonable, las reformas legislativas pertinentes para compatibilizar la citada 
disposición con los estándares internacionales en la materia y de la Convención Americana, 
de conformidad con lo establecido en esta Sentencia. (En similar sentido: Caso Rosendo 
Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párrs. 221 y 222; Caso Fernández Ortega y otros Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 
2010. Serie C No. 215, párrs. 238 y 239) 
 
235. Finalmente, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo IX de este Fallo, los señores 
Cabrera y Montiel no contaron con un recurso adecuado y efectivo a través del cual fuera 
posible impugnar la intervención de la jurisdicción militar en el proceso seguido por aquellos 
contra los alegados actos de tortura en su contra […]. En consecuencia, como se estableció 
en los Casos Fernández Ortega y Rosendo Cantú, México debe adoptar, también en un plazo 
razonable, las reformas legislativas pertinentes para permitir que las personas que se vean 
afectadas por la intervención del fuero militar cuenten con un recurso efectivo para 
impugnar su competencia. (En similar sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. 
Serie C No. 216, párrs. 221 y 223; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 240) 

Elaboración de publicación 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
356. La Corte considera de alta importancia la reivindicación histórica y la dignidad del 
señor Rosendo Radilla Pacheco, por lo cual valora y acepta la propuesta realizada por el 
Estado en el presente caso como garantía de no repetición, pues estas iniciativas son 
significativas tanto para la preservación de la memoria y satisfacción de las víctimas, y la 
recuperación y reestablecimiento de la memoria histórica en una sociedad democrática. En 
razón de lo anterior, la Corte estima que el Estado deberá llevar a cabo la propuesta de 
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realizar una semblanza de la vida del señor Radilla Pacheco, en los términos propuestos en 
el párrafo anterior, por medio de una publicación, a partir de la investigación in situ y la 
reproducción de las respectivas fuentes oficiales. Dicha publicación deberá ser efectuada 
dentro de un plazo de un año. Además, esta medida deberá ser cumplida con la 
participación de las víctimas. 

Desarrollo de planes o programas de capacitación y fortalecimiento 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
540. La Corte valora positivamente todas las capacitaciones con perspectiva de género que 
el Estado ha realizado a funcionarios públicos a partir del año 2004, así como el posible 
destino de cuantiosos recursos destinados para dicha finalidad. Sin embargo, la 
capacitación, como sistema de formación continua, se debe extender durante un lapso 
importante para cumplir sus objetivos. Además, la Corte señala que una capacitación con 
perspectiva de género implica no solo un aprendizaje de las normas, sino el desarrollo de 
capacidades para reconocer la discriminación que sufren las mujeres en su vida cotidiana. 
En particular, las capacitaciones deben generar que todos los funcionarios reconozcan las 
afectaciones que generan en las mujeres las ideas y valoraciones estereotipadas en lo que 
respecta al alcance y contenido de los derechos humanos. 
 
541. En consecuencia, sin perjuicio de la existencia de programas y capacitaciones dirigidas 
a funcionarios públicos encargados de la impartición de justicia en Ciudad Juárez, así como 
de cursos en materia de derechos humanos y género, el Tribunal ordena que el Estado 
continúe implementando programas y cursos permanentes de educación y capacitación en: 
i) derechos humanos y género; ii) perspectiva de género para la debida diligencia en la 
conducción de averiguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación, 
violencia y homicidios de mujeres por razones de género, y iii) superación de estereotipos 
sobre el rol social de las mujeres. 
 
542. Los programas y cursos estarán destinados a policías, fiscales, jueces, militares, 
funcionarios encargados de la atención y asistencia legal a víctimas del delito y a cualquier 
funcionario público, tanto a nivel local como federal, que participe directa o indirectamente 
en la prevención, investigación, procesamiento, sanción y reparación. Dentro de dichos 
programas permanentes deberá hacerse una especial mención a la presente Sentencia y a 
los instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente, a los relativos a 
violencia por razones de género, entre ellos la Convención Belém do Pará y la CEDAW, 
tomando en cuenta cómo ciertas normas o prácticas en el derecho interno, sea 
intencionalmente o por sus resultados, tienen efectos discriminatorios en la vida cotidiana 
de las mujeres. Los programas deberán también incluir estudios sobre el Protocolo de 
Estambul y el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones 
Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas. El Estado deberá informar 
anualmente, durante tres años, sobre la implementación de los cursos y capacitaciones. 
 
543. Además, teniendo en cuenta la situación de discriminación en contra de la mujer 
reconocida por el Estado, es necesario que éste realice un programa de educación destinado 
a la población en general del estado de Chihuahua, con el fin de superar dicha situación. A 
tal efecto, el Estado deberá presentar un informe anual por tres años, en el que indique las 
acciones que se han realizado con tal fin. 
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Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, 
párr. 338. 
 
346. Dadas las circunstancias particulares del presente caso, este Tribunal considera 
importante fortalecer las capacidades institucionales del Estado mexicano mediante la 
capacitación de funcionarios públicos, a fin de evitar que hechos como los analizados en el 
presente caso se repitan. En relación con la capacitación en materia de protección de 
derechos humanos, en su jurisprudencia la Corte ha considerado que ésta es una manera de 
brindar al funcionario público nuevos conocimientos, desarrollar sus capacidades, permitir 
su especialización en determinadas áreas novedosas, prepararlo para desempeñar 
posiciones distintas y adaptar sus capacidades para desempeñar mejor las tareas asignadas.  
 
347. Asimismo, este Tribunal ha reiterado que la obligación del Estado de investigar de 
manera adecuada y sancionar, en su caso, a los responsables, debe cumplirse 
diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan a repetirse. En 
consecuencia, la Corte ordena que, sin perjuicio de los programas de capacitación para 
funcionarios públicos en materia de derechos humanos que ya existan en México, el Estado 
deberá implementar, en un plazo razonable y con la respectiva disposición presupuestaria:  
 

a) Programas o cursos permanentes relativos al análisis de la jurisprudencia del Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos en relación con los límites de la 
jurisdicción penal militar, así como los derechos a las garantías judiciales y la protección 
judicial, como una forma de prevenir que casos de violación a los derechos humanos sean 
investigados y juzgados por dicha jurisdicción. Tales programas estarán dirigidos a los 
miembros de todas las Fuerzas Militares, incluyendo a los agentes del Ministerio Público y 
jueces, así como a los agentes del Ministerio Público de la Procuraduría General de la 
República y jueces del Poder Judicial de la Federación, y  
b) Un programa de formación sobre la debida investigación y juzgamiento de hechos 
constitutivos de desaparición forzada de personas, dirigido a agentes del Ministerio Público de 
la Procuraduría General de la República y jueces del Poder Judicial de la Federación, que 
tengan competencia en la investigación y juzgamiento de hechos como los ocurridos en el 
presente caso, con el fin de que dichos funcionarios cuenten con los elementos legales, 
técnicos y científicos necesarios para evaluar integralmente el fenómeno de la desaparición 
forzada. De manera particular, en este tipo de casos las autoridades encargadas de la 
investigación deben estar entrenadas para el uso de la prueba circunstancial, los indicios y las 
presunciones, la valoración de los patrones sistemáticos que puedan dar origen a los hechos 
que se investigan y la localización de personas desaparecidas de manera forzada […]. 
 

348. Dentro de los programas arriba indicados, se deberá hacer especial mención a la 
presente Sentencia y a los instrumentos internacionales de derechos humanos de los que 
México es Parte. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
245. La Corte valora positivamente la existencia de diversas acciones y cursos de 
capacitación desarrollados por el Estado. Al respecto, considera que los mismos deben 
incluir, en lo pertinente, el estudio de las disposiciones previstas en el Protocolo de 
Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la Salud, y deben poner énfasis 
en la atención de presuntas víctimas de violación sexual, especialmente cuando pertenecen 
a grupos en situación de mayor vulnerabilidad como las mujeres indígenas y los niños. (En 
similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 259) 
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246. Como lo ha hecho anteriormente, el Tribunal dispone que el Estado continúe 
implementando programas y cursos permanentes de capacitación sobre investigación 
diligente en casos de violencia sexual contra las mujeres, que incluyan una perspectiva de 
género y etnicidad. Dichos cursos deberán impartirse a los funcionarios federales y del 
estado de Guerrero, particularmente a integrantes del Ministerio Público, del poder judicial, 
de la policía, así como a personal del sector salud con competencia en este tipo de casos y 
que por motivo de sus funciones constituyan la línea de atención primaria a mujeres 
víctimas de violencia. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 
Serie C No. 215, párr. 260) 
 
249. La Corte valora la información del Estado sobre los programas de capacitación 
informados. Este Tribunal considera importante fortalecer las capacidades institucionales del 
Estado mediante la capacitación de integrantes de las Fuerzas Armadas sobre los principios 
y normas de protección de los derechos humanos y sobre los límites a los que deben estar 
sometidos, a fin de evitar que hechos como los ocurridos en el presente caso se repitan. 
Para ello, el Estado debe continuar con las acciones desarrolladas e implementar, en un 
plazo razonable, un programa o curso permanente y obligatorio de capacitación en derechos 
humanos que incluya, entre otros temas, los límites en la interacción entre el personal 
militar y la población civil, género y derechos indígenas, dirigidos a los miembros de las 
Fuerzas Armadas, en todos los niveles jerárquicos. (En similar sentido: Caso Fernández 
Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 262) 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
245. La Corte valora positivamente la existencia de diversas acciones y cursos de 
capacitación desarrollados por el Estado. Al respecto, considera que los mismos deben 
incluir, en lo pertinente, el estudio de las disposiciones previstas en el Protocolo de 
Estambul. Por tanto, y como lo ha hecho anteriormente, el Tribunal dispone que el Estado 
continúe implementando programas y cursos permanentes de capacitación sobre 
investigación diligente en casos de tratos crueles, inhumanos o degradantes y tortura. 
Dichos cursos deberán impartirse a los funcionarios federales y del estado de Guerrero, 
particularmente a integrantes del Ministerio Público, del Poder Judicial, de la Policía así como 
a personal del sector salud con competencia en este tipo de casos y que por motivo de sus 
funciones sean llamados a atender víctimas que alegan atentados a su integridad personal. 
Además, este Tribunal considera importante fortalecer las capacidades institucionales del 
Estado mediante la capacitación de funcionarios de las Fuerzas Armadas sobre los principios 
y normas de protección de los derechos humanos y sobre los límites a los que deben estar 
sometidos, a fin de evitar que hechos como los ocurridos en el presente caso se repitan. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
327. Esta Corte ha establecido que la capacitación de funcionarios públicos es una medida 
importante para garantizar la no repetición de los hechos que generaron las violaciones. Es 
así que la capacitación, como sistema de formación continua, se debe extender durante un 
lapso importante para cumplir sus objetivos.  
 
328. En razón de lo anterior, la Corte exhorta al Estado continuar con los esfuerzos 
seguidos actualmente en materia de capacitación en derechos humanos dirigidos a las 
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Fuerzas Armadas y la Policía. En este sentido, se requiere que en dichas capacitaciones se 
incorporen los estándares desarrollados en esta Sentencia, con especial enfoque en las 
salvaguardias frente a la participación de ambas corporaciones en labores de seguridad 
ciudadana […]. Asimismo, resalta la importancia de implementar un sistema de formación 
continua, por lo que requiere al Estado que comunique a esta Corte por medio de informes 
anuales, y por un periodo de tres años, sobre la implementación de dichas capacitaciones. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
355. […] Este Tribunal valora de manera positiva los esfuerzos llevados a cabo por el 
Estado, tanto a nivel federal como estadual para establecer límites al uso de la fuerza en 
contextos de protesta social y para fiscalizar a los cuerpos de policía. Sin embargo, estima 
pertinente ordenar al Estado la creación e implementación, en el plazo de dos años, de un 
plan de capacitación de oficiales de la Policía Federal y del estado de México orientado a: (i) 
sensibilizar a los miembros de los cuerpos de policía en abordar con perspectiva de género 
los operativos policiales, el carácter discriminatorio de los estereotipos de género como los 
empleados en este caso y el absoluto deber de respeto y protección de la población civil con 
la que entran en contacto en el marco de sus labores orden público, así como a (ii) capacitar 
a los agentes de policía sobre los estándares en materia del uso de la fuerza en contextos 
de protesta social establecidos en esta Sentencia y en la jurisprudencia de esta Corte. Este 
plan de capacitación debe ser incorporado en el curso de formación regular de los miembros 
del cuerpo de policía federal y estadual.  
 
360. La Corte observa que el Estado creó, en septiembre de 2015, un Mecanismo de 
Seguimiento de Casos de Tortura Sexual cometida contra Mujeres. México informó que el 
funcionamiento de este Mecanismo de Seguimiento “contempla la emisión de un dictamen 
conjunto con recomendaciones sobre los casos revisados, a fin de que las autoridades 
competentes actúen aplicando los más altos estándares internacionales en materia de 
derechos humanos de las mujeres, o reciban asistencia técnica para avanzar en la 
investigación de tortura sexual”, con el objetivo de revisar y atender los casos de mujeres 
denunciantes de tortura sexual en México. Sin perjuicio de que el Tribunal reconoce las 
acciones llevadas a cabo como consecuencia del mecanismo, la Corte considera pertinente 
ordenar al Estado que, en un plazo de dos años, elabore un plan de fortalecimiento 
calendarizado del Mecanismo de Seguimiento de Casos de Tortura Sexual cometida contra 
Mujeres, que incluya la asignación de recursos para el cumplimiento de sus funciones en el 
territorio nacional, y establezca plazos anuales para la presentación de informes. En 
particular, el Estado deberá incluir dentro de las funciones del mecanismo la realización de 
un diagnóstico del fenómeno de la tortura sexual a mujeres en el país y formular propuestas 
de políticas públicas de manera periódica. 

Establecimiento de observatorios de seguimiento 

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
356. De igual manera, la Corte dispone que el Estado deberá establecer al nivel federal un 
observatorio independiente que permita dar seguimiento a la implementación de las 
políticas en materia de rendición de cuentas y monitoreo del uso de la fuerza de la Policía 
Federal y la policía del estado de México, dentro del cual se permita la participación de 
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miembros de la sociedad civil. Asimismo, dicho observatorio deberá generar información 
que permita realizar mejoras institucionales en la materia. Para tales efectos, el Estado 
deberá generar sistemas de información que permitan: (i) evaluar la efectividad de los 
mecanismos existentes de supervisión y fiscalización de los operativos policiales antes, 
durante y después del uso de la fuerza, y (ii) brindar retroalimentación sobre las mejoras 
institucionales que correspondan de acuerdo con la información obtenida por medio del 
observatorio. Para el cumplimiento de esta medida el Estado deberá acreditar la creación 
del observatorio, con las características especificadas, así como su puesta en 
funcionamiento. Sin embargo, la Corte no supervisará su implementación. 

Adopción de un mecanismo de registro 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
512. La Corte estima que la racionalidad de crear una base de datos de mujeres y niñas 
desaparecidas a nivel nacional y la actualización y confrontación de la información genética 
proveniente de familiares de personas desaparecidas y de cuerpos no identificados responde 
a la posibilidad de que los cuerpos de algunas mujeres o niñas encontradas en Chihuahua 
pertenezcan a personas desaparecidas en otras entidades federativas, incluso, otros países. 
Por ello, como lo ha dispuesto en otros casos, la Corte ordena: i) la creación o actualización 
de una base de datos que contenga la información personal disponible de mujeres y niñas 
desaparecidas a nivel nacional; ii) la creación o actualización de una base de datos con la 
información personal que sea necesaria, principalmente genética y muestras celulares, de 
los familiares de las personas desaparecidas que consientan –o que así lo ordene un juez- 
para que el Estado almacene dicha información personal únicamente con objeto de localizar 
a la persona desaparecida, y iii) la creación o actualización de una base de datos con la 
información genética y muestras celulares proveniente de los cuerpos de cualquier mujer o 
niña no identificada que fuera privada de la vida en el estado de Chihuahua. El Estado en 
todo momento deberá proteger los datos personales contenidos en dichas bases de datos. 
 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 
 
243. Teniendo en cuenta lo expuesto, la Corte considera que, en el marco del registro de 
detención que actualmente existe en México, es procedente adoptar las siguientes medidas 
complementarias para fortalecer el funcionamiento y utilidad de dicho sistema: i) 
actualización permanente; ii) interconexión de la base de datos de dicho registro con las 
demás existentes, de manera que se genere una red que permita identificar fácilmente el 
paradero de las personas detenidas; iii) garantizar que dicho registro respete las exigencias 
de acceso a la información y privacidad, y iv) implementar un mecanismo de control para 
que las autoridades no incumplan con llevar al día este registro. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
325. Si bien las representantes no fueron claras en su alegato respecto de esta medida de 
no repetición, la Corte recomienda al Estado, que dentro del marco normativo existente, 
analice las medidas adecuadas para la creación de un registro único y actualizado de 
personas desaparecidas que permita la generación de datos estadísticos, desagregados por 
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sexo, edad, lugar y autoridades presuntamente involucradas, que permita determinar 
claramente en qué casos se trata de “desapariciones forzadas”, con miras a desarrollar 
políticas integrales y coordinadas encaminadas a prevenir, investigar, sancionar y erradicar 
esta práctica. Para ello, en su informe anual, el Estado deberá reportar a la Corte sobre la 
adopción de tales medidas. 

Implementación de programas de búsqueda y localización de mujeres 
desaparecidas 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
505. El Tribunal valora positivamente la creación del “Operativo Alba” y del “Protocolo Alba” 
como una forma de brindar mayor atención a la desaparición de mujeres en Ciudad Juárez. 
Sin embargo, observa que dichos programas de búsqueda únicamente se ponen en marcha 
cuando se presenta una desaparición de “alto riesgo”, criterio que según diversos informes, 
sólo se satisfacía cuando se presentaban reportes con “características específicas” a saber: 
“existe certeza de que [las mujeres] no tenían motivos para abandonar el hogar”, se trata 
de una niña, “la joven [tuviera] una rutina estable” y que el reporte “tuviera características 
vinculadas con los homicidios ‘seriales’”. 
 
506. La Corte considera que el Protocolo Alba, o cualquier otro dispositivo análogo en 
Chihuahua, debe seguir, entre otros, los siguientes parámetros: i) implementar búsquedas 
de oficio y sin dilación alguna, cuando se presenten casos de desaparición, como una 
medida tendiente a proteger la vida, libertad personal y la integridad personal de la persona 
desaparecida; ii) establecer un trabajo coordinado entre diferentes cuerpos de seguridad 
para dar con el paradero de la persona; iii) eliminar cualquier obstáculo de hecho o de 
derecho que le reste efectividad a la búsqueda o que haga imposible su inicio como exigir 
investigaciones o procedimientos preliminares; iv) asignar los recursos humanos, 
económicos, logísticos, científicos o de cualquier índole que sean necesarios para el éxito de 
la búsqueda; v) confrontar el reporte de desaparición con la base de datos de personas 
desaparecidas […], y vi) priorizar las búsquedas en áreas donde razonablemente sea más 
probable encontrar a la persona desaparecida sin descartar arbitrariamente otras 
posibilidades o áreas de búsqueda. Todo lo anterior deberá ser aún más urgente y riguroso 
cuando la desaparecida sea un niña. Al respecto, se deberá rendir un informe anual durante 
tres años. 
 
507. De otra parte, la Comisión para Ciudad Juárez informó que en marzo de 2005 creó la 
página electrónica www.mujeresdesaparecidascdjuarez.gob.mx donde se encuentran datos 
de algunas mujeres, jóvenes y niñas desaparecidas en Ciudad Juárez. La Corte nota que la 
página ha dejado de actualizarse desde diciembre de 2006. 
 
508. Al respecto, y teniendo en cuenta que una red informática en la que cualquier persona 
pueda suministrar información sobre una mujer o niña desaparecida puede ser útil para 
localizarla, la Corte, como lo ha dispuesto en otras ocasiones, ordena la creación de una 
página electrónica que contendrá la información personal necesaria de todas las mujeres, 
jóvenes y niñas que desaparecieron en Chihuahua desde 1993 y que continúan 
desaparecidas. Dicha página electrónica deberá permitir que cualquier individuo se 
comunique por cualquier medio con las autoridades, inclusive de manera anónima, a efectos 
de proporcionar información relevante sobre el paradero de la mujer o niña desaparecida o, 
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en su caso, de sus restos. La información contenida en la página electrónica deberá 
actualizarse permanentemente. 

 Adopción y estandarización de protocolos de actuación 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
502. La Corte ha ordenado en otros casos normalizar, conforme a los estándares 
internacionales, los parámetros para investigar, realizar el análisis forense y juzgar. El 
Tribunal estima que en el presente caso el Estado debe, en un plazo razonable, continuar 
con la estandarización de todos sus protocolos, manuales, criterios ministeriales de 
investigación, servicios periciales y de impartición de justicia, utilizados para investigar 
todos los delitos que se relacionen con desapariciones, violencia sexual y homicidios de 
mujeres, conforme al Protocolo de Estambul, el Manual sobre la Prevención e Investigación 
Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas y los 
estándares internacionales de búsqueda de personas desaparecidas, con base en una 
perspectiva de género. Al respecto, se deberá rendir un informe anual durante tres años. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
242. La Corte ha ordenado en otros casos adecuar, teniendo en cuenta los estándares 
internacionales, los parámetros para investigar y realizar el análisis forense. En el presente 
caso el Tribunal considera necesario que el Estado continúe con el proceso de 
estandarización de un protocolo de actuación, para el ámbito federal y del estado de 
Guerrero, respecto de la atención e investigación de violaciones sexuales considerando, en 
lo pertinente, los parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul y las Directrices de la 
Organización Mundial de la Salud antes indicados. (En similar sentido: Caso Fernández 
Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 256) 

Fortalecimiento de servicios de atención de salud 

Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
260. En el presente caso, la Corte considera que la violación sexual de la señora Rosendo 
Cantú ha evidenciado la necesidad de fortalecer la atención y los centros de salud para el 
tratamiento de mujeres que hayan sufrido violencia. No obstante lo anterior, observa que 
existe un centro de salud en Caxitepec y los representantes no han provisto al Tribunal de 
información suficiente para que pueda considerar la necesidad de disponer la creación de un 
nuevo centro de salud. Los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual 
pueden ser garantizados por el centro existente, el cual deberá ser fortalecido a través de la 
provisión de los recursos materiales y personales, incluyendo la disposición de traductores 
al idioma me’paa, así como mediante la utilización de un protocolo de actuación adecuado, 
lo anterior en el marco de la implementación de programas sobre atención a víctimas de 
violencia y a los esfuerzos en inversión para mejora de los servicios que el Estado indicó que 
ha venido realizando. 



153 

Creación de centro comunitario y recursos para el funcionamiento de una escuela 
comunitaria  

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
267. En el presente caso la Corte destaca la importancia de implementar reparaciones que 
tengan un alcance comunitario y que permitan reintegrar a la víctima en su espacio vital y 
de identificación cultural, además de reestablecer el tejido comunitario. Es por ello que este 
Tribunal considera pertinente como medida de reparación que el Estado facilite los recursos 
necesarios para que la comunidad indígena me’phaa de Barranca Tecoani establezca un 
centro comunitario, que se constituya como centro de la mujer, en el que se desarrollen 
actividades educativas en derechos humanos y derechos de la mujer, bajo responsabilidad y 
gestión de las mujeres de la comunidad, incluida la señora Fernández Ortega si así lo desea. 
El Estado debe facilitar que sus instituciones y organizaciones de la sociedad civil 
especializadas en derechos humanos y género brinden asistencia en las acciones de 
capacitación comunitaria, las cuales deberán adecuarse a la cosmovisión de la comunidad 
indígena. 
 
268. Por otra parte, la Corte recuerda que en la audiencia pública, la perita Hernández 
Castillo se refirió a la situación en que viven dos hijas de la señora Fernández Ortega así 
como “muchas de las niñas me'phaa” como consecuencia de la falta de seguridad en los 
caminos. Informó que “treinta niñas de Barranca Tecoani, se encuentran actualmente 
estudiando en Ayutla de los Libres porque en [aquella localidad] no hay escuela secundaria. 
Para poder llegar a la escuela secundaria, estas niñas tendrían que caminar tres horas 
[hasta donde un trasporte podría llevarlas a Ayutla]. Los riesgos que tiene este recorrido, 
han hecho que las madres decidan mandar a sus hijas a vivir con familias mestizas de clase 
media de Ayutla de los Libres que las reciben como trabajadoras dom[é]sticas sin salario, 
[trabajando] hasta doce horas diarias a cambio de casa y comida y de la posibilidad de 
estudiar. Así se encuentra actualmente Ana Luz, la segunda hija de [la señora Fernández 
Ortega,] y con cinco familias de estas vivió Noemí la hija mayor, de las que tuvo que 
estarse cambiando de casa por el maltrato que recibió [de parte de las mismas]”. Por ello, 
la perita sugirió “la construcción de un albergue escuela en el que las niñas me'phaa puedan 
estudiar con seguridad, sin el miedo a los caminos, a la inseguridad que privan [en ellos] y 
que se ha construido como un espacio de vulnerabilidad a raíz de la violación de [la señora 
Fernández Ortega]”. Ello “sería una reparación directa [en relación] con el estado de 
vulnerabilidad creado a partir de la violación”.  
 
270. Teniendo en cuenta la información antes mencionada, la Corte estima oportuno 
disponer que el Estado adopte medidas para que las niñas de la comunidad de Barranca 
Tecoani que actualmente realizan estudios secundarios en la ciudad de Ayutla de los Libres, 
cuenten con facilidades de alojamiento y alimentación adecuadas, de manera que puedan 
continuar recibiendo educación en las instituciones a las que asisten. Sin perjuicio de lo 
anterior, esta medida puede ser cumplida por el Estado optando por la instalación de una 
escuela secundaria en la comunidad mencionada. 
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Indemnizaciones compensatorias 

Daño material 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
360. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los 
supuestos en que corresponde indemnizarlo. (En similar sentido: Caso Castañeda Gutman 
Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 
agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 217) 
 
362. Como lo ha establecido anteriormente la Corte, las reparaciones deben tener un nexo 
causal con los hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como 
con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, el Tribunal 
deberá observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
369. Este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia que el daño material supone la 
pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo de 
los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los 
hechos del caso. (En similar sentido: Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr. 343; 
Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273, párr. 97; Caso Cabrera García y Montiel Flores 
Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de 
noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 248; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. 
Serie C No. 216, párr. 270; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 
281). 

Daño emergente 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
565. Ante la falta de presentación de comprobantes que prueben que los gastos funerarios 
ascendieron a las cantidades solicitadas por los representantes y teniendo en cuenta que: i) 
los representantes reconocieron que la señora Monreal y la señora González recibieron $ 
2,600.00 (dos mil seiscientos pesos mexicanos) y $ 6,500.00 (seis mil quinientos pesos 
mexicanos), respectivamente; ii) la falta de prueba del Estado de haber otorgado apoyo 
alguno por concepto de gastos funerarios a la señora Monárrez, y iii) el reconocimiento del 
Estado de que en Ciudad Juárez los gastos funerarios equivalen a $10.000,00 (diez mil 
pesos mexicanos), este Tribunal considera, en equidad, que le sean entregados a la señora 
Monreal US$ 550,00 (quinientos cincuenta dólares de los Estados Unidos de América), a la 
señora González US$ 250,00 (doscientos cincuenta dólares de los Estados Unidos de 
América) y a la señora Monárrez US$ 750,00 (setecientos cincuenta dólares de los Estados 
Unidos de América) por concepto de gastos funerarios. 
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566. Respecto a los gastos extraordinarios, dado que: i) los representantes no señalaron 
por qué el Tribunal debía ordenar al Estado indemnizar los gastos extraordinarios, diferentes 
a los funerarios, en que incurrieron los familiares de las víctimas, tomando como base para 
el cálculo la cantidad de US $150,00 (ciento cincuenta dólares de los Estados Unidos de 
América) por cada semana de desaparición hasta la fecha de localización de los cuerpos; ii) 
en la audiencia dos de las madres reconocieron de forma general haber realizado gastos 
diferentes a los funerarios, y iii) el Estado no controvirtió esta solicitud de gastos 
concretamente, sino que se limitó a proponer sólo una indemnización por el concepto de 
“gastos funerarios”; la Corte decide otorgar, en equidad, por concepto de gastos de 
búsqueda: i) US $150,00 (ciento cincuenta dólares de los Estados Unidos de América) a la 
señora Monreal; ii) US $600,00 (seiscientos dólares de los Estados Unidos de América) a la 
señora González; y, iii) $1.050,00 (mil cincuenta dólares de los Estados Unidos de América) 
a la señora Monárrez. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
368. La Corte reconoce que las acciones y gestiones realizadas por los familiares del señor 
Radilla Pacheco para localizarlo generaron gastos que deben ser considerados como daño 
emergente, en particular en lo referente a las acciones de búsqueda de su paradero ante 
diferentes autoridades. Así lo incluirá al fijar la indemnización correspondiente en el 
presente acápite. No obstante, respecto a la señalada pérdida de varias propiedades que 
aparentemente poseía la familia Radilla Martínez, el Tribunal advierte que de la prueba 
aportada por los representantes no se desprenden elementos suficientes que le permitan 
establecer el daño alegado y su conexión con los hechos de desaparición forzada del señor 
Radilla Pacheco, por lo que no es posible fijar un monto específico al respecto. 
 
369. En relación con los alegados gastos de atención médica y psiquiátrica en que 
incurrieron las víctimas en el presente caso, la Corte advierte que los representantes no 
presentaron pruebas, bien sea comprobantes, historias o certificados médicos, entre otros, 
de los cuales se pueda establecer que efectivamente ellos recibieron atención médica por 
afectaciones relacionadas con estos hechos y que se realizaron gastos en ese sentido. Los 
representantes tampoco presentaron una estimación de dichos gastos. Si bien la Corte ha 
establecido que por la naturaleza y gravedad de los hechos constitutivos de desaparición 
forzada, las víctimas en el presente caso han padecido graves afectaciones psicológicas que 
resultan evidentes […], para que la Corte pueda ordenar el reintegro de gastos por daño 
emergente, éstos deben ser acreditados. Debido a lo anterior, en el presente caso no 
corresponde fijar un monto al respecto. 
 
370. En consecuencia, la Corte fija en equidad una compensación de US $1,300.00 (mil 
trescientos dólares de los Estados Unidos de América), de acuerdo a lo indicado en este 
apartado […]. Esta cantidad deberá ser entregada en partes iguales a los beneficiarios en el 
presente caso […]. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
346. En cuanto a los familiares de las víctimas desaparecidas, en virtud de que el Estado 
fue encontrado responsable por violaciones a los artículos 8, 17, 22 y 25, la Corte reconoce, 
como lo ha hecho en otros casos, que las acciones y gestiones realizadas por los familiares 
de las víctimas desaparecidas, generaron gastos que deben ser considerados como daño 
emergente, por lo que fija un monto razonable de USD$15,000 (quince mil dólares de los 
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Estados Unidos de América) al grupo familiar de Nitza Paola Alvarado Espinoza, siendo que 
sí se acreditaron debidamente algunos gastos. Asimismo, se otorga una cantidad de 
USD$5,000 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) para cada uno de los 
grupos familiares de Rocío Irene Alvarado Reyes y José Angel Alvarado Herrera, siendo que 
no se acreditaron debidamente los gastos. […] 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
371. Este Tribunal advierte que no fueron aportados comprobantes de los gastos 
desembolsados por las víctimas y sus familiares para asuntos procesales, visitas a los 
lugares de detención o por la atención médica y psicológica recibida por las víctimas. No 
obstante, la Corte estima razonable presumir que las once víctimas y sus familiares 
incurrieron en estos gastos como consecuencia de las violaciones de derechos humanos 
cometidas por el Estado en el presente caso. Por lo tanto, en atención a las circunstancias 
particulares del caso, la Corte estima pertinente fijar en equidad la cantidad de USD$ 
5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América), como indemnización por 
concepto de daño emergente, la cual deberá ser entregada a cada una de las diez mujeres 
víctimas de este caso que han solicitado indemnización económica […]. 

Ingresos dejados de percibir 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
365. La Corte observa que ni los representantes ni el Estado presentaron documentación 
que acreditara el salario o ganancias devengadas por el señor Rosendo Radilla Pacheco 
durante la época respectiva. No obstante, tomando en cuenta la propuesta del Estado y la 
expectativa de vida probable de la víctima, este Tribunal decide fijar, en equidad, la 
cantidad de US $12,000.00 (doce mil dólares de los Estados Unidos de América) o su 
equivalente en pesos mexicanos, por concepto de pérdida de ingresos del señor Radilla 
Pacheco, los cuales deberán ser distribuidos en partes iguales entre sus derechohabientes. 
Dicho monto deberá ser pagado en el plazo que la Corte fije para tal efecto […]. 
 
Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
286. El Tribunal observa que los representantes no presentaron documentación que 
acreditara las ganancias devengadas por la señora Fernández Ortega. No obstante, dado 
que tanto la señora Fernández Ortega como su esposo trabajan en la cosecha de su parcela 
y ambos debieron descuidar sus tareas por los hechos del caso, el Tribunal decide fijar, en 
equidad, la cantidad de US $5.500,00 (cinco mil quinientos dólares de los Estados Unidos de 
América) o su equivalente en pesos mexicanos, por concepto de pérdida de ingresos de la 
señora Fernández Ortega y del señor Prisciliano Sierra. Esta cantidad deberá ser entregada 
por mitades a ambos esposos. 
 
288. La Corte observa que los representantes no presentaron documentación o algún tipo 
de estimación que sustente el alegado daño patrimonial familiar, las supuestas sumas que 
el señor Prisciliano Sierra dejó de percibir ni precisaron el periodo de tiempo durante el cual 
supuestamente dejó de trabajar la tierra. Por otra parte, el Tribunal nota que tanto la 
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señora Fernández Ortega como el señor Prisciliano Sierra dejaron de trabajar en su parcela 
por la búsqueda de justicia en el caso. En consecuencia, es previsible que los hechos del 
caso generaran la inactividad de ambos en momentos y por tiempos similares. Sin perjuicio 
de lo anterior, la Corte destaca que otorgó un monto en equidad por la pérdida de ingresos 
de la señora Fernández Ortega y del señor Prisciliano Sierra […], para lo cual tuvo en 
consideración el valor anual de la cosecha que se produce en esa parcela, la cual 
corresponde a la producción de ambos cónyuges. Por lo anterior, no estima pertinente 
otorgar otro monto por este mismo concepto. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
274. La Corte observa que los representantes no presentaron ningún tipo de documentación 
u otra prueba que acreditara los supuestos daños emergentes o la pérdida de ingresos 
sufridos por la señora Rosendo Cantú. No obstante, la Corte nota que la víctima dejó de 
trabajar en la cosecha con motivo del temor a actos de violencia y por la búsqueda de 
justicia en el caso. En consecuencia, es previsible que los efectos de la violación generaron 
su inactividad por algún período. Por lo anterior, este Tribunal decide fijar, en equidad, la 
cantidad de US$ 5.500,00 (cinco mil quinientos dólares de los Estados Unidos de América) o 
su equivalente en pesos mexicanos, por concepto de pérdida de ingresos de la señora 
Rosendo Cantú. Esta cantidad deberá ser entregada a la señora Rosendo Cantú, en el plazo 
que la Corte fije para tal efecto […]. 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
344. En virtud de que el Estado fue encontrado responsable por violaciones acreditadas a 
los artículos 1.1, 2, 3, 4, 5 y 7, la Corte considera, como lo ha hecho en otros casos sobre 
desapariciones forzadas, que en este caso, en que se desconoce el paradero de las víctimas, 
es posible aplicar los criterios de compensación por la pérdida de ingresos de éstas, lo cual 
comprende los ingresos que habrían percibido durante su vida probable. Lo anterior, 
teniendo en cuenta la edad de las víctimas al inicio de su desaparición, las actividades que 
desarrollaban, así como su respectiva esperanza de vida en México al momento de los 
hechos. 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
373. En virtud de las circunstancias de este caso y las consecuencias específicas que los 
hechos del caso generaron en la entrada de ingresos de Yolanda Muñoz Diosdada y María 
Patricia Romero Hernández, la Corte considera razonable ordenar al Estado el pago de una 
indemnización por concepto de pérdida de ingresos a favor de ambas víctimas. Teniendo en 
cuenta que la información proporcionada por los representantes no permite establecer con 
certeza el monto de la pérdida de ingresos sufrida, este Tribunal fija las cantidades de USD$ 
10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Yolanda Muñoz 
Diosdada y de USD$ 2.000,00 (dos mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor 
de María Patricia Romero Hernández. Ambas cantidades deberán ser pagadas por el Estado 
directamente a las víctimas mencionadas previamente. 

Daño inmaterial 
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Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
583. La Corte concluyó que los familiares experimentaron y siguen experimentando 
afectaciones en su integridad psíquica y moral debido a tres causas: i) la privación de la 
libertad, vejámenes y muerte sufridos por las jóvenes Herrera, González y Ramos; ii) las 
irregularidades en la investigación de las autoridades y la impunidad; y iii) los 
hostigamientos sufridos por los familiares […]. 
 
584. Teniendo en cuenta lo anterior […], y considerando que es razonable el ofrecimiento 
estatal de pagar US $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada 
uno de los familiares de las víctimas, la Corte decide partir de esa cantidad y i) incluir a los 
familiares declarados víctimas en este caso que no estaban considerados en el ofrecimiento 
estatal; ii) incrementar tal cantidad en US$ 1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para cada uno de los familiares, como forma de reparación por el daño moral que 
produjeron las violaciones no reconocidas por el Estado; iii) incrementar la cantidad 
resultante en US$ 4.000,00 (cuatro mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor 
de las tres madres, puesto que en ellas recayó la búsqueda de justicia; iv) incrementar la 
cantidad resultante en US$ 1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor 
de Adrián Herrera Monreal, Claudia Ivonne y Daniel Ramos Monárrez; Ramón Antonio 
Aragón Monárrez, y Claudia Dayana, Itzel Arely y Paola Alexandra Bermúdez Ramos por los 
actos de hostigamiento que padecieron, y iv) incrementar la cantidad resultante en US$ 
3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la señora Benita 
Ramos Salgado, por los actos de hostigamiento que padeció. 
 
585. Asimismo, aunque los representantes no lo hubieren solicitado, el Tribunal considera 
que es oportuno ordenar al Estado que indemnice a las jóvenes Herrera, Ramos y González 
por la falta de garantía de sus derechos a la vida, integridad personal y libertad personal. 
Para fijar la cantidad correspondiente, la Corte tiene en consideración su jurisprudencia en 
casos similares; el contexto en el que se produjeron los hechos; la edad de las víctimas y 
las consiguientes obligaciones especiales del Estado para la protección de la niñez, y la 
violencia por razones de género que sufrieron las tres víctimas. Consiguientemente, fija en 
equidad la cantidad de US$ 38.000,00 (treinta y ocho mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de Claudia Ivette González y US$ 40.000,00 (cuarenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) para cada una de las niñas Esmeralda Herrera Monreal y Laura 
Berenice Ramos Monárrez. Dichas cantidades serán repartidas conforme al derecho 
sucesorio vigente en la actualidad en el estado de Chihuahua, México. 
 
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 
 
375. En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos sobre 
desapariciones forzadas de personas, en consideración de las circunstancias del presente 
caso, la entidad, carácter y gravedad de las violaciones cometidas, los sufrimientos 
ocasionados a las víctimas y el tratamiento que han recibido, el tiempo transcurrido desde 
que comenzó la desaparición, la denegación de justicia, así como el cambio en las 
condiciones de vida y las restantes consecuencias de orden inmaterial que sufrieron, la 
Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US $80,000.00 (ochenta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Rosendo Radilla Pacheco, como 
compensación por concepto de daño inmaterial. A su vez, por el mismo concepto, el 
Tribunal fija en equidad la compensación de US $40,000.00 (cuarenta mil dólares de los 



159 

Estados Unidos de América) a favor de los señores Tita Radilla Martínez, Andrea Radilla 
Martínez y Rosendo Radilla Martínez, cada uno, por este concepto. 
 
Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215. 
 
293. En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos, y en 
consideración de las circunstancias del presente caso, el carácter y la gravedad de las 
violaciones cometidas, los sufrimientos ocasionados a las víctimas y el tratamiento que han 
recibido, el tiempo transcurrido desde la violación sexual, la denegación de justicia, así 
como el cambio en las condiciones de vida y las restantes consecuencias de orden 
inmaterial que sufrieron, la Corte estima pertinente fijar en equidad y de acuerdo con la 
distinta intensidad de las afectaciones, la cantidad de US$ 50.000,00 (cincuenta mil dólares 
de los Estados Unidos de América) a favor de la señora Fernández Ortega, como 
compensación por concepto de daño inmaterial sufrido […]. Asimismo, por igual concepto, la 
Corte fija en equidad la compensación de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados 
Unidos de América) para cada una de las hijas mayores, Noemí Prisciliano Fernández y Ana 
Luz Prisciliano Fernández ([…], y US$ 5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de cada una de las siguientes personas, Colosio Prisciliano Fernández, 
Nélida Prisciliano Fernández […] y Neftalí Prisciliano Fernández […]. Finalmente, fija en 
equidad la compensación de US$ 2.500,00 (dos mil quinientos dólares de los Estados 
Unidos de América) a favor del señor Prisciliano Sierra […]. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
279. En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos, y en 
consideración de las circunstancias del presente caso, la condición de niña de la señora 
Rosendo Cantú al momento de ocurridos los hechos, el carácter y gravedad de las 
violaciones cometidas, los sufrimientos ocasionados a las víctimas y el tratamiento que han 
recibido, el tiempo transcurrido desde la violación sexual, la denegación de justicia, así 
como el cambio en las condiciones de vida y las restantes consecuencias de orden 
inmaterial que sufrieron, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US$ 
60.000,00 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la señora 
Rosendo Cantú, como compensación por concepto de daño inmaterial. Asimismo, dados los 
sufrimientos padecidos como consecuencia de los hechos del caso, particularmente el 
destierro y desequilibrio de la estructura familiar […], el Tribunal fija, en equidad, la 
compensación de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de Yenys Bernardino Rosendo. 
 
Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220. 
 
260. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la Sentencia puede 
constituir per se una forma de reparación. No obstante, considerando las circunstancias del 
caso sub judice, los sufrimientos que las violaciones cometidas causaron a las víctimas y la 
denegación de justicia, así como el cambio en las condiciones de vida y las restantes 
consecuencias de orden inmaterial o no pecuniario que éstas últimas sufrieron, la Corte 
estima pertinente fijar una cantidad, en equidad, como compensación por concepto de 
daños inmateriales. (En similar sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 
216, párr. 278; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
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Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 292; Caso 
Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 374; Caso González y otras 
(“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párr. 582) 
 
261. En consecuencia, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US$ 
20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada una de las 
víctimas en el presente caso, como compensación por concepto de daño inmaterial. 
 
 
 
 
Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. 
 
348. En cuanto al daño inmaterial, este Tribunal ha determinado que “puede comprender 
tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el 
menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de 
carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su familia”. (En 
similar sentido: Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273, párr. 97; Caso Cabrera 
García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 255; Caso Rosendo Cantú y 
otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 275; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 
Serie C No. 215, párr. 289). 
 
349. En consideración de las circunstancias del presente caso, las violaciones cometidas, 
los sufrimientos ocasionados y experimentados en diferentes grados, el tiempo transcurrido, 
la denegación de la justicia […], así como el cambio en las condiciones de vida de algunos 
familiares, a través del desplazamiento […], las comprobadas afectaciones a la integridad 
personal de los familiares de las víctimas […] y las restantes consecuencias de orden 
inmaterial que sufrieron, el Tribunal procede a fijar las indemnizaciones por daño inmaterial 
a favor de las víctimas. 
 
350. De conformidad con los criterios desarrollados por la Corte sobre el concepto de daño 
inmaterial y atendiendo a las circunstancias del presente caso, el carácter y la gravedad de 
las violaciones cometidas, la Corte fija en equidad el monto de USD$100,000 (cien mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada una de las víctimas 
desaparecidas: Nitza Paola Alvarado Espinoza, José Ángel Alvarado Herrera y Rocío Irene 
Alvarado Reyes. El monto establecido por la Corte deberá ser entregado en el plazo de un 
año a partir de la notificación de la presente Sentencia[.] 
 
351. Los montos dispuestos a favor de las personas desaparecidas forzadamente […] 
deben ser liquidadas de acuerdo con los siguientes criterios: 
   

a) el cincuenta por ciento (50%) de la indemnización se repartirá, por partes iguales, 
entre los hijos de la víctima. Si uno o varios de los hijos de la víctima hubieren 
fallecido ya, la parte que le o les corresponda será entregada a sus hijos o cónyuges si 
existieren, o si no existieren, la parte que le o les corresponda acrecerá a las de los 
demás hijos de la misma víctima;  
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b) el cincuenta por ciento (50%) de la indemnización deberá ser entregada a quien fuera 
cónyuge, compañero o compañera permanente de la víctima, al momento del inicio de 
la desaparición forzada de esta; 

c) en el evento que no existieren familiares en alguna de las categorías definidas en los 
literales anteriores, lo que hubiere correspondido a los familiares ubicados en esa 
categoría, acrecerá a la parte que le corresponda a la otra categoría; 

d) en el caso de que la víctima no tuviere hijos ni cónyuge ni compañera o compañero 
permanente, la indemnización del daño material será entregado a sus padres, y 

e) en el evento que no existieren familiares en alguna o algunas de las categorías 
definidas en los literales anteriores, la indemnización deberá ser pagada a los 
herederos de acuerdo con el derecho sucesorio interno. 

 
352. Adicionalmente, en vista de las violaciones acreditadas en perjuicio de los familiares, 
que derivaron en afectaciones en su integridad física, moral y psicológica, de conformidad 
con los criterios desarrollados sobre el concepto de daño inmaterial, la Corte fija en equidad, 
las siguientes sumas de dinero:  
 

i. Respecto del grupo familiar de Nitza Paola Alvarado Espinoza, la suma de USD$60,000 
(sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) para para María de Jesús 
Alvarado Espinoza (hermana); USD$60,000 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos 
de América) para cada una de sus hijas: M.P.A.E., N.S.A.E., y D.A.E.; USD$50,000 
(cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) para cada uno de sus 
padres: María de Jesús Espinoza Peinado (madre) y Ascensión Alvarado Fabela 
(padre), en relación con lo resuelto en los párrafos 265, 267 y 283 de esta Sentencia;   
i.a La cantidad de USD$20,000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América), 
para el grupo familiar de Rigoberto Ambriz Marrufo (cuñado) y R.A.A., I.A.A.A., 
J.E.A.A. y A.Y.A.A. (sobrinos), en relación con lo resuelto en el párrafo 283 de esta 
Sentencia. 

ii. Respecto del grupo familiar de Rocío Irene Alvarado Reyes, la suma de USD$50,000 
(cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) para Patricia Reyes Rueda 
(madre); USD$60,000 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) para 
A.M.U.A (hija), y USD$25,000 (veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para cada uno de sus hermanos A.A.R. y A.R.A.R., de conformidad con lo 
resuelto en los párrafos 265, 267 y 283 de esta Sentencia; 
ii.a La cantidad de USD$15,000 (quince mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para cada uno de sus abuelos: Manuel Alvarado Reyes (abuelo) y María de 
Jesús Rueda Villanueva (abuela), en relación con lo resuelto en el párrafo 283 de esta 
Sentencia. 

iii. Respecto del grupo familiar de José Ángel Alvarado Herrera, la suma de USD$60,000 
(sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) para José Ángel Alvarado 
Fabela (padre); USD$60,000 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) 
para Jaime Alvarado Herrera (hermano); USD$60,000 (sesenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) para cada una de sus hijas e hijo: J.A.E., J.A.A.E. y A.E.B., 
y esposa: Obdulia Espinoza Beltrán; USD$25,000 (veinticinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América) para su hermana Rosa Olivia Alvarado Herrera, y 
USD$50,000 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) para su madre 
Concepción Herrera Hernández, en relación con lo resuelto en los párrafos 265, 267 y 
283 de esta Sentencia; 
iii.a La cantidad de USD$20,000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para el grupo familiar compuesto por J.O.A.R, R.G.A.R., C.N.A.R Y J.E.A.R 
(sobrinas y sobrinos), y USD$20,000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para el grupo familiar compuesto por Karina Paola Alvarado Espinoza, 
(F.A.H), J.G.A y A.G.A (sobrina y sobrinos), en relación con lo resuelto en el párrafo 
283 de esta Sentencia. 

 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
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375. La Corte ha establecido en su jurisprudencia que el daño inmaterial puede comprender 
tanto los sufrimientos y las aflicciones causados por la violación como el menoscabo de 
valores muy significativos para las personas y cualquier alteración, de carácter no 
pecuniario, en las condiciones de existencia de las víctimas. Por otra parte, dado que no es 
posible asignar al daño inmaterial un equivalente monetario preciso, sólo puede ser objeto 
de compensación, para los fines de la reparación integral a la víctima, mediante el pago de 
una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, que el 
Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. 
 
376. La Corte recuerda que determinó en este caso que el Estado cometió violaciones 
graves contra la integridad personal, vida privada y libertad personal de las once mujeres, 
así como de sus familiares. En consideración de las circunstancias del caso, todas las 
violaciones cometidas, la denegación de justicia, los sufrimientos ocasionados y 
experimentados, el impacto en las vidas de las once mujeres y sus familiares, así como las 
restantes consecuencias de orden inmaterial que sufrieron, este Tribunal considera 
pertinente fijar, en equidad, por concepto de daño inmaterial, las cantidades de: USD$ 
70.000,00 (setenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada una de las diez 
mujeres víctimas de este caso que han solicitado indemnización económica, es decir, a 
Yolanda Muñoz Diosdada, Norma Aidé Jiménez Osorio, María Patricia Romero Hernández, 
Mariana Selvas Gómez, Ana María Velasco Rodríguez, Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo, 
Bárbara Italia Méndez Moreno, María Cristina Sánchez Hernández, Angélica Patricia Torres 
Linares y Claudia Hernández Martínez; USD$ 15.000,00 (quince mil dólares de los Estados 
Unidos de América) a favor de cada una de las madres, padres, hijas e hijos, cónyuges, 
compañeros y compañeras permanentes de las referidas víctimas, identificados en el 
párrafo 324 de esta Sentencia, y USD$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos 
de América) a favor de cada uno de los hermanos, hermanas, sobrinos y sobrinas de dichas 
víctimas identificados en el párrafo 324 de esta Sentencia. 

Costas y gastos 
 
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 
 
594. El Tribunal precisa que las costas y gastos, a diferencia de las medidas de 
indemnización, no se otorgan a quienes han sido declaradas víctimas, porque las costas no 
son una indemnización. Dependiendo de las circunstancias del caso, corresponde su 
otorgamiento a la persona o institución que representó a la víctima. El reembolso se 
justifica en la necesidad de no generar un perjuicio económico para quienes no han 
cometido la violación. La carga corresponde al Estado en el evento en que se constate su 
responsabilidad internacional en la materia. 
 
Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. 
 
280. Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos están 
comprendidos dentro del concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la 
Convención Americana. (En similar sentido: Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 
Serie C No. 215, párr. 294; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, 
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párr. 376; Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 240) 
 
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
 
378. La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos hacen parte del 
concepto de reparación, toda vez que la actividad desplegada por las víctimas con el fin de 
obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que deben 
ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada mediante 
una sentencia condenatoria. En cuanto al reembolso de las costas y gastos, corresponde al 
Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos generados ante 
las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso 
ante el Sistema Interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la 
naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos. Esta 
apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tomando en cuenta los 
gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea razonable. (En similar 
sentido: Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr. 356; Caso Cabrera García y 
Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párrs. 262 y 266; Caso Rosendo Cantú y otra 
Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2010. Serie C No. 216, párr. 284; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 
215, párr. 297; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 381) 
 
379. Este Tribunal ha señalado que “las pretensiones de las víctimas o sus representantes 
en materia de costas y gastos, y las pruebas que las sustentan, deben presentarse a la 
Corte en el primer momento procesal que se les concede, esto es, en el escrito de 
solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen en un 
momento posterior, conforme a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido con 
ocasión del procedimiento ante esta Corte”. Asimismo, la Corte reitera que no es suficiente 
la remisión de documentos probatorios, sino que se requiere que las partes hagan una 
argumentación que relacione la prueba con el hecho que se considera representado, y que, 
al tratarse de alegados desembolsos económicos, se establezcan con claridad los rubros y la 
justificación de los mismos. (En similar sentido: Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, 
párr. 357; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 285; Caso 
Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 298; Caso Castañeda Gutman Vs. 
México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto 
de 2008. Serie C No. 184, párr. 244). 
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XXII.  OPINIONES CONSULTIVAS 

Derecho a la información sobre la asistencia consular  
 
Corte IDH. El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de 
las garantías del debido proceso legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de 
octubre de 1999. Serie A No. 1612. 
 
[Derecho a comunicarse con los funcionarios consulares] 
 
77. A partir de la coincidencia de la práctica de los Estados en materia de protección 
diplomática se desarrollaron las discusiones en torno a la redacción del artículo 36 de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, que reza:  
 

1. Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares relacionadas con los nacionales 
del Estado que envía:  
a) los funcionarios consulares podrán comunicarse libremente con los nacionales del Estado 
que envía y visitarlos. Los nacionales del Estado que envía deberán tener la misma libertad de 
comunicarse con los funcionarios consulares de ese Estado y visitarlos;  
[...] 
 

78. En el apartado citado se consagra el derecho a la libre comunicación, cuyos titulares -
como lo revela en forma unívoca el texto- son tanto el funcionario consular como los 
nacionales del Estado que envía, sin que se haga ulteriores precisiones con respecto a la 
situación de dichos nacionales. El derecho de los detenidos extranjeros a la comunicación 
con funcionarios consulares del Estado que envía es concebido como un derecho del 
detenido en las más recientes manifestaciones del derecho penal internacional. 
 
79. Por lo tanto el funcionario consular y el nacional del Estado que envía tienen el derecho 
a comunicarse entre sí, en todo momento, con el propósito de que el primero pueda ejercer 
debidamente sus funciones. De conformidad con el artículo 5 de la Convención de Viena 
sobre Relaciones Consulares, estas funciones consulares consisten, entre otras, en  
 

a) proteger en el Estado receptor los intereses del Estado que envía y de sus nacionales, sean 
personas naturales o jurídicas, dentro de los límites permitidos por el derecho internacional; 
[...]  
e) prestar ayuda y asistencia a los nacionales del Estado que envía, sean personas naturales o 
jurídicas; [...]  

                                           
12 La solicitud de opinión consultiva presentada por México se relaciona con las garantías judiciales mínimas y el 
debido proceso en el marco de la pena de muerte, impuesta judicialmente a extranjeros a quienes el Estado 
receptor no ha informado de su derecho a comunicarse y a solicitar la asistencia de las autoridades consulares del 
Estado de su nacionalidad.  
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i) representar a los nacionales del Estado que envía o tomar las medidas convenientes para su 
representación ante los tribunales y otras autoridades del Estado receptor, de conformidad con 
la práctica y los procedimientos en vigor en este último, a fin de lograr que, de acuerdo con las 
leyes y reglamentos del mismo se adopten las medidas provisionales de preservación de los 
derechos e intereses de esos nacionales, cuando, por estar ausentes o por cualquier otra 
causa, no puedan defenderlos oportunamente; [...] 

 
80. De la lectura conjunta de los textos citados, se desprende que la Convención de Viena 
sobre Relaciones Consulares reconoce, como una función primordial del funcionario 
consular, el otorgamiento de asistencia al nacional del Estado que envía en la defensa de 
sus derechos ante las autoridades del Estado receptor. En este marco, la Corte estima que 
la norma que consagra la comunicación consular tiene un doble propósito: reconocer el 
derecho de los Estados de asistir a sus nacionales a través de las actuaciones del 
funcionario consular y, en forma paralela, reconocer el derecho correlativo de que goza el 
nacional del Estado que envía para acceder al funcionario consular con el fin de procurar 
dicha asistencia. 
 
81. Los apartados b) y c) del artículo 36.1 de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares se refieren a la asistencia consular en una situación particular: la privación de 
libertad. La Corte estima que estos apartados requieren análisis separado. El apartado b) 
dispone que 
 

si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor deberán informar 
sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado cuando, en su 
circunscripción, un nacional del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o 
puesto en prisión preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la 
persona arrestada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida sin 
demora por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a la persona 
interesada acerca de los derechos que se le reconocen en este apartado. 
 

El texto citado consagra, entre otros, el derecho del extranjero privado de la libertad a ser 
informado, “sin dilación”, de que tiene  
 

a) derecho a solicitar y obtener que las autoridades competentes del Estado receptor informen 
a la oficina consular competente sobre su arresto, detención o puesta en prisión preventiva, y  
b) derecho a dirigir a la oficina consular competente cualquier comunicación, para que ésta le 
sea transmitida “sin demora”. 
 

82. Los derechos mencionados en el párrafo anterior, que han sido reconocidos por la 
comunidad internacional en el Conjunto de Principios para la Protección de todas las 
Personas Sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión, tienen la característica de que 
su titular es el individuo. En efecto, el precepto es inequívoco al expresar que “reconoce” los 
derechos de información y notificación consular a la persona interesada. En esto, el artículo 
36 constituye una notable excepción con respecto a la naturaleza, esencialmente estatal, de 
los derechos y obligaciones consagrados en la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares y representa, en los términos en que lo interpreta esta Corte en la presente 
Opinión Consultiva, un notable avance respecto de las concepciones tradicionales del 
Derecho Internacional sobre la materia. 
 
83. Los derechos reconocidos al individuo por el apartado b) del artículo 36.1, ya citado, se 
relacionan con el apartado siguiente, de acuerdo con el cual  
 

c) los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado que envía que se 
halle arrestado, detenido o en prisión preventiva, a conversar con él y a organizar su defensa 
ante los tribunales. Asimismo, tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que envía 



166 

que, en su circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso en cumplimiento de una 
sentencia. Sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir en favor del 
nacional detenido, cuando éste se oponga expresamente a ello[;] 
 

Como se desprende del texto, el ejercicio de este derecho sólo está limitado por la voluntad 
del individuo, que puede oponerse “expresamente” a cualquier intervención del funcionario 
consular en su auxilio. Esta última circunstancia reafirma la naturaleza individual de los 
referidos derechos reconocidos en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares. 
 
84. Por lo tanto, la Corte concluye que el artículo 36 de la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares reconoce al detenido extranjero derechos individuales a los que 
corresponden los deberes correlativos a cargo del Estado receptor. Esta interpretación se 
confirma por la historia legislativa del artículo citado. De ésta se desprende que aun cuando 
en un principio algunos Estados consideraron que era inadecuado incluir formulaciones 
respecto de los derechos que asistían a nacionales del Estado que envía, al final se estimó 
que no existía obstáculo alguno para reconocer derechos al individuo en dicho instrumento. 
 
86. Si el Estado que envía decide brindar su auxilio, en ejercicio de los derechos que le 
confiere el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, podrá asistir 
al detenido en diversos actos de defensa, como el otorgamiento o contratación de patrocinio 
letrado, la obtención de pruebas en el país de origen, la verificación de las condiciones en 
que se ejerce la asistencia legal y la observación de la situación que guarda el procesado 
mientras se halla en prisión. 
 
87. Por lo tanto, la comunicación consular a la que se refiere el artículo 36 de la Convención 
de Viena sobre Relaciones Consulares, efectivamente concierne a la protección de los 
derechos del nacional del Estado que envía y puede redundar en beneficio de aquel. Esta es 
la interpretación que debe darse a las funciones de “protección de los intereses” de dicho 
nacional y a la posibilidad de que éste reciba “ayuda y asistencia”, en particular, en la 
organización de “su defensa ante los tribunales”. La relación que existe entre los derechos 
conferidos por el artículo 36 y los conceptos de “debido proceso legal” o “garantías 
judiciales” se examina en otra sección de esta Opinión Consultiva […]. 
 
89. A juicio de esta Corte, el cumplimiento del deber estatal correspondiente al derecho a la 
comunicación consular (apartado a] del artículo 36.1) no está sujeto al requisito de protesta 
previa del Estado que envía. Esto se desprende claramente del artículo 36.1.a), que dispone 
que  

[l]os nacionales del Estado que envía deberán tener la [...] libertad de comunicarse con los 
funcionarios consulares de ese Estado y de visitarlos[.] 
 

Lo mismo sucede con el derecho a la información sobre la asistencia consular, que también 
está consagrado como un derecho correspondiente a un deber del Estado receptor, sin 
necesidad de requerimiento alguno para que adquiera vigencia o actualidad esta obligación. 
 
90. El derecho a la notificación consular está condicionado, únicamente, a la voluntad del 
individuo interesado. A este respecto, es revelador que en el proyecto presentado a la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Relaciones Consulares, el cumplimiento del deber 
de notificar al funcionario consular en los casos previstos por el apartado b) del artículo 36.1 
no dependía de la voluntad de la persona privada de libertad. Sin embargo, algunos 
participantes en la Conferencia se opusieron a esta formulación basados en motivos de 
orden práctico que imposibilitarían el cumplimiento del deber mencionado, y en la necesidad 
de que el individuo decidiera libremente si deseaba que el funcionario consular fuera 
notificado de la detención y, en su caso, autorizara la intervención de éste en su favor. 
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Como fundamento de estas posiciones se argumentó, en lo esencial, que debía ser 
respetado el libre albedrío de la persona. Ninguno de los Estados participantes se refirió a la 
necesidad de que el Estado que envía satisficiese algún requisito o condición. 
 
91. Por último, el apartado c) condiciona a la voluntad del individuo la intervención del 
funcionario consular en la “organiza[ción] de su defensa” y en las visitas al lugar en que se 
halla detenido. Tampoco en este apartado se hace mención alguna a la necesidad de que 
medien protestas del Estado que envía. 
 
92. Particularmente en lo que se refiere a los apartados b) y c) del artículo 36.1, el 
cumplimiento inmediato de los deberes del Estado receptor responde al objeto mismo de la 
notificación consular. En efecto, ésta atiende al propósito de alertar al Estado que envía 
sobre una situación de la cual, en principio, éste no tiene conocimiento. Por lo tanto, sería 
ilógico supeditar el ejercicio o cumplimiento de estos derechos y deberes a las protestas de 
un Estado que ignora la situación en que se encuentra su nacional. 
 
94. A este respecto, la Corte estima que la identificación del imputado, requisito 
indispensable para la individualización penal, es un deber que recae en el Estado que lo 
tiene bajo su custodia. Dicha identificación es esencial, por ejemplo, para determinar la 
edad del sujeto privado de libertad y asegurarle un tratamiento adecuado a sus 
circunstancias. En el cumplimiento del deber de identificar al detenido, el Estado utiliza los 
mecanismos que han sido establecidos en su derecho interno con este propósito y que 
necesariamente incluyen los registros de control migratorio, en el caso de extranjeros. 
 
95. No escapa a la atención de esta Corte la posibilidad de que el propio detenido haga 
difícil el conocimiento de su condición de extranjero. Algunos detenidos podrían encubrir 
esta condición para evitar ser deportados. En estos casos, los registros de control migratorio 
no serán útiles -o suficientes- para que el Estado pueda determinar la identidad del sujeto. 
También surgen problemas cuando el detenido siente temor de las acciones de su Estado de 
procedencia y, por lo tanto, procura obstaculizar la averiguación de su nacionalidad. En 
ambos supuestos, el Estado receptor puede enfrentar dificultades, que no le son imputables, 
para cumplir los deberes que le impone el artículo 36. La apreciación de cada caso, hecha 
por las autoridades nacionales o internacionales competentes, permitirá establecer si el 
Estado receptor es o no responsable de incumplir esos deberes. 
 
96. Lo expuesto en el párrafo anterior no desvirtúa el principio de que el Estado que lleva a 
cabo la detención tiene el deber de conocer la identidad de la persona a la que priva de 
libertad. Ello le permitirá cumplir sus propias obligaciones y observar puntualmente los 
derechos del detenido. Tomando en cuenta la dificultad de establecer de inmediato la 
nacionalidad del sujeto, la Corte estima pertinente que el Estado haga saber al detenido los 
derechos que tiene en caso de ser extranjero, del mismo modo en que se le informa sobre 
los otros derechos reconocidos a quien es privado de libertad. 
 
97. Por estas razones, la Corte considera que la observancia de los derechos que reconoce 
al individuo el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no está 
subordinada a las protestas del Estado que envía. 
 
[Interpretación de la expresión “sin dilación” contenida en el art. 36.1.b) de la Convención 
de Viena sobre Relaciones Consulares] 

 
100. El Estado solicitante aclaró que si bien la consulta se limita a casos sancionables con 
pena de muerte, esto no excluye la aplicación de los derechos enunciados en el artículo 36 
en otras circunstancias. La Corte considera que esta apreciación es correcta. El artículo 
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36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no establece distinción 
alguna con base en la gravedad de la pena aplicable al delito que origina la detención. A 
este respecto, es revelador que el artículo citado no exige que se informe al funcionario 
consular sobre las razones que determinaron la privación de libertad. Al acudir a los 
respectivos trabajos preparatorios, este Tribunal ha constatado que esto es resultado de la 
voluntad expresa de los Estados Partes, algunos de los cuales admitieron que revelar al 
funcionario consular el motivo de la detención constituiría una violación del derecho 
fundamental a la privacidad. El artículo 36.1.b) tampoco hace distinción alguna en razón de 
la pena aplicable, por lo que es natural deducir que este derecho asiste a cualquier detenido 
extranjero. 
 
101. Por lo tanto, la respuesta que la Corte ofrezca a esta parte de la consulta, es aplicable 
a todos los casos en que un nacional del Estado que envía es privado de libertad por 
cualesquiera motivos, y no únicamente por hechos que, al ser calificados por la autoridad 
competente, podrían involucrar la aplicación de la pena de muerte. 
 
103. De la historia legislativa de ese artículo se desprende que la obligación de informar “sin 
dilación” al detenido del Estado que envía sobre los derechos que le confiere dicho precepto 
fue incluida, a propuesta del Reino Unido y con el voto afirmativo de una gran mayoría de 
los Estados participantes en la Conferencia, como una medida que permite asegurar que el 
detenido esté consciente, en forma oportuna, del derecho que le asiste de solicitar que se 
notifique al funcionario consular sobre su detención para los fines de la asistencia consular. 
Es claro que estos son los efectos propios (effet utile) de los derechos reconocidos por el 
artículo 36. 
 
106. En consecuencia, para establecer el sentido que corresponde dar al concepto “sin 
dilación”, se debe considerar la finalidad a la que sirve la notificación que se hace al 
inculpado. Es evidente que dicha notificación atiende al propósito de que aquél disponga de 
una defensa eficaz. Para ello, la notificación debe ser oportuna, esto es, ocurrir en el 
momento procesal adecuado para tal objetivo. Por lo tanto, y a falta de precisión en el texto 
de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, la Corte interpreta que se debe 
hacer la notificación al momento de privar de la libertad al inculpado y en todo caso antes 
de que éste rinda su primera declaración ante la autoridad. 
 
[Vínculo entre el derecho a la información y los derechos reconocidos en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos] 

 
109. En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos son Partes los Miembros de la 
OEA con excepción de Antigua y Barbuda, Bahamas, Saint Kitts y Nevis y Santa Lucía. En 
concepto de este Tribunal, todas las disposiciones citadas del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos conciernen efectivamente a la protección de los derechos 
humanos en los Estados americanos. 
 
110. En varias preguntas de su solicitud, México plantea a la Corte asuntos concretos 
referentes a la naturaleza del vínculo que existe entre el derecho a la información sobre la 
asistencia consular y los derechos inherentes a la persona reconocidos en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Declaración Americana y, a través de esta 
última, en la Carta de la OEA. […] 
 
116. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagra el derecho al debido 
proceso legal (artículo 14) derivado de “la dignidad inherente a la persona humana”. Esa 
norma señala diversas garantías aplicables a “toda persona acusada de un delito”, y en tal 
sentido coincide con los principales instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 



169 

 
117. En opinión de esta Corte, para que exista “debido proceso legal” es preciso que un 
justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en 
condiciones de igualdad procesal con otros justiciables. Al efecto, es útil recordar que el 
proceso es un medio para asegurar, en la mayor medida posible, la solución justa de una 
controversia. A ese fin atiende el conjunto de actos de diversas características generalmente 
reunidos bajo el concepto de debido proceso legal. El desarrollo histórico del proceso, 
consecuente con la protección del individuo y la realización de la justicia, ha traído consigo 
la incorporación de nuevos derechos procesales. Son ejemplo de este carácter evolutivo del 
proceso los derechos a no autoincriminarse y a declarar en presencia de abogado, que hoy 
día figuran en la legislación y en la jurisprudencia de los sistemas jurídicos más avanzados. 
Es así como se ha establecido, en forma progresiva, el aparato de las garantías judiciales 
que recoge el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al que 
pueden y deben agregarse, bajo el mismo concepto, otras garantías aportadas por diversos 
instrumentos del Derecho Internacional. 
 
119. Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver los factores de 
desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia. Es así como se atiende el principio 
de igualdad ante la ley y los tribunales y a la correlativa prohibición de discriminación. La 
presencia de condiciones de desigualdad real obliga a adoptar medidas de compensación 
que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la 
defensa eficaz de los propios intereses. Si no existieran esos medios de compensación, 
ampliamente reconocidos en diversas vertientes del procedimiento, difícilmente se podría 
decir que quienes se encuentran en condiciones de desventaja disfrutan de un verdadero 
acceso a la justicia y se benefician de un debido proceso legal en condiciones de igualdad 
con quienes no afrontan esas desventajas. 
 
120. Por ello se provee de traductor a quien desconoce el idioma en que se desarrolla el 
procedimiento, y también por eso mismo se atribuye al extranjero el derecho a ser 
informado oportunamente de que puede contar con la asistencia consular. Estos son medios 
para que los inculpados puedan hacer pleno uso de otros derechos que la ley reconoce a 
todas las personas. Aquéllos y éstos, indisolublemente vinculados entre sí, forman el 
conjunto de las garantías procesales y concurren a integrar el debido proceso legal. 
 
121. En el caso al que se refiere la presente Opinión Consultiva, ha de tomarse en cuenta la 
situación real que guardan los extranjeros que se ven sujetos a un procedimiento penal, del 
que dependen sus bienes jurídicos más valiosos y, eventualmente, su vida misma. Es 
evidente que, en tales circunstancias, la notificación del derecho a comunicarse con el 
representante consular de su país, contribuirá a mejorar considerablemente sus 
posibilidades de defensa y a que los actos procesales en los que interviene - y entre ellos los 
correspondientes a diligencias de policía - se realicen con mayor apego a la ley y respeto a 
la dignidad de las personas. 
 
122. En tal virtud, la Corte estima que el derecho individual que se analiza en esta Opinión 
Consultiva debe ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas para 
brindar a los extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar 
con un juicio justo. 
 
124. En otros términos, el derecho individual de información establecido en el artículo 
36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares permite que adquiera 
eficacia, en los casos concretos, el derecho al debido proceso legal consagrado en el artículo 
14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y que este precepto establece 
garantías mínimas susceptibles de expansión a la luz de otros instrumentos internacionales 
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como la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, que amplían el horizonte de la 
protección de los justiciables. 
 
129. En virtud de que el derecho a la información es un componente del artículo 36.1.b) de 
la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, el detenido extranjero debe tener la 
oportunidad de valerse de este derecho en su defensa. La inobservancia u obstrucción de su 
derecho a la información afecta las garantías judiciales. 
 
136. Siendo la ejecución de la pena de muerte una medida de carácter irreversible, exige 
del Estado el más estricto y riguroso respeto de las garantías judiciales, de modo a evitar 
una violación de éstas, que, a su vez, acarrearía una privación arbitraria de la vida. 
 
137. Por lo anteriormente expuesto, la Corte concluye que la inobservancia del derecho a la 
información del detenido extranjero, reconocido en el artículo 36.1.b) de la Convención de 
Viena sobre Relaciones Consulares, afecta las garantías del debido proceso legal y, en estas 
circunstancias, la imposición de la pena de muerte constituye una violación del derecho a no 
ser privado de la vida “arbitrariamente”, en los términos de las disposiciones relevantes de 
los tratados de derechos humanos (v.g. Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículo 4; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 6), con las 
consecuencias jurídicas inherentes a una violación de esta naturaleza, es decir, las atinentes 
a la responsabilidad internacional del Estado y al deber de reparación. 

Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados 
 
Corte IDH. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados. 
Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 1813. 
 
[Obligación de Respetar y Garantizar los Derechos Humanos] 
 
73. Los derechos humanos deben ser respetados y garantizados por todos los Estados. Es 
incuestionable el hecho de que toda persona tiene atributos inherentes a su dignidad 
humana e inviolables, que le hacen titular de derechos fundamentales que no se le pueden 
desconocer y que, en consecuencia, son superiores al poder del Estado, sea cual sea su 
organización política. 
 
76. Al respecto, la Corte Interamericana ha señalado que:  
 

[e]l artículo 1.1 es fundamental para determinar si una violación de los derechos humanos 
reconocidos por la Convención puede ser atribuida a un Estado Parte. En efecto, dicho artículo 
pone a cargo de los Estados Partes los deberes fundamentales de respeto y de [g]arantía, de 
tal modo que todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la Convención que 
pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho internacional, a la acción u omisión de 
cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado que compromete su 
responsabilidad en los términos previstos por la misma Convención.  
Conforme al artículo 1.1 es ilícita toda forma de ejercicio del poder público que viole los 
derechos reconocidos por la Convención. En tal sentido, en toda circunstancia en la cual un 
órgano o funcionario del Estado o de una institución de carácter público lesione indebidamente 
uno de tales derechos, se está ante un supuesto de inobservancia del deber de respeto 
consagrado en ese artículo.  
Esa conclusión es independiente de que el órgano o funcionario haya actuado en contravención 
de disposiciones del derecho interno o desbordado los límites de su propia competencia, 

                                           
13 La solicitud de opinión consultiva presentada por México se relaciona con los derechos de las personas migrantes 
indocumentadas y los derechos laborales de los trabajadores migrantes indocumentados.  
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puesto que es un principio de Derecho internacional que el Estado responde por los actos de 
sus agentes realizados al amparo de su carácter oficial y por las omisiones de los mismos aun 
si actúan fuera de los límites de su competencia o en violación del derecho interno. 
 

78. En el mismo sentido, el Tribunal ha señalado que  
 
[e]l deber general del artículo 2 de la Convención Americana implica la adopción de medidas 
en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por la otra, la 
expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de 
dichas garantías. 
 

[Principio de Igualdad y No Discriminación] 
 
83. La no discriminación, junto con la igualdad ante la ley y la igual protección de la ley a 
favor de todas las personas, son elementos constitutivos de un principio básico y general 
relacionado con la protección de los derechos humanos. El elemento de la igualdad es difícil 
de desligar de la no discriminación. Incluso, los instrumentos ya citados […], al hablar de 
igualdad ante la ley, señalan que este principio debe garantizarse sin discriminación alguna. 
Este Tribunal ha indicado que “[e]n función del reconocimiento de la igualdad ante la ley se 
prohíbe todo tratamiento discriminatorio”. 
 
84. En la presente Opinión Consultiva se hará una diferenciación al utilizar los términos 
distinción y discriminación. El término distinción se empleará para lo admisible, en virtud de 
ser razonable, proporcional y objetivo. La discriminación se utilizará para hacer referencia a 
lo inadmisible, por violar los derechos humanos. Por tanto, se utilizará el término 
discriminación para hacer referencia a toda exclusión, restricción o privilegio que no sea 
objetivo y razonable, que redunde en detrimento de los derechos humanos. 
 
87. El principio de igualdad ante la ley y la no discriminación ha sido desarrollado por la 
doctrina y jurisprudencia internacionales. La Corte Interamericana ha entendido que:  
 

[l]a noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género 
humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible 
toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con 
privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier 
forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran 
incursos en tal situación de inferioridad. No es admisible crear diferencias de tratamiento entre 
seres humanos que no se correspondan con su única e idéntica naturaleza. 

 
88. El principio de igualdad y no discriminación posee un carácter fundamental para la 
salvaguardia de los derechos humanos tanto en el derecho internacional como en el interno. 
Por consiguiente, los Estados tienen la obligación de no introducir en su ordenamiento 
jurídico regulaciones discriminatorias, de eliminar de dicho ordenamiento las regulaciones 
de carácter discriminatorio y de combatir las prácticas discriminatorias. 
 
89. Ahora bien, al examinar las implicaciones del trato diferenciado que algunas normas 
pueden dar a sus destinatarios, es importante hacer referencia a lo señalado por este 
Tribunal en el sentido de que “no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por 
sí misma, de la dignidad humana”. En este mismo sentido, la Corte Europea de Derechos 
Humanos, basándose en “los principios que pueden deducirse de la práctica jurídica de un 
gran número de Estados democráticos”, advirtió que sólo es discriminatoria una distinción 
cuando “carece de justificación objetiva y razonable”. Pueden establecerse distinciones, 
basadas en desigualdades de hecho, que constituyen un instrumento para la protección de 
quienes deban ser protegidos, considerando la situación de mayor o menor debilidad o 
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desvalimiento en que se encuentran. Por ejemplo, una desigualdad sancionada por la ley se 
refleja en el hecho de que los menores de edad que se encuentran detenidos en un centro 
carcelario no pueden ser recluidos conjuntamente con las personas mayores de edad que se 
encuentran también detenidas. Otro ejemplo de estas desigualdades es la limitación en el 
ejercicio de determinados derechos políticos en atención a la nacionalidad o ciudadanía. 
 
91. Por su parte, la Corte Interamericana estableció que:  
 

[n]o habrá, pues, discriminación si una distinción de tratamiento está orientada 
legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón o a la 
naturaleza de las cosas. De ahí que no pueda afirmarse que exista discriminación en toda 
diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre que esa distinción parta de 
supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que expresen de modo proporcionado una 
fundamentada conexión entre esas diferencias y los objetivos de la norma, los cuales no 
pueden apartarse de la justicia o de la razón, vale decir, no pueden perseguir fines arbitrarios, 
caprichosos, despóticos o que de alguna manera repugnen a la esencial unidad y dignidad de 
la naturaleza humana. 

 
100. Al referirse, en particular, a la obligación de respeto y garantía de los derechos 
humanos, independientemente de cuáles de esos derechos estén reconocidos por cada 
Estado en normas de carácter interno o internacional, la Corte considera evidente que todos 
los Estados, como miembros de la comunidad internacional, deben cumplir con esas 
obligaciones sin discriminación alguna, lo cual se encuentra intrínsecamente relacionado con 
el derecho a una protección igualitaria ante la ley, que a su vez se desprende “directamente 
de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la 
persona”. El principio de igualdad ante la ley y no discriminación impregna toda actuación 
del poder del Estado, en cualquiera de sus manifestaciones, relacionada con el respeto y 
garantía de los derechos humanos. Dicho principio puede considerarse efectivamente como 
imperativo del derecho internacional general, en cuanto es aplicable a todo Estado, 
independientemente de que sea parte o no en determinado tratado internacional, y genera 
efectos con respecto a terceros, inclusive a particulares. Esto implica que el Estado, ya sea a 
nivel internacional o en su ordenamiento interno, y por actos de cualquiera de sus poderes o 
de terceros que actúen bajo su tolerancia, aquiescencia o negligencia, no puede actuar en 
contra del principio de igualdad y no discriminación, en perjuicio de un determinado grupo 
de personas. 
 
101. En concordancia con ello, este Tribunal considera que el principio de igualdad ante la 
ley, igual protección ante la ley y no discriminación, pertenece al jus cogens, puesto que 
sobre él descansa todo el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y es 
un principio fundamental que permea todo ordenamiento jurídico. Hoy día no se admite 
ningún acto jurídico que entre en conflicto con dicho principio fundamental, no se admiten 
tratos discriminatorios en perjuicio de ninguna persona, por motivos de género, raza, color, 
idioma, religión o convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o 
social, nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o 
cualquier otra condición. Este principio (igualdad y no discriminación) forma parte del 
derecho internacional general. En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, 
el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus 
cogens. 
 
[Efectos del Principio de Igualdad y No Discriminación] 
 
103. En cumplimiento de dicha obligación, los Estados deben abstenerse de realizar 
acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear 
situaciones de discriminación de jure o de facto. Esto se traduce, por ejemplo, en la 
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prohibición de emitir leyes, en sentido amplio, de dictar disposiciones civiles, 
administrativas o de cualquier otro carácter, así como de favorecer actuaciones y prácticas 
de sus funcionarios, en aplicación o interpretación de la ley, que discriminen a determinado 
grupo de personas en razón de su raza, género, color, u otras causales. 
 
104. Además, los Estados están obligados a adoptar medidas positivas para revertir o 
cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de 
determinado grupo de personas. Esto implica el deber especial de protección que el Estado 
debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o 
aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias. 
 
105. En razón de los efectos derivados de esta obligación general, los Estados sólo podrán 
establecer distinciones objetivas y razonables, cuando éstas se realicen con el debido 
respeto a los derechos humanos y de conformidad con el principio de la aplicación de la 
norma que mejor proteja a la persona humana. 
 
106. El incumplimiento de estas obligaciones genera la responsabilidad internacional del 
Estado, y ésta es tanto más grave en la medida en que ese incumplimiento viola normas 
perentorias del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. De esta manera, la 
obligación general de respetar y garantizar los derechos humanos vincula a los Estados, 
independientemente de cualquier circunstancia o consideración, inclusive el estatus 
migratorio de las personas. 
 
107. Consecuencia de lo anteriormente expuesto es que los Estados deben asegurar, en su 
ordenamiento jurídico interno, que toda persona tenga acceso, sin restricción alguna, a un 
recurso sencillo y efectivo que la ampare en la determinación de sus derechos, 
independientemente de su estatus migratorio. 
 
109. Esta obligación general de respetar y garantizar el ejercicio de los derechos tiene un 
carácter erga omnes. Dicha obligación se impone a los Estados, en beneficio de los seres 
humanos bajo sus respectivas jurisdicciones, e independientemente del estatus migratorio 
de las personas protegidas. La mencionada obligación alcanza la totalidad de los derechos 
contemplados por la Convención Americana y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, inclusive el derecho a las garantías judiciales. De ese modo, se preserva el 
derecho de acceso de todos a la justicia, entendido como el derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva. 
 
[Personas migrantes y principio de igualdad y no discriminación] 
 
112. Generalmente los migrantes se encuentran en una situación de vulnerabilidad como 
sujetos de derechos humanos, en una condición individual de ausencia o diferencia de poder 
con respecto a los no-migrantes (nacionales o residentes). Esta condición de vulnerabilidad 
tiene una dimensión ideológica y se presenta en un contexto histórico que es distinto para 
cada Estado, y es mantenida por situaciones de jure (desigualdades entre nacionales y 
extranjeros en las leyes) y de facto (desigualdades estructurales). Esta situación conduce al 
establecimiento de diferencias en el acceso de unos y otros a los recursos públicos 
administrados por el Estado. 
 
113. Existen también prejuicios culturales acerca de los migrantes, que permiten la 
reproducción de las condiciones de vulnerabilidad, tales como los prejuicios étnicos, la 
xenofobia y el racismo, que dificultan la integración de los migrantes a la sociedad y llevan 
la impunidad de las violaciones de derechos humanos cometidas en su contra. 
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118. Se debe señalar que la situación regular de una persona en un Estado no es condición 
necesaria para que dicho Estado respete y garantice el principio de la igualdad y no 
discriminación, puesto que, como ya se mencionó, dicho principio tiene carácter 
fundamental y todos los Estados deben garantizarlo a sus ciudadanos y a toda persona 
extranjera que se encuentre en su territorio. Esto no significa que no se podrá iniciar acción 
alguna contra las personas migrantes que no cumplan con el ordenamiento jurídico estatal. 
Lo importante es que, al tomar las medidas que correspondan, los Estados respeten sus 
derechos humanos y garanticen su ejercicio y goce a toda persona que se encuentre en su 
territorio, sin discriminación alguna por su regular o irregular estancia, nacionalidad, raza, 
género o cualquier otra causa. 
 
119. Los Estados, por lo tanto, no pueden discriminar o tolerar situaciones discriminatorias 
en perjuicio de los migrantes. Sin embargo, sí puede el Estado otorgar un trato distinto a los 
migrantes documentados con respecto de los migrantes indocumentados, o entre migrantes 
y nacionales, siempre y cuando este trato diferencial sea razonable, objetivo, proporcional, 
y no lesione los derechos humanos. Por ejemplo, pueden efectuarse distinciones entre las 
personas migrantes y los nacionales en cuanto a la titularidad de algunos derechos políticos. 
Asimismo, los Estados pueden establecer mecanismos de control de ingresos y salidas de 
migrantes indocumentados a su territorio, los cuales deben siempre aplicarse con apego 
estricto a las garantías del debido proceso y al respeto de la dignidad humana. Al respecto, 
la Comisión Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos ha señalado que  
 

[…] no pretende cuestionar ni tampoco cuestiona el derecho de un Estado a tomar acciones 
legales en contra de los inmigrantes ilegales tales como deportarlos a sus países de origen si 
los tribunales competentes así lo deciden. Sin embargo, la Comisión considera que es 
inaceptable deportar a individuos sin darles la posibilidad de argumentar su caso ante las 
cortes nacionales competentes, ya que ello es contrario al espíritu y texto de la Carta [Africana 
de los Derechos Humanos y de los Pueblos] y del derecho internacional. 
 

121. El debido proceso legal es un derecho que debe ser garantizado a toda persona, 
independientemente de su estatus migratorio. […] 
 
123. Tal como ya ha señalado este Tribunal, el debido proceso legal se refiere al  
 

conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que las 
personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier […] 
acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, cualquier actuación u omisión de los órganos 
estatales dentro de un proceso, sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe 
respetar el debido proceso legal. 
 

126. Se vulnera el derecho a las garantías y a la protección judicial por varios motivos: por 
el riesgo de la persona cuando acude a las instancias administrativas o judiciales de ser 
deportada, expulsada o privada de su libertad, y por la negativa de la prestación de un 
servicio público gratuito de defensa legal a su favor, lo cual impide que se hagan valer los 
derechos en juicio. Al respecto, el Estado debe garantizar que el acceso a la justicia sea no 
solo formal sino real. Los derechos derivados de la relación laboral subsisten, pese a las 
medidas que se adopten. 
 
[Trabajadores migrantes] 
 
129. Los trabajadores migrantes documentados o en situación regular son los que “han sido 
autorizados a ingresar, a permanecer y a ejercer una actividad remunerada en el Estado de 
empleo de conformidad con las leyes de ese Estado y los acuerdos internacionales en que 
ese Estado sea parte”. Los trabajadores indocumentados o en situación irregular son los que 
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no cumplen con las condiciones que sí reúnen los trabajadores documentados, es decir, no 
cuentan con autorización para ingresar, permanecer y ejercer una actividad remunerada en 
un Estado del cual no son nacionales. 
 
131. Es menester hacer referencia a la vulnerabilidad de los trabajadores migrantes frente a 
los trabajadores nacionales. Al respecto, el preámbulo de la Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares 
consideró “la situación de vulnerabilidad en que con frecuencia se encuentran los 
trabajadores migratorios y sus familiares debido, entre otras cosas, a su ausencia del 
Estado de origen y a las dificultades con las que tropiezan en razón de su presencia en el 
Estado de empleo”. 
 
133. Los derechos laborales surgen necesariamente de la condición de trabajador, 
entendida ésta en su sentido más amplio. Toda persona que vaya a realizar, realice o haya 
realizado una actividad remunerada, adquiere inmediatamente la condición de trabajador y, 
consecuentemente, los derechos inherentes a dicha condición. El derecho del trabajo, sea 
regulado a nivel nacional o internacional, es un ordenamiento tutelar de los trabajadores, es 
decir, regula los derechos y obligaciones del empleado y del empleador, 
independientemente de cualquier otra consideración de carácter económico o social. Una 
persona que ingresa a un Estado y entabla relaciones laborales, adquiere sus derechos 
humanos laborales en ese Estado de empleo, independientemente de su situación 
migratoria, puesto que el respeto y garantía del goce y ejercicio de esos derechos deben 
realizarse sin discriminación alguna. 
 
134. De este modo, la calidad migratoria de una persona no puede constituir, de manera 
alguna, una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre 
ellos los de carácter laboral. El migrante, al asumir una relación de trabajo, adquiere 
derechos por ser trabajador, que deben ser reconocidos y garantizados, 
independientemente de su situación regular o irregular en el Estado de empleo. Estos 
derechos son consecuencia de la relación laboral. 
 
135. Es importante precisar que el Estado y los particulares en un Estado, no están 
obligados a brindar trabajo a los migrantes indocumentados. Los Estados y los particulares, 
tales como los empleadores, pueden abstenerse de establecer una relación de trabajo con 
los migrantes en situación irregular. 
 
136. Sin embargo, si los migrantes indocumentados son contratados para trabajar, 
inmediatamente se convierten en titulares de los derechos laborales que corresponden a los 
trabajadores, sin que exista posibilidad de discriminación por su situación irregular. Esto es 
de suma importancia, ya que uno de los principales problemas que se presentan en el 
marco de la inmigración es que se contrata a personas migrantes que carecen de permiso 
de trabajo en condiciones desfavorables en comparación con los otros trabajadores. 
 
139. En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, 
éste evidentemente debe garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos 
sus funcionarios públicos, sean éstos nacionales o migrantes, documentados o 
indocumentados, ya que la inobservancia de este deber genera la responsabilidad estatal 
interna e internacionalmente. 
 
140. En una relación laboral regida por el derecho privado, se debe tener en cuenta que 
existe una obligación de respeto de los derechos humanos entre particulares. Esto es, de la 
obligación positiva de asegurar la efectividad de los derechos humanos protegidos, que 
existe en cabeza de los Estados, se derivan efectos en relación con terceros (erga omnes). 
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Dicha obligación ha sido desarrollada por la doctrina jurídica y, particularmente, por la 
teoría del Drittwirkung, según la cual los derechos fundamentales deben ser respetados 
tanto por los poderes públicos como por los particulares en relación con otros particulares. 
 
148. El Estado tiene la obligación de respetar y garantizar los derechos humanos laborales 
de todos los trabajadores, independientemente de su condición de nacionales o extranjeros, 
y no tolerar situaciones de discriminación en perjuicio de éstos, en las relaciones laborales 
que se establezcan entre particulares (empleador-trabajador). El Estado no debe permitir 
que los empleadores privados violen los derechos de los trabajadores, ni que la relación 
contractual vulnere los estándares mínimos internacionales. 
 
149. Esta obligación estatal encuentra su asidero en la misma normativa tutelar de los 
trabajadores, normativa que precisamente se fundamenta en una relación desigual entre 
ambas partes y que, por lo tanto, protege al trabajador como la parte más vulnerable que 
es. De esta manera, los Estados deben velar por el estricto cumplimiento de la normativa de 
carácter laboral que mejor proteja a los trabajadores, independientemente de su 
nacionalidad, origen social, étnico o racial, y de su condición migratoria y, por lo tanto, 
tienen la obligación de tomar cuantas medidas de orden administrativo, legislativo o judicial 
sean necesarias, para enmendar situaciones discriminatorias de jure y para erradicar las 
prácticas discriminatorias realizadas por determinado empleador o grupo de empleadores, a 
nivel local, regional, nacional o internacional, en perjuicio de trabajadores migrantes. 
 
153. En síntesis, las relaciones laborales que se dan entre los trabajadores migrantes y 
terceros empleadores pueden generar la responsabilidad internacional del Estado de 
diversas formas. En primer lugar, los Estados tienen la obligación de velar para que dentro 
de su territorio se reconozcan y apliquen todos los derechos laborales que su ordenamiento 
jurídico estipula, derechos originados en instrumentos internacionales o en normativa 
interna. Además, los Estados son responsables internacionalmente cuando toleran acciones 
y prácticas de terceros que perjudican a los trabajadores migrantes, ya sea porque no les 
reconocen los mismos derechos que a los trabajadores nacionales o porque les reconocen 
los mismos derechos pero con algún tipo de discriminación. 
 
157. En el caso de los trabajadores migrantes, hay ciertos derechos que asumen una 
importancia fundamental y sin embargo son frecuentemente violados, a saber: la 
prohibición del trabajo forzoso u obligatorio, la prohibición y abolición del trabajo infantil, las 
atenciones especiales para la mujer trabajadora, y los derechos correspondientes a: 
asociación y libertad sindical, negociación colectiva, salario justo por trabajo realizado, 
seguridad social, garantías judiciales y administrativas, duración de jornada razonable y en 
condiciones laborales adecuadas (seguridad e higiene), descanso e indemnización. Reviste 
gran relevancia la salvaguardia de estos derechos de los trabajadores migrantes, teniendo 
presentes el principio de la inalienabilidad de tales derechos, de los cuales son titulares 
todos los trabajadores, independientemente de su estatus migratorio, así como el principio 
fundamental de la dignidad humana consagrado en el artículo 1 de la Declaración Universal, 
según el cual “[t]odos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 
dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con 
los otros”. 
 
158. Esta Corte considera que el ejercicio de los referidos derechos laborales fundamentales 
garantiza al trabajador y a sus familiares el disfrute de una vida digna. Los trabajadores 
tienen derecho a desempeñar una actividad laboral en condiciones dignas y justas, y recibir 
como contraprestación de su trabajo una remuneración que permita a ellos y sus familiares 
gozar de un estándar de vida digno. Asimismo, el trabajo debe ser una forma de realización 
y una oportunidad para que el trabajador desarrolle sus aptitudes, habilidades y 
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potencialidades, y logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como 
ser humano. 
 
159. En muchas ocasiones sucede que no se reconocen a los trabajadores migrantes 
indocumentados los derechos laborales ya mencionados. Por ejemplo, muchos empleadores 
los contratan para que presten determinado servicio a cambio de una remuneración más 
baja a la que les correspondería; los despiden por formar parte de sindicatos; los amenazan 
con deportarlos, entre otras situaciones. Incluso, en algunas ocasiones los trabajadores 
migrantes indocumentados no pueden acudir a los tribunales de justicia para reclamar sus 
derechos por temor a su situación irregular. Esto no debe ocurrir; pese a que podría verse 
deportado un trabajador migrante indocumentado, éste último tiene siempre el derecho de 
hacerse representar ante el órgano competente para que se le reconozca todo derecho 
laboral que haya adquirido como trabajador. 
 
 
 
 
160. La Corte considera que los trabajadores migrantes indocumentados, que se encuentran 
en una situación de vulnerabilidad y discriminación con respecto a los trabajadores 
nacionales, poseen los mismos derechos laborales que corresponden a los demás 
trabajadores del Estado de empleo, y este último debe tomar todas las medidas necesarias 
para que así se reconozca y se cumpla en la práctica. Los trabajadores, al ser titulares de 
los derechos laborales, deben contar con todos los medios adecuados para ejercerlos. 
 
169. Considerando que la presente Opinión se aplica a las cuestiones relacionadas con los 
aspectos jurídicos de la migración, la Corte estima conveniente señalar que, en el ejercicio 
de su facultad de fijar políticas migratorias, es lícito que los Estados establezcan medidas 
atinentes al ingreso, permanencia o salida de personas migrantes para desempeñarse como 
trabajadores en determinado sector de producción en su Estado, siempre que ello sea 
acorde con las medidas de protección de los derechos humanos de toda persona y, en 
particular, de los derechos humanos de los trabajadores. Con el fin de cubrir esta 
necesidad, los Estados pueden tomar diversas medidas, tales como el otorgamiento o 
denegación de permisos de trabajo generales o para ciertas labores específicas, pero deben 
establecerse mecanismos para asegurar que ello se haga sin discriminación alguna, 
atendiendo únicamente a las características de la actividad productiva y la capacidad 
individual de las personas. De esta forma, se garantiza una vida digna al trabajador 
migrante, protegiéndole de la situación de vulnerabilidad e inseguridad en que usualmente 
se encuentra, y se organiza así eficiente y adecuadamente el proceso de producción local o 
nacional. 
 
170. Por lo tanto, no es admisible que un Estado de empleo proteja su producción nacional, 
en uno o varios sectores, fomentando o tolerando la contratación de trabajadores migrantes 
indocumentados con fines de explotación laboral, prevaliéndose de la condición de 
vulnerabilidad de dichos trabajadores frente al empleador en el Estado o considerándolos 
como oferta laboral menos costosa, sea pagándoles salarios más bajos, negándoles o 
limitando el goce o ejercicio de uno o más derechos laborales, o negándoles la posibilidad 
de reclamar la violación de los mismos ante la autoridad competente.
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